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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas.  
Asimismo, se encontraban presentes asesores parlamentarios.  

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 78ª y 79ª, ordinarias, en 9 y 10 de enero de 2018, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero da inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en lo relativo al cumplimiento de penas y medidas de seguridad (boletín N° 11.569-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el segundo manifiesta que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental respecto del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley sobre universidades del Estado (boletín N° 11.329-04).



Con el último retira la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental para la tramitación del oficio de Su Excelencia con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (boletín N° S 1.940-05).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, para tipificar como delito la extracción no autorizada de tierra de hoja (boletín N° 11.168-12) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Con el segundo señala que aprobó el proyecto que modifica la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, para otorgar fuero laboral a los dirigentes gremiales de los profesores (boletín N° 11.362-13) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



Remite copia de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad relativos a las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a las obras inconclusas del contrato de demolición del puente viejo de San Pedro, sobre el río Biobío.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la agilización del decreto de emergencia para otorgar recursos al sector de la quebrada Las Petras en Concón, ante el inminente riesgo de derrumbe.



Envía datos sobre consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la adopción de medidas de mantención de la Ruta E-781, en la Región de Valparaíso.



Responde sendas peticiones, enviadas en nombre del Senador señor García, en cuanto a dos proyectos de asfaltado de la Región de La Araucanía: tramo entre Puente Quepe y Camino Nuevo, de la comuna de Padre Las Casas, y Ruta Faja 20.000, en la comuna de Cunco.



De la señora Ministra de Salud:


Contesta requerimiento, planteado en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de las medidas adoptadas por el brote de fiebre Q en las Regiones de La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos.



Responde petición relativa a las acciones aplicadas para atender a los usuarios de la Posta Rural de Melinka, materia solicitada en nombre del Senador señor Horvath.



Del señor Ministro (s) de Agricultura:


Complementa respuesta, enviada ante consulta del Senador señor De Urresti, sobre la red de administración de bancos de recursos zoogenéticos para el resguardo de especies nativas.



De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones:


Expresa pronunciamiento sobre peticiones del Senador señor García, sobre lo siguiente:



-Solicitud de los vecinos de Vilcún, relativa al bus que realiza viajes con subsidio de transporte rural en esa localidad.



-Subsidio de transporte para el tramo Los Quilantos-Temuco.



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Informa requerimiento, manifestado en nombre de la Senadora señora Allende, en cuanto a la destinación de recursos del Fondo de Administración Pesquero al programa de capacitación, apoyo social y reconversión laboral para los tripulantes desplazados de la ley N° 19.713.



Del señor Superintendente de Pensiones:


Consigna antecedentes para el requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la aplicación del Convenio de Seguridad Social entre Chile y Argentina a la solicitud de pensión de la persona individualizada.



Del señor Gobernador de Chiloé:


Atiende preocupación, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al aseo y ornato en el sector de Molulco de Quellón.



Del señor Alcalde de Coronel:


Envía antecedentes relativos al aseo y ornato del sector de Villa Los Jardines de esta localidad, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile:


Da cuenta de los motivos de la no continuidad de ciertas personas en el proceso de selección señalado; consulta realizada en nombre del Senador señor Tuma.



Del señor Director Nacional de la ONEMI:


Adjunta datos sobre instituciones ubicadas en áreas de inundación, consulta efectuada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional (s) de la CONADI:


Informa sobre el procedimiento para finalizar el proceso de asignación de espacio marino costero de pueblos originarios para la comunidad individualizada, pregunta formulada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta:


Remite antecedentes sobre el estado de la solicitud de un particular para el otorgamiento de un terreno en comodato en la comuna de Taltal, consulta realizada en nombre del Senador señor Araya.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:


Contesta petición, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con robos ocurridos en estacionamientos en el período indicado.



De la señora Directora (s) del Servicio de Salud de Talcahuano:


Comunica informe sobre accidentes cerebrovasculares sufridos por jóvenes en los últimos años, materia requerida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Jefe del Departamento de Asistencia y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Seguridad Social:


Anexa datos relativos a las apelaciones de las licencias médicas de la persona individualizada, de la comuna de Antofagasta, materia consultada en nombre del Senador señor Araya.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016 (boletín N° 11.167-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.687-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla. 

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Navarro, para ausentarse del país a contar del día 15 de enero.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que señala que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile (boletín N° 6.191-19) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Queda para tabla.

Informe



De las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre universidades del Estado (boletín N° 11.329-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Queda para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos: 



1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la presente sesión, el asunto signado con el número 8; esto es, el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53, ambos de la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores (boletín N° S 1.961-06). 



2.- Incorporar a la tabla de esta sesión, en cuanto se dé cuenta de él, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández.



3.- Citar a sesión especial para mañana miércoles 17, de 12 a 14 horas, a fin de tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre universidades del Estado.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que mañana las Comisiones no estarán autorizadas para funcionar entre las 12 y las 14, a fin de contar con el quorum requerido en la sesión especial.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, a instancias del Ejecutivo, pido la unanimidad de la Sala para abrir plazo de indicaciones, hasta hoy a las 18 horas, respecto de dos proyectos de ley: el que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional -lo está tratando la Comisión de Economía- y el que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas. Este último se encuentra en la Comisión de Hacienda. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en acceder a lo solicitado?



--Se accede.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solicito el acuerdo de la Sala para que el proyecto que crea el Servicio Nacional Forestal y modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones sea visto en general solo con el informe de la Comisión de Agricultura. En la discusión en particular podrá pasar también a la Comisión de Medio Ambiente, según acordó la Sala. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el Senado acordó hace unas semanas que, después de ser despachado por la Comisión de Agricultura, el proyecto fuera a la de Medio Ambiente, lo que es relevante porque contiene normas que se van a superponer con las de otra iniciativa que también analizará esta última Comisión.



Por lo tanto, no veo razón para modificar ese acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Normalmente, la práctica ha sido que los proyectos vayan a una Comisión técnica y no a dos, porque muchas veces se producen contradicciones entre ellas y puede que una apruebe una iniciativa en general y la otra la rechace, como ha sucedido.



Entiendo que la idea que se está planteando no es que la iniciativa no se vea, sino que, aprobada en general por la Comisión de Agricultura, se discuta en la Sala, se despache en general y luego vaya a las dos Comisiones señaladas para la discusión en particular.



En el fondo, tiene cierta razón el planteamiento del Senador señor Letelier, pues permite evitar contradicciones. Entonces, si hay aprobación de la Comisión de Agricultura, traigamos a la Sala el proyecto, lo sometemos a discusión, y luego lo devolvemos, primero, a la Comisión de Agricultura y, después, a la de Medio Ambiente.



¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la iniciativa del SERNAFOR la ha estudiado la Comisión de Agricultura. Yo me pregunto: ¿con qué objeto debe pasar a la Comisión de Medio Ambiente o a Comisiones unidas? ¡Que la vea solo la Comisión de Agricultura!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Eso es otra cosa!

El señor WALKER (don Patricio).- No entiendo la lógica. Nosotros estamos preocupados por el proyecto relativo al Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas, que se encuentra en la Comisión de Hacienda. Llevamos cuatro años tramitándolo. Por su parte, la Comisión de Agricultura ha tratado el Servicio Nacional Forestal. Entonces, que lo siga viendo. ¡No entiendo para qué va a pasar a Medio Ambiente!



Porque, además, estamos con otro proyecto relativo a las bolsas plásticas…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si me permite, señor Senador, estamos resolviendo una cosa diferente. 



Al parecer, la Sala -yo no estaba presidiendo en ese momento- tomó la decisión de mandar un proyecto para su discusión en general a dos Comisiones: la de Agricultura y la de Medio Ambiente. La primera ya lo aprobó en general. Entonces, se pide traerlo a la Sala, aprobarlo en general, y enviarlo en particular a la Comisión de Agricultura y a la de Medio Ambiente. Si se quiere, podemos acordar que lo vean ambas Comisiones, unidas. Las dos cosas se pueden hacer. 



Pero primero tenemos que resolver la petición de eliminar el trámite en general en la Comisión de Medio Ambiente, de manera que la iniciativa pase a la Sala de inmediato.



¿Habría acuerdo? 

El señor PIZARRO.- ¡No, señor Presidente! No hay acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, nosotros estamos en la postura que ha planteado el Senador señor Patricio Walker. Por eso, no damos el acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Patricio Walker ha señalado, si le entiendo bien…

El señor PIZARRO.- Que no pase a la Comisión de Medio Ambiente en la discusión general.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo hará en el trámite en particular.



Aquí estamos proponiendo traer el proyecto, que ya está aprobado por la Comisión de Agricultura, a la Sala para su discusión en general.

El señor PIZARRO.- En eso estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Eso es lo que estoy consultando!

El señor PIZARRO.- Sí, pero usted planteó que después pasaba a las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo les pido lo siguiente: despachemos el proyecto en general cuando llegue a la Sala desde la Comisión de Agricultura y luego resolvamos si va o no a la de Medio Ambiente.

El señor COLOMA.- ¡Eso está resuelto!

El señor LETELIER.- ¡Se puede cambiar!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-Sí, está resuelto. Tendríamos que modificar o mantener esa decisión, pero lo primero que les estoy planteando es si habría acuerdo en que el proyecto venga de Agricultura a la Sala para su discusión en general. Después tendremos que votar si en el trámite en particular pasa a Agricultura y Medio Ambiente, porque se está pidiendo modificar ese acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la solicitud que en su oportunidad hicieron algunos Senadores para que este proyecto, después de Agricultura, fuera a Medio Ambiente dice relación con una superposición de funciones que puede producirse entre el Servicio Nacional Forestal, que hemos discutido en Agricultura, y el Servicio de la Biodiversidad, que se ha discutido en Medio Ambiente.



Entonces, yo sugiero que, como ya la Comisión de Agricultura aprobó en general la iniciativa, esta pase a la Sala; la aprobamos aquí y después se envía a Medio Ambiente para el solo efecto del artículo referido a la eventual superposición, que tiene que ver con los parques. De esa manera se evita que la Comisión de Medio Ambiente revise completo el proyecto, lo que no tendría ningún sentido. Ella debe remitirse solo a los artículos relativos al Servicio de Biodiversidad. 



Por lo demás, así hacemos en la Comisión de Constitución cuando nos mandan un proyecto. Por ejemplo, hoy día tenemos la iniciativa relativa a SERNAPESCA, donde solo discutimos las normas relativas a modificaciones penales; nada más. No entramos en el resto del articulado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, a lo largo del debate se ha ido complejizando la situación.



Aquí hay un acuerdo de la Sala de que el proyecto relativo al Servicio Nacional Forestal lo vean la Comisión de Agricultura y después, la de Medio Ambiente.



El Senador Letelier, tengo entendido, propuso que, una vez aprobado en general por la Comisión de Agricultura, cosa que ya está hecha, pase a la Sala y, posteriormente, en la discusión en particular vaya a Agricultura y a Medio Ambiente.



Hasta ahí, estamos dispuestos a dar el acuerdo. Pero las otras modificaciones, si formar Comisiones unidas o que solamente vaya a Medio Ambiente, no me parecen razonables, señor Presidente, porque el problema del Servicio Nacional Forestal es que se está tramitando en paralelo otro proyecto que dice relación con materias similares, lo que puede llevar a contradicciones.



Nosotros estaríamos de acuerdo en que, con la aprobación en general de la Comisión de Agricultura, lo viera la Sala en general, y después pasara, en particular, tanto a Agricultura como a Medio Ambiente. 



De hecho, es absolutamente indispensable que el proyecto relativo a la biodiversidad, que está analizando la Comisión de Medio Ambiente, también tenga un trabajo de la Comisión de Agricultura, de manera de evitar esas superposiciones que pueden ser extraordinariamente negativas para un área tan sensible como esta.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, más allá de los eufemismos y las precisiones, creo que la reflexión que tenemos que hacer es si existe voluntad política en esta Alta Cámara para despachar el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal dentro de la presente legislatura.



Considero que se trata del primer acuerdo que debemos alcanzar.



El año pasado -se los recuerdo a los estimados colegas- nos comprometimos en esta misma época, cuando el país estaba siendo asolado por incendios forestales, a que nos íbamos a abocar transversalmente a la tarea de superar la CONAF y establecer un nuevo Servicio Nacional Forestal. Se trabajó con los sindicatos, con los gremios, con las universidades, para los efectos de contar con una institución, pasado un año, con capacidad operativa, con división de tareas, de modo de poder enfrentar una situación de la naturaleza descrita.



Pienso que ese es el debate de fondo. 



Estamos a diez sesiones de terminar esta legislatura. Y entendiendo principalmente lo que señalaba el Senador Pérez Varela en su última intervención en cuanto a que el Servicio Nacional Forestal dialoga con el Servicio de Biodiversidad, quiero señalarle a mi colega, con mucho respeto, que, si los ponemos a dialogar, no sacaremos ninguno de los dos proyectos. Tienen que trabajarse por separado. A mi juicio, se ha hecho una labor importante en cada una de las Comisiones, especialmente en Agricultura, y también en Medio Ambiente, en lo que corresponde. Pero, si vamos a llevar el proyecto sobre Servicio Nacional Forestal, en su debate en particular, a cada una de las Comisiones, especialmente a Agricultura y Medio Ambiente, no vamos a sacarlo a tiempo.



Entonces, lo que debemos hacer es sincerar la situación. Creo que la fórmula de discutir la iniciativa en general esta semana o lo antes posible en la Sala, para que luego cada Comisión precise dónde están sus nudos y no vincularla con otras más, es el acuerdo que debiéramos alcanzar y que nos permitiría tener legislación sobre la materia. 



Un Servicio Nacional Forestal como en el que hemos avanzado, con el entendimiento que ha habido con los gremios, con los sindicatos, con entidades relacionadas con la ciencia, con las universidades, con los propios actores, merece hacer un esfuerzo en ese sentido.



Yo pediría esa flexibilidad: traer el proyecto a la Sala en general, de tal forma que el mismo debate nos aclare un poco el modo de seguir avanzando para poder despacharlo en la presente legislatura.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Creo que no podemos continuar con esta discusión. Es un tema que tendrá que resolverse en su momento. Pero considero que ya existe cierta concordancia en cuanto a que la iniciativa, ya aprobada por la Comisión de Agricultura, venga a la Sala para los efectos de ser aprobada en general. Y, una vez que eso suceda, veamos en reunión de Comités o…

El señor COLOMA.- Ya existe un acuerdo al respecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero los acuerdos se pueden modificar con los quorums que corresponden. No estoy dejando sin efecto el ya existente, que se halla vigente y se mantendrá mientas no sea modificado.



Yo estoy planteando, para evitar una discusión mayor, que resolvamos que la iniciativa venga a la Sala para su aprobación general, y después...

El señor COLOMA.- ¡Ya está acordado el procedimiento!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, yo no puedo impedir que alguien me pida la revisión de un acuerdo. Y eso lo debe resolver la Sala con los quorums pertinentes.

El señor COLOMA.- Ya existe un acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, y se mantendrá mientras no sea modificado. Yo no puedo cambiarlo.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, nuestra bancada se allana a lo que usted ha planteado, en el sentido de que el proyecto, ya despachado por la Comisión de Agricultura, venga a la Sala para su aprobación general, y que la cuestión reglamentaria de si va tanto a Agricultura como a Medio Ambiente para su debate particular la zanjemos después de aquello.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Exactamente.

El señor PÉREZ VARELA.- Sin embargo, señor Presidente, hay algo que quiero dejar absolutamente sentado, porque las palabras del Senador De Urresti pueden producir un equívoco en cuanto a la existencia o no de voluntad política para sacar adelante el proyecto. 



La Comisión de Agricultura es presidida por un Senador de Chile Vamos, y fue este quien llevó adelante la votación del día lunes. O sea, ha habido una voluntad política absolutamente clara para despachar el proyecto, al cual el Gobierno recién le puso urgencia hará no más de tres semanas. En ese momento, la Comisión de Agricultura estaba viendo las modificaciones al Código de Aguas y el Ejecutivo -insisto- recién hace dos o tres semanas pidió que dejáramos de lado dicho asunto para comenzar a analizar la iniciativa relacionada con el Servicio Nacional Forestal.



Por lo tanto, la falta de voluntad política no se ha dado en estas bancadas, que han ofrecido todas las facilidades para poder seguir desarrollando el proyecto. Tan así es que, señor Presidente, ahora aceptamos su proposición de resolver el tema reglamentario una vez que la Sala despache en general la iniciativa, pues siempre queremos ayudarlo en sus tareas a la cabeza de esta Corporación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le agradezco, señor Senador, su buena voluntad y la posibilidad de darles trámite a los distintos proyectos.



Estimo que aquí hay interés de trabajar y sacar adelante las iniciativas.



Por lo tanto, se procederá en la forma que se ha indicado.
V. ORDEN DEL DÍA

SOLICITUD DE PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA PARA AUSENTARSE DEL PAÍS EN PERÍODO QUE INDICA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo resuelto por los Comités, corresponde analizar, en primer lugar, el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del país desde el 21 hasta el 27 de febrero de 2018, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.961-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 77ª, en 3 de enero de 2018.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 79ª, en 10 de enero de 2018.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, acordó recomendar a la Sala la aprobación de la solicitud de autorización.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la solicitud?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República para ausentarse del país en el período indicado.
CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE LA NIÑEZ. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse del informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo, con urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.314-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 55ª, en 29 de septiembre de 2015 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 74ª, en 20 de diciembre de 2017. 



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 33ª, en 20 de julio de 2016.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (nuevo): sesión 88ª, en 8 de marzo de 2017.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.



Hacienda: sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.



Mixta: sesión 78ª, en 9 de enero de 2018.



Discusión:



Sesiones 2ª, en 15 de marzo de 2017 (se aprueba en general); 25ª, en 21 de junio de 2017 (quedan pendientes la discusión y la votación particular de los números 1), 3) y 5) del artículo primero transitorio); sesión 26ª, en 4 de julio de 2017 (queda pendiente la discusión y la votación particular del número 1) del artículo primero transitorio); 27ª, en 5 de julio de 2017 (se aprueba en particular); 75ª, en 20 de diciembre de 2017 (se rechazan las modificaciones y el proyecto pasa a Comisión Mixta); 79ª, en 10 de enero de 2018 (el informe queda para segunda discusión).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en aprobar, con modificaciones, los números 3) y 10), nuevos, introducidos por la Cámara de Diputados, proposición que acordó con las votaciones que consigna en su informe. 


Se hace presente que la Comisión Mixta deja constancia de que las normas en controversia revisten carácter orgánico constitucional, por lo que requieren 19 votos favorables para su aprobación.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Puede intervenir el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quisiera señalar que en la Comisión se llegó a acuerdo respecto de dos artículos, que básicamente apuntan, el primero de ellos, a establecer el mecanismo que fijará los estándares para los organismos colaboradores y los programas de las líneas de acción contempladas en el numeral 3) del artículo 4° de la ley N° 20.032.



Quiero explicarme, señor Presidente.



En esta iniciativa, que crea la Subsecretaría de la Niñez en el Ministerio de Desarrollo Social, existen dos mecanismos para que las instituciones puedan acreditarse y, de este modo, cumplir eficazmente su labor.



Uno de ellos corresponde al que nosotros tenemos establecido en el proyecto de ley en tramitación, referido a la reinserción de adolescentes infractores de ley. Se crea un consejo autónomo e independiente que va a recibir todas las peticiones y solicitudes de los organismos que quieran ser colaboradores y ejecutar programas para la reinserción social y atender a los menores infractores de ley, así como lo que diga relación con la nueva institucionalidad que se establece para los menores vulnerados en sus derechos y que no sean infractores de ley.



La lógica apunta a un consejo con miembros independientes que evalúen si las instituciones realmente cumplen los requisitos para acreditarse, porque necesitamos organismos colaboradores que hagan bien su trabajo, en un ámbito muy importante y en el cual hemos visto muchas falencias y fallas gravísimas en los últimos años.



En esta iniciativa hay un cambio en esa materia.



Junto con el Ministro, establecimos que “un reglamento dictado por el Ministerio de Desarrollo Social y suscrito, además, por los Ministros de Hacienda y de Justicia y Derechos Humanos, fijará estándares para los organismos colaboradores”.



En un caso, tal como dijimos, será un consejo; en este, será un reglamento.



Finalmente, acordamos que fuera un reglamento, con la firma nada menos que de dos Ministros, y dejamos pendiente, para el debate que haya cuando llegue al Senado el proyecto de ley referido a los menores vulnerados en sus derechos, si vamos a usar el modelo del consejo o el del reglamento.



Por ahora, se establece un reglamento, y así quedó acordado. Por lo tanto, nosotros vamos a votar a favor, pues nos parece que ese es el camino correcto, entre otras cosas, porque no tenemos facultades para instituir un consejo. El señor Ministro nos dijo que no estaba en condiciones de pedir un cambio de esa envergadura en el texto a estas alturas, pero quedamos de estudiarlo cuando llegara la otra iniciativa, para ver si en definitiva lo puede hacer un consejo, autónomo e independiente, y no un simple reglamento -sin querer mirar en menos a los reglamentos- firmado por dos Ministros de Estado.



Lo importante, yo diría lo sustancial, es que todos los organismos que trabajen con menores tendrán que acreditarse a través de un mecanismo extraordinariamente exigente que asegure que cumplen con condiciones profesionales y son idóneos para la labor que debe realizarse, de tal manera que realmente presten el servicio que los menores se merecen y no nos encontremos, como muchas veces ocurre, con instituciones, dependientes del Estado o particulares, que no están a la altura.



Por lo tanto, nosotros vamos a votar a favor.



En segundo lugar, se incorporó un Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez -algo muy importante- como un órgano meramente consultivo para ver cómo enfrentar las políticas públicas relativas a los menores. Y, simultáneamente, se desechó, prácticamente en forma unánime en la Comisión, la existencia de un Consejo Nacional de los Niños, dado que su constitución representaba un asunto extraordinariamente complejo. ¿Quién y cómo elegiría a sus miembros? ¿Qué edad deberían tener y de qué región deberían provenir? No es llegar y que la ley establezca simplemente un consejo, materia que, además, no puede quedar entregada a un reglamento.



Por consiguiente, nosotros vamos a aprobar el informe de la Comisión Mixta, porque frente a los dos temas en discusión recomienda la decisión correcta dentro de las facultades que existen: acreditación obligatoria, clara, categórica y definitiva para todas las instituciones, y establecimiento  de un Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez (que, entre paréntesis, ya existe por ley hoy día) como órgano consultivo para la fijación de políticas públicas, desechando la idea de un Consejo Nacional de los Niños.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización de la Sala para abrir la votación, ya que el proyecto tiene rango orgánico constitucional.


¿Habría acuerdo?


En votación el informe.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros, para fundamentar su voto.
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, ayer dimos cuenta de que la Comisión Mixta aprobó por unanimidad los números 3) y 10), nuevos, así que solamente quiero recalcar que el avance que significa una nueva institucionalidad dedicada exclusivamente a la promoción y protección de los derechos de los niños y niñas es de gran importancia para nuestro país, dada la poca relevancia que se les ha dado a estos temas a lo largo de la historia.



La Comisión Mixta conformada en este Parlamento ha despejado las controversias que dicen relación, primero, con el sistema de acreditación y los estándares, y luego, con un Consejo de los Niños.



Creo firmemente, señor Presidente, que si bien el proyecto ha tenido una tramitación que no ha sido fácil y ha sido muy controvertida en algunos puntos específicos, lo importante es robustecer nuestra institucionalidad para otorgar mayor protección a los niños que a diario ven vulnerados sus derechos y que actualmente no ven en el Estado a su mejor aliado.



La nueva Subsecretaría de la Niñez será la instancia gubernamental para reconocer y proteger con mayor fuerza los derechos de los niños y las niñas. Así, podremos cumplir, como Estado, con los distintos estándares internacionales existentes en materia de infancia, especialmente con la Convención de Derechos del Niño.


Junto con la Defensoría de la Niñez, el sistema de garantías y los proyectos que modifican el SENAME, este Gobierno habrá hecho una contribución real y sucinta a la protección de los niños, especialmente los más vulnerables y desprotegidos.



Por eso, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, con la creación de la Subsecretaría de la Niñez, las temáticas de los niños, tanto de aquellos vulnerados en sus derechos como de todos ellos, son asumidos por el Ministerio de Desarrollo Social. Por lo tanto, de alguna manera estamos avanzando hacia un Ministerio que se hace cargo de la vida de las personas. A través de la Subsecretaría generamos una institucionalidad que se preocupa de la niñez, de manera transversal, en todas las políticas públicas de nuestro país.



Esta es una iniciativa impulsada por este Gobierno que nosotros apoyamos, que buscamos mejorar y que fue trabajada con bastante unidad entre Gobierno y Oposición. En ese sentido, es un texto compartido por todos los sectores.



Uno se podría preguntar si este era el proyecto más relevante o el primero que se debía enviar al Parlamento. Con una mirada de largo plazo, probablemente sea tremendamente importante, porque por primera vez se establece una institucionalidad, así como dónde y quién tendrá a su cargo la temática de la niñez en nuestro país, pero, en mi opinión, no era el más urgente. Para mí, lo más apremiante era la separación del SENAME en una institucionalidad preocupada, por un lado, por los niños vulnerados en sus derechos, y por otro, por los niños infractores de ley.



Si a mí me hubiesen preguntado por dónde empezar, probablemente habría contestado que por la separación del Servicio en dos instituciones, porque es ahí donde tenemos la crisis más relevante, la que más le duele al alma de nuestro país en este momento.



Sin embargo, no por eso quiero quitarle importancia al proyecto que crea la Subsecretaría de la Niñez, porque sí considero relevante, en el largo plazo, establecer qué institucionalidad estará a cargo de los asuntos de la niñez dentro de nuestro aparato estatal.



Es un primer paso, aunque aún bastante arriba o centralizado.



Hay un tema del cual tendremos que preocuparnos ahora, con una mirada de largo plazo, desde la Subsecretaría de la Niñez, hacia donde efectivamente están las familias y los niños: cómo llegar bien, con buenos servicios, a ayudarles a las familias y a los niños vulnerados en sus derechos; cómo el Estado llega hasta cada una de las familias, para que sean estas las que puedan hacerse cargo de sus problemáticas y los niños no terminen en hogares; cómo lograr que las falencias se solucionen dentro de las propias familias.



Para lograr eso, necesitamos llegar territorialmente a ellas, a fin de impedir que, a través del sistema judicial, los niños vayan a hogares debido a que sus parientes más cercanos no pueden hacerse cargo de ellos.



Es la apuesta que nos queda por delante: cómo enfrentar el tema territorialmente -a través de los municipios o no-, cuál es la respuesta que finalmente damos a este tremendo desafío.



En ese sentido, este es un primer paso, en el que espero que trabajemos todos para que no se quede en una oficina en Santiago, sino que podamos apoyar territorialmente a cada una de las familias que lo requieran a lo largo del país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, hay un debate fundamental, que se refiere a cómo adecuar nuestra institucionalidad a las obligaciones que debemos tener para garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. Existe un marco legal que rige en la materia y se halla en nuestra Constitución y hemos aprobado la Declaración de la Infancia de Naciones Unidas, que es una estructura jurídica general.



La Subsecretaría de la Niñez constituye una de las piezas institucionales claves y desde ella se formularán políticas públicas para todos los niños, las niñas y los adolescentes, no solo para los vulnerados, no solo para los abandonados, sino que para todos. 



Pero también hay un debate mayor -en otra ocasión el Senador Montes lo planteó- sobre la necesidad que nos asiste como sociedad de preocuparnos por qué está pasando con los niños en Chile hoy día, cuál es su realidad, aspecto en el que probablemente tengamos más preguntas que respuestas.



Por cierto, este cambio institucional es tremendamente importante. 



La Comisión Mixta logró despejar dos temas que, yo diría, eran de naturaleza menor. 



Y, como dijo la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, en la construcción de esta institucionalidad ha habido en general un trabajo muy transversal. Está la Ley sobre Defensoría de la Niñez, que ya fue despachada; y también la normativa que establece un sistema de garantías, donde tenemos aún trabajo pendiente.



Señor Presidente, junto con ratificar que la bancada socialista votará a favor de este proyecto que crea la Subsecretaría de la Niñez, debo señalar que en algún momento probablemente necesitaremos hacer un debate de otra naturaleza, relacionado con cuántas Subsecretarías estarán alojadas en el Ministerio de Desarrollo Social y cuál será el alcance de ese tipo de accionar.



Pienso que esa es una discusión necesaria no para hoy; quizás para cinco años más. No obstante, el hecho de ir sectorializando el debate en algunos ámbitos debe tener un límite. Porque el mundo de los adultos mayores está pidiendo su Subsecretaría, al igual que otros sectores. 



En consecuencia, estimo que se debe definir en algún momento si esa será la estructura institucional a futuro.



Ahora bien, respecto de esta materia, no debería haber ninguna duda: hay un tremendo avance. Y yo, a diferencia de lo que piensa la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, considero que existen temas urgentes y otros que son importantes. La división del SENAME es una tarea muy importante, ¡muy importante!, pero eso debe hacerse con los datos necesarios, no con los ligados a una crisis, sino que conforme a una política pública permanente.



Para eso necesitamos contar con la Subsecretaría de la Niñez, la cual se hará cargo de una de las áreas que estarán involucradas aquí, en particular con el hecho de acoger niños que se encuentran en situación de abandono y de vulneración de sus derechos, donde crearemos una nueva institucionalidad.



A mi juicio, ese es el orden correcto.



Finalmente, deseo destacar que en la historia de nuestro país va a quedar subrayado que fue en el Gobierno de la Presidenta Bachelet donde más se hizo por los niños y las niñas en lo referente a construcción de infancia, a políticas de la niñez, a iniciar una etapa vinculada a una temática en la que, sin duda, teníamos una gran deuda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES (Presidente).- Señor Presidente, seré muy breve.



Quiero insistir en una cosa que acaba de señalar el Senador Letelier: cuando estamos creando una Subsecretaría y un conjunto de instituciones es para los niños en su conjunto no solo para los menores infractores, ni para los vulnerables, pues tiene que haber alguna capacidad en la sociedad para proyectar una respuesta a la realidad de los niños, a su necesidad en este tiempo.



Comenio, hace 350 años, decía que el desarrollo de un niño tiene que ver con que en su interior se pongan los gérmenes que le permitan desplegar toda su potencialidad. 



Esa era su definición en esa época.



Pero yo además creo que se requiere que haya una preocupación general como sociedad, y ojalá que esta institución ayude en tal sentido.



En 1920 se hablaba en Chile de que se estaba en el siglo de los niños, que había que preocuparse de los menores por todos lados, y hoy día necesitamos tener por lo menos una sociedad de los niños, que se preocupe de otra manera por ellos. Sin embargo, la respuesta actual no corresponde a las características, las necesidades y los desafíos, no solo en materia de educación, sino también en los barrios, en la televisión, en el tipo de sociedad que se desea construir para adelante. 



Y, por tanto, pienso que la Subsecretaría que se crea no es solo de protección social.



Ahora, quisiera decirle especialmente esto a personas como el Senador Alberto Espina, quien a lo mejor alguna responsabilidad va a tener en el futuro, como también a los que desarrollan distintos roles: es muy importante asumir globalmente el tema de los niños porque estamos tremendamente atrasados y poco claros en lo que se debe hacer para adelante.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la misma línea de lo expresado por colegas de distintas bancadas, me parece que en esto ha habido un trabajo bastante transversal.



Efectivamente, en lo referente a la infancia tenemos todavía una legislación bastante insuficiente. 



El Senador Letelier aludió a la legislación de hace algunos años, a su puesta al día, al reconocimiento de lo que significa la Conferencia de Naciones Unidas en materia de infancia, a lo relacionado con el maltrato en los años 90, todo lo cual se ha ido perfeccionando con el tiempo. Pero todavía es muy insuficiente porque, por cierto, no hay elementos, no existe un acompañamiento por parte del Estado, no se observa hoy día un organismo especializado para lograr justamente lo que aquí distintos Senadores han señalado: generar una mirada preventiva antes de que sea tarde y se tenga que llegar al SENAME y a todo lo que se ha denominado acá como “la infancia vulnerada”.



Por consiguiente, lo que hace este proyecto esencialmente es cambiar la relación entre el Estado y la infancia, reconocer a los niños como sujetos de derecho. En consecuencia, una preocupación directa y fundamental en las políticas públicas es la protección especializada. 



En su articulado, el proyecto consagra la protección especializada para niños vulnerados, pero también la protección universal en materia de prevención, que se hace con todas las políticas públicas: Chile Crece Contigo, Seguridades y Oportunidades, y en función de todo lo que existe en los distintos organismos que hoy día tienen impacto en la infancia -desde luego, la educación-. Porque acá estamos hablando -varios Senadores lo han manifestado- no solo del niño que ha sido vulnerado, sino también del menor que asiste al colegio conforme a planes regulares pero que está experimentando agobio escolar, exceso de tareas y muchos temas que hoy día hacen que en la infancia en Chile -ocurre especialmente en Latinoamérica con niños de entre 8 y 14 años- haya mayores trastornos que en cualquier otro país. 



Y de ello también debe hacerse cargo el sistema escolar.



Por consiguiente, faltaba en ese sentido este órgano especializado. Y destaco el hecho de que él quedará en el Ministerio de Desarrollo Social. 



También quiero poner de relieve el rol que ha tenido el Ministro Barraza en empujar este proceso, al igual que, por cierto, el de otros organismos, como el Consejo de la Infancia.



Sin embargo, si nuestro país ha adoptado la decisión -se ha dicho acá que este es el Gobierno que más institucionalidad ha generado- de robustecer la institucionalidad y los derechos de los niños, estimo que no podemos quedarnos solo en este proyecto, porque ello puede traer consecuencias, ya que nos faltarán piezas en este engranaje sistémico que es la protección a la infancia. 



Ciertamente, el Defensor de la Niñez -como se dijo, dicho proyecto ya fue despachado- es fundamental, pero tanto o más importante es poder establecer un catálogo de derechos, lo cual corresponde a otra discusión, está consagrado en otra normativa y hoy día se encuentra en su fase final en la Comisión de Infancia creada por este Senado, relacionada con las garantías de la niñez.



En lo atinente a esta materia, ha habido una larga discusión, en la que escuchamos a los jueces de familia de distintos lugares del país. Y quiero reconocer la generosidad que ellos tuvieron, porque perfectamente les podía haber sido más cómodo sacarse algunas funciones de encima. Pero fue todo lo contrario. 



Lo que se busca con este proyecto es que la cantidad de menores que tengan que llegar a los tribunales de familia y terminar en casas de acogida o en sistemas residenciales sea la estrictamente necesaria. En este sentido, se requiere que previamente exista un órgano que haga la contención, que acompañe. Y, por lo tanto, el fortalecer la vía administrativa resulta fundamental.



Sobre el particular, señor Presidente, simplemente estamos a la espera de una indicación del Ejecutivo, la cual me parece que está en condiciones de darse a conocer por lo menos a los miembros de la Comisión de Infancia. Y si eso es así, junto con respaldar la creación de la Subsecretaría de la Niñez, por constituir un paso primordial, yo le pediría al Ejecutivo que le pusiera “discusión inmediata” al proyecto que establece las garantías de la niñez, porque, como lo han señalado Naciones Unidas y un montón de organismos que nos visitaron en la Comisión, parece fundamental para constituir una prevención fuerte -seguramente será tarea del próximo Gobierno-, y así hacernos cargo de otro tema pendiente: la infancia vulnerada y lo que hoy vemos que ocurre en el SENAME.



Por todo lo anterior, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Guillier.

El señor GUILLIER.- Seré muy breve, señor Presidente.



Según lo señalado en el informe de Comisión Mixta, existió un acuerdo respecto a las modificaciones introducidas y se definió un nuevo artículo 3 ter. Por lo tanto, creo que podemos aprobarlo por unanimidad.



La dificultad actual de la institucionalidad -que todos reconocemos- radica en la necesidad de establecer una diferenciación entre los niños que tienen medidas de protección (o sea, vulnerables), a cargo del Ministerio de Desarrollo Social, y los infractores de la ley, a cargo del Ministerio de Justicia. Y el SENAME considera aquí criterios de intervención.


Recordemos que el Ministerio de Desarrollo Social, a diferencia del Ministerio de Justicia, es un organismo llamado por definición a fijar estándares, evaluar y determinar metodologías para programas sociales. Y en este marco, se fijan estándares tanto para los organismos colaboradores (que todos veníamos reclamando) como para la administración directa.


De esta manera, en el artículo 3 ter quedan definidos los estándares para organismos colaboradores, conforme a las labores que van a cumplir los Ministerios de Desarrollo Social, de Hacienda, de Justicia y de Derechos Humanos.


Este reglamento, además, aclara que aquello no será aplicable a los programas de reinserción para adolescentes infractores de la ley penal.


Otro aspecto significativo es que el artículo 16 ter dispone que “De conformidad a lo establecido en la ley N° 20.500, sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública, existirá un Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez que será especialmente oído en las materias establecidas en las letras b) y g) del artículo 3 bis de esta ley”.


Con ello se llena un vacío y se permite a la propia sociedad civil ejercer también una labor fiscalizadora y de colaboración para proteger a los menores vulnerables.


Por todo lo anterior, me parece que se resolvieron los temas que fueron a Comisión Mixta; y, en consecuencia, daremos nuestro apoyo a este proyecto.


Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (29 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum exigido.


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

EL señor BARRAZA (Ministro de Desarrollo Social).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero agradecer el apoyo de las señoras y los señores Senadores.



Las propuestas de la Presidenta de la República respecto de la nueva institucionalidad en materia de niñez son altamente importantes para el país. Se trata de cinco iniciativas legislativas que buscan cambiar el paradigma de la protección integral a los derechos de los niños y las niñas. A aquellas se sumaron otras mociones parlamentarias, las cuales apoyamos con fuerza, que hoy día son leyes de la República. 



Entre estas se encuentran las relativas a las entrevistas videograbadas y a la ley que tipifica con penas más severas el maltrato de niños, niñas y adolescentes, como también las cinco iniciativas que mencionaba al inicio, principalmente referidas al Defensor de la Niñez; a los dos servicios que remplazan al SENAME, a saber, el Servicio de Protección Especializada y el Servicio de Reinserción Social Juvenil; y la ley en proyecto sobre  sistemas de garantías, en lo cual esperamos poder avanzar en lo que resta de este período.



Lo importante, señor Presidente, es que aquí se cambia el enfoque: buscamos una institucionalidad especializada que dé efectiva protección y restituya los derechos a los niños y niñas que han experimentado serias y graves vulneraciones. 



Del mismo modo, queremos establecer una protección universal que nos permita conjugar el enfoque de los derechos humanos de la Convención de los Derechos del Niño con las políticas, planes y programas en materia de políticas sociales con que hoy día cuenta el Ministerio de Desarrollo Social. Y lo hacemos a través de esta Cartera porque le incorporamos nuevas funciones, dándole el carácter de ente rector. Esto, en definitiva, posibilita ampliar la mirada y no continuar con una visión parcelada que no permite contar con prevención, promoción y protección efectiva.



En síntesis, señor Presidente, esta ley en proyecto va a contribuir de manera significativa a resguardar de manera integral a los niños y niñas de nuestro país y a construir una cultura de respeto a los derechos de la niñez.



Muchas gracias.

DESIGNACIÓN DE SEÑOR GONZALO BERRÍOS DÍAZ Y DE SEÑORA CARMEN DOMÍNGUEZ HIDALGO COMO MIEMBROS DE CONSEJO DIRECTIVO DE ACADEMIA JUDICIAL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial al señor Gonzalo Berríos Díaz y a la señora Carmen Domínguez Hidalgo, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y la urgencia del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.960-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 75ª, en 20 de diciembre de 2017.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 79ª, en 10 de enero de 2018.


Discusión:



Sesión 79ª, en 10 de enero de 2018 (el oficio presidencial queda para segunda discusión).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- A la sesión en que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento consideró este asunto asistieron la señora Domínguez y el señor Berríos.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Araya, Espina, De Urresti y Larraín, de que en la proposición en estudio se da cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los integrantes del Consejo Directivo de la Academia Judicial.



Nada más, señor Presidente.   

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el oficio presidencial.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, los antecedentes de las personas propuestas por la Presidenta de la República para desempeñarse en la Academia Judicial están en manos de los integrantes de esta Corporación. Por lo tanto, quiero ser breve y no entrar en muchos detalles.



Eso sí, quiero señalar que ellos vienen a remplazar a dos personas que durante el último período han desarrollado muy exitosamente su labor. Me refiero a Humberto Nogueira y a Miguel Otero -ambos académicos, el último también fue compañero nuestro aquí en el Senado-, quienes han tenido una participación extraordinariamente relevante en las funciones que cumple la Academia Judicial. Estas son muy importantes, pues organizan y supervisan la formación de los jueces cuando estos están llamados a subir de categoría y, al mismo tiempo, cuando tienen que cumplir nuevas atribuciones. 



La capacitación, por ejemplo, cuando se trata de una reforma judicial que cambia radicalmente la estructura de un código o de un sistema normativo determinado, exige a los jueces ponerse al día. Y esta labor la cumple la Academia Judicial.



Por tanto, quienes están supervisando esta tarea desarrollan un trabajo extraordinariamente valioso y necesario.



Hemos oído en la Comisión a doña Carmen Domínguez y a don Gonzalo Berríos, y quiero testimoniar ante esta Corporación que se trata de personas que no solamente cuentan con una larga trayectoria académica y con una muy buena formación personal, desde el punto de vista de estudios y publicaciones, sino de profesionales que entienden la labor de la Academia y que saben que se trata de un trabajo de formación especializada, permanente, que pone a los ministros y a los magistrados en una posición de excelencia para desempeñar debidamente sus funciones.



Ciertamente, hay labores que no se han efectuado bien y existen dificultades en la Academia. Esto no es desconocido por quienes han sido propuestos por la Presidenta.



En ese sentido, ante las inquietudes que planteamos respecto a cómo especializar a algunos jueces; a cómo coordinar la labor de formación de estos con las universidades; a cómo colaborar en una formación de carácter regional, no solo temático, pudimos apreciar que todo ello quedó claramente comprendido por ambos académicos.



Por ello, estoy seguro de que van a contribuir enormemente a mejorar la formación de nuestros jueces.



Por las razones indicadas, la unanimidad de pareceres que se registró en la Comisión en el sentido de recomendar sus nombres por cumplir los requisitos necesarios para asumir estas funciones me hace pensar que ojalá logremos, más allá de cualquier consideración, la aprobación unánime de ambos postulantes para desempeñarse en la Academia Judicial.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial a la señora Carmen Domínguez y al señor Gonzalo Berríos.



En su oficio, la Jefa de Estado hace presente que dichos cargos fueron servidos anteriormente por los académicos señores Humberto Nogueira Alcalá y Miguel Otero Lathrop, quienes se desempeñaron en esa función hasta el mes de junio de 2016, época en que expiraron sus mandatos.



A la sesión en que se analizó este asunto concurrieron, especialmente invitados, la señora Carmen Domínguez y el señor Gonzalo Berríos.



Asimismo, asistió el Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Álvaro Pavez.



Estuvieron presentes también el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y asesores de señores Senadores.



Es importante señalar que la Academia Judicial es una corporación de derecho público, creada por la ley Nº 19.346, cuya finalidad es la formación de los postulantes a cargos del Escalafón Primario del Poder Judicial y el perfeccionamiento de todos los integrantes de dicho Poder del Estado. Esta corporación tiene personalidad jurídica y patrimonio propio y está sometida a la supervigilancia de la Corte Suprema.



La dirección superior de esta institución corresponde a un Consejo que está integrado por nueve miembros. Dos de ellos deben ser académicos con más de cinco años de docencia universitaria, designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. Estos miembros duran cuatro años en sus cargos y pueden ser reelegidos.



En este caso, Su Excelencia la Presidenta de la República, en oficio dirigido al Senado, ha propuesto a la profesora Carmen Domínguez y al señor Gonzalo Berríos como candidatos a integrar el Consejo Directivo de la Academia Judicial.



El señor Gonzalo Patricio Berríos Díaz es abogado y licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile.



Asimismo, es magíster en Derecho Penal y Procesal Penal de la Universidad Diego Portales.



También es diplomado en Derecho Penal Sustantivo de la Universidad Las Américas y diplomado en Reforma al Proceso Penal de la Universidad Alberto Hurtado.



Actualmente, se desempeña como Subdirector de la Escuela de Postgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y como profesor de la asignatura sobre Derecho Penal Juvenil. En esta entidad académica, además, ha impartido cursos vinculados a Derecho Penal, Derecho Procesal y Derecho Penitenciario, tanto a nivel de pregrado como de posgrado.



Del mismo modo, ha ejercido la docencia en otros planteles formativos y se ha desempeñado como profesor en algunas versiones del programa de formación para postulantes al Escalafón Primario del Poder Judicial, que imparte la Academia Judicial de Chile.



En el pasado reciente se desempeñó como Jefe de la Unidad de Defensa Penal Juvenil y Defensas Especializadas de la Defensoría Penal Pública.



El señor Berríos es autor de diversos artículos en revistas y de libros sobre materias vinculadas a Derecho Penal Juvenil.



Por su parte, la señora Carmen Aída Domínguez Hidalgo es abogada y licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Concepción, magíster en Derecho Comparado de la Universidad Complutense de Madrid y doctora en Derecho de la misma casa de estudios.



En la actualidad se desempeña como profesora titular del Departamento de Derecho Privado de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, institución en la que, además, ejerce los cargos de Directora del Centro UC de la Familia y de consejera de su facultad.



Entre las asignaturas que imparte destacan Teoría del Acto Jurídico y Teoría de la Ley, Personas y Bienes, Obligaciones, Fuentes de las Obligaciones I y II, Derecho de la Familia, Derecho Sucesorio y La Reparación del Daño.



Ha publicado múltiples libros vinculados al Derecho Civil, tanto en el ámbito nacional como en el internacional.



La Comisión de Constitución tuvo a bien escuchar a ambos candidatos y también al abogado y Jefe de la División Judicial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, don Álvaro Pavez.



Luego de un conjunto de preguntas que realizaron los señores Senadores, la Comisión estimó que los postulantes reúnen las condiciones y los requisitos para ser propuestos en dichos cargos.



En consecuencia, la Comisión de Constitución solicita a esta Honorable Sala la aprobación de ambos nombramientos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización de la Sala para abrir la votación.

El señor QUINTEROS.- De acuerdo.

El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación la proposición presidencial.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, simplemente, quiero ratificar lo que han dicho los Senadores Harboe y Larraín.



La Comisión de Constitución acordó unánimemente dar su aprobación a los nombramientos del académico Gonzalo Berríos y de la profesora Carmen Domínguez en el Consejo Directivo de la Academia Judicial.



Los postulantes realizaron una muy buena exposición respecto de cuáles son los nuevos desafíos que enfrenta la Academia Judicial en el día de hoy y, a partir de eso, cómo ellos pueden transformarse en un aporte a su Consejo Directivo.



Cabe recordar que la Academia Judicial se ha ido consolidando en el tiempo. Es un organismo que en la actualidad está formando a jueces, a ministros de corte, y ha ido fortaleciendo su prestigio en la preparación de los distintos miembros que ingresan al Poder Judicial.



En esa línea, creemos que el aporte del profesor Gonzalo Berríos y de la profesora Carmen Domínguez será bastante importante para la Academia Judicial.



Asimismo, como Comisión agradecimos a los docentes Humberto Nogueira y Miguel Otero, quienes integraron la Academia Judicial en calidad de académicos.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, seré muy breve, pues los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra ya indicaron los méritos y las virtudes de las personas que hoy día estamos ratificando como integrantes del Consejo Directivo de la Academia Judicial: la señora Carmen Domínguez y el señor Gonzalo Berríos.



Al respecto, quiero hacer tres breves consideraciones.



En primer lugar, agradezco a los profesionales que cumplieron esta función durante los últimos años y que no han sido renovados en sus cargos, pues se ha determinado que otros distinguidos profesionales asuman esas labores. Me refiero a don Humberto Nogueira y a don Miguel Otero, quienes desempeñaron su función en la Academia Judicial, la que fue extraordinariamente relevante.



En segundo término, quiero hacer presente que la labor de la Academia Judicial es fundamental en la administración de justicia. Es mucho más importante de lo que puedan imaginar aquellos a los que por distintas razones no les ha tocado participar en los temas vinculados al Poder Judicial.



Uno de los elementos claves para el buen funcionamiento de un Estado de Derecho es que los jueces tengan una adecuada formación, tanto aquellos que ingresan al Escalafón Primario como los que realizan cursos de perfeccionamiento profesional para optar a cargos en las cortes de apelaciones.



Pienso que los dos profesionales propuestos reúnen los requisitos, la preparación profesional, la experiencia y, sobre todo, la voluntad de querer ser extraordinariamente rigurosos en la formación de los magistrados.



En Chile debemos mejorar la formación de nuestros jueces.



No es el momento para referirme a ello, pero he visto casos de sentencias judiciales respecto de las cuales algunas instancias superiores han señalado -me refiero a cortes de apelaciones que han revisado fallos de tribunales orales- las graves deficiencias que ellas contienen.



No se trata de una interpretación distinta de la ley en un sentido u otro, sino de una crítica muy fuerte por parte de las cortes de apelaciones acerca del contenido de ciertas sentencias y resoluciones de los tribunales orales. Esto no responde solo a que se haya tenido una visión distinta de la forma como se pudo haber ponderado la prueba, sino a que no se han seguido con claridad los principios que deben inspirar una sentencia judicial.



La Academia Judicial posee un papel fundamental, razón por la cual debemos fortalecerla y extender su labor. A la vez, representa una contribución muy relevante para los propios jueces, pues los ayuda en su perfeccionamiento.



Por ello, en la medida que tengamos una institución que siga fortaleciéndose, como lo ha hecho la Academia Judicial, vamos a contar con jueces mejor preparados. Si existen jueces mejor preparados, vamos a tener mejores fallos, y con mejores fallos lograremos una mejor administración de justicia.



Por las razones expuestas, voto a favor de la señora Carmen Domínguez Hidalgo, quien realizó una brillante exposición en la Comisión, y de don Gonzalo Berríos Díaz, quien también hizo una completa y muy lúcida presentación en dicho órgano técnico, para integrar el Consejo Directivo de la Academia Judicial.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el oficio de la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Directivo de la Academia Judicial a la señora Carmen Domínguez Hidalgo y al señor Gonzalo Berríos Díaz (23 votos a favor).



Votaron las señoras Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

MEDIDAS CONTRA EVASIÓN EN TRANSPORTE PÚBLICO REMUNERADO DE PASAJEROS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un Registro de Pasajeros Infractores y modificar normas procedimentales, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.125-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 28ª, en 16 de junio de 2015 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 41ª, en 23 de agosto de 2017.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 58ª, en 6 de octubre de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (complementario del segundo informe): sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (nuevo segundo informe): sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017.



Hacienda: sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016.



Hacienda (nuevo): sesión 81ª, en 17 de enero de 2017.



Discusión:



Sesiones 59ª, en 7 de octubre de 2015 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de septiembre de 2016 (discusión en particular, se envía el proyecto a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para nuevo informe); 86ª, en 1 de marzo de 2017 (se aprueba en particular); 49ª, en 3 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la discusión de las enmiendas quedó pendiente en la sesión de 3 de octubre de 2017.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones hace presente que, de acuerdo con lo resuelto por el Presidente del órgano técnico, solo procedió a tomar conocimiento de las modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional. De este modo, la Comisión no se manifestó ni a favor ni en contra respecto de tales enmiendas, ya que se interpretó que ello debía ser resuelto por la Sala del Senado.



Asimismo, cabe reiterar que las enmiendas consistentes en la incorporación de un nuevo inciso séptimo al artículo 88 bis, propuesto en el numeral 4 del artículo 1, y en la incorporación de un nuevo inciso cuarto al artículo 22 quáter, contemplado en el número 3 del artículo 2, requieren 18 votos favorables para ser aprobadas, por ser normas de quorum calificado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les propongo pronunciarnos sobre las disposiciones que requieren quorum especial en la primera votación.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Que intervenga la señora Ministra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien.



Reitero el planteamiento en orden a que nos pronunciemos primero respecto de las normas de quorum especial.



Tiene la palabra el señor Secretario, para que indique qué disposiciones corresponde votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las normas de quorum especial en este proyecto son: nuevo inciso séptimo propuesto para el artículo 88 bis, contenido en el numeral 4 del artículo 1, y nuevo inciso cuarto planteado para el artículo 22 quáter, contenido en el número 3 del artículo 2.



Estas disposiciones requieren 18 votos favorables para su aprobación.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿la señora Ministra puede entregar una explicación general del proyecto?

El señor COLOMA.- Algunos colegas han solicitado intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora TAPIA (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, en primer término, deseo recordar que estamos ante un proyecto de ley que ya había sido aprobado por el Senado en forma bastante transversal, con el apoyo de todos los bloques.



Es importante contar con esta herramienta, para que también el próximo Gobierno pueda seguir disminuyendo la evasión en el transporte público, una realidad que hoy día se presenta en Santiago, pero que en el futuro, en la medida que se cuente con las tarjetas de pago, puede darse de igual manera en las demás regiones y ciudades de nuestro país.



Solo quiero destacar algunos de los cambios relevantes incorporados en la Cámara de Diputados y que creemos han enriquecido la iniciativa.



A modo de ejemplo, recordemos el caso de una inspectora que sufrió un grave accidente, más bien una agresión, cuando realizaba un control de evasión. Debido a ello resultó lesionada de gravedad en su rostro. Obviamente, no ha podido volver a trabajar y, lo más seguro, no podrá retomar sus labores porque presenta una incapacidad muy relevante.



Entonces, en la Cámara de Diputados se aumentó la sanción y la penalidad para quienes agredan físicamente o amenacen a una persona que está efectuando una fiscalización.



Por otro lado, discutimos largamente acá que el Registro de Infractores debía generar efectos. Así, se incorporó en el Senado la norma según la cual una persona no podría obtener su licencia de conductor mientras estuviera en dicho Registro. Lo mismo, respecto del pase escolar.



Ahora bien, la Cámara de Diputados agregó que una persona no podrá sacar el permiso de circulación de su vehículo mientras no pague su multa. Apenas la cancele, sale inmediatamente del Registro y puede obtener los documentos, todos relacionados con transporte.



Una de las modificaciones que requieren quorum calificado dice relación con el Registro de Infractores. En su momento se pensó que tuviera una naturaleza pública total. Pero, en definitiva, primó el criterio de que aplicáramos los conceptos generales de la Ley de Transparencia, esto es, si se solicita información respecto de si una persona se encuentra anotada en el referido Registro, se le debe consultar a dicha persona, vía Ley de Transparencia, si estima o no que se entreguen sus datos. Y si no está disponible para ello, no se proporciona la información.



Esos son los cambios principales.



También está la incorporación de la tecnología. Esto es bien importante para que el día de mañana se pueda controlar la evasión a través de medios tecnológicos.



Nosotros ya tenemos elaborado el reglamento. Obviamente, la idea sería dejar esto lo más avanzado posible para que el próximo Gobierno también pueda seguir bajando la evasión, como lo hemos hecho en este último tiempo, porque sabemos que se requiere reducirla aún más.



Por lo tanto, estimamos que esta será una herramienta de suma eficiencia para poder seguir disminuyendo esas cifras.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación respecto de las modificaciones que requieren quorum calificado.

El señor PIZARRO.- ¡Abra la votación nomás!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Antes de iniciar la votación, solicito autorización para el ingreso de asesores de los Comités.



--Se autoriza.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados consistentes en incorporar un nuevo inciso séptimo al artículo 88 bis, propuesto en el número 4 del artículo 1, y en añadir un nuevo inciso cuarto al artículo 22 quáter, contemplado en el número 3 del artículo 2.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, creemos que bajar la evasión, sin lugar a dudas, constituye hoy uno de los mayores desafíos en el caso del transporte público de la Región Metropolitana.



Recuerdo que hace un tiempo tratamos de generar un registro único de personas que evadían el pago, pero en su oportunidad, lamentablemente, no obtuvimos los quorums necesarios.



Al respecto, queríamos establecer como sanciones, por ejemplo, las relacionadas con trabajos comunitarios.



Hoy día veo por lo menos un cambio de actitud. En esta misma Sala se aprobó el proyecto unánimemente.



Sin lugar a dudas, entender que el cambio cultural es fundamental para los efectos de un mejor transporte público va en la dirección correcta.



En consecuencia, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal como lo manifestó la Ministra, estuvimos muy de acuerdo en cuanto a que enfrentar la evasión es fundamental, en atención a los recursos que tiene que recuperar el Estado, pues hoy día estamos en una situación bastante compleja: en algunos momentos se ha superado el 30 por ciento de evasión.



¡Eso es muy grave!



Cabe mencionar que una de las grandes discusiones que se dieron fue el hecho de contar con un registro público de infractores, pues de alguna manera atentaba o podía atentar contra derechos, por lo que significa la publicación de datos personales, lo que, a la larga, puede generar problemas de inconstitucionalidad.



Trabajamos en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y también hemos conversado bastante con los Diputados, quienes hicieron una sugerencia a fin de acotar el alcance de la norma y, de esta manera, lograr un acuerdo.



Creemos importante dar una señal en el sentido de que el transporte público cada día tiene que mejorar, pero también debe ser financiado por quienes lo utilizan.



El objetivo de este proyecto es aplicar sanciones más gravosas a quienes no paguen el pasaje del transporte público o utilicen un mecanismo para acceder a él del cual no son titulares.



Junto con ello, se crean un Registro de Usuarios y un Registro de Pasajeros Infractores.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará un registro con la individualización y domicilio de todas aquellas personas a quienes se les haga entrega de un mecanismo o instrumento que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros.



Es importante señalar que este proyecto regula también el uso indebido del instrumento o mecanismo que permite el acceso al transporte público remunerado de pasajeros.



Al efecto, Carabineros, los inspectores fiscales y municipales y el personal autorizado de ferrocarriles del servicio metropolitano podrán solicitarle al portador del instrumento o mecanismo de pago acreditar su identidad o titularidad, con la finalidad de detectar su posible uso indebido.



Eso es muy relevante, porque se ha detectado mala utilización de ese tipo de instrumentos.



De otro lado, existirá un Registro de Pasajeros Infractores, cuya operación y administración estarán a cargo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



Es del caso señalar lo que dijo la Ministra en cuanto al reglamento, el cual habrá de garantizar las medidas de seguridad en el tratamiento de la información y en el ejercicio de los derechos de los infractores. Eso significa que sobre el particular debiera existir reserva.



En cuanto a la tramitación, podemos resumirla de la siguiente forma:


A) El proyecto que modifica la Ley de Tránsito y crea un Registro de Pasajeros Infractores ingresó en primer trámite a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado estableciendo un registro de carácter público que cualquiera podía consultar para pedir información sobre si un individuo figuraba o no en él.



Con ello el Gobierno pretendía, de alguna manera, un escarmiento público: establecer una especie de DICOM social -sanción extremadamente gravosa- por el solo hecho de evadir el pago de la tarifa. Ello, en circunstancias de que el real problema de la falta de pago emana del déficit en la calidad del sistema público de transporte. La Comisión de Transportes reguló el registro, y así lo aprobó el Senado.



B) En el segundo trámite, la Cámara de Diputados modificó el proyecto, fijando, conforme a la Ley de Transparencia, una regla de acceso limitado, la cual quedó consagrada en el artículo 22 quáter, que restringe el derecho al acceso a la información solo a las personas naturales -es importante señalar esto-, exigiendo su RUT, con un número acotado a ocho solicitudes al año.



Por eso, señor Presidente, creemos que esto no es lo ideal. Lo ideal es que tengamos un transporte público eficiente, que existan zonas pagas, que haya todo lo que significa inversión real, con el fin de que…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto para redondear la idea.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.-… la gente que utiliza el transporte público sienta que le sirve y que su rebelión es contra el sistema existente en la actualidad por la mala implementación y la falta de inversión.



Por ello, voy a votar a favor de la modificación pertinente de la Cámara de Diputados, pues considero necesario dar una señal importante y avanzar en la obligación de todos los usuarios de pagar lo que corresponde.



Es del caso tener presente que los chilenos en general le estamos entregando un subsidio muy significativo al transporte público y, adicionalmente, que la evasión supera todos los límites imaginables.



En consecuencia, estimo que hay que respaldar lo que aprobó la Cámara Baja en el caso de la situación explicitada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo comparto lo que acaba de plantear el colega García-Huidobro.



Al final, creo que estas cosas probablemente no son lo óptimo, lo ideal. Pero, como dice la Ministra, al menos van en el sentido de hacer un esfuerzo para disminuir los grados de evasión existentes, que son muy significativos.



Ahora, yo pedí la palabra simplemente para hacer una sugerencia.



En todo caso, estimo adecuado que la información contenida en el Registro de Usuarios tenga carácter reservado, que al final parece ser una solución mejor.



Sin embargo, la redacción es rara. Porque se dice: “La información contenida en el ‘Registro de Usuarios’ será reservada, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República,...”.


Eso está bien.



Pero se agrega: “... por afectarse con su publicidad los derechos de las personas.”.


Se trata de una forma de redactar bastante extraña. Es como si fuera una sentencia. Está explicando, en circunstancias de que la ley debe mandar, prohibir o permitir, pero sin usar ese tipo de redacción, como si estuviéramos ante resoluciones.



Yo no tengo problemas en que se apruebe; puedo votar a favor. No sé si alguien -la Secretaría, en fin- puede revisar si eso es correcto desde el punto de vista jurídico.



En el evento de que así no fuera, yo pediría que se sacara la frase “por afectarse con su publicidad los derechos de las personas”.



No es un problema de fondo, sino formal.



Nosotros también debemos procurar que los mandatos sean claros, que las lógicas legales sean precisas, sin generar esta suerte de normas que interpretan o que resuelven una situación que no ha sido objeto de pregunta.



Señor Presidente, además de dar mi aprobación y de, ojalá, facilitar el despacho del proyecto, solicito revisar la redacción a que me referí -la gente de la Comisión de Constitución puede ser más precisa en esa materia-, simplemente para intentar que las normas que despachamos tengan sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sería importante tomar nota, señora Ministra. Porque yo coincido con el Senador señor Coloma en que es innecesaria la frase en comento. Creo que basta la primera parte de la disposición.



De todas maneras, podemos escuchar argumentaciones sobre el particular.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, el texto que estamos conociendo esta tarde tiene, en lo que respecta a la creación de registros y subregistros y a la publicidad de ellos, una diferencia sustancial con el que despachó el Senado.



Cuando se discutió el proyecto aquí, me correspondió ir a la Comisión de Transportes para poder plantear una preocupación.



Todos queremos que la tarifa del transporte público se pague. De eso no existe duda.



También, todos coincidimos en que es necesario crear mecanismos de sanción para quien no paga. Tampoco hay duda de eso.



El problema radicaba en que el proyecto original, el que finalmente se aprobó en esta Corporación, no solo contenía una sanción en el ámbito de la renovación de licencia de conducir y otras penas accesorias, sino que además establecía la publicidad; es decir, creaba un DICOM para quienes no pagaban en el sistema de transporte público.



Desde el punto de vista de la tendencia internacional en materia de protección a la vida privada, aquello no es adecuado. Asimismo, resulta tremendamente desigual.



¿Por qué crear un registro público para quienes no pagan la micro, pero no hacer lo propio en el caso de los infractores de las normas tributarias?



Entonces, se aplicaba para los pobres un criterio completamente distinto.



Fui a expresar eso a la Comisión de Transportes. Pero, lamentablemente, la mayoría de sus integrantes no estuvieron de acuerdo con la posición que planteé y votaron en contra. Y, en definitiva, el proyecto se fue así a la Cámara Baja.



Yo me alegro, porque después tuvimos una reunión con algunos Diputados para trabajar esta materia con las organizaciones de protección de datos para hacerles ver la gravedad de lo que podía ocurrir. Por ejemplo, que al crearse un registro público de infractores pudiera consultarlo cualquiera y utilizar la información pertinente, entre otras cosas, como un mecanismo de discriminación laboral.



Entiendo que el legislador no quería eso y que el Gobierno tampoco lo deseaba. Pero una cosa es crear registros públicos y dar facilidades para acceder a ellos y otra tener capacidad para prever las consecuencias sociales de tal decisión. Y la experiencia internacional así lo demuestra.



Por consiguiente, la Cámara de Diputados modificó la norma pertinente y estableció ciertas limitaciones.



En segundo lugar, puede acceder al Registro cualquier persona, por un máximo de ocho veces al año. Además, no será factible utilizar aquel para fines distintos de los ya establecidos; es decir, se acota un poco la información. Y en ningún caso -esto es importante- el Registro tiene carácter público.



Sí, debo hacer presente una inquietud vinculada con la redacción. Aunque entiendo su sentido, creo que puede dar pie para confusiones.



En el artículo 22°, inciso noveno, de la ley vigente se dice: “Los infractores que fueren condenados por no pagar la tarifa en el transporte público de pasajeros serán anotados en un ‘Sub Registro de Pasajeros Infractores’”. O sea, se registra a quien no ha pagado la tarifa.



Pero después se expresa: “El Secretario del Tribunal, cada dos meses, individualizará a los infractores sancionados que no hayan pagado las multas aplicadas y lo comunicará, para su anotación...”. Técnicamente, es un registro, no de quien no ha cancelado la tarifa, sino de aquel que no ha pagado la multa originada por la no cancelación de aquella.



¡Ojo con eso! Porque puede ocurrir que alguien diga “Este señor es infractor porque no pagó la multa”, lo cual no es lo mismo que sostener “Es infractor porque no canceló la tarifa”.



¡Cuidado con ello!



Estoy haciendo una advertencia, señor Presidente, pues entiendo que la idea del legislador es crear un registro de personas que no cancelan la tarifa en el transporte público, son multadas y no pagan la multa.



En otras palabras, si una persona no ha pagado la tarifa, fue multada y pagó la multa, no puede estar en el registro, pese a haber sido infractora.



Ojo con eso, para que la situación quede meridianamente clara.



Lo significativo, en todo caso, es que el Gobierno acogió las normas sobre protección de los datos personales, que marcan la tendencia en el ámbito internacional.



Ciertamente, queremos que se pague. Y hay que establecer incentivos para que la gente lo haga. Pero ellos no van por la vía de la publicidad de los datos personales, sino por la de establecer un conjunto de sanciones accesorias que creen una cultura encaminada a estimular el mayor pago.



Considero adecuados los cambios que hizo la Cámara de Diputados a ese respecto. 



Finalizo manifestando una preocupación, señor Presidente.



Acá se habla de “transporte público”, no de “Transantiago”. La medida en comento, pues, va a ser aplicable al transporte de todas las regiones. Entonces, las condiciones son muy distintas.



Porque si una persona no puede cancelar la tarifa de la micro en una zona de rezago, por ejemplo, y hace los pagos respectivos después con cierto retraso, quedará incluida en el Registro.



No es lo mismo imponer sanciones a la evasión masiva que ocurre hoy día en la Región Metropolitana que aplicarlas a regiones en que no se da tal situación y donde también tendrá efecto la norma pertinente, que no distingue.



Sin perjuicio de lo anterior, como no se trata de una materia de esta discusión sino de los cambios que introdujo la Cámara de Diputados, voy a concurrir con mi voto favorable, habida consideración de que se eliminó el DICOM de quienes no pagan la tarifa, que me parecía desigual y atentatorio contra la protección de la vida privada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, el colega Harboe me ahorró comentarios con relación a la técnica legislativa -ya la habíamos observado- usada para establecer un DICOM de los pobres, un DICOM de infractores de un sistema de transporte mal planificado, mal ejecutado, y que se ha intentado arreglar por la vía de leyes sancionatorias, en circunstancias de que, claramente, estamos en presencia de un sistema que no ha funcionado, que no ha sido validado por la ciudadanía, lo cual en gran medida genera los altos niveles de evasión existentes.



Dicho aquello, debo puntualizar que este proyecto atentaba contra normas básicas que seguimos discutiendo en la Comisión de Constitución, a propósito precisamente de la Ley sobre Protección de Datos Personales, para evitar que este tipo de información circule y termine utilizándose para fines distintos del establecimiento de un registro de evasores.



Ahora, me preocupa sobremanera esta iniciativa, pues tiene una mirada, una connotación, un énfasis puesto absolutamente en la Región Metropolitana.



Existe allí un sistema bastante colapsado desde el punto de vista del Transantiago, y hemos ido parchando a través de distintos proyectos de ley. Pero creo que esa no es la vía correcta.



Al respecto, señor Presidente, por su intermedio le digo a la señora Ministra que me gustaría que en el caso de las regiones el Ministerio de Transportes actuara con la misma celeridad con que concurre a solucionar los problemas del Transantiago.



En tal sentido, hay algo que resulta inadmisible, por no decir sorprendente.



Durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos demostramos fehacientemente la existencia de una arquitectura del engaño para disfrazar los fondos espejo, que no son tales y que en las regiones terminan siendo invertidos en las cosas más increíbles, que nada tienen que ver con el transporte. Entonces, seguimos mejorando la calidad del transporte en Santiago, y en las regiones, ¡que se las arreglen...! Así, con tales recursos construimos calles, arreglamos sedes sociales, en fin -otro tipo de cosas-, y terminamos prestándoles plata del transporte a otros servicios.



Eso quedó claro. Sin embargo, no vimos ninguna reacción.



Pero hay algo que me parece del todo inadmisible. Y se lo he hecho ver a la señora Ministra de Transportes.



En efecto, he solicitado la intervención de la Contraloría General de la República para que investigue por qué en el pago mensual que se les debe hacer a los transportistas adjudicatarios de licencias fluviales tenemos decenas de días de espera. Pero la señora Ministra señala que están dentro del margen.



Yo invito a la señora Ministra a que se reúna con los afectados y les explique por qué todos los meses deben sufrir la burocracia santiaguina para que se firme un simple cheque correspondiente al subsidio de la zona sur; por qué un pequeño lanchero que tiene una embarcación y con eso vive debe esperar que el funcionario de turno de Santiago se digne a realizar el procedimiento del caso.



¡Es necesario descentralizar y que el Ministerio de Transportes fije una prioridad!



¡Basta! ¡Basta de medir a las regiones con un rasero distinto y de traspasar el problema político al territorio! ¡Porque somos los parlamentarios y los alcaldes quienes debemos dar la cara por la ineficiencia del Ministerio en el pago de los subsidios correspondientes!



Ahí no existe preocupación. No hay ley, ni decreto, ni resolución: ¡nada! ¡Que se jodan los pequeños boteros!



Entonces, a llamar por teléfono, a cruzar el territorio y a viajar a la capital regional.



¡No, pues! ¡Basta ya!



El Transantiago es un gran problema, ¡y recibe todo tipo de apoyo...! Hemos concurrido con nuestra votación en cada uno de los lugares donde ha sido necesario. Pero ¡basta!



Como Senador de la República y como representante de la Región de Los Ríos, no tolero, no acepto que haya un trato discriminatorio hacia transportistas humildes, sencillos. El retraso en el pago, aunque sea de una semana -se lo digo a la señora Ministra, por intermedio de la Mesa- significa que, para vivir, ese hombre deba conseguir plata prestada.



¡No corresponde, señora Ministra, que el funcionario de su dependencia que debe cumplir el procedimiento respectivo esté tranquilito en Santiago y no firme!



Señor Presidente, yo no concurro con mi voto favorable a este proyecto, porque creo que es discriminatorio y está mal planteado. Además, me parece que en algún momento hay que poner un “parelé”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aunque estamos en votación, tiene la palabra la señora Ministra para hacerse cargo de las interrogantes que se han planteado.

La señora TAPIA (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones).- Gracias, señor Presidente.



Voy a ir por orden.



Primero, el Senador Coloma hizo alusión a una frase contenida en la norma atinente al Registro de Usuarios, donde, efectivamente, se expresa que la información es reservada. Y luego, tras una cita al artículo 8° de la Constitución, se dice “por afectarse con su publicidad los derechos de las personas”.



La verdad es que estamos contestes, concordamos con la propuesta de Su Señoría. Pero lo que se hace básicamente es redundar, repetir un poco lo que allí se contiene.



Sin perjuicio de compartir el fondo, creemos que la forma no altera el proyecto de ley.



Por lo tanto, pediríamos mantener la disposición como está, al objeto de que la iniciativa pueda ser aprobada y despachada hoy día y de tener esta herramienta, que, como hemos dicho, será muy eficaz para la Ley de Evasión.



Reitero que compartimos el criterio general. Pero más bien se trata de una suerte de iteración de lo mencionado en el artículo 8° de la Carta Fundamental.



En segundo lugar, tocante a lo planteado por el Senador Harboe, debo manifestar que en numerosas disposiciones se establece que no se trata de un registro de infractores en la cancelación de la tarifa, sino de infractores que a la vez no cumplen con el pago de la multa.



Esa es la razón por la cual en varias normas se menciona que solo quienes no pagan la multa van al Registro de Evasores.



Además, este proyecto de ley contiene un doble beneficio: al que quiere resarcir su conducta, por un lado, le permite una rebaja superior a la actual, que es de 50 por ciento de la multa, y por otro, le da más plazo para pagar.



Por último, en cuanto a las aseveraciones del Senador De Urresti, debo decir que le estamos enviando un oficio completo respecto a cada uno de los pagos y a la forma como se han efectuado, conforme a los contratos vigentes hoy día.



Quiero destacar que, como Gobierno, como Ministerio de Transportes, obviamente nos interesa responderles a los ciudadanos en tiempo y forma. Las regiones no nos dan lo mismo: estamos permanentemente en ellas. Así que me parece que es preciso separar un poco las aguas, porque este es un proyecto de ley importante, necesario.



Otra cosa son los aspectos del subsidio a nivel regional. Por ejemplo, respecto de la iniciativa sobre la descentralización, nosotros, como Ministerio, fuimos los primeros en levantar la mano y decir: “Estamos disponibles para delegar la facultad en las regiones, porque creemos en el proceso y en que se requiere dar esta señal”. Pero, como resulta evidente, ello es prácticamente imposible mientras no contemos con el marco jurídico y legal adecuado.



Existe toda la voluntad de solucionar, además, las dificultades que puedan haber existido. Mantengo mi posición al respecto y lo haré siempre. Cuando el Honorable señor De Urresti lo estime, obviamente, se puede hacer llegar la presentación. Responderemos en tiempo y forma.



Vamos a preocuparnos incluso de acelerar los pagos más allá de lo establecido en los contratos, para que ojalá no se enfrenten los problemas que Su Señoría ha esbozado bien, porque son reales, y, naturalmente, no tenemos por qué no hacernos cargo y no buscar la forma de optimizar, entonces, los plazos.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hay un debate formal, que dice relación con el proyecto, y otro más de fondo, que tiene que ver con la ley sobre los datos de las personas.



En lo formal, el articulado en examen apunta a generar una serie de mecanismos para sancionar al evasor. Entiendo que todos compartimos que podría ser llamado “ladrón”, en particular el contumaz. Es alguien que, al no pagar un servicio, no solo cae en la condición del llamado “free rider” por los estadounidenses, sino que también infringe las normas de convivencia, las cuales establecen que, independientemente de quien se trate, el usuario tiene que pagar si se cobra una tarifa.



Estimo que hemos mantenido una actitud excesivamente tolerante no solo en relación con el transporte público, sino, además, con muchos sectores de la sociedad en que debemos revaluar cómo robustecer las normas de convivencia y la sanción a quienes las violentan. Ha cambiado mucho la permisividad -no es un problema de un sector político u otro- respecto de la certeza de algunas de ellas, lo que es muy negativo. Eso se ve no solo en el ámbito de que se trata, sino también en las redes sociales; en delitos de calumnia; en muchas prácticas donde no hay un cierto respeto por ellas, lo que se advierte en algo tan básico como el pago de una tarifa.



Se fijan sanciones como la suspensión de la entrega de la licencia de conductor, a lo que la Cámara agregó la del permiso de circulación.



Resulta evidente que la discusión es más larga en cuanto al manejo de datos. A algunos nos gustaría que fuera posible consultar en un registro, sin consentimiento, si el infractor contumaz pagó o no la multa, si es o no un buen ciudadano. ¡Y punto!



Es como el caso de un empleador que necesita contratar a alguien que trabaje con niños: tiene que recurrir a un registro para saber si la persona fue o no condenada en algún momento por pedofilia o algún delito de abuso contra menores.



La voluntad de la Cámara de Diputados fue otra, contemplando una reserva mayor que la aprobada por el Senado.



Mas quisiera consignar que no se debilita la esencia de la iniciativa. La discusión es si se debe o no dar publicidad a la comisión de una falta; si se trata de un registro público.


En la ley de datos personales veremos cómo abordar la cuestión más en detalle.



Para efectos del proyecto, el mecanismo permite por lo menos un camino para conocer la identidad de quienes evaden y son contumaces, y les genera una sanción al momento de sacar la licencia de conductor, el permiso de circulación, la tarjeta nacional estudiantil o cualquier otro beneficio que el Estado pudiera dar en el área de transporte.



Me parece que este es el objeto del articulado y que es preciso aprobar la norma que se establece.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, solo deseo expresar una duda.



En general, estoy de acuerdo con el texto. Estimo que se avanza bastante y que tenemos que hacer algo para evitar la evasión. Pero se confrontan derechos que eventualmente pueden provocar otras consecuencias.



Cuando se trata de un registro, no se hace referencia simplemente a una lista de personas con alguna característica que quieren mantener en reserva, sino a aquellas cuya actuación pública no cumple con las normas, pero tampoco con las sanciones. Por lo tanto, hay una contumacia.



El problema dice relación con si el instrumento es público o es reservado, y, entonces, cuál es su sentido. Porque si se mantendrá en una reserva permanente, en un secreto a todo evento, no implicará mucho. Se supone que su efecto es de alguna manera sancionador.



En seguida, ¿dónde están los límites respecto del derecho a la privacidad, a la protección de datos personales, pero también el derecho a la libertad de expresión y de información? ¿Qué pasa con los medios de comunicación y el derecho a buscar información, a difundirla y a acceder a ella?



Pongámonos en el evento de un registro acerca de una persona que es autoridad y postula a un cargo de representación popular, la que no cumple con las leyes y tampoco con las sanciones que la sociedad le aplica. ¿Tiene derecho a mantenerse una especie de secreto?



Entonces, la pregunta es cuál es el sentido del registro.


Pero ¿hasta dónde llega el límite de los derechos a la protección de los datos personales y los derechos de los medios de comunicación y de la ciudadanía a saber, a acceder a información, y a buscarla y difundirla?



A mi juicio, cabe dar dos vueltas más a este aspecto, porque eventualmente podría significar una colisión de intereses y derechos. 



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor COLOMA.- Deseo dejar una constancia, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.
El señor COLOMA.- Entiendo la razón que dio la señora Ministra respecto de la redacción sugerida. Creo que esta no queda bien. Pero que por lo menos quede constancia de que no se pretende alterar el sentido de la norma, sino que puede ser una reiteración.



Sobre la base de esa lógica, si a la Sala le parece necesaria una aprobación en esos términos para que no haya otro trámite, dejémoslo así.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la constancia que se ha…
El señor DE URRESTI.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señor Senador, en el entendido de que se cerró la votación.

El señor DE URRESTI.- Lo haré en la misma línea que mi Honorable colega Coloma, para que no queden dudas de lo dicho.



La señora Ministra estuvo en Valdivia a las dos o tres semanas de asumir. Los afectados y el Senador que habla le entregamos una carta en sus manos. Fue hace casi un año. ¡Hasta el día de hoy no recibimos una respuesta a lo que se requirió!



Ojalá esta llegue formalmente al menos antes del 10 de marzo próximo.



--Se aprueban las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en relación con el número 4 del artículo 1 y el número 3 del artículo 2, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se registran 26 votos a favor y una abstención.



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha propuesto votar en conjunto el resto de las modificaciones efectuadas por la Cámara.



¿Habría acuerdo?

El señor DE URRESTI.- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al artículo 1, la Cámara de Diputados ha incorporado el siguiente número 1, nuevo, pasando el actual 1 a ser número 2, y así, sucesivamente:


“1) Modifícase el artículo 4 del siguiente modo: 


“a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso tercero, y así sucesivamente: 



“Con la finalidad de hacer más eficaces las labores de supervigilancia de las disposiciones de transporte y tránsito, las personas señaladas en el inciso anterior podrán cumplir dichas labores manteniendo en reserva su identificación. Con todo, para efectuar el control, cursar la infracción y efectuar la denuncia ante el juzgado competente y solicitar la documentación respectiva al infractor, deberán identificarse en su calidad funcionaria.”.



“b) Reemplázase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “del inciso anterior” por la siguiente: “de lo dispuesto en los incisos precedentes”. 


“c) Sustitúyese en el actual inciso quinto, que ha pasado a ser inciso sexto, el texto “conductores los sectores en que se usan estos equipos; y adoptará medidas tendientes a asegurar el respeto y protección a la vida privada, tal como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes del vehículo” por el siguiente: “conductores o pasajeros los sectores o vehículos en que se usan estos equipos. Cuando estos se utilicen para controlar vehículos, se adoptarán las medidas necesarias para asegurar el respeto y protección a la vida privada, tales como la prohibición de que las imágenes permitan individualizar a los ocupantes de los vehículos”.


“d) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual sexto a ser inciso octavo:



“Los equipos que se utilicen para registrar y detectar las infracciones de evasión contenidas en el número 4 del artículo 199 y en el número 42 del artículo 200 permitirán la individualización de los pasajeros infractores. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para tratar la información que obtenga mediante el uso de estos equipos con la finalidad de cursar las respectivas infracciones y efectuar las citaciones al juzgado de policía local competente. Asimismo, podrá emplear la información recogida para mejorar la calidad de los servicios de transporte público, incrementar la eficiencia y eficacia de los controles de fiscalización, y efectuar el levantamiento, clasificación, comparación y análisis de información estadística agregada.”.


“e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que ha pasado a ser inciso noveno, la frase “policial o el Director del Tránsito” por la siguiente: “policial, el director del tránsito o el inspector fiscal del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones”.



“f) Reemplázase en el inciso final la frase “el vehículo transcurrieren más de cuarenta y cinco” por la siguiente: “el vehículo o al pasajero infractor, según corresponda, transcurrieren más de cuarenta y cinco”.”.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra.



Se ofrece la palabra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 1, nuevo, del artículo 1 (15 votos a favor y una abstención).



Votaron las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.


Se abstuvo el señor De Urresti.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Conforme al texto despachado por la Cámara de Diputados, el número 3 ha pasado a ser 4, con las modificaciones que se expresan a continuación.



En el inciso tercero del artículo 88 bis se ha reemplazado la frase “de estos instrumentos o mecanismos” por “de los instrumentos o mecanismos que permitan el uso del transporte público remunerado”.


El inciso cuarto se ha sustituido por el siguiente:



“En el momento de la entrega de un instrumento o mecanismo que permita el acceso al transporte público remunerado de pasajeros, podrá solicitarse la individualización y el domicilio del requirente, quien lo entregará de forma voluntaria, para el solo efecto de acreditar su calidad de beneficiario o usuario frecuente, por medio de la exhibición de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Con todo, solo podrán acceder a los beneficios quienes estén incorporados al “Registro de Usuarios”.”.



En el inciso quinto se ha incorporado, entre el vocablo “usuarios” y el punto final, la frase “, así como para propósitos estadísticos y para el desarrollo de políticas públicas asociadas al transporte público remunerado de pasajeros”.


En el inciso sexto se ha agregado a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la oración “Con todo, la información que provenga de instrumentos como el pase escolar, o de cualquier otro instrumento o mecanismo que pertenezca a un niño, niña o adolescente, deberá ser especialmente protegida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, extremando las medidas de seguridad adecuadas y velando por que su tratamiento sólo se efectúe atendiendo al interés superior de todas las personas menores de 18 años.”.


Se ha incorporado un inciso séptimo que ya se votó, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser octavo y noveno.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra.



Se ofrece la palabra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 3, que pasa a ser 4, del artículo 1 (15 votos a favor y una abstención).



Votaron las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Honorables señores Lagos y Quintana dejan constancia de su intención de voto a favor.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En relación con el inciso tercero del artículo 88 ter, se ha intercalado, entre las palabras “pasajeros” y “deberán”, la expresión “, debidamente identificados,”.”, y se han agregado un inciso cuarto y un inciso quinto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, sería importante que un integrante de la Comisión o la señora Ministra pudieran explicar qué sucederá con los pasajeros que sean inmigrantes y no estén debidamente documentados.



¿Cómo se contempla esa situación? Hoy día vemos que ellos utilizan en gran medida el Transantiago, y muchos no cuentan con cédula de identidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la señora Ministra.

La señora TAPIA (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, hemos constatado en terreno lo planteado por el señor Senador. Desde hace más de un año estamos realizando siempre los controles de evasión con carabineros presentes. Eso ha determinado la disminución de la cantidad de diligencias, obviamente; pero, a su vez, ha aumentado la eficiencia. Así que, en cuanto a infracciones, hemos respondido bastante bien, aun cuando el número total de chequeos ha bajado.



Lo que sucede en esos casos, entonces, es que siempre hay un carabinero disponible para efectuar el procedimiento, conducir a la persona hasta un recinto donde pueda ser identificada y aplicar el sistema general.



Esta última también puede ser puesta a disposición de la PDI.



Se realizaron controles especiales para revisar su situación migratoria. 



Lo tenemos cubierto de esa forma porque -reitero- siempre contamos con el apoyo de la PDI (se han hecho operativos especiales a fin de controlar el sistema) o de Carabineros. Los inspectores que llevan a cabo la fiscalización nunca están solos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas de la Cámara de Diputados al artículo 88 ter (18 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las siguientes modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados dicen relación con el inciso tercero del artículo 88 quáter (página 14 del boletín comparado).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- No intervendré, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados al inciso tercero del artículo 88 quáter (18 votos por la afirmativa y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Cámara de Diputados modificó los incisos primero, segundo y tercero del artículo 196 quáter, contenido en el número 4, que ha pasado a ser número 5 (páginas 15, 16 y 17 del boletín comparado).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas de la Cámara de Diputados al artículo 196 quáter (18 votos a favor y una abstención). 


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 17 del boletín comparado, la Cámara de Diputados remplazó el artículo 196 quinquies por el que ahí figura e incorporó un artículo 196 sexies, que comienza en la página 17 y se extiende hasta la primera línea de la página 18.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados (18 votos por la afirmativa y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúe, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Seguidamente, la Cámara de Diputados remplazó el artículo 196 septies, que ha pasado a ser 196 octies, por el que se señala en las páginas 19 y 20 del boletín comparado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación introducida por la Cámara de Diputados al artículo 196 septies, que ha pasado a ser 196 octies (17 votos a favor y 2 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron los señores De Urresti y Pizarro. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Cámara de Diputados modificó el número 5, que ha pasado a ser número 6, en la forma señalada en las páginas 20 y 21 del boletín comparado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra. 

 

Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas de la Cámara de Diputados al número 5, que ha pasado a ser número 6 (17 votos por la afirmativa y una abstención). 


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, la Cámara de Diputados modificó el número 2 del artículo 2° en la forma que consta en la página 37 del boletín comparado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la enmienda de la Cámara de Diputados al número 2 del artículo 2° (17 votos a favor y una abstención).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor De Urresti. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Prosiga, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Cámara de Diputados les efectuó modificaciones a los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 22 bis, contenido en el número 3 del artículo 2°. El texto propuesto para esas normas figura en las páginas 38 y 39 del boletín comparado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra. 

El señor DE URRESTI.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, la última frase del inciso segundo del artículo 22 bis aprobado por la Cámara de Diputados dice: “En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.”.



En la misma línea de lo que argumentaba el Senador Guillier, si vamos a tener un registro con una idea disuasoria, para que no se sigan manteniendo las infracciones, y, por otro lado, lo vinculamos con la Ley de Protección de Datos, de manera que en definitiva no se afecte el numeral aquí contenido, ¿quién tiene acceso al registro? ¿Cómo acceden la opinión pública y los medios de comunicación? ¿Cómo sé quién es infractor? ¿O simplemente estamos haciendo algo indiciario?



Entonces, como señalé anteriormente, me gustaría que el Presidente de la Comisión de Transportes o la señora Ministra nos pudieran aclarar de qué manera se resuelve la dicotomía. 



Porque, se dice: “En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios”, etcétera. 


Me llama la atención la utilización del término “inmobiliarios”. Si los aspectos comerciales se refieren a todos los efectos del crédito, mi impresión es que los aspectos inmobiliarios podrían estar incorporados dentro de ese concepto. 



Por tanto, solicito que, de ser posible, el Presidente de la Comisión de Transportes o la señora Ministra aclaren este punto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora TAPIA (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, quiero comentarles que esta modificación fue requerida por algunos Diputados porque precisamente se advirtió esta dicotomía entre la protección de los datos personales versus el derecho a la información. 



Particularmente, la bancada del Partido Socialista requirió la precisión, como una forma de proteger también -así lo entendimos-, en esta fase, los derechos de las personas.



Ahora bien, como lo decía el Senador Chahuán, este es un registro que se creó en el 2011, en el Gobierno anterior. Pero en esa oportunidad no fue posible darle ningún efecto. En cambio, este proyecto de ley tendrá efectos concretos, que ya hemos señalado y que no repetiré. Por lo tanto, se avanza. Creemos que luego la discusión podría volver a generarse, en la medida en que podamos evaluar la efectividad de la norma, para ver si es necesario que el registro tenga carácter público o no. 



Pero en la etapa en que nos encontramos, y entendiendo que existen distintas posiciones, ha sido posible avanzar transversalmente de esta forma. Consideramos que eso es valioso, y hay que reconocer que la iniciativa propone una herramienta más eficaz que la que existe actualmente. Y, como es natural y obvio, el debate se podrá dar nuevamente en una fase posterior, para discutir ya la naturaleza pública de estos datos.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta.



Entiendo que dentro de los objetivos del proyecto tal vez el más importante es que aquellos que son evasores del transporte público, y que lo son de manera cotidiana, tengan algún tipo de sanción: en algunos casos, multas; en otros, si la infracción es reiterada o hay falsificación, algo más grave.



Lo que no entiendo es que, si se persigue inhibir esa conducta, en el último párrafo del inciso se establezca que “En ningún caso su consulta” -es decir, saber que alguien es infractor- “podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.”.



O sea, da lo mismo. La persona no sufrirá ningún menoscabo; no tendrá ningún problema. ¿Para qué se va inhibir de hacer algo que no le afectará cuando le pidan antecedentes laborales? Porque alguien que evade un pago después tiene réplicas en su conducta diaria y en el aspecto laboral. ¿O una persona que falsifique un documento para usar el transporte público no quedará con ningún tipo de antecedente o no se verá perjudicado en nada cuando solicite un crédito u otros beneficios que entrega el propio Estado?



Tal vez se podría dejar el texto del inciso hasta la frase “que les correspondan respecto de sus datos” y no colocar lo que está de ahí hacia abajo, porque, de lo contrario, se pierde completamente el efecto. 



Pido que me corrijan si estoy equivocado. Y si es posible, solicito votación separada del párrafo que sigue a la frase “que les correspondan respecto de sus datos”, porque no estoy de acuerdo con esa parte de la norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, cuando debatimos respecto de los cambios que se hicieron en la Cámara de Diputados, justamente uno de los argumentos que se dieron fue que si bien tenemos un objetivo común, cual es incentivar que la gente pague, cuando la gente no lo hace hay que sancionarla -eso es lo que corresponde en materias laborales, tributarias, en fin-, pero no necesariamente hacerlo público, ya que son cosas completamente distintas.



Y lo que se busca con el último párrafo es que los datos contenidos en el registro sean utilizados para los fines con que fueron recolectados. Es decir, el objetivo es que la autoridad conozca que una persona no pagó, le cobre una multa y, eventualmente, le aplique incluso sanciones para impedir su acceso a un conjunto de beneficios de carácter estatal. ¿Pero por qué vamos a permitir que se utilice un registro de esta naturaleza, que puede afectar a las personas en sus relaciones laborales, en aspectos inmobiliarios y crediticios, si ese no es el objetivo?



De hecho, la virtud que tuvo la ley N° 20.575, más conocida como “Ley DICOM”, fue aplicar el principio de finalidad del dato a los registros comerciales. Porque está muy bien que el que no paga una deuda no sea susceptible de ser sujeto de crédito, porque es un mal pagador; pero no es adecuado que dicha información le signifique una afectación, por ejemplo, para encontrar un trabajo, matricular a sus hijos en el colegio o en la universidad, etcétera. 


Es decir, estamos hablando de lo que la tendencia mundial conoce como el “principio de finalidad”. Lo que hace este párrafo es justamente acotar el uso de la información a los fines para los que se está creando la ley. Y, además, se halla en plena concordancia con la iniciativa sobre protección de datos que despacharemos la próxima semana en la Comisión de Constitución. 


En consecuencia, considero adecuado mantener la norma cuestionada. Es distinto si alguien me dice: “Mire, lo que pasa es que esto puede no ser un incentivo”. En ese caso, hay que buscar otra fórmula. Y, según me señala el Senador Letelier, la iniciativa además contempla un conjunto de sanciones para acceder a ciertos beneficios públicos. Una persona que evade y que está en el registro no podrá hacerse de un beneficio público. Ahí existe una sanción. Pero la publicidad en sí misma, para la afectación de otros derechos distintos de los que originaron la iniciativa, no me parece adecuada y, por lo demás, contraviene la doctrina internacional en esta materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a abrir la votación.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pedí votación separada.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Quiero decir algo antes de que se inicie la votación, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, el Senador Pizarro pidió votación separada. Él propone que la norma llegue hasta donde dice “que les correspondan respecto de sus datos”. Pero la frase siguiente señala: “Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas.”. Y, si se elimina, se abriría la posibilidad de que personas jurídicas pudieran solicitar los antecedentes. 



Es un tema que se discutió bastante y la Cámara de Diputados optó por esta redacción.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero hacerle presente al Senador señor García-Huidobro que es una enmienda introducida por la Cámara de Diputados. Lo que corresponde es votar los tres incisos…

El señor PIZARRO.- Por eso pedí votación separada del inciso segundo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votar todo el inciso que se consigna en las páginas 38 y 39. 



Le voy a pedir al Senador señor Pizarro que aclare su petición. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, le solicité votar separadamente la parte final del inciso, que va desde “Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas” hasta “acceso a diversos beneficios, entre otros.”.



A mí me hace sentido en alguna medida el alegato realizado por el Senador Harboe, pero es contradictorio con el objetivo que persigue el proyecto. 



Uno podría decir que la norma tal vez no debería afectar en términos laborales, pero distinto es cuando se habla de “acceso a diversos beneficios”. Porque, ¿quién es el que entrega beneficios? El propio Estado. ¿Quién más va a ser: acaso la Lotería o el retail? 



Entonces, tengo mis dudas. 



Por eso pedí que se votara separadamente la parte final del inciso, que a lo mejor se puede arreglar después, en una Comisión Mixta. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votar, de acuerdo a la petición del señor Senador, todo el inciso segundo, salvo el párrafo final, que dice “En ningún caso su consulta podrá”, hasta la expresión “entre otros.”.

El señor PIZARRO.- No, señor Presidente. 



Yo planteé que fuera desde “Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas” hasta la expresión “entre otros.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Perfecto. 



Por lo tanto, en votación la primera parte del inciso.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Para aclarar, el señor Presidente ha puesto en votación las enmiendas de la Cámara de Diputados a los incisos segundo, tercero y cuarto, salvo la parte final del inciso segundo.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados a los incisos segundo, exceptuada su parte final, tercero y cuarto del artículo 22 bis (15 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 


Se abstuvieron los señores De Urresti y Guillier.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora corresponde votar la segunda parte del inciso segundo, según la propuesta formulada por el Senador señor Pizarro. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Figura en la página 39 y dice así: “Dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas. En ningún caso su consulta podrá afectar negativamente a quienes en él aparezcan en aspectos laborales, comerciales, inmobiliarios, crediticios o de acceso a diversos beneficios, entre otros.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo voy a votar a favor. 



El hecho de que una persona jurídica consulte una base de datos de este tipo no podría tener otra finalidad que generar acciones discriminatorias y hacer mal uso de datos personales. Creo que una empresa podría utilizar esa información como una especie de DICOM, y eso es lo que queremos evitar. 



Se trata de encontrar un equilibrio entre el derecho a la información y la reserva de datos personales. Y aquí estamos en el meollo de un caso. Hemos optado por postergar el debate profundo sobre el particular, que va más allá de la ley en proyecto, y por eso acogemos la propuesta de la Cámara de Diputados en el sentido propuesto. 



Cuando discutamos la ley específica sobre la materia podremos ahondar en cómo, quién y cuándo podrá consultar los datos personales de cada individuo. Es cierto que en este caso se trata de datos personales vinculados al incumplimiento de normas de convivencia, de faltas que algunos cometen, pero, si bien se va a autorizar la consulta de dicha información, que es reservada, respetando los procedimientos establecidos en la ley de transparencia, se quiere evitar que alguien, usando esos datos, pueda generar una discriminación arbitraria en otros aspectos. Es el criterio que adoptó la Cámara. 



Ello me parece discutible cuando se utilizan fondos públicos, pero entendemos que ese debate lo tendremos en otro momento y no ahora. 



Por eso, voto que sí. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la única duda que me asalta es que aquí se dispone que dichos datos no podrán ser consultados por personas jurídicas, sin distinguirse si son privadas o públicas. Por lo tanto, solo personas naturales podrían consultar. Ningún organismo del Estado quedaría facultado para hacerlo. 



¿Es eso lo que se quiere lograr?



Me baja una duda respecto del alcance de la norma, porque el registro puede convertirse en un instrumento enteramente inútil. Lo hago presente porque, tal cual se halla redactada, es omnicomprensiva. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No le puedo dar la palabra a ninguna autoridad porque estamos en votación.



Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la parte final del inciso segundo del artículo 22 bis en la forma propuesta por la Cámara de Diputados (13 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Pizarro.


Se abstuvieron los señores De Urresti, Guillier y Patricio Walker.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ahora corresponde entrar al artículo 22 quáter. 



Las modificaciones de la Cámara de Diputados figuran entre las páginas 40 y 42 del comparado. 



El inciso cuarto de esta disposición, que requería quorum calificado, no debe votarse, por cuanto ya fue aprobado.



Por lo tanto, Sus Señorías deben pronunciarse sobre las enmiendas al resto de los incisos modificados por la Cámara. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se pondrán en votación. 

El señor DE URRESTI.- ¿También el de quorum?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señor Senador. 



El inciso cuarto, que figura en la página 42, se aprobó al comienzo, con el quorum correspondiente.



En consecuencia, debemos votar los incisos restantes, que no requieren quorum especial de aprobación.

El señor DE URRESTI.- Pero estamos votando las modificaciones de la Cámara de Diputados. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es, Su Señoría, salvo el inciso cuarto, que se votó al comienzo, porque requería quorum calificado, lo mismo que el inciso de otra disposición. 



Por lo tanto, en votación los incisos primero, segundo y sexto del artículo 22 quáter propuestos por la Cámara, porque el cuarto ya está aprobado. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego pronunciarse a los señores Senadores que aún no lo han hecho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban los incisos primero, segundo y sexto del artículo 22 quáter despachados por la Cámara de Diputados (14 votos a favor y 3 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron los señores De Urresti, Pizarro y Patricio Walker.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los últimos cambios de la Cámara de Diputados consisten en agregar una oración final al artículo transitorio, que pasa a ser artículo primero transitorio, y un artículo segundo transitorio, nuevo, que figuran entre las páginas 46 y 48. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 



Consulte, señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los artículos primero y segundo transitorios propuestos por la Cámara de Diputados (15 votos a favor y una abstención), y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y Von Baer y los señores Chahuán, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor De Urresti.

)----------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la tabla figura un proyecto que no es de quorum. Me refiero al que tiene por objeto sancionar a quienes conduzcan de manera constante por la pista izquierda en carreteras de doble vía. 



Propongo tratarlo a continuación, aprovechando la presencia de la señora Ministra de Transportes.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

SANCIÓN A MANEJO DE MANERA CONSTANTE POR COSTADO IZQUIERDO DE CALZADA 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Alejandro García-Huidobro, Guido Girardi, Juan Pablo Letelier, Manuel Antonio Matta y Manuel José Ossandón, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito con el objeto de tipificar como falta grave la conducción por el costado izquierdo de la calzada de manera constante en carreteras de dos o más pistas, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.495-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores García-Huidobro, Girardi, Letelier, Matta y Ossandón):


En primer trámite: sesión 89ª, en 6 de enero de 2016 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 48ª, en 13 de septiembre de 2016.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 68ª, en 29 de noviembre de 2017.



Discusión: 



Sesiones 60ª, en 8 de noviembre de 2016 (queda para segunda discusión en general); 62ª, en 15 de noviembre de 2016 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión de 15 de noviembre de 2016.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, y efectúa una sola enmienda al texto aprobado en general, la cual fue acordada por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en su tercera columna transcribe la modificación introducida, y en la cuarta, el texto como quedaría de ser aprobada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor LARRAÍN.- Póngalo en votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la modificación introducida por la Comisión de Transportes.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, me parece bien que se discuta este proyecto, que creo que concita consenso, pero no hemos podido estudiarlo ni tenemos los antecedentes técnicos. 



Me gustaría hacer una pregunta, por su intermedio, a la señora Ministra o a alguno de los Senadores que formaron parte de la Comisión. Se entiende que tiene que haber una sanción para quienes conduzcan permanentemente por la izquierda en carreteras de doble pista. La pregunta es cómo se va a fiscalizar, considerando que rara vez existen patrullas de Carabineros en circulación.



Por eso, sería importante conocer cómo se resolvió esa situación. Lo importante, para mí, es que, si va a existir una norma que sancionará tal infracción, se establezca un modo de fiscalizar su cumplimiento.



Claramente, la conducción por la pista izquierda en carreteras de doble vía genera un tremendo retraso. Sin embargo, creo que aquí hay un tema más relevante, que ya discutimos a propósito de otro proyecto de ley que presentamos en la misma Comisión, referido a la formación de los conductores. Pienso que los conductores no se representan actualmente que conducir por la izquierda genera un atasco y ralentiza la circulación.



Entonces, más allá de que haya una sanción, que me parece bien, la cuestión es, en primer término, cómo se fiscaliza. Carabineros -insisto- rara vez hace control carretero en movimiento. 



Y, en segundo lugar, me gustaría consultar cómo va aparejada esta normativa con el proceso de formación y otorgamiento de licencia. Claramente, nosotros tenemos un proceso de otorgamiento de licencias débil, por cuanto no hay una educación, no hay una formación, no hay cursos prácticos. 



No quiero que esta sea una norma vacía, que simplemente esté consignada en la ley, pero que no tenga sanción efectiva. Sin duda, la conducción por la derecha de los vehículos más lentos es fundamental para lograr una buena velocidad y circulación, pero me gustaría aclarar esos antecedentes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, mantener la izquierda en las vías de desplazamiento de los vehículos es una falta. Así se nos enseña a todos quienes hemos aprendido a manejar: que se debe conducir por la derecha y, solo para sobrepasar o adelantar a otro vehículo, utilizar la pista izquierda, con un tiempo prudente para aquello.



Pues bien, ahora esa infracción se transforma en una falta grave.



Primero quiero situar lo que se está haciendo en la geografía del texto. 



Frente a las reglas del tránsito, uno siempre puede hacer la reflexión que hizo el colega que me antecedió en el uso de la palabra: cómo fiscalizar. Y se pueden dar muchos ejemplos de cosas que las personas deben hacer para mantener buenas normas de convivencia pero no hacen.



En este caso, es evidente que el fiscalizador debe ser Carabineros, en términos exclusivos. Y es evidente que varios vehículos transitan por la pista izquierda sin haber ningún otro por la pista derecha. Eso de por sí ya es motivo de sanción. Y queremos que la gente lo sepa: que en Chile no se maneja “a la inglesa”, sino de una forma tal que uno debe circular por la pista derecha y solo usar la izquierda para adelantar a otros vehículos que también van por la pista derecha, a fin de generar un flujo adecuado.



Señor Presidente, esta es una ley sencilla, pero que tendrá un altísimo impacto para usar en forma positiva y constructiva las vías públicas y evitar el ralentizamiento del tráfico. Sí es probable que tenga problemas de fiscalización, como las puede haber con muchas otras normas del tránsito, pero aquí se fija un criterio y la gravedad con respecto a una falta.



Tal es el objetivo.



Preguntar quién fiscalizará es como preguntar quién fiscaliza a que alguien no se pase una luz roja a las cuatro de la mañana. Es una situación de esa naturaleza, pero el proyecto apunta en la dirección que todos queremos, señor Presidente, e invito a mis colegas a votarlo a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, este proyecto, que presentamos quienes somos miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, surge de la experiencia que hemos recolectado acerca del funcionamiento de las carreteras de dos o más pistas en Chile. Es cosa de ver el caos y el desorden que se forma todos los días. 



Por lo tanto, lo primero que queremos hacer presente es que aquí hay involucrado un tema de cultura. Efectivamente, tiene razón el Senador De Urresti en cuanto a que tenemos que preocuparnos más de las escuelas de conductores, de la educación vial en los colegios y de todo lo que signifique difusión para una buena conducción. Y este proyecto justamente busca generar educación y una cultura de buen manejo en pos de una correcta utilización de las pistas en las carreteras. 



En su momento, el Senador Espina pidió que el proyecto fuera enviado nuevamente a Comisión para un informe adicional. Y tanto Carabineros como CONASET coincidieron en que esta es una iniciativa positiva, que va en la línea correcta de lo que deben ser nuestras normas de tránsito.



El hecho de usar la pista derecha es trascendental, puesto que sirve para ordenar a los vehículos que quieren avanzar a mayor o menor velocidad. Por la misma razón, los vehículos que circulan en forma más lenta tienen que viajar por la derecha, posibilitando que los vehículos que van más rápido adelanten por el lado izquierdo en forma segura. En la Comisión se indicó que gran cantidad de accidentes ocurren justamente porque algunos conductores se ven obligados a adelantar por el costado derecho. Obviamente, la gente siempre está mirando por el espejo retrovisor izquierdo. Y esto lo corroboraron tanto la Secretaría de Carabineros como la CONASET.



En el mismo sentido, al mantener la pista derecha, hay que considerar que todas las salidas, desvíos, rotondas, caleteras, accesos a autopistas, salvo contadas excepciones, se han construido para ser utilizadas en ese sentido; y, por la misma razón, siempre se debe circular por la pista derecha.



La pista izquierda, como se ha mencionado, debe ser ocupada con precaución y exclusivamente para maniobras de adelantamiento. De ahí que el proyecto pretende sancionar con mayor severidad a los conductores que hagan uso indebido de esa pista, de forma de poder al menos contribuir a que exista un menor número de accidentes en nuestras carreteras.



Somos conscientes de que la ley en proyecto, para su total eficacia -tal como lo planteó el Senador De Urresti-, debe ir acompañada de una fiscalización constante por parte de Carabineros. Y la institución también debe actualizar su procedimiento: más que estar parados mirando lo que ocurre, lo importante es que estén conduciendo en las pistas pertinentes. Es una función que le va a corresponder a Carabineros. 



Asimismo, debe haber una colaboración mancomunada de las direcciones de tránsito, de los jueces de policía local, como de otros organismos involucrados.



Y por último, ha de procederse a la instalación de una señalética que comunique lo que estamos aprobando.



Por eso, es relevante despachar la iniciativa que nos ocupa porque va a impedir una mayor cantidad de accidentes y va a ordenar el tránsito en las carreteras de dos, tres o más pistas.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Deseo intervenir después de la votación del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, entonces, el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, usted me ha estimulado a hacer uso de la palabra.



Primero, el hecho de conducir por la izquierda o de conducir por la derecha, usted sabe que...

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No es lo mismo...!

El señor LAGOS.- Así es, no es lo mismo conducir por la izquierda, que ¡llegar a la izquierda...!



¡A veces, para llegar a la izquierda, hay que conducir por la derecha...!



Pero, hablando más en serio, tengo una pregunta. No conozco el proyecto en detalle, pero se la formulo, tal vez, a la señora Ministra.



Se dice que se sanciona a quien conduzca de manera permanente por la izquierda.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Por varios días...?

El señor LAGOS.- No. Imagino que será en un mismo trayecto. 



Para los que nos están viendo por televisión, el Senador Víctor Pérez me pregunta si la frase “de manera permanente” se puede interpretar como “por varios días”. No, pienso que será en un trayecto y por un período acotado.



Pero la pregunta es la siguiente: 



Si los vehículos circulan a 120 kilómetros por hora en la Ruta 68, que es de dos pistas solamente en sus principales tramos, y no es posible andar, al menos de manera permitida, a una velocidad mayor, entonces, por definición, de acuerdo al proyecto de ley deberían transitar todos por la calzada derecha. Porque no está permitido sobrepasar los 120 kilómetros por hora, según entiendo.



En consecuencia, si quienes circulan por la derecha lo hacen a 120 kilómetros por hora, respetando rigurosamente la ley, mal podría alguien adelantarlos por la izquierda, porque excedería el límite máximo de velocidad.



De ahí que, si todos deciden ir a 120 kilómetros por hora por la calzada derecha, ello significaría que nadie podría transitar por la calzada izquierda de manera permanente a esa velocidad, ya que sería ilegal. Porque la iniciativa que vamos a aprobar prohíbe andar a más de 120 kilómetros por hora, ciertamente, y menos por la izquierda, de manera permanente.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Estarían coludidos...!

El señor LAGOS.- No, si los conductores deciden circular a 120 kilómetros por hora por la calzada derecha, ninguno podría hacerlo legalmente por la calzada izquierda.



Dejo planteada esta inquietud porque entiendo a qué apunta la ley: a aquellos que vayan a menos de 120 kilómetros por hora.



No sé si el texto lo menciona específicamente porque no he tenido oportunidad de leerlo, para ser bien franco. Y apuesto doble contra sencillo a que tal vez no lo señala la iniciativa en detalle. Porque está pensada para los que van apurados, a mayor velocidad, por la pista izquierda, y que se encuentran con autos que andan más lento y que les entorpecen su circulación.



Yo puedo entender el sentido de la norma, pero ¡aclárenlo! porque, de lo contrario, solo desde el punto de vista jurídico estamos aprobando que si los vehículos van a 120 kilómetros por hora por la calzada derecha ningún otro puede ir por la calzada izquierda.



Listo. Logré el objetivo, señor Presidente. Me despabilé.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Vamos a pasar al tema del Congreso del Futuro...!

El señor HARBOE.- Sí, al Congreso del Futuro.

El señor PROKURICA.- ¡A las bacterias...!

El señor LAGOS.- ¡Esta discusión estaba considerada en la inauguración del Congreso del Futuro...!



Ahora, siento que lo dicho se aplica tanto a las rutas de dos calzadas como a las de tres. Incluso, en el caso de estas últimas, estaríamos todos circulando por la calzada derecha...

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Por ley, todos deben circular por la derecha.

El señor LAGOS.- Aunque no sé: ¿cómo se define la calzada del medio? 
El señor PROKURICA.- ¡Esta es una intervención ideológica...!

El señor LAGOS.- Bueno, lo dejo para una posterior discusión.



Porque, ¡ojo!, si hay tres calzadas, esto cambia. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay que someterlo a una reflexión profunda.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (17 votos a favor y una abstención), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Lagos.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, intervengo muy brevemente para pedir la autorización de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (boletín N° 11.174-07). 



Si pudiera establecerse hasta el día lunes 5 de marzo sería ideal.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo veremos en la próxima sesión.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos y al señor Director Nacional de Gendarmería, solicitándoles IMPLEMENTACIÓN DE SERVICIO DE ALIMENTACIÓN EXTERNO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS DE REGIÓN DE MAGALLANES.



Del señor DE URRESTI:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Gerente General Ejecutiva de BancoEstado, pidiéndoles informar sobre PRIMER AUTO HÍBRIDO QUE SE UTILIZARÁ COMO TAXI EN COMUNA DE OSORNO, MECANISMOS DE FINANCIAMIENTO Y EVENTUAL INTRODUCCIÓN DE ESTA TECNOLOGÍA EN OTRAS REGIONES.


Al señor Rector de la Universidad de Chile, para que remita antecedentes acerca de MÉTODO IMPLEMENTADO PARA IDENTIFICAR ESPECIES MADERERAS Y EVITAR TRÁFICO Y COMERCIALIZACIÓN ILEGAL DE ESPECIES PROTEGIDAS EN MARCO DE CONVENCIÓN CITES Y ACUERDO DE COLABORACIÓN AMBIENTAL ENTRE CHILE Y ESTADOS UNIDOS.



Al señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario y a la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego, a fin de que envíen información referente a PROYECTO BUCHAHUEICO PARA DESARROLLO DE CEPA PINOT NOIR A PARTIR DE ALIANZA ENTRE VIÑA SAN PEDRO Y COMUNIDAD MAPUCHE DE VALLE DEL MALLECO, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.


Del señor NAVARRO:



A las señoras Ministras del Trabajo y Previsión Social y de Salud, pidiéndoles remitir INFORME SOBRE GASTO FISCAL DE FONDO NACIONAL DE SALUD DURANTE 2016 Y 2017 DEBIDO A RECHAZO DE APLICACIÓN DE BENEFICIOS DE LEY N° 16.744 A TRABAJADORES.



A la señora Ministra de Salud, solicitándole antecedentes sobre IMPLEMENTACIÓN DE PROGRAMA DE PREVENCIÓN DE ALCOHOLISMO 2017-2020, ELABORADO JUNTO CON SERVICIO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN DEL CONSUMO DE DROGAS Y ALCOHOL, y acerca de ACCIONES MINISTERIALES ANTE PROMOCIÓN PUBLICITARIA DE PRODUCTO ALRESKATE FEST.



A la señora Ministra de la Mujer y la Equidad de Género y al señor Director Nacional del Instituto de Salud Pública de Chile, requiriéndoles información sobre PRODUCTO ALRESKATE FEST, DE LABORATORIO ABBOTT.



Al señor Director del Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, para consultarle su opinión sobre PROMOCIÓN Y PUBLICIDAD DE MEDICAMENTOS Y OTROS PRODUCTOS PARA RECUPERACIÓN DE EFECTOS TÓXICOS DE CONSUMO DE ALCOHOL.
)-----------(



--Se levantó la sesión a las 19:6.








Manuel Ocaña Vergara, 








 Jefe de la Redacción.
A N E X O S

DOCUMENTOS

1
MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN LO RELATIVO AL CUMPLIMIENTO DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
(11.569-07)

MENSAJE Nº 367-365/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración el proyecto de ley sobre ejecución de penas por condenas de los delitos que indica y que modifica diversos cuerpos legales en materia de cumplimiento de penas y medidas de seguridad para las personas que señala.

I. ANTECEDENTES GENERALES DEL PROYECTO

Desde el retorno a la democracia en 1990, el Estado de Chile ha asumido la responsabilidad que le cabe respecto de aquellos hechos constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos, acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, mediante el reconocimiento y el cumplimiento de sus deberes de investigar, juzgar y sancionar a las personas responsables por esas violaciones.

El compromiso con dichos deberes se ha consolidado y proyectado mediante la promulgación de la ley N°20.357, que tipifica los denominados crímenes de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra, con el objeto de regular y sancionar como tales esos graves hechos. 

De ese modo hemos avanzado en nuestros imperativos de verdad, justicia, reconciliación y paz social.

Sin perjuicio de los hitos señalados, se mantiene la deuda de normar la ejecución de las penas de aquellas personas condenadas por delitos tipificados en la ley N°20.357, como también por aquellos que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena, como los ocurridos en la pasada dictadura que afectó a nuestro país. Lo anterior, a fin de evitar que la concesión u otorgamiento indebido de beneficios o gracias genere eventualmente una forma de impunidad, en atención a que se trata de la comisión de graves violaciones a los derechos humanos. 

Además, en materia de cumplimiento de penas, el diagnóstico de una enfermedad terminal de quienes están cumpliendo su condena es una realidad que requiere de una regulación específica, máxime cuando no está tratada en nuestro ordenamiento jurídico, lo cual se trata de una situación que se aparta de naturales consideraciones humanitarias. Asimismo, los fines preventivos especiales de la sanción pierden relevancia en este contexto, dado que la resocialización ya no es posible.

Finalmente, en nuestro ordenamiento legal existen dos regímenes que regulan el diagnóstico de una enfermedad mental de los condenados y las condenadas: mientras el Código de Procedimiento Penal requiere de un informe del médico legista, el Código Procesal Penal solicita un mero informe psiquiátrico. Se requiere, por ende, lograr uniformidad respecto a una de las pruebas que el juez tendrá a la vista para decidir cuestiones relacionadas con las personas imputadas, procesadas o condenadas enajenadas mentales, de manera de introducir en el proceso antecedentes elaborados conforme a protocolos objetivos, siendo natural y obvio que en todos esos casos las exigencias procesales sean las mismas.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY

1. Régimen de beneficios penitenciarios respecto de determinados delitos.

La normativa nacional e internacional reconoce como una de las finalidades primordiales de la pena la reinserción. En este sentido, el artículo 5.6 de la Convención Americana de Derechos Humanos dispone que las penas privativas de libertad tienen como propósito esencial la reforma y la readaptación social de las personas condenadas. 

La reinserción social se encuentra íntimamente ligada con la progresividad de la pena, lo cual supone ir entregando a los condenados y las condenadas mayores espacios de libertad en la medida que den razones de mérito en cuanto a su comportamiento, desarrollo de habilidades laborales y educacionales, que hagan innecesario que permanezcan privadas de libertad en forma absoluta y que permitan su reincorporación gradual en la sociedad. 

En un régimen como el descrito, el encierro total se sustituye en forma escalonada por el acceso a un sistema de beneficios penitenciarios que se encuentre asociado a la recuperación de espacios de libertad y que les son otorgados a quienes están cumpliendo su condena a partir de la satisfacción de objetivos que evidencian el aprovechamiento de las instancias de tratamiento, ofreciendo con ello una menor probabilidad de reincidencia en el delito. 

Estos principios han sido reconocidos en el ámbito internacional. Por ejemplo, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos de Naciones Unidas establecen que: “[e]s conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la liberación, organizado dentro del mismo establecimiento o en otra institución apropiada, o mediante una liberación condicional, bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que comprenderá una asistencia social eficaz.” (principio 60.2).

Asimismo, el sistema penitenciario chileno está basado en un modelo de reinserción social, en especial si se considera el contenido de los diversos cuerpos normativos que regulan los denominados “beneficios penitenciarios”; entre ellos, las disposiciones sobre permisos de salida contempladas en el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios, las normas sobre libertad condicional y sobre rebaja de condena. 

En cuanto a si es posible o no que los condenados por crímenes y delitos de lesa humanidad, genocidio o guerra, accedan a estas medidas, se debe considerar que, desde la perspectiva del derecho internacional, si bien se exige el cumplimiento de requisitos especiales, de todas formas no existe una prohibición sobre el particular, como sí ocurre para las eximentes de responsabilidad penal, como lo son la prescripción o la amnistía. La distinción se basa en que el Estado debe garantizar que los hechos constitutivos de este tipo de delitos sean investigados, que se determinen responsabilidades a su respecto y se impongan sanciones adecuadas y proporcionales. De ahí la proscripción de mecanismos que generen impunidad, como la prescripción y la amnistía, para los procesados y las procesadas. Sin embargo, una vez aseguradas la investigación y la sanción, los responsables pueden acceder a beneficios, siempre que cumplan con determinados requisitos que resguarden que la pena no se convierta en una sanción meramente simbólica.

En este último sentido se pronunció la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, en que consideró que: “sin excluir ninguna categoría de condenados, [los Estados deberán] ponderar la aplicación de estos beneficios cuando se trate de la comisión de violaciones graves de derechos humanos, […] pues su otorgamiento indebido puede eventualmente conducir a una forma de impunidad” (párrafo 145). Asimismo, en el caso Barrios Altos vs. Perú, en resolución de seguimiento de sentencia, dicha Corte advirtió que si bien el otorgamiento indebido de beneficios durante la ejecución de la pena por delitos de lesa humanidad puede eventualmente constituir una forma de impunidad, en ciertas circunstancias o situaciones puede generarse una atenuación de la potestad punitiva  o la  reducción  de  la  pena como, por ejemplo, la colaboración efectiva con la justicia mediante información que permita el esclarecimiento del crimen.

Similar ha sido la posición del Grupo de Trabajo sobre Desaparición Forzada de Personas, el que en su informe sobre su visita a Chile (A/HRC/22/45/Add.1, 2013) consideró que: “todas las personas condenadas por desaparición forzada tienen los mismos derechos de la población condenada en general”, sin perjuicio de lo cual deben considerase determinados elementos indispensables para que accedan a atenuantes o beneficios (párrafo 32). 

Asimismo, el Estatuto de Roma, promulgado mediante el Decreto Supremo N° 104, de 2009, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sus normas complementarias, reconocen la posibilidad de reducir las condenas de las personas responsables por crímenes de guerra, lesa humanidad o genocidio, considerando factores tales como el tiempo efectivo de la pena transcurrido o la cooperación de la persona con la investigación y enjuiciamiento de sus delitos (artículo 110).

Por otra parte, el principio de proporcionalidad de la pena, reconocido en tratados internacionales, ha sido interpretado por tribunales internacionales ad hoc en la fase de determinación de la pena, tomando en cuenta como atenuantes, entre otros factores, la cooperación eficaz en la investigación y el sincero arrepentimiento. 

También hay otras fuentes internacionales que sirven de guía a las políticas de Estado en esta cuestión, de las que se concluye que, en materia de violaciones graves a los derechos humanos, la revelación de  información  puede  ser  causa de reducción de la pena para contribuir a la manifestación de la verdad (Naciones Unidas. Informe de Diane Orentlicher, experta independiente encargada de actualizar el conjunto de principios para la lucha contra la impunidad. E/CN.4/2005/102/Add.1. 8 de febrero de 2005. Principio 28. Restricciones a los efectos de las leyes sobre divulgación o sobre arrepentidos). 

De acuerdo a lo señalado, el derecho internacional no niega la posibilidad de beneficios para responsables de los crímenes antes mencionados, sino, por el contrario, obliga a los países a considerarlos de acuerdo con la progresividad de la pena, sin perjuicio de lo cual se exige que concurran una serie de requisitos especiales para otorgar beneficios en la fase de ejecución, todos vinculados a la garantía de no impunidad.

Entre los criterios que dan cumplimiento a esta garantía en la fase de ejecución de la pena, es decir, una vez que se ha investigado y sancionado, se encuentran el arrepentimiento de los condenados por los hechos cometidos, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares, y la colaboración que aquellos hayan prestado en causas propias o seguidas en contra de otros, con el fin de romper los denominados “pactos de silencio” que han impedido obtener verdad y justicia en muchas causas ligadas a los crímenes de lesa humanidad, genocidio y guerra.

Aquí, es importante destacar que la exigencia de arrepentimiento se encuentra íntimamente relacionada con la finalidad de reinserción de la pena a la que se hizo referencia. Esto viene a consagrar a nivel legal una interpretación que nuestros tribunales ya han venido sosteniendo sobre el acceso a beneficios de las personas condenadas por este tipo de delitos. Así, por ejemplo, para que una persona se entienda corregida y rehabilitada para la vida social, requisito base para que proceda la libertad condicional, se ha exigido que dé cuenta de haber adquirido una adecuada conciencia del delito cometido, del daño y mal causado, lo que no se cumple si se mantiene la justificación de las acciones delictivas, requiriéndose que se demuestre una real disposición al cambio. Estas exigencias han sido justificadas en la naturaleza de los delitos, por considerarse que ellos hacen alusión a agravios que van más allá de quienes resultan concreta y específicamente afectados por los mismos, atendida la condición de violación a los derechos humanos de que se trata. 

En este sentido, se entiende que si bien no debe haber exclusión de beneficios penitenciarios, el legislador debe hacer una ponderación jurídica razonada al determinar los requisitos para su procedencia, puesto que el beneficio importa la reincorporación plena de la persona condenada por delitos de determinada naturaleza a la sociedad, que precisamente es la que ha resultado ofendida con su actuar ilícito. 

2. Régimen de ejecución de pena de personas con enajenación mental o enfermedad terminal.

a. Condenados afectados por enfermedades terminales. 

El reconocimiento de un trato digno a las personas condenadas está ampliamente normado en el derecho internacional de los derechos humanos. Entre otros, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 10.1, señala que: “[t]oda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el  respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. En similar sentido, la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 5.2 dispone que: “Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. Ambas normas son vinculantes para nuestro país.

Por su parte, la Constitución Política de la República dispone en su artículo 1° que: “[l]as personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, consagrando la dignidad humana como fundamento de los derechos que protege, los cuales constituyen límites a la soberanía estatal. En este sentido, como la vida culmina con la muerte, tal dignidad debe acompañar al ser humano durante toda su existencia, incluido el término de la misma.
Sin embargo, en nuestra normativa interna no existen reglas específicas que regulen la ejecución de la pena de los condenados y las condenadas afectados por una enfermedad terminal, que guarde coherencia con los fines de la misma y que permita el cumplimiento de los marcos de respeto a la dignidad humana y a la sociedad en su conjunto, que todo Estado Democrático debe asegurar. 

En este orden de consideraciones, solo el artículo 32 bis N°3 del Código Penal hace referencia a la situación de estas personas, regulando la específica circunstancia de las condenadas a presidio perpetuo calificado, permitiendo la procedencia excepcional del indulto particular, por el padecimiento de un estado de salud grave e irrecuperable, debidamente acreditado, que importe inminente riesgo de muerte o inutilidad física de tal magnitud que le impida valerse por sí misma. Esta norma, introducida mediante la ley  N°19.734, que derogó  la pena de muerte en nuestro país, tuvo por objeto limitar las facultades de la presidencia de la República en materia de indulto, con la finalidad de que las personas condenadas a presidio perpetuo no pudiesen ser beneficiadas con esta gracia, salvo riesgo de muerte o grave inutilidad física. Si bien la consideración de esta situación excepcional puede ser vista como un antecedente sobre la introducción de razones humanitarias en la ejecución de la pena por parte de nuestro legislador, la disposición está lejos de dar una respuesta adecuada al problema planteado. Primero, puesto que el indulto no es el instituto idóneo para resolver este tipo de situaciones, ya que en definitiva está entregado a la discrecionalidad de quien lo otorgue, requiriéndose fórmulas objetivas, generales, transparentes y permanentes en la regulación de tales casos. Segundo, porque carece de criterios en relación a la naturaleza y gravedad de determinados delitos, como lo son los crímenes de guerra, lesa humanidad y genocidio, respecto de los cuales siempre deben existir consideraciones especiales, atendidas las necesidades de justicia, de efectiva paz y de reconciliación nacional, ya referidas precedentemente.

Ante la ausencia de normas específicas que regulen la materia y que sean de aplicación general y objetiva para todas las personas condenadas, parece fundado y de toda lógica dar un paso legislativo que permita poner a tono nuestra ley procesal en estas materias. En tal sentido, se propone suprimir la norma especial del Código Penal, aplicable sólo a quienes han sido condenados a presidio perpetuo calificado, y establecer una regla general que regule todas las situaciones de personas condenadas que padezcan una enfermedad terminal. 

Además, como una forma de asegurar la objetividad de la decisión, ésta quedará entregada a la justicia penal. Lo anterior se justifica en que es esta sede la competente para conocer sobre la ejecución de las sentencias condenatorias. Así, será el tribunal de garantía el que, mediante resolución fundada y previa acreditación del estado de salud terminal, podrá disponer el reemplazo de la pena privativa de libertad por la de arresto domiciliario total, lo que tiene un claro fundamento humanitario. 

De este modo, dejaremos en sede jurisdiccional la solución de estos casos e impediremos que ante el vacío de una ley se recurra al indulto particular para resolver una cuestión que es propia de los tribunales de justicia.

Asimismo, como una forma de seguir avanzando en la creación de las condiciones indispensables para alcanzar la verdad, una efectiva paz y reconciliación nacional, respecto de los condenados y las condenadas por crímenes y delitos de lesa humanidad, genocidio o guerra, afectados por una enfermedad terminal, se les requerirá, además, que manifiesten su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.

b. Personas afectadas por enfermedades mentales. 

La enajenación mental consiste en una enfermedad o patología que impide que una persona comprenda el injusto de su actuar y se comporte de acuerdo a dicho conocimiento. La enajenación mental puede producirse en tres momentos distintos: antes de cometido el delito, durante el procedimiento penal, o una vez ya finalizado éste. 

En el plano internacional, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, contienen disposiciones especiales referidas a los “alienados y enfermos mentales”, estableciéndose en el principio 82.1 que: “[l]os alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán disposiciones para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para enfermos mentales”. Por su parte, los “Principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas de libertad en las Américas”, adoptados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, durante el 131º período ordinario de sesiones, contempla dentro del principio III sobre libertad personal, medidas especiales para las personas con discapacidades mentales, especificando que se debe garantizar su gradual desinstitucionalización y evitar su privación innecesaria de libertad en los establecimientos hospitalarios o de otra índole. 

En el ámbito interno, el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal contemplan normas que regulan la situación de las personas enajenadas mentales que cometen delitos o que caen en dicho estado durante la tramitación del proceso o la ejecución de la sentencia. Sin embargo, estas normas no son del todo coherentes.

Por ello, en el proyecto se propone uniformar el requisito de exigir informes del Servicio Médico Legal, los que a su vez deberán ajustarse a protocolos referenciales que establezca la Dirección Nacional de dicho Servicio, a fin de objetivar criterios en la forma de proceder en estas situaciones.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

1. Régimen de beneficios penitenciarios respecto de condenados por crímenes o simples delitos de lesa humanidad, de genocidio o de guerra.
En términos generales, el proyecto de ley propone regular los criterios especiales que deben considerarse para la obtención de permisos de salida, libertad vigilada y rebaja de condena; y, además, la no procedencia del indulto particular, respecto de las personas condenadas por crímenes o simples delitos de lesa humanidad, de genocidio o de guerra. 

En cuanto a los criterios especiales referidos en el párrafo anterior, se propone que los responsables, además de cumplir con los requisitos generales que cada institución jurídica exige, aporten antecedentes serios y efectivos de los que tengan conocimiento en causas criminales por delitos de la misma naturaleza y que demuestren su arrepentimiento.

En particular, en materia de permisos de salida, se propone una modificación al artículo 80 del Código Penal, que se refiere al contenido de los reglamentos especiales para el gobierno de los establecimientos penitenciarios, disponiendo expresamente que para la concesión de permisos de salida se debe considerar, entre otros factores, la naturaleza y la gravedad de los delitos cometidos. Mandatándose que deberán entenderse como especialmente graves los delitos tipificados en la                   ley N°20.357, como también aquellos que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena. Finalmente, en conformidad con los estándares internacionales, se establecen mayores exigencias para la obtención de permisos de salida de los responsables por estos delitos, quienes deben aportar antecedentes serios y efectivos que tengan conocimiento en causas criminales por delitos de la misma naturaleza y demostrar su arrepentimiento por los hechos cometidos, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.
A continuación, en materia de libertad condicional, el proyecto de ley modifica el decreto ley N°321, que establece la libertad condicional para los penados, en dos sentidos. Primero, se precisa la utilización de la expresión “beneficio”, sustituyéndose el uso de la, hasta hoy, interpretable referencia a la expresión “derecho”, cuando corresponde. Segundo, se agrega un inciso final nuevo al artículo 3°, que refuerza los requisitos para optar al beneficio de la libertad condicional de aquellas personas condenadas por crímenes de lesa humanidad, genocidio o de guerra, incorporando una exigencia temporal y las condiciones de aportar antecedentes serios y efectivos en causas criminales por delitos de la misma naturaleza de los que tengan conocimiento, y de suscribir una manifestación pública de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares. Para dar seriedad a este requisito, vinculado a la real rehabilitación de la persona condenada, se exige que éste se mantenga en el tiempo, por lo que el beneficio puede revocarse en caso de se realicen acciones o manifestaciones públicas que constituyan una negación o contradicción al contenido de la declaración de arrepentimiento.

Por su parte, el proyecto de ley modifica la ley N°19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta, incorporando como condición al acceso a los beneficios contenidos en dicho cuerpo normativo, respecto de los condenados por los delitos en comento, las mismas exigencias que se introducen en materia de libertad condicional.

Finalmente, el proyecto incorpora a la ley N°18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, una prohibición de entregar esta gracia a personas condenadas por el tipo de delitos referidos en este acápite. La proscripción de esta gracia se fundamenta en la obligación jurídica que pesa sobre el Estado de investigar, sancionar y reparar los hechos constitutivos de crímenes de guerra, lesa humanidad y genocidio, puesto que en el caso de “violaciones sistemáticas, masivas e institucionalizadas a los derechos humanos surge la obligación de impetrar todas las medidas destinadas a garantizar la no repetición, incluido el deber de superar los estados de impunidad” (Instituto Nacional de Derechos Humanos. Minuta sobre indulto [online]. Disponible en: www.bibliotecadigital.indh.cl). De este imperativo se deriva el carácter imprescriptible e inadmistiable de estos delitos, reconocido como norma de ius cogens en el derecho internacional. En correlación con esto último, “se ha sostenido que siendo la prescripción una institución más beneficiosa que el indulto, y estando la primera prohibida por el derecho internacional, no se puede sino colegir que en relación a esta categoría de delitos, el indulto también está prohibido” (ibíd.).
2. Normas procesales penales referidas a condenados que caen en enajenación mental o con una enfermedad terminal.
Respecto de las personas con enajenación mental se propone modificar el Código Procesal Penal y el Código de Procedimiento Penal, de manera de dejar claro que siempre que se trate de una persona imputada enajenada mental o que caiga en dicho estado en el curso del procedimiento o durante la ejecución de una sentencia condenatoria privativa de libertad, se deberá requerir informe al Servicio Médico Legal, el que tiene que ajustarse a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional del Servicio, los que deberán ser actualizados periódicamente.
En cuanto a quienes padezcan una enfermedad terminal, se suprime la regulación especial del artículo 32 bis numeral 3° del Código Penal, referida solo a las personas condenadas a presidio perpetuo calificado, planteándose reglas generales y objetivas, independientes de la pena que se esté cumpliendo. En este sentido, se incorpora una regulación especial tanto en el Código Procesal Penal como en el Código de Procedimiento Penal, disponiéndose que si durante la ejecución de una sentencia, que imponga una pena privativa de libertad, se diagnosticara al condenado una enfermedad terminal, el juez mediante resolución fundada, previa certificación inequívoca del Servicio Médico Legal, podrá disponer la sustitución de la pena original, reemplazándola por la de reclusión domiciliaria total, explicitándose que, en todo caso, esta resolución será apelable, agregándose dicho recurso en la tabla de los asuntos que verá el tribunal de alzada de manera extraordinaria.

Se precisa, en la misma norma y en conformidad a los estándares de la ética clínica, que la certificación médica de la enfermedad terminal deberá contener, a lo menos, las razones que justifican que se trata de una enfermedad o condición patológica grave, progresiva e irreversible, que no tiene tratamiento eficaz en el estado actual de los conocimientos médicos y con pronóstico fatal en un plazo inminente. 

Además, y como una forma de estandarizar estas certificaciones, se exige que ellas se ajusten a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional del Servicio Médico Legal, los que deberán ser actualizados periódicamente.

Finalmente, respecto de las personas condenadas por hechos constitutivos de delitos de lesa humanidad, de genocidio o de guerra, se les exige, para acceder a la sustitución de la pena, suscribir una manifestación pública de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares. Considerándose, a su vez, un incumplimiento grave del régimen de ejecución de la pena el que realicen acciones o manifestaciones públicas que constituyan una negación o contradicción al contenido de la declaración de arrepentimiento.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE LEY:

“ARTÍCULO PRIMERO.-
Modifícase el Código Penal, en el siguiente sentido:

1) Suprímese en el numeral 3° del artículo 32 bis la frase “o por el padecimiento de un estado de salud grave e irrecuperable, debidamente acreditado, que importe inminente riesgo de muerte o inutilidad física de tal magnitud que le impida valerse por sí mismo”.

2) Agrégase al artículo 80 los siguientes incisos quinto, sexto y final nuevos:

“Para la concesión de los permisos de salida que determinen los reglamentos se deberá considerar especialmente la naturaleza y la gravedad de los delitos cometidos.

Se entenderá que son particularmente graves los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo; que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; y los delitos tipificados en la ley N°20.357. Los condenados por estos delitos solo podrán solicitar permisos de salida en los siguientes casos:
Si en la determinación de su pena se hubiere considerado la atenuante de confesión espontánea o la de colaboración sustancial de los números 8° y 9° del artículo 11; o Si después de ejecutoriada su condena, acreditaren por cualquier medio idóneo que han aportado antecedentes serios y efectivos de los que tengan conocimiento, en causas criminales por delitos de la misma naturaleza.

En ambos casos se exigirá, además del cumplimiento de los requisitos generales que fije el respectivo reglamento, que los condenados suscriban en forma previa una declaración pública que contenga una manifestación inequívoca de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.”.

ARTÍCULO SEGUNDO.-
Modifícase el decreto ley N°321, que establece la libertad condicional para los penados, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase en el artículo 2° la frase “tiene derecho a que se le conceda” por la expresión “podrá ser beneficiado con la concesión de”.

2) Incorpórase en el artículo 3° los siguientes incisos octavo y final nuevos:

“A las personas condenadas por alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357; se les podrá conceder el beneficio de la libertad condicional solo en los siguientes casos:

a)
Si en la determinación de su pena se hubiere considerado la atenuante de confesión espontánea o la de colaboración sustancial de los números 8° y 9° del artículo 11 del Código Penal; o

b)
Cuando, después de ejecutoriada la condena, acrediten por cualquier medio idóneo que han aportado antecedentes serios y efectivos de los que tengan conocimiento, en causas criminales por delitos de la misma naturaleza.

En ambos casos se exigirá, además del cumplimiento de los requisitos generales, que los condenados suscriban en forma previa una declaración pública que contenga una manifestación inequívoca de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares; y que hayan cumplido a lo menos dos tercios de la pena, o, en caso de presidio perpetuo, los años de privación de libertad efectiva establecidos en los incisos primero y segundo.”.

3) Agrégase en el artículo 5° el siguiente inciso final nuevo:

“Para revocar la libertad condicional respecto de los condenados referidos en el inciso octavo del artículo 3°, la Comisión considerará especialmente cualquier acción o manifestación pública que constituya una negación o contradicción al contenido de la declaración referida en el inciso final del citado artículo.”.

4) Reemplázase en el artículo 7° la frase “volverá a tener derecho a salir en” por la siguiente: “podrá volver a ser beneficiado con la concesión de su”.

5) Reemplázase en el artículo 8° la oración “tendrán derecho a que, por medio de una resolución de la respectiva Comisión, se les conceda la libertad completa” por la siguiente: “podrán ser beneficiados con la concesión de su libertad completa, por medio de una resolución de la respectiva Comisión”.

ARTÍCULO TERCERO.-
Agrégase en la ley N°19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta, a continuación del actual artículo 17, el siguiente artículo 17 bis nuevo:

“Artículo 17 bis.- Límites en el acceso a los beneficios. A los condenados por alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357; se les podrán conceder los beneficios contenidos en la presente ley solo en los siguientes casos:

a)
Si en la determinación de su pena se hubiere considerado la atenuante de confesión espontánea o la de colaboración sustancial de los números 8° y 9° del artículo 11 del Código Penal; o

b)
Cuando, después de ejecutoriada la condena, acrediten por cualquier medio idóneo que han aportado antecedentes serios y efectivos de los que tengan conocimiento, en causas criminales por delitos de la misma naturaleza.

En ambos casos se exigirá, además del cumplimiento de los requisitos generales, que quienes solicitan estos beneficios suscriban en forma previa una declaración pública que contenga una manifestación inequívoca de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.”.

ARTÍCULO CUARTO.-
Modifícase la ley N°18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, en el siguiente sentido:

1)
Agrégase en el artículo 1° el siguiente inciso final nuevo:

“Tampoco procederá respecto de personas condenadas por alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357.”.

2)
Sustitúyese el punto final del artículo 6° por la siguiente frase “, o de alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357.”.

ARTÍCULO QUINTO.-
Modifícase el Código Procesal Penal:

1) Modifícase el artículo 458 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero entre el verbo “solicitará” y la frase “el informe psiquiátrico correspondiente”, la expresión “al Servicio Médico Legal”.

b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“El informe del Servicio Médico Legal deberá ajustarse a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional de dicho Servicio, los que deberán ser actualizados periódicamente.”.

2) Modifícase el artículo 465 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero a continuación de la frase “previo informe psiquiátrico”, la expresión “del Servicio Médico Legal”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser tercero:

“Dicho informe deberá cumplir las mismas exigencias indicadas en el inciso final del artículo 458.”.

c) Sustitúyese en el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, la palabra “anterior” por la expresión “del inciso primero”.

d) Sustitúyese en el inciso final la frase “en el momento de caer en enajenación el imputado”, por la expresión “el imputado cae en enajenación después de que”.

3) Incorpórase a continuación del artículo 468 el siguiente artículo 468 bis nuevo:

“Artículo 468 bis. Condenado enfermo terminal. Si durante la ejecución de una sentencia que imponga una pena privativa de libertad, se diagnosticara al condenado una enfermedad terminal, el tribunal mediante resolución fundada, oyendo al fiscal y al defensor, previa certificación inequívoca del Servicio Médico Legal e informe psicosocial favorable de Gendarmería de Chile, podrá disponer la sustitución de la pena original, reemplazándola por la de reclusión domiciliaria total por el tiempo de ejecución que reste de la condena. Esta resolución será impugnable vía recurso de apelación, el que se tramitará según lo establecido en el artículo 69 inciso quinto del Código Orgánico de Tribunales.

Se entenderá por reclusión domiciliaria total el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales de salud durante las veinticuatro horas del día. Para el cumplimiento de esta pena sustitutiva el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estimando como tal la residencia regular que éste utilice para fines habitacionales. La ejecución de esta pena sustitutiva se sujetará, en lo pertinente, a lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 7° y en los títulos III, IV y VI, todos de la ley N°18.216.

La certificación referida en el inciso primero deberá contener, a lo menos, las razones que justifican que se trata de una enfermedad o condición patológica grave, progresiva e irreversible, que no tiene tratamiento eficaz de acuerdo a los conocimientos médicos y con pronóstico fatal en un plazo inminente. Dicha certificación se ajustará a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional del Servicio Médico Legal, los que deberán ser actualizados periódicamente.

En el caso de los condenados por alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357; se exigirá, además del cumplimiento de los requisitos generales, que suscriban en forma previa una declaración pública que contenga una manifestación inequívoca de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.

Respecto de estos últimos, y para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo, se entenderá como incumplimiento grave del régimen de ejecución de la pena cualquier acción o manifestación pública que constituya una negación o contradicción al contenido de la declaración referida en el inciso anterior.”.

4) Modifícase el artículo 482 en el siguiente sentido:

a) Intercálase a continuación de la frase “oyendo al fiscal y al defensor” la expresión “, y previo informe psiquiátrico del Servicio Médico Legal”.

b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“El informe psiquiátrico del Servicio Médico Legal deberá dar cuenta del estado de salud mental del condenado. Dicho informe deberá cumplir las mismas exigencias indicadas en el inciso final del artículo 458.”.

ARTÍCULO SEXTO.-
Modifícase el Código de Procedimiento Penal:

1) Modifícase el artículo 684 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero el verbo “podrá” por el verbo “deberá”.

b) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Esta resolución será siempre apelable y, en caso de no interponerse recurso, deberá ser consultada.”.

c) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Dicho informe se ajustará a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional del Servicio Médico Legal, los que deberán ser actualizados periódicamente.”.

2) Modifícase el artículo 687 en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la frase “sentencia condenatoria”, la expresión “de término”.

b) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Esta resolución será siempre apelable y, en caso de no interponerse recurso, deberá ser consultada.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“La enajenación mental la certificará el Servicio Médico Legal mediante informe que dé cuenta de la salud mental del condenado. Dicho informe deberá cumplir las mismas exigencias indicadas en el inciso segundo del artículo 684.”.

3) Incorpórase en el libro cuarto “Del cumplimiento y ejecución”, el siguiente título IV “De las medidas aplicables a los enfermos terminales” nuevo:

“TÍTULO IV DE LAS MEDIDAS APLICABLES A LOS ENFERMOS TERMINALES

Artículo 697. Si durante la ejecución de una sentencia, que imponga una pena privativa de libertad, se diagnosticara al condenado una enfermedad terminal, el juez mediante resolución fundada, previa certificación inequívoca del Servicio Médico Legal e informe psicosocial favorable de Gendarmería de Chile, podrá disponer la sustitución de la pena original, reemplazándola por la de reclusión domiciliaria total por el tiempo de ejecución que reste de la condena. Esta resolución será impugnable vía recurso de apelación, el que se tramitará según lo establecido en el artículo 69 inciso quinto del Código Orgánico de Tribunales. En caso de no interponerse el recurso, dicha resolución deberá ser consultada.

Se entenderá por reclusión domiciliaria total el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales de salud durante las veinticuatro horas del día. Para el cumplimiento de esta pena sustitutiva el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estimando como tal la residencia regular que éste utilice para fines habitacionales. La ejecución de esta pena sustitutiva se sujetará, en lo pertinente, a lo establecido en los incisos segundo y final del artículo 7° y en los títulos III, IV y VI, todos de la ley N°18.216.

La certificación referida en el inciso primero deberá contener, a lo menos, las razones que justifican que se trata de una enfermedad o condición patológica grave, progresiva e irreversible, que no tiene tratamiento eficaz de acuerdo a los conocimientos médicos y con pronóstico fatal en un plazo inminente. Dicha certificación se ajustará a los protocolos referenciales que para estos efectos establezca la Dirección Nacional del Servicio Médico Legal, los que deberán ser actualizados periódicamente.

En el caso de los condenados por alguno de los delitos previstos en los párrafos 3 y 4, ambos del título III; en los párrafos 10 y 15, ambos del título VI; en los párrafos 5 y 6, ambos del título VII; y en los párrafos 1 y 3, ambos del título VIII; todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357; se exigirá, además del cumplimiento de los requisitos generales, que suscriban en forma previa una declaración pública que contenga una manifestación inequívoca de su arrepentimiento por los hechos cometidos que les atribuye la sentencia condenatoria, por el contexto de los mismos y por el mal causado a las víctimas y sus familiares.

Respecto de estos últimos, y para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo, se entenderá como incumplimiento grave del régimen de ejecución de la pena cualquier acción o manifestación pública que constituya una negación o contradicción al contenido de la declaración referida en el inciso anterior.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- 
Jaime Campos Quiroga, Ministro de Justicia y Derechos Humanos.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.283, SOBRE RECUPERACIÓN DEL BOSQUE NATIVO Y FOMENTO FORESTAL, PARA TIPIFICAR COMO DELITO LA EXTRACCIÓN NO AUTORIZADA DE TIERRA DE HOJA

(11.168-12)

Oficio Nº 13.713

VALPARAÍSO, 11 de enero de 2018
Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, para tipificar como delito la extracción no autorizada de tierra de hoja, correspondiente al boletín No 11.168-12, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Modifícase la ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, en la forma que se indica a continuación:

1. Agregánse en el artículo 2 los siguientes numerales 27 y 28:

“27) Tierra de hoja: aquel material colectado compuesto principalmente de hojas, ramas, flores, frutos y corteza, formado por la hojarasca no descompuesta o incipientemente descompuesta, que corresponde al horizonte orgánico superficial del suelo. 

28) Extracción no autorizada de tierra de hoja: aquella efectuada sin plan de manejo, o sin la autorización respectiva, aprobada u otorgada por la Corporación en cada caso; o aquella extracción que, contando con plan de manejo previamente aprobado o autorizado, se ejecute en contravención de las especificaciones técnicas contenidas en el plan o en cantidades superiores a las indicadas en la autorización, respectivamente.”.

2. Agrégase en el artículo 5 el siguiente inciso segundo:

“Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará también a la extracción de tierra de hoja. No obstante, la extracción de una cantidad reducida de tierra de hoja sólo requerirá de autorización en los términos establecidos en el artículo 57, caso en el cual se indicará la cantidad en kilos o metros cúbicos máximos que se puedan extraer.”.

3. Incorpórase en el inciso primero del artículo 19, a continuación de la palabra “hábitat”, la siguiente frase: “, comprendiéndose dentro de este último la tierra de hoja”.

4. Incorpórase el siguiente artículo 50 bis:

“Artículo 50 bis.- El que sin autorización extrajere tierra de hoja de lugares situados a menos de 400 metros sobre los manantiales que nazcan en los cerros, a menos de 200 metros de sus orillas desde el punto en que la vertiente tenga origen hasta aquel en que llegue al plan, a menos de 200 metros de radio de los manantiales que nazcan en terrenos planos no regados o en pendientes superiores a 45%, será sancionado con multa de 20 a 500 unidades tributarias mensuales y al comiso de lo extraído. Dicha multa deberá ser establecida especialmente en atención a la cantidad extraída.”.

5. Agréganse en el artículo 51 los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto: 

“El que extrajere sin autorización tierra de hoja desde cualquier lugar del bosque nativo, que no sea de aquellos expresamente descritos en el artículo 50 bis, será sancionado con multa de 10 a 300 unidades tributarias mensuales y al comiso de lo extraído.

Si la extracción se efectuare en cualquier lugar fuera del bosque nativo, será sancionado con multa de 5 a 200 unidades tributarias mensuales y al comiso de lo extraído.

En caso de reincidencia, en cualquiera de las faltas descritas en los incisos anteriores, la sanción no podrá ser inferior al duplo de la multa fijada en cada caso.

Las multas establecidas en los incisos anteriores deberán ser fijadas en atención a la cantidad extraída.”.

6. Incorpóranse los siguientes artículos 51 bis y 51 ter:

“Artículo 51 bis.- La sanción del inciso primero del artículo anterior se aplicará, asimismo, a quienes transporten o comercialicen tierra de hoja sin que cuenten, a lo menos, con copia simple de la autorización respectiva que corresponda al predio o sitio de donde proviene.

Artículo 51 ter.- Los infractores de lo establecido en el artículo 50 bis y en el inciso segundo del artículo 51 estarán obligados a presentar ante la Corporación, en el plazo que le fije el tribunal, una propuesta o plan de reparación o recuperación que se ejecutará de acuerdo a las prescripciones técnicas que se establezcan. De tales circunstancias se dará cuenta al tribunal en el plazo que este fije, decretándose los apercibimientos que procedan en caso de incumplimiento.”.

7. Intercálase en el inciso primero del artículo 52, después de la coma que sigue a la expresión “fuera de peligro”, la frase “y la extracción de tierra de hoja”; y agrégase, a continuación de las frase “objeto de la intervención”, la siguiente frase final “o regulada conforme al volumen extraído en el caso de la tierra de hoja”.

8. Intercálase en el artículo 57, después de la coma que sigue a la palabra “caso”, la frase “o la cantidad en kilos o metros cúbicos en el caso de tierra de hoja”.

9. Agrégase en el inciso primero del artículo 58, entre las palabras “corta” y “autorizada”, la expresión “o extracción”.

10. Incorpórase el siguiente artículo 58 bis:

“Artículo 58 bis.- Quienes estuvieren constituidos en empresas y comercialicen tierra de hoja deberán informar o remitir, según corresponda, semestralmente a la Corporación lo siguiente: lugar preciso desde donde se efectúa, copia de las autorizaciones que amparan la extracción, volúmenes extraídos y comercializados en el período y la individualización de la persona natural o jurídica de quien se adquiere.”.

Artículo 2.- Incorpórase en el Código Penal el siguiente artículo 446 bis:

“Artículo 446 bis. El que hurte tierra de hoja será castigado con las penas del artículo anterior.

Para todos los efectos, se reputará la tierra de hoja como especie corporal mueble, toda vez que sea removida del suelo en que se encontraba en forma natural.”.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.070, QUE APROBÓ EL ESTATUTO DE LOS PROFESIONALES DE LA EDUCACIÓN, PARA OTORGAR FUERO LABORAL A LOS DIRIGENTES GREMIALES DE LOS PROFESORES

(11.362-13)
Oficio Nº 13.714
VALPARAÍSO, 11 de enero de 2018
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.070, que Aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, para otorgar fuero laboral a los dirigentes gremiales de los profesores, correspondiente al boletín N° 11.362-13, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 8 ter nuevo al Estatuto Docente, contenido en el DFL N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación y de las leyes que la complementan y modifican:
“Artículo 8 ter.- Gozarán del fuero en los términos establecidos en el artículo 243 del Código del Trabajo en todo aquello que no les sea incompatible, los profesionales de la educación regidos por esta ley, que tengan la calidad de director de una asociación gremial, de acuerdo a las siguientes reglas:

1. Gozará del fuero la totalidad de los miembros de la directiva de la asociación gremial de carácter nacional, entendiéndose por tal aquella con presencia en a lo menos ocho regiones, y que cuente con a lo menos treinta mil afiliados. Dicho fuero corresponderá a un máximo de once dirigentes.

2. Tratándose de los directorios regionales de la respectiva asociación nacional, gozarán de fuero cinco de sus miembros en tanto dicho directorio regional represente entre trescientos y novecientos noventa y nueve afiliados. El fuero corresponderá a nueve de sus integrantes si la directiva representa a mil afiliados o más.

3. En el caso de directivas provinciales de la respectiva asociación nacional, corresponderá el fuero a un integrante de dicha directiva si ésta representa entre cincuenta y ciento cuarenta y nueve afiliados, y a tres de sus integrantes si representa a ciento cincuenta afiliados o más.

4. Tratándose de directivas comunales de la respectiva asociación nacional, gozará de fuero uno de sus miembros en tanto represente a más de veinticinco afiliados y hasta cuarenta y nueve afiliados; dos de sus miembros si representa entre cincuenta y ciento cuarenta y nueve afiliados; tres de sus miembros si representa entre ciento cincuenta y novecientos noventa y nueve afiliados, y cuatro de sus miembros si representa a mil afiliados o más. Si una o más directivas comunales cambian su organización conforme sea el territorio de un Servicio Local de Educación Pública, los fueros a que sus dirigentes tengan derecho en la nueva directiva se calcularán de la misma forma consignada en este numeral.

Para la determinación de el o los directores que gozarán de fuero, cada asociación gremial deberá establecer en sus estatutos el mecanismo respectivo, de acuerdo a las reglas de los numerales anteriores.

En estos casos, el empleador no podrá poner término al contrato sino con autorización previa del juez del trabajo, el que podrá concederla tratándose de docentes regidos por el Título IV en los casos establecidos en los literales b), c), d), h), i) y l) del artículo 72, y respecto de otros profesionales de la educación en los casos señalados en el inciso primero del artículo 174 del Código del Trabajo. En ambos casos, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del señalado artículo 174.
Con todo, se aplicarán sin necesidad de autorización judicial las causales de término de la relación laboral que se originen por aplicación del artículo 195 de esta ley. Asimismo, en el caso de los docentes regidos por el Título IV no se requerirá autorización para aplicar la causal establecida en el literal g) del artículo 72.
En el caso de los directores con derecho a fuero, la participación en sus asociaciones será considerada actividad gremial para los efectos de esta ley y sus reglamentos.”.”.

*****

Hago presente a V.E. que, tanto en general como en particular, el artículo único del proyecto de ley fue aprobado con el voto favorable de 76 diputados, de un total de 119 en ejercicio.

De esta manera se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA COOPERATIVA DE GUYANA”, SUSCRITO EN SANTIAGO, CHILE, EL 24 DE OCTUBRE DE 2016

(11.167-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 6 de marzo de 2017.


Se dio cuenta de esta iniciativa en la Sala del Honorable Senado en sesión del 18 de abril de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que vuestra Comisión estudió este proyecto de acuerdo, asistió especialmente invitado, de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, el asesor del Departamento de Servicios, Inversiones y Transporte Aéreo, señor Piero Guasta.





También concurrieron, de la Junta de Aeronáutica Civil, los abogados señora Macarena Roa y señor Rodrigo Fernández.





- De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Bárbara Horzella.





- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Constanza González.





- El Asesor del Comité Parlamentario de la Democracia Cristiana, señor Mauricio Burgos.





- El Asesor del Honorable Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.





- El Asesor del Honorable Senador Francisco Chahuán, señor Octavio Tapia.





- El Periodista del Comité del Partido por la Democracia, señor Gabriel Muñoz.





- El Asesor del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, señor Jorge Barros.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Chicago, promulgado por el decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947 y publicado en el Diario Oficial de 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Convenio de Transporte Aéreo celebrado entre Chile y Guyana, corresponde al tipo de acuerdo bilateral de transporte aéreo denominado de cielos abiertos y su celebración obedece a la política aerocomercial impulsada por Chile desde hace varias décadas, con el fin de conseguir la mayor apertura de derechos de tráfico con los demás países.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 4 de abril de 2017, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 11 de abril de 2017 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 13 de abril de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 58 votos a favor y 1 abstención.





4. Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo y 20 artículos, que se reseñan a continuación.





En el Preámbulo las Partes declaran que desean promover un sistema de transporte aéreo sobre la base de la competencia en el mercado entre las compañías aéreas, con mínima interferencia y regulación gubernamental, facilitando la expansión del transporte aéreo internacional, a los fines de hacer posible que las compañías aéreas ofrezcan al público que viaja y al que efectúa despachos una variedad de servicios a los precios más bajos, que no sean discriminatorios y no representen un abuso de la posición dominante. Todo esto, asegurando el más alto grado de seguridad y protección en el transporte aéreo internacional. 





El artículo 1 contiene una serie de términos y conceptos básicos del Convenio, con el objeto de facilitar la comprensión e interpretación de las disposiciones de éste. Estos son: “Autoridades aeronáuticas”, “Convenio”, “Parte”, “Transporte Aéreo”, “Convención”, “OACI”, “Compañía aérea designada”, “Precio”, “Servicio aéreo internacional”, “Territorio”, “Cobro al usuario” y “Código compartido”.





Por su parte, el artículo 2 señala que se otorgan los siguientes derechos para la realización de servicios de transporte aéreo por parte de las compañías aéreas designadas por la otra Parte:





a) 1ra libertad (sobrevuelo).





b) 2da libertad (escala técnica).





c) 3ra y 4ta libertades (derecho a prestar servicios regulares y no regulares, combinados de pasajeros, carga y correo o exclusivos de carga, entre los territorios de ambos países).





d) 5ta libertad (prestar dichos servicios entre los territorios de la contraparte y cualquier tercer país, directamente).





e) 6ta libertad (prestar los mismos servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, pero pasando por su propio territorio)





f) 7ma libertad (prestar servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, sin pasar por su propio territorio), sólo para los servicios de carga exclusiva.





No se imponen limitaciones a los servicios aéreos en cuanto a rutas, frecuencias ni material de vuelo, sea propio o arrendado, los que pueden prestarse con la mayor flexibilidad de operación.





El artículo 3 contempla la múltiple designación de empresas, la necesidad de designar por la vía diplomática las empresas aéreas que ejercerán los derechos que el acuerdo concede y el principio de celeridad administrativa en el otorgamiento de las autorizaciones.





Indica que no exige que la propiedad sustancial y el control efectivo de las empresas aéreas se encuentren en manos de la Parte que designa o de sus nacionales, lo que favorece la inversión extranjera. Establece, en cambio, que las empresas designadas deben estar legalmente constituidas y tener la oficina principal de sus negocios en el territorio de la Parte que las designa, así como que estén en condiciones de cumplir con las leyes y reglamentos que normalmente se aplican y exigen a las operaciones aéreas comerciales. La parte que designa debe tener y mantener el control regulatorio efectivo de la compañía aérea que ha designado.





A su vez, el artículo 4 establece que cada Parte puede revocar, suspender o limitar las autorizaciones por incumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 3 del Convenio y en caso de incumplimiento de las leyes y reglamentos de la Parte que acepta la designación, en caso que la empresa aérea no explote los servicios en conformidad a lo prescrito en el Convenio, así como a causa de incumplimiento de las cláusulas contenidas en el Convenio en materia de seguridad o seguridad de la aviación.





El artículo 5 norma que las leyes y reglamentos de cada Parte que rigen para la entrada, permanencia y salida del país de las aeronaves que se dediquen al transporte aéreo, y las que rigen las medidas de migración, aduana y sanitarias también serán aplicables dentro de ese territorio a las operaciones de la compañía aérea designada de la otra Parte. Dicha aplicación no será discriminatoria para terceros países.





Agrega que las leyes y reglamentos de una Parte que regulen el suministro de información estadística serán cumplidos por las compañías aéreas de la otra Parte.





Luego, el artículo 6 expresa que las Partes se comprometen a reconocer como válidos los certificados de aeronavegabilidad, los certificados de idoneidad y las licencias emitidas o validadas por la otra Parte, que aun estén vigentes. Asimismo, las Partes pueden solicitar consultas relativas a las normas de seguridad operacional, es decir, las medidas adoptadas para una operación de vuelo segura, mantenidas por la otra Parte. En este orden de cosas, se reservan el derecho a revocar los permisos si no se adoptan las medidas correctivas necesarias en esta materia.





El artículo 7 dispone que las Partes, de acuerdo con los derechos y obligaciones derivados del derecho internacional, reafirman su obligación de proteger la seguridad de la aviación civil contra los actos de interferencia ilícita y a prestarse mutuamente toda la ayuda que sea necesaria en esta materia.





Enseguida, el artículo 8 contiene el compromiso de las Partes de otorgar, a las líneas aéreas designadas de la otra Parte, el derecho a transferir libremente, siempre con arreglo a las leyes y tipo de cambio oficial, los ingresos locales por concepto de venta de transporte aéreo; el derecho de abrir oficinas y mantener personal en el territorio de la otra Parte; el derecho a realizar sus propios servicios en tierra o de seleccionar entre los agentes de la competencia; el derecho a vender directamente sus servicios de transporte aéreo o hacerlo a través de agentes autorizados; el derecho a pagar los gastos locales en moneda local o de libre convertibilidad; el derecho a celebrar acuerdos de cooperación comercial, tales como bloqueo de espacio, código compartido, arrendamiento de aeronaves con y sin tripulación y otros, con líneas aéreas de las Partes o de un tercer país, siempre que las líneas aéreas que celebren tales acuerdos cuenten con los derechos de tráfico correspondientes y cumplan con los requerimientos aplicables a ese tipo de arreglos.





El artículo 9 regula que las aeronaves utilizadas en el transporte aéreo internacional por las compañías aéreas designadas de cualquiera de las Partes, así como los equipos habituales, repuestos, combustibles, lubricantes y suministros para la aeronave (incluidos artículos tales como alimentos y bebidas) a bordo de tales aeronaves, estarán exentos de todos los derechos de aduana, siempre que dichos equipos y suministros permanezcan a bordo de la aeronave hasta que sean reexportados.





También señala que estarán exento de derechos lo siguiente, con la excepción de los cobros basados en el costo del servicio prestado:





a. víveres de la aeronave subidos a bordo en el territorio de cualquiera de las Partes, dentro de los límites establecidos por las autoridades competentes de la Parte y para su uso a bordo de la aeronave dedicada a los servicios acordados con la otra Parte; y





b. repuestos introducidos en el territorio de una Parte para el servicio o reparación de aeronaves operadas por la o las compañía(s) aérea(s) designada(s) de la otra Parte en los servicios acordados.





Agrega que los equipos estándar de la aeronave, así como los materiales e insumos a bordo de la aeronave de cualquiera de ellas podrán ser descargados en el territorio de la otra Parte sólo con la autorización de las autoridades aduaneras de la primera Parte. En tal caso, se podrá exigir que sean mantenidos bajo la supervisión de dichas autoridades hasta que sean reexportadas o hasta que se disponga de otro modo de ellos en conformidad con la normativa aduanera.





A continuación, el artículo 10 norma que los cobros al usuario que puedan ser impuestos por las autoridades impositivas competentes a las compañías aéreas designadas de la otra Parte deberán ser justos, razonables y no ser injustamente discriminatorios.





Añade que cada Parte incentivará que se celebren consultas entre las autoridades o entidades impositivas competentes en su territorio y las compañías aéreas que usen los servicios e instalaciones, e incentivarán a Ias autoridades o entidades impositivas competentes y compañías aéreas a que intercambien aquella información que sea necesaria para permitir una revisión exhaustiva de lo razonable de los cobros.





El artículo 11 consagra el principio de justa e igual oportunidad de competir en la prestación de los servicios de transporte aéreo y de regulación de la oferta por parte de las propias líneas aéreas de cada Parte. Añade que las Partes se obligan a otorgar una justa y equitativa oportunidad para que las empresas aéreas designadas compitan en el transporte aéreo internacional autorizado en el Convenio; a adoptar medidas adecuadas para eliminar todo tipo de discriminación o prácticas de competencia desleal que afecten adversamente su relación competitiva; y a no limitar unilateralmente el volumen de tráfico, frecuencia, regularidad del servicio o tipo de aeronave operadas por las líneas aéreas de la otra Parte.





Posteriormente, el artículo 12 establece la libertad tarifaria y el principio de doble desaprobación. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen de acuerdo a sus consideraciones comerciales de mercado. La intervención de las Partes en esta materia se limitará a evitar precios discriminatorios, injustificadamente elevados por abuso de una posición dominante o artificialmente bajos por subvenciones o subsidios directos o indirectos.





Una tarifa continuará en vigor salvo que, previas consultas, ambas Partes objeten y lleguen a un acuerdo. Las Partes pueden requerir que se registren las tarifas para fines de información.





El artículo 13 dispone que las Partes pueden modificar alguna disposición del Convenio mediante el mecanismo de consultas entre ambas autoridades aeronáuticas, enmiendas que entrarán en vigor cuando las mismas se confirmen por intercambio de notas una vez que todos los procedimientos internos necesarios se hayan completado por ambas Partes.





Por su parte, el artículo 14 señala que si surgiere alguna controversia entre las Partes relativa a la interpretación o aplicación del Convenio, se contempla la negociación directa entre ambas Partes como primera vía de solución. Si la controversia no pudiera ser resuelta de esta manera, a requerimiento de cualquiera de las Partes la disputa se someterá al conocimiento de un tribunal arbitral, comprometiéndose las Partes a acatar el procedimiento y el fallo adoptado por dicho tribunal.





El artículo 15 dispone que cualquiera de las Partes podrá, en cualquier momento, notificar por escrito a la otra Parte su decisión de poner término al presente Convenio por la vía diplomática. Dicho aviso será enviado simultáneamente a la Organización de Aviación Civil Internacional. Añade que el Convenio terminará 12 meses después de la recepción por la otra Parte de la notificación pertinente, a menos que dicha notificación sea retirada antes del vencimiento del plazo mencionado precedentemente por acuerdo mutuo de las Partes.





Agrega que si la Parte no acusare recibo del aviso de terminación, dicho aviso se considerará recibido 14 días después de la fecha en que la OACI acuse recibo del mismo.





Por su parte, el artículo 16 señala que si se hiciere efectivo un acuerdo multilateral adoptado por ambas Partes en relación con cualquier materia a que se refiere el presente instrumento, el Convenio será adaptado a las disposiciones del acuerdo multilateral.





El artículo 17 establece que el Convenio y todas sus modificaciones serán registradas ante la Organización de Aviación Civil Internacional.





A su vez, el artículo 18 norma que las Partes entienden que el Convenio se basa en el principio de no discriminación mutua, en cuanto a que cada Parte otorgará a la otra Parte un trato igual y no discriminatorio en relación con las compañías aéreas designadas por cada Parte, en particular en relación con los derechos y obligaciones establecidas en este Convenio, incluidos, entre otros, impuestos, tarifas, precios, oportunidades comerciales, seguridad, uso de los aeropuertos, asignación de franjas horarias, o el ejercicio de derechos de tráfico acordados en el presente Convenio.





El artículo 19 indica que las Partes acuerdan que los SRC tendrán pantallas primarias integradas para las cuales:





a. La información relacionada con los servicios aéreos internacionales, incluida la construcción de conexiones en esos servicios, será editada y desplegada sobre la base de criterios no discriminatorios y objetivos que no estén influenciados, directa ni indirectamente, por la compañía aérea ni por la identidad del mercado. Dichos criterios se aplicarán de manera uniforme a todas las compañías aéreas participantes.





b. Las bases de datos de los SRC deberán ser lo más amplias posible;





c. Los proveedores de SRC no podrán eliminar la información presentada por las compañías aéreas participantes; dicha información deberá ser precisa y transparente; por ejemplo, los códigos compartidos y vuelos con cambio de avión y vuelos con escalas deberán ser identificados claramente con esas características;





d. Todos los SRC que estén disponibles para los agentes de viajes que distribuyan directamente la información sobre servicios de transporte aéreo al público viajero, ya sea en el territorio de cualquiera de las Partes no sólo estarán obligados, sino también tendrán derecho a operar en conformidad con las normas del SRC aplicables en el territorio en que se opere el SRC; y





e. Se permitirá a los agentes de viajes utilizar cualquiera de las pantallas secundarias disponibles a través del SRC siempre que el agente de viajes haga una petición específica de esa pantalla.





Agrega que la Parte exigirá que cada proveedor de SRC que opere en su territorio permita que todas las compañías aéreas dispuestas a pagar una tarifa no discriminatoria puedan participar en su SRC. Las Partes exigirán que todas las instalaciones de distribución que ofrezca un vendedor del sistema sean ofrecidas sobre una base no discriminatoria a las compañías aéreas participantes. Añade que las Partes exigirán que los vendedores de SRC exhiban, sobre una base no discriminatoria, objetiva c independiente del operador y del mercado, información sobre los servicios aéreos internacionales de las compañías aéreas que participen en todos los mercados en que deseen vender esos servicios. A petición, un proveedor de SRC deberá revelar detalles de su actualización de base de datos y los procedimientos de almacenamiento, sus criterios para la edición e información de clasificación, el peso asignado a tales criterios, así como los criterios utilizados para la selección de puntos de conexión y la inclusión de vuelos de conexión.





3. Los proveedores de SRC que operen en el territorio de una Parte tendrán derecho a introducir, mantener y poner a libre disposición de las agencias o empresas de viajes cuya actividad principal sea la distribución de productos relacionados con los viajes en el territorio de la otra Parte siempre que el SRC cumpla con estos principios.





4. Ninguna de las Partes, en su territorio, podrá imponer ni permitir que se imponga a los proveedores de SRC de la otra Parte; exigencias más estrictas, con respecto a acceso y uso de las instalaciones de comunicación, selección y uso de hardware y software de SRC, y la instalación técnica de hardware de SRC que las impuestas a sus propios proveedores de SRC.





5. Ninguna de las Partes, en su territorio, podrá imponer ni permitir que se imponga a los proveedores de SRC de la otra Parte exigencias más estrictas, con respecto a operación o venta de SRC (incluidos parámetros de edición y visualización), que las impuestas a sus propios proveedores de SRC.





6. Los SRC en uso en el territorio de una Parte que cumplan con estos principios y con otras normas reglamentarias, técnicas y de seguridad pertinentes no discriminatorias tendrán derecho a un acceso efectivo e irrestricto en el territorio de la otra Parte. Un aspecto de esto es que las compañías aéreas designadas deberán participar en dicho sistema tan plenamente en su territorio nacional como lo harían en cualquier sistema ofrecido a las agencias de viajes en el territorio de la otra Parte. Añade que los propietarios y/u operadores de SRC de una Parte tendrán la misma oportunidad de ser propietarios y/o de operar los SRC que se ajusten a estos principios en el territorio de la otra Parte tal como lo hacen los propietarios y/u operadores de esa Parte. Cada Parte deberá velar por que sus compañías aéreas y sus proveedores de SRC no discriminen a los agentes de viajes en su territorio nacional debido a su uso o posesión de un SRC operado también en el territorio de la otra Parte.





Por último, el artículo 20 que el Convenio entrará en vigor sesenta días después de la fecha del último canje de notas por el que una de las Partes comunique a la otra Parte, por la vía diplomática, que se han cumplido todos los procedimientos internos necesarios.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín colocó en discusión el proyecto.





La Abogada de la Junta de Aeronáutica Civil, señora Macarena Roa, explicó que el Convenio en análisis corresponde al tipo de Acuerdo bilateral de transporte aéreo denominado de cielos abiertos.





Explicó que los principios básicos que recoge este tipo de Convenios son: libre ingreso al mercado de las líneas aéreas, por el cual se pueden prestar servicios de cabotaje o servicio internacional por líneas aéreas nacionales o extranjeras siempre que se cumplan con los requisitos de orden técnico y de seguros además de la exigencia de reciprocidad, en el caso de servicios internacionales. Explicó que nuestro país no establece restricciones ni a las rutas ni al número de frecuencias.





El segundo principio, agregó, es el de la libertad de tarifas, por el cual las líneas aéreas son las que fijan las tarifas y el Estado solamente procede a registrarlas de acuerdo a su modelo de negocio. Precisó que existe, en este caso, una mínima intervención de la autoridad.





Finalmente, se refirió a la liberalización de la propiedad y el control. Al respecto, explicó que para que una línea aérea se establezca dentro de Chile no es necesario que los capitales y la administración pertenezcan, mayoritariamente, a chilenos. Añadió que si una línea extranjera opera en Chile tampoco se le exige que su capital o administración sea mayoritariamente del país que la ha designado.





A continuación, la señora Roa se refirió a la estructura del Convenio con el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana, en especial, al artículo 2, mediante el cual se otorgan una serie de derechos destinados a la realización de servicios de transporte aéreo por parte de las compañías aéreas designadas por la otra parte. Indicó que se refiere a los derechos de tráfico que se conceden entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana. Tales libertades, puntualizó, son: la primera (sobrevuelo); la segunda (escala técnica); la tercera y cuarta (derecho a prestar servicios regulares y no regulares, combinados de pasajeros, carga y correo o exclusivos de carga, entre territorios de ambos países); la quinta (prestar dichos servicios entre los territorios de la contraparte y cualquier tercer país, directamente); la sexta (prestar los mismos servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, pero pasando por su propio territorio), y la séptima (prestar servicios entre el territorio de la contraparte y cualquier tercer país, sin pasar por su propio territorio), sólo para los servicios de carga exclusiva.





Seguidamente, informó los detalles sobre seguridad operacional y la seguridad de aviación, respectivamente. En estas materias, indicó que las partes se comprometen a cumplir con la reglamentación técnica para asegurar la operatividad de las aeronaves a través de la convalidación de las certificaciones y, además, los Estados se comprometen a adoptar medidas para evitar actos de interferencia ilícita.





En relación a la solución de controversias, expresó que primero existe una instancia de negociación directa para, posteriormente, derivar a un Tribunal Arbitral si no se obtuvieran resultados positivos.





Finalmente, agregó que existen otras disposiciones relativas a la aplicación de las leyes, derechos de aduanas, cobros al usuario, no discriminación, sistema de reserva computarizada, etc.





El Honorable Senador señor Larraín consultó cuál es la realidad del tráfico y transporte aéreo entre Chile y Guyana, en la actualidad.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó si existe una aerolínea Guyana, si existe una empresa aérea que tenga su sede en Guyana o algún tipo de interés económico que sea atractivo para nuestro país.





La Abogada de la Junta de Aeronáutica Civil, señora Macarena Roa, contestó que no existe ninguna aerolínea Guyana que opere en Chile y tampoco un interés real y que este Convenio solamente tiene por efecto crear la posibilidad de que se puedan prestar servicios.





El Honorable Senador señor Letelier señaló que en nuestro continente, el sistema de líneas aéreas es poco conveniente y que está controlado por monopolios. Advirtió que existe mucha dificultad en la conectividad regional.





La señora Roa indicó que como Junta de Aeronáutica Civil están constantemente negociando Acuerdos y ofreciendo la máxima liberalización. Sin embargo, explicó, que algunos países generan restricciones que impiden avanzar más allá de las negociaciones.





El Honorable Senador señor Larraín solicitó información al respecto debido a que, recientemente, se habría tomado contacto con varios países para avanzar en Acuerdos similares al que se está aprobando en esta Comisión.





El Honorable Senador señor Chahuán consultó con cuántos países Chile ha celebrado Convenios.





La Abogada de la Junta de Aeronáutica Civil, señora Macarena Roa, indicó que en el mes de diciembre recién pasado, en el marco de la Organización de Aviación Civil Internacional se generó una instancia que se denomina ICAN para hacer más eficientes las negociaciones. Añadió que en la reunión del pasado mes de diciembre, se celebraron veintitrés reuniones y se adoptaron once nuevos Acuerdos.





Luego, el Honorable Senador señor Larraín consultó con cuántos Convenios de esta naturaleza cuenta Chile.





El abogado de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Rodrigo Fernández, señaló que, actualmente, Chile cuenta con sesenta y siete Acuerdos, de los cuales algunos son Tratados y otros acuerdos entre las autoridades aeronáuticas.





El Honorable Senador señor Lagos señaló que la política chilena en comercio exterior ha sido la de apertura internacional. Al respecto, consultó porqué no es posible contar con buenas combinaciones aéreas dentro de la región.





La Abogada de la Junta de Aeronáutica Civil, señora Macarena Roa, contestó que Chile ofrece liberalización total en cuanto a las libertades, por lo tanto, aquello se traduce en que se pueden efectuar viajes directos a la mayoría de los países respecto de los cuales Chile ha celebrado Acuerdos. Añadió que, efectivamente, respecto de algunos países existen limitaciones a algunas de las libertades.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2018.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE PUEBLOS INDÍGENAS
(10.687-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República respecto del cual, se ha hecho presente urgencia “suma”.

Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

Es necesario tener presente que la norma en que recae la modificación contendida en el artículo 18 permanente del presente proyecto, fue suprimida por la ley N° 21.045 de 3 de noviembre de 2017.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

-Del Ministerio de Desarrollo Social: el Ministro, señor Marcos Barraza; las Abogadas de Fiscalía, señora Tania Rojas y Carolina Díaz; la Asesora, señora Nicole Reyes; el Asesor Especial, señor Mario González, el Asesor, señor Omar Leyton y el Periodista, señor Ramón Vargas. 

-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesores, señores Hernán Campos y Gonzalo Frei.


-Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Rodrigo Márquez.


-De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Gabriela Dazarola.


-De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.

-De la ONG FIMA: La Directora de Proyectos, señora Gabriela Burdiles; el Abogado, señor Antonio Madrid, y la Periodista, señora Constanza Dougnac.

-Del Centro de Estudios Públicos: la Investigadora, señora Isabel Aninat.

-Del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de La Frontera: la Directora, señora Natalia Caniguan.

-De la Fundación Instituto Indígena: el Secretario Ejecutivo, señor Rubén Cariqueo.

-Del Obispado Pastoral Mapuche de Temuco: la Secretaria Ejecutiva, señora Isolde Reuque.

-De la Asociación de Regantes Río San Pedro: la Presidenta, señora Marcela Ramos.

-De la Asociación Industrial 4° Grupo Riego: la Presidenta, señora Karen Luza.

-De la Asociación Río Vilama: la Presidenta, señora Juana Corante y la Vicepresidenta, señora Solange Aliaga.


-El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.

-Los Asesores del Senador Bianchi, señores Manuel José Benítez, Claudio Barrientos y Nickolas Mena.


-El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.


-Los Asesores del Senador García Ruminot, señores Felipe Cox y Marcelo Estrella.


-El Asesor del Senador Navarro, señor Jaime Oses.



- Los Asesores del Senador Quinteros, señor Jorge Frites y Miguel Schlack.



-El Periodista de Prensa Senado, señor Francisco Ramdohr.





-El Asesor del Senador Horvath, señor Gonzalo Manquepillan.





- El Periodista del Comité Renovación Nacional, señor Andrés Aguilera.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear el Ministerio de Pueblos Indígenas como el órgano encargado de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, y transformar la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 14, 15 números 3, 6 y 21, artículos 17 y 19 permanentes y el tercero transitorio tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 38 de la misma carta fundamental, por incidir en la ley orgánica sobre bases generales de la Administración del Estado. 

- - -

Durante la discusión general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

La Investigadora del Centro de Estudios Públicos, señora Isabel Aninat.

La Directora del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de La Frontera, señora Natalia Caniguan.

El Secretario Ejecutivo de la Fundación Instituto Indígena, señor Rubén Cariqueo.

La Secretaria Ejecutiva del Obispado Pastoral Mapuche de Temuco, señora Isolde Reuque.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política, artículo 38.


2.- Ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


3.- Ley N° 19.253, establece normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas.


4.- Convenio N° 169 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo) sobre Pueblos Indígenas y Tribales.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley señala que con la dictación, en el año 1993, de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, se marcó un hito al reconocer a los pueblos indígenas en el ordenamiento jurídico.


Indica que en enero del año 2001 se constituyó la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, cuya misión fue presentar al Presidente de la República las propuestas y recomendaciones referidas a mecanismos institucionales, jurídicos y políticos para una plena participación, reconocimiento y goce de los derechos de los pueblos indígenas en un sistema democrático, sobre la base de un consenso social y de reconstrucción de la confianza histórica.

En el año 2007, prosigue, Chile apoyó con su firma la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas y, al año siguiente, ratificó el Convenio N°169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) lo que vendría a demostrar el compromiso del Estado en avanzar por el reconocimiento pleno de los derechos colectivos de los pueblos indígenas.

Destaca que existe la necesidad de una nueva institucionalidad capaz de dar respuesta a los problemas actuales de los pueblos indígenas, que reclaman mayores espacios de inclusión y políticas de Estado integrales y sistemáticas. 
Asimismo, señala, la sociedad debe hacer un esfuerzo por reconocerse a sí misma y dar cuenta de su innegable diversidad por lo que es un deber de todos construir un Estado más inclusivo.


Subraya que en el mes de marzo de 2008 el Congreso Nacional aprobó el proyecto de acuerdo relativo al Convenio N° 169, ya señalado, el cual fue promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores. El depósito del instrumento de ratificación se realizó el 15 de septiembre de 2009, ante la OIT, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el mismo Convenio, éste debía entrar en vigencia en nuestro país un año después.

En la misma línea, hace presente que el artículo 6° del señalado Convenio establece que los gobiernos deben consultar a los pueblos indígenas interesados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, mediante procedimientos apropiados y a través de sus instituciones representativas.


Para cumplir lo anterior, indica, en el mes de septiembre del 2014 el Gobierno inició un proceso de consulta previa a los nueve pueblos indígenas respecto de esta medida legislativa, de modo que el proyecto de ley en estudio es producto de una propuesta hecha a las comunidades y organizaciones indígenas del país, mediante un proceso de consulta nacional, en el que se llegó a acuerdos con los nueve pueblos indígenas que consintieron la creación de este órgano del Estado.


Finalmente pone de relieve que por medio del proceso señalado, el Estado dió cumplimiento a las obligaciones referidas a la consulta previa contempladas en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, al consultar a los pueblos indígenas esta medida legislativa susceptible de afectarles directamente, con lo que se abrió un proceso de diálogo democrático con los pueblos indígenas. Los acuerdos alcanzados en este proceso de consulta previa se plasman en este proyecto de ley.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marco Barraza, hizo presente que si bien la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato con los pueblos indígenas del año 2003 no estableció la necesidad de crear un Ministerio de Pueblos Indígenas, sí recomendó crear políticas, planes, programas y fomentar políticas públicas dirigidas directamente a los pueblos indígenas.


Enseguida destacó que se presentó un proyecto de ley en el primer gobierno de la Presidenta Bachelet, que no siguió trámite porque carecía de consulta indígena. Agregó que también la creación del Ministerio de Pueblos Indígenas es bien la propuesta del acuerdo por la paz social de la Araucanía de los senadores Espina y García en el entendido que se trata de una política necesaria y una institucionalidad que debe ser legislada.


Señaló que el programa del segundo gobierno de la Presidenta Bachelet propuso impulsar una nueva institucionalidad indígena que recoja la experiencia histórica de la Conadi, pero que sitúe la política indígena a un mayor nivel y estándar, por lo cual se propone la creación del Ministerio de Asuntos Indígenas como el encargado de colaborar con el Presidente de la República en materia de la política indígena y en su definición, como también, la creación del Consejo de Pueblos indígenas de carácter autónomo, representativo de los diversos pueblos que existen en Chile.


Recordó que al igual que la iniciativa en discusión, el proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los nueve consejos de pueblos indígenas, están antecedidos por una consulta indígena.


Indicó que la consulta indígena se realizó a partir de una resolución, de fecha 29 de mayo de 2014 de la Subsecretaría de Servicios Sociales, que convocó al proceso de consulta al anteproyecto de ley en discusión, la cual se realizó en cinco etapas señaladas en el decreto supremo N° 66 del año 2013, ajustándose así a la normativa interna y al Convenio 169 respecto de cómo deben realizarse las consultas, etapas que consideran los procesos de planificación, entrega de información y difusión, deliberación interna de los pueblos indígenas, diálogo y sistematización y comunicación de los resultados y término del proceso de consulta. Agregó que el proceso se extendió entre los meses de septiembre de 2014 a enero de 2015.


Enseguida, explicó que los principios con los cuales se hizo esta consulta son los que consagra el Convenio N° 169, en especial el principio de buena fe para los acuerdos que se alcanzan entre los pueblos y el Estado a través del Gobierno respectivo, respeto por los métodos tradicionales de decisión de los pueblos indígenas y flexibilidad en los procesos de diálogo.


En términos de territorio hizo presente que la consulta se realizó en 122 localidades, que se contrataron sesenta y cuatro asesores a petición de los pueblos indígenas, tal como lo señala el Convenio N° 169. Subrayó que en el proceso participaron 6.833 representantes de las diferentes comunidades y organizaciones indígenas, y que fueron 152 representantes en la jornada nacional de cierre denominada Acuerdo de San Esteban.


Los principales acuerdos de la jornada nacional de cierre de la consulta, concretamente el acuerdo de San Esteban, fueron la denominación del ministerio como Ministerio de Pueblos Indígenas; modificar el verbo velar en todas las denominaciones donde aparecía respecto de cuáles eran las responsabilidades por parte del Estado para en su lugar utilizar el verbo garantizar, que es imperativo; considerar el desarrollo de los procesos de consulta y participación de los pueblos indígenas y la pertinencia del registro de autoridades y organizaciones tradicionales indígenas a cargo del Ministerio de Pueblos Indígenas, ya que era una demanda sentida de los pueblos que existiera un registro que no sólo consigne a las organizaciones que los pueblos indígenas o comunidades han creado, sino que también a las autoridades tradicionales.


Destacó que se considera la transformación de la Conadi en un servicio dependiente del Ministerio de Pueblos Indígenas, que será el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, de modo que en lugar de desestimar esa institucionalidad ella sea absorbida por el futuro Ministerio. En cuanto a la administración de los fondos por un nuevo servicio relacionado, se acordó mantenerla tanto en el servicio como en el respectivo Ministerio.


Luego, hizo presente que la estructura general del proyecto de ley se basa en tres Títulos y seis disposiciones transitorias. En este escenario, precisó que el proyecto en estudio define al Ministerio de Pueblos Indígenas como una “secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación, seguimiento y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, procurando la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades, asociaciones y personas indígenas…”.


Respecto de los elementos centrales, en especial sobre el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas en materias de Pueblos Indígenas, el señor Ministro señaló que la creación se refiere a la creación del Ministerio de Pueblos Indígenas y a la determinación de su naturaleza, objeto, funciones y atribuciones; la organización, se refiere a Ministro, Subsecretario, Seremis respectivos de pueblos indígenas, sin perjuicio de la existencia del Director o directora del Servicio Nacional de Pueblos Indígenas que reemplaza a la Conadi.


En otro aspecto, indicó que se resalta la importancia de las ADIS (áreas de desarrollo indígena), específicamente en cuanto se faculta (al Ministerio) para establecer áreas de desarrollo en beneficio del desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas y sus comunidades, también se le otorga la responsabilidad y la atribución de diseñar la política nacional indígena en términos de estudio, diseño, elaboración, monitoreo y evaluación.


Explicó que durante la tramitación se hicieron modificaciones en la Cámara de Diputados incorporándose el lenguaje de género, según las disposiciones que se establecieron por parte de Segpres, en materia de pueblos indígenas; se armonizaron las disposiciones del proyecto para hacerlo coherente con otras como la ley indígena, que fueron modificaciones más bien formales. Asimismo, se refuerza el rol como sujeto preferente pero no exclusivo de consulta del Consejo Nacional y de cada uno de los nueve consejos de pueblos indígenas, siendo sujetos preferenciales o especiales para hacer consulta pero no exclusivos.


Agregó que se incorpora como estándar en el desarrollo y ejecución de varias funciones y atribuciones del ministerio, siempre en concordancia con los tratados internacionales y la Constitución, una función específica de colaboración con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con el Ministerio de Mujer y Equidad de Género y con el Ministerio de Desarrollo Social, a propósito de las políticas que ellos desarrollan para poblaciones específicas en materia de derechos humanos, en materia de mujer y equidad de género y de niños y niñas, todo en concordancia con la población indígena.


Señaló que se considera, como etapa previa al envío de la solicitud y análisis de procedencia de consulta, la obligación de recabar la opinión del Consejo Nacional o del respectivo Consejo de Pueblos, en conformidad al proyecto de ley que crea el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas.


Recalcó que se contempla que el Comité Interministerial de Pueblos Indígenas en el momento que se determine que procede una consulta exista un informe fundado que sea capaz de dar respuesta a la opinión también fundada del Consejo Nacional o de los nueve consejos de pueblos indígenas.


Hizo presente que se incorpora como atribución del Ministerio de Pueblos Indígenas la creación y mantención de un registro especial indígena que sirva como base para contar con los listados de las personas que pueden participar en el proceso de elección de consejeros nacionales o consejeros por pueblo. Dijo que también se establece que la estructura interna del ministerio de Pueblos Indígenas debe considerar una unidad de consulta que permita sistematizar y dar respuesta a las diferentes peticiones.


Enfatizó que originalmente el proyecto contempló la creación del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas y su objeto, dándole dos atribuciones: por un lado, construir la política indígena de carácter intersectorial de manera transversal, porque sin perjuicio que exista un ministerio de Pueblos Indígenas ese Ministerio no absorbe todo en términos sectoriales y por tanto, para que existan subsidios de vivienda, a propósito de pueblos indígenas, por ejemplo, debiese haber un comité interministerial que articule una política de manera integral y transversal para toda la institucionalidad.


Lo segundo, según precisó, era determinar cuándo procede o no hacer una consulta, porque la actual institucionalidad establece que quien se pronuncia para definir lo anterior es la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social, pero los ministerios o entidades públicas que hacen la consulta no están obligadas a tener el dictamen de la unidad de consulta del Ministerio sobre su pertinencia, de manera que hay entidades públicas que no preguntan al Ministerio si procede o no tal procedimiento.


Enseguida, indicó que no obstante lo anterior, la Cámara de Diputados eliminó la norma sobre creación de este Comité Interministerial sin eliminar sus atribuciones, razón por la cual el Ejecutivo tiene el propósito de reponer dicha disposición. 


Subrayó que lo que se busca es que exista sólo una entidad que determine si ha lugar o no a la consulta, sin que entre en el contenido de la misma. Agregó que entendían que tal definición no es una materia que sólo resuelva el Ministerio de Pueblos Indígenas, sino que tiene que ser una materia que abarque a más componentes de la institucionalidad.


A modo de ejemplo, dijo que el diseño es que el ministerio “X” pregunte al de Pueblos Indígenas si procede o no hacer consulta respecto de determinado tema. El Ministerio de Pueblos antes de emitir un pronunciamiento, pregunta al Consejo Nacional o al Consejo representativo del pueblo específico, según sea el caso, y ese Consejo Nacional o el de Pueblos, emite una opinión fundada donde establecen si procede o no hacer consulta.


Así el carácter vinculante es para el Comité Interministerial. Sin embargo, este tiene que responder fundadamente si corresponde o no hacer consulta porque de esa manera el Consejo Nacional y los nueve consejos tienen un rol dentro de la institucionalidad toda vez que serán los mismos pueblos los que van a ser consultados, y lo que es vinculante son los acuerdos entre el respectivo pueblo cuando se procedió a calificar como consulta, y el gobierno Estado.


Señaló que el artículo 3 del proyecto del Consejo Nacional y Consejos de Pueblos Indígenas le da atribuciones para emitir opinión fundada, y que este proyecto de ley de Ministerio de Pueblos Indígenas también en su artículo 3 señala que se debe recabar la opinión del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas o del respectivo Consejo de Pueblos Indígenas, según corresponda, para que luego la procese y sea el Comité Interministerial quien la sancione con carácter vinculante.


Finalmente, subrayó que en la Cámara de Diputados también se eliminó la potestad reglamentaria del Ministerio de Pueblos Indígenas, que suscrita por el Ministerio de Hacienda y Ministerio Segpres, determinaría el procedimiento para recabar la opinión sobre la existencia o no de susceptibilidad de afectación directa del Consejo Nacional o del respectivo Consejo de Pueblos Indígenas. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó al Ejecutivo un cuadro explicativo con las interrelaciones entre el consejo, el ministerio y el comité de ministros, y lo mismo respecto del proceso de la consulta. 

Enseguida, el Honorable Senador señor García hizo presente que a su entender el Convenio N° 169 obliga a realizar la consulta a nivel de comunidades, antecedente en virtud del cual consultó hasta dónde el Consejo de Pueblos puede reemplazar a quien corresponda en las obligaciones que impone el señalado convenio respecto a esta materia.


El Honorable Senador señor Quinteros indicó que con este proyecto el Estado a nivel central se asume la necesidad de definir las políticas, proyectos y programas específicos dirigidos a los pueblos indígenas, razón por la cual preguntó si ese mismo criterio puede ser utilizado a nivel del gobierno regional y local en caso que en sus comunidades tengan presencia indígena.


El Honorable Senador señor Bianchi solicitó una mayor explicación respecto a la consulta por materias medioambientales y lo que se plantea en este proyecto de ley.

A continuación, el Ministro señor Barraza señaló que se haría llegar la información solicitada en forma de cuadro explicativo. 


Dijo que lo que señala el Convenio N° 169 es que la consulta se hace respecto de las organizaciones representativas de los pueblos y que no se refiere a las comunidades. Agregó que la denominación “organizaciones representativas” es más amplia porque permite que en determinadas materias pueda ser consultada la comunidad en específico, su organización o el conjunto de todos los pueblos, dependiendo de la escala de la consulta. En ese sentido, hizo presente que se replica lo que establece el Convenio N° 169, con estricto apego a su nomenclatura.


Luego, subrayó que el Consejo Nacional y los nueve Conejos de Pueblos Indígenas son entidades representativas de los pueblos de carácter autónomo, con patrimonio propio, con atribuciones para emitir opinión e informes en diferentes ámbitos, y por su parte el Ministerio es la entidad pública que se relaciona desde la institucionalidad para construir la política pública para los pueblos.


En cuanto a la participación política en otros niveles, como los gobiernos regionales, es materia distinta y según dijo, corresponde más bien a otra discusión de carácter legislativo.


Por último, señaló que las consultas a los pueblos indígenas, en materia medioambiental, están consignadas en el sistema de evaluación ambiental, que es el decreto N° 40, que tiene otro funcionamiento a propósito de impacto ambiental, y que es distinto al decreto N° 66 que en nada se relaciona con lo ambiental.


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó por la situación del Conadi y qué ocurriría con el consejo de la misma, porque no tenía claridad respecto a si hay directores regionales de la Conadi en todas las regiones, en cuyo caso preguntó si se está pensando tener seremis en todas las regiones o sólo en las de mayor participación.


Enseguida, el Honorable Senador señor García consideró muy importante no generar una doble consulta, como ocurriría si realizada la consulta ambiental debe sumarse luego la consulta indígena, porque un proceso semejante, que puede ser paralizante, ya que parece más apropiado y conducente el efectuar una sola consulta. 


El Ministro señor Barraza señaló que la idea no es crear duplicidad y que pueda existir una eventual colisión de competencia. Agregó que cuando son materias que tienen que ver con medioambiente y pueblos indígenas opera el sistema de evaluación ambiental en forma exclusiva, sin que entre ni el Ministerio de Pueblos ni otro.

Añadió que la idea es que existan seremi en todas las regiones, y con el servicio respectivo, aunque no necesariamente con un director de servicio, pero si con el servicio, ya que fue una de las conversaciones importantes con los pueblos.


El Asesor del Ministerio de Desarrollo Social, señor Mario González explicó que en Chile existen dos decretos: el decreto N° 66 y el decreto N°40 que fueron elaborados en el Gobierno anterior, cuya aplicación específica se implementó en este gobierno dado que se dictaron más o menos en el primer trimestre del año 2014.


Lo que hace el proyecto es mantener esa especificidad, pero la diferencia está en que los Consejos de Pueblos sí pueden opinar respecto de los procesos de consulta tanto del decreto N° 40 como del decreto N° 66, y los Consejos de Pueblos van a emitir una opinión respecto de los procesos de consulta que lleva adelante medio ambiente pero sí que sus informes tengan carácter vinculante respecto del proceso que se lleva en el sistema medioambiental.


Respecto a la Conadi, indicó que una disposición transitoria, en ambos proyectos, señala que una vez que se crea el Ministerio de Pueblos indígenas y entra en vigencia, hay un año para que los consejos se estructuren y en ese momento el consejo actual de la Conadi dejará de existir, tal como lo señala la norma. En este sentido, dijo que no debieran existir inconvenientes o dobles representaciones porque sólo una vez que el ministerio entre en vigencia, se activa el proyecto que regula el Consejo de Pueblos, y durante ese año el actual consejo de la Conadi existirá y luego sus representantes dejan de tener esa representación.


Llamó la atención sobre el hecho que en el Consejo de Pueblos no fue excluida la posibilidad que los actuales representantes del consejo de la Conadi puedan postular a los futuros consejos de pueblos. 


Además, prosiguió, el proyecto considera que la Conadi deja de ser una corporación y se transforma en un servicio relacionado, por lo que se considera un plazo desde la creación del Ministerio en que se va a dictar una ley de ajuste que permita efectivamente armonizar este nuevo Ministerio con este servicio, y definir cómo gradualmente se va a ir estructurando el servicio relacionado con el Ministerio en las distintas regiones. 

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que de lo antes expuesto resulta necesario consultar si sería necesario tramitar otra ley para llevar a cabo la adecuación de la Conadi. 

El Honorable Senador señor Quinteros, consultó por el rol o función cumplen los pueblos indígenas en el establecimiento de las áreas de desarrollo indígena.

El Asesor señor González, en respuesta a las inquietudes expuestas, señaló que el ajuste es entre esta nueva estructura que se va a determinar entre el Ministerio y la Conadi al relacionarse en este nuevo servicio que tiene que ver con el cambio en la ley de Presupuestos respecto al actual sistema que tiene Conadi. Agregó que también se va a revisar la situación de cada uno de los fondos que son parte de la estructura presupuestaria de Conadi. 


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó dudas respeto a esta forma de visualizar la nueva institucionalidad, expresando que en otros casos en que se ha procedido en forma similar y se ha creado el ministerio con el servicio dependiente, esa relación no ha funcionado adecuadamente. 


El Ministro señor Barraza señaló que el papel de los Consejos de Pueblos en las áreas de desarrollo indígena se recoge en el artículo 7 del proyecto, que establece que el Ministerio de Pueblos Indígenas podrá establecer áreas de desarrollo indígena que “…serán espacios territoriales en los que los organismos de la administración del Estado, en consulta, y con la participación de los pueblos indígenas interesados especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, focalizarán su acción en beneficio del desarrollo económico, social y cultural de los indígenas y sus comunidades..”, es decir, tienen un rol para la definición del área de desarrollo indígena específica.


En sesión posterior, la Comisión oyó los planteamientos de las personas que se individualizan en cada caso.


La experta en Asuntos Indígenas del Centro de Estudios Públicos (CEP), señora Isabel Aninat señaló que desde el punto de vista de la confianza es sabido que en Chile existe un problema generalizado en las instituciones políticas pero, agregó, es necesario tener presente qué ocurre específicamente con la confianza del pueblo mapuche.


Indicó que el CEP realizó una encuesta especial el año 2006 que se repitió diez años después, el 2016, que sirvió como base para la publicación reciente del libro “El Pueblo Mapuche en el Siglo XXI”, editado por dicha institución, y en la que participan quince personas de distintas profesiones, cosmovisiones, posiciones políticas y especialidades.


Enseguida enfatizó que las encuestas revelan que el pueblo mapuche tiene una baja confianza en las instituciones, que se ha ido pronunciando cada vez más en los últimos diez años. A modo de ejemplo, recalcó que el Gobierno descendió 28 puntos porcentuales en la confianza en la última década, las municipalidades y el Ministerio Público descendieron 12 puntos porcentuales en los últimos diez años, el Congreso cayó 11 puntos porcentuales, llegando a niveles de 5%, sólo por encima de los partidos políticos que se ubican al final de la lista con 3%.


Parte de dicha desconfianza, según expresó, puede deberse a la falta de soluciones por parte del Estado, y del mundo político en general, a problemas postergados y a demandas insatisfechas durante largo tiempo y en ese aspecto, el proyecto de ley es muy bienvenido.

Planteó que el desafío entonces es cómo hacer que, bajo el contexto antes descrito, el nuevo ministerio mantenga la confianza de los pueblos indígenas una vez que se cree y que no nazca como una institución desprestigiada.


Sobre el particular, hizo presente que existen estudios que demuestran que una manera de analizar la confianza en las instituciones es el desempeño y que un claro ejemplo de ello son los hechos de corrupción, en cuyo caso la percepción de un mal desempeño aumenta inmediatamente. Así las cosas, indicó que el Ministerio de Pueblos Indígenas tiene un valor en cuanto ente coordinador de la Administración. 

Señaló que la evidencia actual muestra que existe un problema respecto de los programas específicos que se desarrollan en materia indígena, programas que a veces ejecuta la CONADI pero que en otros casos ejecutan otros Ministerios o Servicios.

Enseguida, recalcó que de los once programas en materia indígena que han estado sujetos a la evaluación de la Dirección de Presupuestos ninguno obtuvo la calificación de desempeño suficiente y que, por el contrario, o no demuestran tener resultados (dos programas), o se requirieron modificaciones mayores (tres programas), o un rediseño sustantivo (dos programas) o, incluso, se promueve un reemplazo íntegro (un programa).


En general, observó que los programas en materia indígena han sido diseñados sin tener claridad sobre quiénes son los beneficiarios, presentan numerosos problemas durante la gestión (los que se ven acentuados por los cambios habituales a los que son sometidos) y además existe respecto de ellos una constante falta de medición en torno a la eficacia y calidad de los mismos, especialmente en el grado de satisfacción de los usuarios. En su opinión, abunda la improvisación.


Recalcó que las deficiencias en el diseño e implementación de los programas orientados a la población indígena deben ser un llamado de atención respecto de la confianza que existe en algunas instituciones específicas del Estado, lo que también constituye un llamado de alerta para la nueva institucionalidad.


Dijo que era de esperar que la atribución del nuevo Ministerio de dictar la Política Nacional Indígena, en consulta con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, pueda contribuir a remediar la continua improvisación que se evidencia en torno a los temas indígenas.

Manifestó especial preocupación respecto al servicio que ejecutará las políticas públicas y que hoy corresponde a CONADI, que de acuerdo al proyecto de ley pasa a llamarse SENAPI. En este sentido, dijo que era necesario evitar que el nuevo Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, que viene a reemplazar a la CONADI, adolezca de los mismos problemas que se han alegado por distintas instituciones y poderes del Estado.


A mayor abundamiento, señaló que el proyecto de ley separa el Ministerio y el servicio, estableciendo una diferencia entre el que diseña las políticas públicas y quien las ejecuta. Agregó que si bien ello tiene una serie de efectos positivos, al mismo tiempo conlleva el clásico problema de agencia, de captura, respecto del cual, la Contraloría General ha llamado la atención varias veces en el caso de la Conadi. 

Luego, indicó que el diseño e implementación de programas que dependan de la nueva institucionalidad indígena debiesen abordar desde el inicio temas como la estructura organizacional de los programas y su gestión, administración y rendición de recursos financieros, formas de monitoreo y seguimiento, medición de satisfacción de los beneficiarios y mecanismos de acountability, todos temas de los cuales hay observaciones constantes en las evaluaciones que DIPRES ha realizado respecto de los programas indígenas y que también levanta Contraloría. 

Destacó que la importancia de lo anterior radica en que ello permite mejorar la percepción de desempeño que los beneficiarios y los pueblos indígenas tengan de la nueva institucionalidad. Así las cosas, enfatizó, el llamado es a que no se repliquen los mismos problemas de funcionamiento que se han evidenciado en la Conadi, con el objeto que el futuro Ministerio de Pueblos Indígenas logre ser una institución que goce de confianza.


Enseguida, dijo que desde su perspectiva el proyecto de ley no es suficientemente contundente, ya que en la práctica, el cambio más frecuente es sólo el cambio de nombre de CONADI a SENAPI, cosa que evidentemente no es suficiente.


Señaló que se ha discutido bastante sobre las capas superiores del Ministerio, pero poco se considera en el proyecto respecto del órgano ejecutor de las políticas públicas, siendo precisamente dicho servicio el que se relacionará directamente con los beneficiarios y con los pueblos indígenas. Agregó que no hay innovaciones mayores respecto de los instrumentos que tiene, lo que consideró una oportunidad perdida porque la discusión es entorno a la nueva institucionalidad, que también incluye el proyecto de ley de los Consejos de Pueblos.


Por otra parte, estimó necesario discutir temas como el funcionamiento, organización, transparencia y relación con los beneficiarios, discusiones que son menos atractivas en el debate político pero que tienen un impacto directo en la relación entre el futuro Ministerio y los beneficiarios.


Pasando a otro tema, se refirió a las atribuciones del futuro Ministerio en materia del Registro Especial Indígena, que sirve de base de elección de los consejeros del futuro Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los Consejos de Pueblos. En este sentido, dijo que en la creación de la nueva institucionalidad indígena, se habla mucho de la diferenciación entre la institucionalidad “DE” los pueblos indígenas, los Consejos de Pueblos, y la institucionalidad “PARA” los pueblos indígenas.


En este punto, destacó que esa diferenciación se desdibuja porque cualquier problema que se genere en procesos de selección a futuro va a afectar directamente al Ministerio, poniendo en entredicho toda la nueva institucionalidad, y que la experiencia en los procesos eleccionarios de la CONADI dan cuenta que siempre se generan problemas.


Llamó la atención sobre el hecho que Servel es el órgano superior de la administración electoral en Chile, encargado administrar, supervigilar y fiscalizar los procesos electorales, ampliándose sus atribuciones a otros procesos eleccionarios, como los de los partidos políticos. En la misma línea, dijo que si a futuro se legislan los escaños reservados o cupos especiales el Servel tendrá competencia respecto de ellos, pero en tal caso habría dos entidades con competencias similares, por lo que propuso utilizar una institucionalidad (el Servel) que ha sido recientemente potenciada para favorecer procesos independientes, transparentes, con responsabilidad administrativa, presupuesto y personal calificado. 


Finalmente, sobre el Comité Interministerial y la procedencia o no de consultas y su relación con el proceso medioambiental, consideró que la actual redacción no deja del todo claro quien tiene la atribución de decisión, lo que puede generar a futuro conflictos de competencias y de atribuciones dentro del propio Poder Ejecutivo que sólo terminarán por mermar la confianza en la nueva institucionalidad. 


El Honorable Senador señor García consultó si era correcto entender que debe ser el Servicio Electoral quien tenga tuición o supervisión sobre el proceso electoral del Consejo de Pueblos.

La señora Aninat indicó que tal como está actualmente el proyecto de ley deja en manos del Ministerio dicho proceso, en circunstancias que ello debiera trasladarse al Servel, por cuanto es éste último el órgano calificado, especializado en procesos eleccionarios y porque cualquier problema puede derivar en un problema de organización de un proceso eleccionario que va a recaer de alguna forma en el futuro Ministerio, lo que a su juicio será fuente de conflicto entre los órganos.


Agregó que también es una manera de extender la interculturalidad en todo el Estado y no sólo en el Poder Ejecutivo, considerando que el Servel es un órgano autónomo desde el punto de vista constitucional.


El Honorable Senador señor Quinteros dijo que se debe tener presente que esta materia se encuentra regulada en el proyecto de Consejo de Pueblos que es donde se eligen los representantes, a diferencia de las materias que aborda la presente iniciativa.


Sobre este último punto la señora Aninat estimó que existiría una evidente inconsistencia entre los proyectos debido a que el Registro Especial Indígena se encuentra considerado en el presente proyecto, no obstante que dicho registro es la base para el proceso eleccionario del Consejo.


Enseguida, el Director Ejecutivo de la Fundación Instituto Indígena y Secretario de la Comisión Nacional Pastoral Indígena de la Conferencia Episcopal, señor Rubén Cariqueo Huilcán destacó que esta iniciativa es muy valorada por la comunidad Mapuche, como también el hecho que se reconozca la problemática de los pueblos indígenas que no se estaba considerando en ninguna otra legislación por parte del Estado.

Destacó la incorporación de algunos artículos del Convenio N° 169 para la interpretación de materias relacionadas con los pueblos originarios, otorgando un reconocimiento mayor a dicho convenio al incorporarlo en forma directa en la legislación chilena.


Entre los aspectos a mejorar, subrayó que en el artículo Nº 6 sólo se consideran derechos económicos, sociales y culturales, no obstante que debiesen considerarse otros derechos como la educación intercultural. En este sentido, dijo que esta iniciativa también debiera preocuparse de generar currículos interculturales, especiales,  y bilingües en materia de educación, y que lo mismo debiese ocurrir con el tema de salud. 

Señaló que la presente iniciativa también debiera considerar algo sobre la participación política de los pueblos originarios o que este Ministerio tenga alguna obligación respecto de cómo sentar las bases para que en el futuro los pueblos originarios puedan participar políticamente dentro del Estado.


Por último, hizo presente que no queda muy claro como es la dependencia que tendrán los servicios asociados a este Ministerio, como, por ejemplo Senapi, con las Seremis, ni tampoco se dice nada claro respecto al destino del Fondo de Tierras y Aguas y del Fondo de Desarrollo.


El Honorable Senador señor García señaló que cuando se han creado otros servicios públicos y tal como ocurrirá con el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas de acuerdo al artículo 19 del proyecto, los fondos de Conadi, de quién será sucesora, pasarán automáticamente a formar parte del patrimonio del nuevo servicio nacional. 

Enseguida, la Directora del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera, señora Natalia Caniguan compartió la idea que es importante mantener la confianza del mundo indígena y del mundo mapuche respecto de este proyecto, por todo lo que significa que las demandas sean escuchadas y sean resueltas.


Señaló que en el presente año 2017 aún existen demandas pendientes como el reconocimiento constitucional o los escaños reservados, que son demandas que han estado presentes desde que se firmó el compromiso del Pacto de Nueva Imperial. En este sentido, dijo que no se trata de temas nuevos pero que sin embargo es necesario avanzar cumpliendo con las expectativas que se tienen de manera de no tensionar ni arruinar las confianzas existentes que están cada vez más decaídas.

La existencia de un Ministerio, según dijo, resulta muy interesante porque permite focalizar el tema de los pueblos originarios en un Ministerio en particular, que debiese tener las competencias para ello. Lo anterior, prosiguió, permite sacar el tema desde el Ministerio de Desarrollo Social donde el pueblo indígena es un grupo más de los que atiende dicha repartición, dándole un carácter especial, posicionándolos como sujetos políticos con incidencia dentro del Estado.


Destacó que se está dando un gran paso en el sentido de darles a los pueblos indígenas un reconocimiento como sujetos políticos, pero que no debe olvidarse la necesidad del reconocimiento constitucional de los pueblos de manera de efectivamente darles este valor como sujetos de diálogo dentro del Estado.


Indicó que la importancia del Ministerio radica en que tenga atribuciones y espacios de incidencia, de modo que no sea un órgano representativo o simbólico sin peso político, ya que es aquí donde deben gestionarse y pensarse las políticas públicas para el mundo indígena y con el mundo indígena. 


En otro aspecto, recalcó la importancia de los tratados internacionales que Chile ha suscrito que destacan la necesidad de coparticipación de los pueblos en los temas que son de su incumbencia, como ocurre con las políticas públicas.

Señaló que la existencia de un Ministerio, al contribuir a situar a los pueblos indígenas como sujetos y actores políticos, también puede darle una transversalidad a este tema dentro del Estado, porque en la actualidad bajo la mirada parcializada que existe de ello se hace cargo en cierta medida la Conadi y también uno que otro Ministerio, pero cada uno lo aborda sin relación con los otros. En este sentido, dijo que el resultado es que exista una duplicidad de políticas públicas operando, o bien se dan políticas públicas que no tienen una mayor sustentabilidad porque responden a programas puntuales según intereses o sensibilidades del momento.


Hizo presente que se debe revisar el artículo 6 letra h) que se refiere a que dentro de las atribuciones del Ministerio está el ser un órgano que propone medidas destinadas a la protección de tierras, territorio indígena y recursos naturales, entre otros, de donde queda claro que no es un órgano que tenga una mayor atribución, siendo sólo propositivo.


Manifestó que esta nueva institucionalidad debiese tener mayores atribuciones toda vez que los territorios son objeto de discusión, en ocasiones de tensión y también pueden llegar a ser espacios de negociación, de coadministración o codecisión entre el Estado y los pueblos originarios.

Respecto de la consulta indígena, hizo presente que el proyecto considera que sea el Ministerio quien se hace cargo de ella, definir cuándo se requiere y apoyar a los órganos del Estado que tengan que desarrollar procesos de consulta. No obstante, señaló, en forma previa se debiese resolver si la consulta va a seguir desarrollándose bajo el amparo del decreto N° 66, el cual sostuvo que se encuentra deslegitimado por las organizaciones indígenas. Agregó que es necesario dejar claramente establecida la forma en que se operará, porque de lo contrario este nuevo Ministerio operaría con instrumentos no legitimado lo que generará tensiones.

Por último, señaló que es necesario ahondar en la labor de lo que será el Servicio Nacional de Pueblos indígenas o Senapi porque del texto se generan más incertidumbres y dudas que certezas a su respecto.


A continuación, la Secretaria Ejecutiva de Directora de la Pastoral Mapuche, señora Isolde Reuque, hizo presente que la discusión del Ministerio para los mapuches parte el año 1970 en el debate de la nueva ley indígena.


Enseguida, dijo que es necesario elevar el tema indígena en Chile considerando que no sólo comprende al pueblo Mapuche sino que también a otros nueve pueblos a lo largo de todo el país. Agregó que en la ciudad de Santiago hay alrededor de mil indígenas de distintos pueblos, a los que se pueden sumar los migrantes que también tengan calidad indígena.


Señaló que en la ley indígena habla de los pueblos originarios pero sólo reconoce a una parte que son más bien poblaciones o grupos y no necesariamente pueblos indígenas que, según dijo, necesitan reconocimiento constitucional para comenzar a cambiar la forma en que el Estado se relaciona con ellos dejando atrás las imposiciones de la burocracia administrativa del mismo Estado en todas las áreas.


Indicó que con la redacción propuesta en este proyecto, por ejemplo, en materia de educación que considera un órgano de desarrollo en acción coordinada, sistemática, con miras a implementar un modo transversal en la educación del Estado, significa asimilación. En este sentido, dijo que de no contar con reconocimiento donde los derechos humanos individuales y colectivos estén explícitamente establecidos, como aparece en el Convenio N° 169, este Ministerio no tendrá los efectos que se pretenden.

Destacó que en el artículo 2 párrafo segundo, del Título I, se hace mención a los Pueblos Indígenas y que en el ejercido de sus funciones, (el Ministerio) deberá considerar los valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica. Sin embargo, opinó, ello parece más un folclorismo, por lo que manifestó que debe quedar claro que la cosmovisión no debe ser un folclorismo, sino que debe ser, en su caso, para el pueblo mapuche, la línea filosófica del ser Mapuche.


Respecto de la participación de los pueblos indígenas especialmente a través de los consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos, opinó que se requiere mayor claridad en cuanto a la forma de funcionamiento. 

Subrayó que la nueva institucionalidad tendrá como objetivo desarrollar una acción coordinada y orientada a proteger los derechos de los pueblos indígenas y garantizar el respeto de su integridad valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas y su procedimiento propio, conforme a lo dispuesto en el convenio N° 169 de la OIT y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, referidos a los pueblos Indígenas.


En la misma línea, dijo que cabe preguntarse por los recursos naturales en los territorios y por la protección de los mismos y sus derechos, porque los mapuches al hablar de la tierra también se refieren al suelo y subsuelo, pero, sin embargo, no pueden ser dueños del agua. En este sentido, opinó que se debe procurar que exista una adecuada explotación del territorio, de los resguardos, del equilibrio ecológico, del desarrollo económico, integral, sustentable, según dijo, un desarrollo con identidad.


Recalcó que lo que se pretende en la actualidad es un diálogo de igual a igual, toda vez que a través del tiempo ha quedado demostrado con claridad y certeza que los pueblos en general, y los mapuches en particular han estado dispuestos al diálogo, tratado, pactos, encuentros, y que ha sido el Estado quien los ha incumplido. Asimismo, destacó que lo que esperan del Ministerio es que sea un verdadero espacio de participación, que no sea la verticalidad la que impere. 


Para terminar, manifestó que es necesario que existan los escaños reservados con el objeto que se conforme una bancada indígena de los distintos pueblos que, en su opinión, serían un aporte. En la misma línea, enfatizó que es necesario que el Ministerio promueva agregados culturales indígenas porque ello constituiría un aporte para Chile y para el pueblo mapuche.

Para terminar, el Honorable Senador señor Quinteros destacó que a contar de marzo el Congreso contará con una representante del pueblo Huilliche, señora Emilia Nuyado, quien fue electa por votación popular en igualdad de condiciones.

En sesión posterior, el señor Presidente recalcó la necesidad de proceder a la votación de esta iniciativa.


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pizarro y Quinteros.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Del Ministerio de Pueblos Indígenas

Párrafo 1º

Naturaleza, Atribuciones y Funciones

Artículo 1.- Créase el Ministerio de Pueblos Indígenas, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.

El Ministerio de Pueblos Indígenas (en adelante también “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación, seguimiento y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, procurando la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades, asociaciones y personas indígenas. 


Se entenderá por pueblos indígenas, para efectos de esta ley, aquellos a que se refiere el número 1 del artículo 1 del Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (en adelante el Convenio N° 169 de la OIT), y el artículo 1 de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.


Los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, participarán en la formulación y evaluación de las políticas, planes y programas de desarrollo nacional y regional indígena, de conformidad con la normativa vigente.


El Ministerio promoverá que los demás órganos del Estado desarrollen una acción coordinada y sistemática, con miras a implementar de un modo transversal en la actuación del Estado los derechos de los pueblos indígenas, y a garantizar su respeto e integridad, con el objeto de que los pueblos indígenas puedan gozar plenamente y en un plano de igualdad de los derechos humanos individuales y colectivos y de las libertades fundamentales, sin obstáculo ni discriminación, de conformidad con lo establecido en el Convenio N° 169 de la OIT, y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes.

Artículo 2.- Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar las políticas, planes, programas y medidas especiales con pertinencia y enfoque intercultural que promuevan el goce, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población. Tales medidas deberán impulsar la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales de los pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones y sus instituciones y, asimismo, promover la eliminación de las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros de dichos pueblos y los demás miembros de la población, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida; todo ello de conformidad a lo establecido en el Convenio N° 169 de la OIT. 


El Ministerio de Pueblos Indígenas, en el ejercicio de sus funciones, deberá considerar los valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, prácticas, derecho consuetudinario y los procedimientos propios y culturalmente pertinentes de cada pueblo indígena, conforme a lo establecido en los artículos 8 y 9 del Convenio 169 de la OIT.

Artículo 3.- Al Ministerio de Pueblos Indígenas le corresponderá colaborar y prestar asesoría técnica a los demás organismos de la Administración del Estado en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa indígena.


Asimismo, el Ministerio deberá recibir y analizar las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena efectuadas por los organismos de la Administración del Estado, para lo cual recabará la opinión del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas o del respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda, sobre la existencia o no de la susceptibilidad de afectación directa de las medidas administrativas y legislativas que se prevea ejecutar.

Emitida la opinión por el Consejo Nacional de Pueblos Indígena o por el respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda, o transcurrido el plazo que para tal efecto se establezca en el reglamento sin que emitan opinión, el Ministerio remitirá un informe sobre la solicitud de procedencia de consulta previa indígena al Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de esta ley. Dicho informe deberá contener la opinión del Consejo Nacional o del respectivo Consejo de Pueblo Indígena, si la hubiere.


Artículo 4.- Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas, con la participación de los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, el estudio, diseño, elaboración, coordinación, monitoreo y evaluación de la Política  Nacional Indígena. Ésta tendrá como objetivo general desarrollar una acción coordinada y sistemática de los órganos de la Administración del Estado, orientada a proteger los derechos de los pueblos indígenas y garantizar el respeto de su integridad, valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas, y sus procedimientos propios y culturalmente pertinentes, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes, referidos a los pueblos indígenas.


La Política Nacional Indígena promoverá la plena participación de los pueblos indígenas y sus miembros en la vida nacional y el pleno ejercicio, tanto de sus derechos civiles y políticos, como de los derechos económicos, sociales y culturales que les asisten, respetando su identidad, principios, valores, costumbres, la preservación de los recursos naturales, el patrimonio cultural y social y sus prácticas, tradiciones e instituciones propias.

Además, la Política Nacional Indígena promoverá el adecuado acceso de los miembros de los pueblos indígenas a los recursos naturales en sus territorios, la protección de los territorios indígenas y sus derechos de aguas, y el acceso y la adecuada explotación de los territorios indígenas, y resguardará su equilibrio ecológico y el desarrollo económico y social integral y sustentable de los miembros de los pueblos indígenas que los habiten, de conformidad con los mecanismos y procedimientos  establecidos en la ley, según lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.

Finalmente, la Política Nacional Indígena promoverá que los pueblos indígenas puedan acceder a servicios de salud adecuados, que tomen en cuenta sus condiciones económicas, sociales y culturales, y su medicina tradicional, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.

Artículo 5.- Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas coordinar y colaborar con los demás órganos de la Administración del Estado en la implementación del Convenio N° 169 de la OIT, hacerle seguimiento y evaluar sus resultados.

Para el desempeño de la función señalada en el inciso anterior, el Ministerio podrá proponer y adoptar, en el ámbito de sus competencias, medidas especiales para proteger los derechos de los pueblos indígenas y de sus miembros, instituciones y culturas. Tales medidas deberán ser elaboradas con la participación y/o consulta de los pueblos indígenas y de sus miembros, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, según corresponda.

Artículo 6.- El Ministerio de Pueblos Indígenas tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Elaborar, proponer, coordinar, monitorear y evaluar la Política Nacional Indígena y las políticas, planes y programas orientados a hacer efectivos los derechos de los pueblos indígenas y su aplicación transversal en los órganos de la Administración del Estado, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos competentes.

b) Elaborar y proponer al Presidente de la República la formulación o modificación de iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia, y evaluar su aplicación.

c) Elaborar y proponer los planes y programas destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas, y elaborar y coordinar los planes y programas intersectoriales destinados al mismo objetivo, para lo cual deberá prestar asistencia técnica a los demás órganos de la Administración del Estado. El Ministerio podrá promover y colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en el desarrollo de programas de educación y difusión de la cultura, lengua y derechos de los pueblos indígenas, orientados a la creación de una conciencia nacional para una relación intercultural.

d) Desarrollar políticas en coordinación con el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, respecto de los fondos a que se refiere la ley N° 19.253.

e) Desarrollar políticas, planes y programas, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos con competencia en la materia, destinados a prevenir y erradicar la discriminación contra los pueblos indígenas, comunidades y personas indígenas, en especial contra niños, niñas, mujeres, personas en situación de discapacidad y adultos mayores indígenas.

f) Colaborar con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género y con el Ministerio de Desarrollo Social, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, en la promoción y protección de los derechos humanos de las personas pertenecientes a los pueblos indígenas, especialmente respecto de las mujeres, niños, niñas, personas en situación de discapacidad y adultos mayores.

g) Generar programas de asesoría y defensa jurídica de los indígenas y sus comunidades, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia. Estos programas se implementarán a través del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas o de otros órganos competentes en las materias correspondientes.

h) Proponer al Presidente de la República medidas destinadas a la protección de las tierras y territorios indígenas, de los recursos naturales existentes en ellas, y de los recursos genéticos, resguardando su debida ejecución, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos del Estado. Aquellas medidas deberán respetar el vínculo espiritual y la importancia especial que tiene para los pueblos indígenas su relación con las tierras, territorios y recursos naturales.

i) Proteger, preservar y promover el patrimonio arqueológico, histórico, artístico y cultural, material e inmaterial, de los pueblos indígenas, colaborando con otros organismos competentes en fortalecer su salvaguardia, desarrollo, respeto y/o valoración, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos del Estado.

j) Crear y mantener, debidamente actualizado, un Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas, el que deberá ser elaborado a solicitud y en conjunto con el respectivo pueblo indígena, de conformidad con el reglamento que se dicte para tal efecto.

k) Crear y mantener actualizado un Registro Especial Indígena que contendrá la nómina e individualización, conforme al reglamento, de todas las personas indígenas mayores de 18 años de edad y que acrediten la calidad indígena, en conformidad con el artículo 3 de la ley N° 19.253. Este Registro servirá de base para que el Ministerio confeccione los listados con las personas habilitadas para participar en los procesos de determinación de consejeros del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los Consejos de Pueblos Indígenas, cuando corresponda, según lo establecido en sus respectivos reglamentos internos.

l) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas para funcionarios de los órganos del Estado, y diseñar y coordinar programas de formación en esta materia para los miembros de los pueblos indígenas.

m) Promover, dentro del ámbito de sus competencias, el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos y derechos colectivos de los pueblos indígenas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia.

n) Colaborar con los distintos servicios y organismos públicos, a nivel nacional, regional y local, y asesorarlos en la formulación e incorporación del enfoque intercultural en sus políticas, planes y programas, cuando corresponda, de contenidos relativos a la cosmovisión indígena, en especial en los aspectos culturales, históricos, lingüísticos, ambientales y de diversidad biológica y de salud intercultural.

ñ) Promover y proponer al Presidente de la República medidas destinadas a la protección de la propiedad intelectual y de los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas.

o) Celebrar convenios con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, para el cumplimiento de sus funciones.

p) Promover, realizar y difundir, en lo pertinente, estudios e investigaciones relativos a los pueblos indígenas.

q) Proponer medidas destinadas a la promoción, conservación y fortalecimiento del Archivo General de Asuntos Indígenas, a que se refiere el Párrafo 1° del Título IV de la ley N° 19.253, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia.

r) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 7.- El Ministerio de Pueblos Indígenas podrá establecer Áreas de Desarrollo Indígena, que serán espacios territoriales en los que los organismos de la Administración del Estado, en consulta y con la participación de los pueblos indígenas interesados, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, focalizarán su acción en beneficio del desarrollo económico, social y cultural de los indígenas y sus comunidades, para lo cual podrá considerar elementos de cooperación público-privada. Para el establecimiento de las Áreas de Desarrollo Indígena deberán concurrir los siguientes criterios:

a) Espacios territoriales en que han vivido ancestralmente o habitan los pueblos indígenas.

b) Alta densidad de población indígena.

c) Existencia de tierras de comunidades o personas indígenas.

d) Homogeneidad ecológica.

e) Dependencia de recursos naturales para el equilibrio de esos territorios, tales como cuencas, ríos, riberas, flora y fauna que requieran un manejo armónico.

El Ministerio, en beneficio de las Áreas de Desarrollo Indígena, podrá estudiar, planificar, coordinar y convenir planes, proyectos, trabajos y obras con organismos públicos y privados.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas y suscrito, además, por los ministros del Interior y Seguridad Pública, de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, determinará el o los procedimientos de establecimiento, administración y gestión de las Áreas de Desarrollo Indígena, considerando la participación de los pueblos indígenas en la materia.

Párrafo 2º

De la Organización

Artículo 8.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro de Pueblos Indígenas.

b) El Subsecretario de Pueblos Indígenas.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Pueblos Indígenas, en todas las regiones del país.

El Subsecretario de Pueblos Indígenas podrá establecer una oficina especial para Isla de Pascua.

Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Pueblos Indígenas determinarán la estructura organizativa interna, de conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. La estructura interna deberá considerar unidades funcionales con competencia en consulta y participación indígena, y las demás necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio.


Artículo 9.- Al Ministro de Pueblos Indígenas le corresponderá:

a) Proponer al Presidente de la República la Política Nacional Indígena, resguardar su implementación, coordinar su ejecución y realizar su evaluación periódica.

b) Presidir el Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas.
c) Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia.

d) Promover e impulsar políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas.

e) Resguardar el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales referidos total o parcialmente a los pueblos indígenas o sus miembros ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

f) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley. 

Artículo 10.- La Subsecretaría de Pueblos Indígenas estará a cargo del Subsecretario de Pueblos Indígenas, quien será el jefe superior del servicio. El Subsecretario de Pueblos Indígenas es el colaborador inmediato del Ministro de Pueblos Indígenas en el ejercicio de sus atribuciones. Le corresponderá:

a) Mantener el Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas.

b) Implementar el Registro Especial Indígena.

c) Supervigilar el proceso de determinación de los consejeros del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los Consejos de Pueblos Indígenas, resguardando el cabal cumplimiento de los procedimientos que éstos hayan establecido en sus respectivos reglamentos, y verificando que los participantes de este proceso se encuentren individualizados en los listados referidos en la letra k) del artículo 6.

d) Actuar como ministro de fe y secretario técnico del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas.

e) Colaborar con los ministerios y servicios públicos respecto a la incorporación del enfoque de interculturalidad.
f) Promover, realizar y difundir estudios e investigación relativos a los pueblos indígenas.

g) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas.

h) Las demás funciones y atribuciones que señale la ley o le sean delegadas por el Ministro de Pueblos Indígenas.

Le corresponderá, además, la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio de Pueblos Indígenas.

Artículo 11.- En cada región habrá una Secretaría Regional Ministerial de Pueblos Indígenas, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio.

A las Secretarías Regionales Ministeriales de Pueblos Indígenas les corresponderá:

a) Coordinar los programas que se desarrollen a nivel regional y local, y las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.

b) Colaborar en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa y participación de los pueblos indígenas en la región, de conformidad con la legislación vigente.

c) Integrar las Comisiones Regionales de Uso del Borde Costero.

d) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le señale la ley.

Párrafo 3°

Sobre la Consulta Indígena

Artículo 12.- Los procesos de consulta previa y participación indígena serán financiados con cargo a los presupuestos vigentes de los servicios que correspondan. El Ministerio de Pueblos Indígenas podrá colaborar en dichos procesos a solicitud del servicio respectivo.

Párrafo 4°

Del Personal

Artículo 13.- El personal del Ministerio de Pueblos Indígenas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Título II

Del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas

Artículo 14.- La resolución que emita el Comité sobre la solicitud de procedencia de consulta previa indígena deberá ser fundada y pronunciarse, en particular, sobre la opinión emitida por el Consejo Nacional o el respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas, suscrito además por los ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, fijará las funciones e integración del Comité y, en general, todas las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

La Subsecretaría de Pueblos Indígenas prestará al Comité el apoyo técnico y administrativo necesario para su funcionamiento. El Subsecretario será el secretario técnico del Comité y actuará como ministro de fe.

Título III

Modificaciones legales

Artículo 15.- Incorpóranse las siguientes enmiendas en la ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:

1. Sustitúyense, en todos los lugares en que aparecen, el vocablo “etnia” por “pueblo”, y la palabra “etnias” y la expresión “etnias originarias” por la dicción “pueblos indígenas”.

2. Reemplázanse, en todos los lugares en que aparecen, las expresiones “la Corporación”, “la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, “de la Corporación”, “de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, “a la Corporación” y “a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena” por “el Servicio Nacional”, “el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, “del Servicio”, “del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, “al Servicio Nacional” y “al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, respectivamente.

3. Agréganse en el inciso segundo del artículo 3 las siguientes oraciones: “El Servicio administrará un Registro Especial de Calidad Indígena, en el que se inscribirán todas aquellas personas que acrediten su calidad conforme a lo señalado en los incisos precedentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas fijará las normas relativas a su organización, el tratamiento de la información, sus usos y todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento.”.

4. Suprímense los artículos 26 y 27.

5. Elimínase en el inciso segundo del artículo 30 la expresión “y con acuerdo del Consejo”.

6. Sustitúyese el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- Créase el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Ministerio de Pueblos Indígenas. Podrá usar la sigla Senapi.”.

7. Suprímese el inciso primero del artículo 39, y reemplázase en el encabezamiento de su actual inciso segundo, que pasa a ser primero, la palabra “Además” por la expresión “Al Servicio”.

8. Elimínase en la letra f) del artículo 39 la siguiente expresión: “y, en casos especiales, solicitar la declaración de Áreas de Desarrollo Indígena de acuerdo a esta ley”.

9. Elimínase la letra j) del artículo 39.

10. Suprímese en el inciso segundo del artículo 40 la siguiente frase: “, según sea decidido por el Consejo Nacional de la Corporación, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.

11. Suprímense los artículos 41, 42 y 43.

12. Elimínase en la letra b) del artículo 44 la frase “, con acuerdo del Consejo,”.

13. Elimínase en la letra d) del artículo 44 la expresión “para su sanción por el Consejo”.

14. Suprímese la letra f) del artículo 44.

15. Elimínase en el inciso primero del artículo 45 la expresión “que será asesorado por un Consejo Indígena”.

16. Suprímese la letra c) del artículo 45.

17. Derógase el artículo 46.

18. Elimínase la letra b) del artículo 47.

19. Suprímese el inciso segundo del artículo 47.

20. Reemplázase en el inciso primero del artículo 68 la expresión “Planificación y Cooperación” por “Pueblos Indígenas”.

21. Sustitúyese en el artículo 80 la expresión “Ministerio de Planificación y Cooperación” por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

Artículo 16.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios:

1. Reemplázase la letra d) del artículo 2 por la siguiente:

“d) Senapi: Servicio Nacional de Pueblos Indígenas.”.

2. Sustitúyese en el artículo 8 la expresión “Conadi”, cada vez que aparece, por “Senapi”.

3. Reemplázase en el artículo 8 la expresión “Ministerio de Planificación”, cada vez que aparece, por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

4. Sustitúyese en el artículo 10 la expresión “Conadi”, cada vez que aparece, por “Senapi”.

5. Intercálase en el inciso cuarto del artículo 11, entre las expresiones “del Ministerio de Planificación,” y “de las Subsecretarías de Marina y de Pesca,” la siguiente: “del Ministerio de Pueblos Indígenas,”.


6. Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 11 la expresión “Conadi” por “Senapi”.

Artículo 17.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo único de la ley Nº 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley 20.017, de  2005, en determinadas zonas o áreas, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena” por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.

Artículo 18.- Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 4) del inciso primero del artículo 30 de la ley Nº 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.
Artículo 19.- El Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas será el sucesor legal y patrimonial de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en esta ley.

Artículo 20.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a la Conadi, al Director Nacional u otras autoridades de dicha Corporación, deberán entenderse realizadas al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, a su Director Nacional u otras autoridades, al Ministerio de Pueblos Indígenas, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, a su Ministro o Subsecretario, según corresponda.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suprima y modifique normas legales con el solo objeto de adecuar los textos legales vigentes a la normativa establecida por esta ley.

En el ejercicio de esta facultad, sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, sin que puedan importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes. 

Artículo segundo.- El actual Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a que se refieren los artículos 41 y siguientes de la ley N° 19.253, se mantendrá en sus funciones hasta la fecha de entrada en funcionamiento del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas. En el entretanto, todas las funciones y atribuciones que esta ley confiere a dichos consejos serán ejercidas por el Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, sin perjuicio de la participación directa de los pueblos indígenas en conformidad con lo señalado en el decreto supremo N° 66, de 2014, del Ministerio de Desarrollo Social, que aprueba el reglamento que regula el procedimiento de consulta indígena en virtud del artículo 6 N° 1 letra a) y N° 2 del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y deroga normativa que indica.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, establecerá las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553. También podrá determinar las normas de encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir funcionarios que se traspasen desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. 

2. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la Subsecretaría de Evaluación Social y la Subsecretaría de Servicios Sociales, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. A contar desde esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen; del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiendo establecer, además, el plazo en el que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.

3. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, que sean traspasados a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y que sean traspasados a dicha Subsecretaría, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Igualmente, determinará la fecha de inicio de actividades del Ministerio de Pueblos Indígenas y fijará su dotación máxima, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5. Traspasar, cuando corresponda, los recursos y bienes desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

6. El ejercicio de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. 

b) No podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo cuarto.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, los funcionarios  que sean traspasados a dicha subsecretaría podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Desarrollo Social o al de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, según corresponda.

Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Pueblos Indígenas, incluido el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, y le transferirá los fondos desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, y en lo que faltare se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de noviembre y 4 de diciembre de 2017, y 10 de enero del presente, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero (José García Ruminot), Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín (Jorge Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 10 de enero de 2018.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.132, QUE CREA LA EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

(6.191-19)
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta, constituida en conformidad con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “simple”.

- - - - - -


En sesión del Honorable Senado, celebrada el día 5 de diciembre del año en curso, se dio cuenta del Oficio Nº 13.637, de esa misma fecha, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual esta última Corporación comunicó que ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas introducidas por la Cámara Revisora a la iniciativa legal en examen, con excepción de las que se señalarán en su oportunidad, informando, además, la designación como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Juan Luis Castro González, Aldo Cornejo González, Ramón Farías Ponce y Gonzalo Fuenzalida Figueroa.


Asimismo, en la misma sesión previamente referida, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento del Senado, la Corporación designó como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que los Honorables Diputados señores Roberto Poblete Zapata y Víctor Torres Jeldes reemplazaron a los Honorables Diputados señores Juan Luis Castro González y Aldo Cornejo González, respectivamente.


Citados los respectivos Honorables Senadores y Diputados, por orden del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 20 de diciembre de 2017, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Ramón Farías Ponce, Gonzalo Fuenzalida Figueroa, Roberto Poblete Zapata y Víctor Torres Jeldes.

Luego de constituirse, la Comisión Mixta eligió como su Presidente, por la unanimidad de sus miembros presentes, al Honorable Senador señor Letelier y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.

 - - - - - - 


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión Mixta contó con la colaboración y participación de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez; del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; del Subsecretario General de Gobierno, señor Omar Jara; de los Asesores Legislativos de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señores Cristián Arancibia y Gerardo Ramírez, y del Jefe de Asesores del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris.


Asimismo, se hace presente que asistieron las siguientes personas en representación de Televisión Nacional de Chile: el Presidente del Directorio, señor Ricardo Solari; el Gerente de Asuntos Legales, señor Hernán Triviño y la Abogada, señora María de la Luz Navarro.

Además, estuvieron presentes los siguientes asesores parlamentarios: del Honorable Senador señor Girardi, señora Victoria Fullerton; del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadangos y señor José Huerta; del Honorable Diputado señor Farías, señora Karina Alfaro; de la Honorable Diputada señora Hoffmann, señor José Carlos Meza; del Honorable Diputado señor Poblete, señor Cristián Contador; del Instituto Igualdad, señor Rodrigo Márquez; de la Fundación Jaime Guzmán, señor Diego Vicuña, y del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Segpres, señores Daniel Portilla y Gonzalo Frei.

- - - - - -  

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


A juicio de la Comisión Mixta, y en lo relativo a su proposición, el inciso final del artículo 2°, incorporado por el número 1), y el número 28), ambos numerales del artículo único de este proyecto de ley, revisten el carácter de preceptos de quórum calificado, en razón de que amplían el giro y atribuciones empresariales de Televisión Nacional de Chile, de conformidad con lo dispuesto en N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, debiendo aprobarse, en consecuencia, con el quórum establecido en el inciso tercero del artículo 66 del texto constitucional.
- - - - - - 

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


La controversia se ha originado por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, a algunas de las enmiendas propuestas por el Honorable Senado, en calidad de Cámara Revisora, a este proyecto de ley, en concreto, a las recaídas en el inciso final del artículo 2º propuesto por el número 1), en la nueva letra a) del número 3) y en el nuevo número 28), todos numerales del artículo único de la iniciativa en estudio.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones, previamente referidas, durante la tramitación del proyecto de ley, así como los acuerdos adoptados al respecto. 

ARTÍCULO ÚNICO

Numero 1)

Artículo 2°

Inciso tercero


El número 1), del artículo único, sustituye el  artículo 2º de la ley Nº 19.132, que crea la Empresa Televisión Nacional de Chile.


El texto vigente del citado artículo 2°,  fija el objeto de Televisión Nacional de Chile, disponiendo, en su inciso primero, que consiste en establecer, operar y explotar servicios de televisión.


A su vez, el inciso segundo del citado precepto, indica que, en general, la estación pública podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de televisión constituida como persona jurídica de derecho privado, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.

La Honorable Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, sustituyó el referido artículo por el siguiente:

“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales, cualquiera sea su formato, plataforma o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, reemplazó tal precepto por el siguiente:

“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó el inciso tercero incorporado por la Cámara Revisora.


En discusión esta controversia, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, precisó que la misma se originó por no haberse alcanzado en la Cámara de Diputados el quórum calificado requerido para la aprobación de este punto.


Posteriormente, indicó que el inciso tercero en cuestión, aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional, recoge los criterios contemplados por la Ley de Televisión Digital en lo referente a los elementos integrantes del concepto de correcto funcionamiento, el cual se aplica a todos los servicios televisivos.


Por las razones anteriores, se manifestó a favor del referido inciso.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que el precepto en examen, y en concreto el inciso previamente aludido, constituyen aspectos fundamentales de la iniciativa en análisis.


En efecto, agregó, los contenidos de la misión pública, que se proponen establecer como el objeto de Televisión Nacional de Chile, son coherentes con la garantía ciudadana de proteger las transmisiones que se emiten por el espectro radioeléctrico, en tanto bien nacional de uso público, perteneciente a la nación toda.


Así, añadió, las concesiones televisivas son otorgadas sólo si se ajustan al concepto de correcto funcionamiento, el cual contempla, precisamente, las categorías consagradas en el inciso tercero en estudio.


Por último, y en línea con lo indicado previamente, señaló que la televisión pública debe ajustarse a tales estándares, en tanto ser el marco fundamental para desarrollar sus funciones y generar un rol diferenciador respecto del resto de las señales comerciales de libre recepción.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, en la misma línea de quienes le antecedieron en el uso de la palabra, y por las razones previamente señaladas, manifestó que la propuesta del Ejecutivo para resolver esta discrepancia cameral es aprobar el texto aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto del Senado.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) García Huidobro, Girardi y Ossandón, y Honorables Diputados señores Farías, Poblete y Torres.

Número 3)

Letra a), nueva


El número 3) del artículo único, incorpora una letra a) nueva, que reemplaza el encabezamiento y las letras a) y b) del inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 19.132, que regula la composición del Directorio de Televisión Nacional de Chile.


El texto vigente del artículo 4°, es del siguiente tenor:  “La administración de la corporación la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:

a) Un Director de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la Corporación, y que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Seis Directores designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, incorporó una letra a), nueva, al número 3) del artículo único del proyecto de ley en estudio, reemplazando el encabezamiento y las letras a) y b) del inciso primero del artículo 4°, por el siguiente texto:

“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del Directorio.


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.


En discusión esta controversia, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la discrepancia suscitada en este punto se explica desde una perspectiva histórica, de acuerdo a las atribuciones con las que ha contado el Senado y la Cámara de Diputados en la tradición constitucional reciente.


En efecto, explicó, al primero se le ha reservado las funciones de nombramientos de altas autoridades en diversas magistraturas públicas, mientras que a la segunda se la ha asignado, privativamente, las facultades de fiscalización de los actos del Gobierno.


De ese modo, afirmó, es que se entiende la propuesta de la Cámara Alta, en segundo trámite constitucional, de preservar la regla legal vigente en lo referente al nombramiento del Directorio de Televisión Nacional de Chile, conservando que sólo sea el Senado quien apruebe las propuestas que efectúe el Presidente de la República respecto de los candidatos a Director para tal entidad.



La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, indicó que la propuesta del Ejecutivo sobre este punto responde a esfuerzos conjuntos entre la Secretaría de Estado que encabeza y el Ministerio de Hacienda.


Luego, indicó que tal proposición pretende modificar la conformación del Directorio de la estación pública sin alterar el número de integrantes del mismo.


De ahí, agregó, es que se espera que tres de los seis miembros, distintos del Presidente del Directorio, puedan ser elegidos a partir de ternas propuestas por el Sistema de Alta Dirección Pública, en una línea similar a la sostenida por el Ejecutivo durante el segundo trámite constitucional.


Dicho Sistema, añadió, realizará un llamado público para buscar los candidatos idóneos, conforme a los perfiles propuestos por el Ministerio Secretaría General de Gobierno, para llenar los cargos vacantes del Directorio. Luego, prosiguió, se seleccionarán y se conformarán las respectivas ternas por cada uno de tales cargos.


El Presidente de la República, precisó, efectuará la proposición al Senado, el cual deberá dar su aprobación en un solo acto o rechazarla.


Respecto de los otros tres Directores, explicó, se mantiene la regla actual de proposición por parte de la máxima autoridad del país a la Cámara Alta, cuidando siempre la conformación pluralista del organismo directivo de Televisión Nacional de Chile.


Recordó que durante la discusión en particular en la Cámara Revisora, la propuesta del Ejecutivo consistía en que los seis Directores que no son libremente designados por el Presidente de la República, fueran propuestos por el Sistema de Alta Dirección Pública, lo que se rechazó por el Senado. Así, al no haberse acogido de igual forma por la Cámara de Diputados, el Ejecutivo presentó la proposición en examen a fin de que la nueva fórmula que se sugiere sea revisada por la Comisión Mixta.


De ese modo, subrayó, la propuesta en examen considera el reemplazo del artículo 4° de la Ley N° 19.132 por otro del siguiente tenor:


“Artículo 4.- La administración de la empresa la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, designados de acuerdo a las reglas del presente artículo. En la designación y propuestas realizadas por el Presidente de la República, éste deberá garantizar la idoneidad y pluralismo de sus miembros, así como propender a que ningún sexo supere el 60 por ciento  de representación.


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, que se desempeñará como Presidente del Directorio.


b) Tres directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. 


c) Tres directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación, previa nominación del Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros.


Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública enviará al Presidente de la República una nómina de tres candidatos para cada vacante que deba ser provista con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director saliente. Ningún candidato o candidata podrá ser incluido en más de una nómina a la vez. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada nómina, en cuyo caso las nóminas no objetadas se deberán tener también por rechazadas.


En caso de que el Presidente de la República retirara una propuesta antes de su aprobación por el Senado, se entenderá, para todos los efectos, como un concurso desierto y deberá presentar una nueva propuesta. Para estos efectos podrá considerar a aquellos candidatos que hayan integrado las nóminas enviadas por el Consejo de Alta Dirección Pública y que no hayan sido incluidos en la primera propuesta o solicitar que se realice un nuevo proceso de selección en las mismas condiciones que lo establece el párrafo anterior.


Para la confección de las nóminas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director, el que deberá incluir un llamado público. Corresponderá al Ministerio Secretaría General de Gobierno proponer los perfiles de los cargos de director y someterlos al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación por los cuatro quintos de sus miembros.


Previamente a la presentación al Senado de las nóminas de postulantes, los candidatos deberán informar al Consejo de Alta Dirección Pública o al Presidente de la República, según corresponda, su situación en relación con los requisitos que exige cumplir el artículo 4 bis y las inhabilidades e incompatibilidades al cargo de director que se contemplan en los artículos 4 ter y 5 de esta ley.


El Presidente de la República formulará la proposición al Senado en un solo acto contemplando designaciones para todos los cargos que quedarán vacantes conforme a los requisitos establecidos en el artículo 4 bis. 


La propuesta referida en el inciso anterior, deberá efectuarse antes de quince días de la expiración del plazo de duración de los directores salientes. En caso que no se efectuaren los nombramientos antes del vencimiento de dicho plazo, los directores salientes podrán permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de sus reemplazantes por un plazo máximo de noventa días. 


El Senado se pronunciará sobre el conjunto de las proposiciones, en sesión especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. De no reunirse este quórum, la propuesta se tendrá por rechazada.


Si la propuesta rechazada por el Senado corresponde a los directores a que se refiere la letra b), el Presidente de la República deberá formular una nueva propuesta dentro de los 30 días siguientes al rechazo.



Si la propuesta rechazada por el Senado corresponde a los directores a que se refiere la letra c), el Presidente de la República deberá formular una nueva propuesta, para lo cual podrá proceder de acuerdo a lo establecido en el párrafo tercero del literal c) del presente artículo. 


Aquellas personas que hubieren sido designadas directores deberán presentar, al momento de asumir sus funciones, una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 4 bis y la circunstancia de no encontrarse afectas a las inhabilidades e incompatibilidades a las que se refieren los artículos 4 ter y 5, respectivamente.


El director a que se refiere la letra a) permanecerá en el cargo hasta treinta días después del cese de funciones del Presidente de la República que lo designó.


Los directores a los que se refieren las letras b) y c) durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados sólo por un nuevo período. Si el director hubiere sido nombrado en un primer período, bastará para su renovación, la ratificación del Senado a propuesta del Presidente de la República.


Los directores nombrados en conformidad a los literales b) y c), se renovarán en tríos, cada dos años, y el Directorio no podrá revocarse en su totalidad.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas de acuerdo al mismo procedimiento que se haya utilizado para nombrar a los directores que se reemplazan.


En caso de que se deba reemplazar a alguno de los directores a los que se refieren las letras b) y c) por causal sobreviniente, el Presidente de la República deberá formular una propuesta siguiendo el procedimiento que corresponda dentro de los noventa días siguientes de producida la vacante. Para estos efectos, y respecto de los directores aludidos en el literal c), el Consejo de Alta Dirección Pública remitirá una terna al Presidente de la República dentro de los sesenta días siguientes a la vacancia. En cualquier caso, el reemplazante ejercerá funciones por el tiempo que reste para completar el período correspondiente al director que reemplaza.


Los nombramientos a que se refiere el presente artículo se realizarán una vez aprobada la nominación por el Senado, cuando corresponda, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Un representante de los trabajadores participará de las sesiones y actividades del directorio sólo con derecho a voz, durará dos años en funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de planta de la empresa y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos. La elección será convocada por el Director Ejecutivo para día, hora y lugar determinados. Dicha convocatoria deberá ser comunicada por escrito a todo el personal de planta, con no menos de ocho días de anticipación a aquél fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.”.

El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, ante la propuesta previamente descrita, se refirió al debate suscitado en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, durante el segundo trámite constitucional de la presente iniciativa, en lo concerniente a la introducción del Sistema de Alta Dirección Pública en el procedimiento de nombramiento de los Directores de Televisión Nacional de Chile.


En efecto, expresó que en dicho debate la Comisión, de manera transversal, hizo presente al Ejecutivo que no existía motivo o razón suficiente para innovar, en tal sentido, respecto del proceso de designación de los Directores de la estación pública.


Asimismo, indicó que la exclusión de dicho Sistema formó parte, además, de los acuerdos arribados para la aprobación de la capitalización de TVN.


El Honorable Senador señor Girardi, lamentó que el Ejecutivo, nuevamente, se incline por un mecanismo que previamente había sido rechazado categóricamente por la Cámara Revisora.


En efecto, manifestó que, en este punto, el Ministerio de Hacienda ha presentado una influencia poco adecuada, especialmente en atención a la naturaleza del canal público.


De ese modo, subrayó que no es posible que el Directorio de Televisión Nacional de Chile presente una visión estrictamente tecnocrática, sino que debe plasmar la multiculturalidad que existe en nuestro país.


Así, explicó que de aprobarse la inclusión del referido Sistema, grandes artistas de nuestra historia, tales como Pablo Neruda, Violeta Parra o Pedro Lemebel, hubiesen sido excluidos de ocupar un cargo en el Directorio, al no cumplir con los perfiles técnicos que una entidad como el Sistema de Alta Dirección Pública exigiría, lo que simplemente, en su opinión, no es aceptable.


En esa línea, señaló que las capacidades y talentos en el mundo cultural escapan a una lógica tecnocrática, por lo que no pueden ser medidos por estrictos parámetros técnicos.


Por consiguiente, agregó, la función administrativa que lleve a cabo el Directorio debe estar radicada en el Director Ejecutivo y no en aquél, el cual debe preocuparse por los contenidos que emita TVN, fomentando la diversidad cultural y los componentes de su misión pública.


En seguida, observó que si bien la conformación del Directorio actual representa más bien un pluralismo de los diversos sectores políticos, la introducción del Sistema de Alta Dirección Pública no guarda relación con la pretensión de que dicho organismo exprese, además, la pluralidad de la realidad nacional y cultural, en tanto ser un medio no idóneo para alcanzar esta última finalidad.


El Honorable Senador señor Ossandón, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra, expresando que en el ámbito cultural las capacidades y talentos no se miden por los méritos técnicos o profesionales de los sujetos, sino por lo que estos últimos son capaces de transmitir a partir de sus obras y actuaciones.


El Honorable Diputado señor Poblete, subrayó que el Directorio de Televisión Nacional de Chile no puede presentar el mismo perfil que cualquier otra empresa estatal.


Lo anterior, agregó, ya que TVN, como televisión pública nacional, debe expresar en la composición de su Directorio una visión de la diversidad cultural de nuestro país, que vaya más allá de los consensos políticos y de las visiones tecnocráticas que se tenga al respecto.


Posteriormente, indicó que el desmantelamiento del área dramática del canal público, en su opinión, uno de los factores principales de la crisis por la que atraviesa TVN en la actualidad, deja en evidencia que algunos miembros del Directorio de la estación no cuentan con los conocimientos mínimos de cómo opera este sector.


De ahí la importancia, añadió, de que en el mundo cultural no sólo se designen en cargos Directivos a personas de perfiles técnicos o que generen consenso político, sino que a sujetos que cuenten con las capacidades y experiencia necesarias, en el medio audiovisual y de las comunicaciones, para adoptar decisiones que permitan realizar y no empobrecer el lugar y rol que desempeña TVN.


El Honorable Diputado señor Torres, por su parte, indicó que, tal como lo señaló antes el Honorable Senador señor Letelier, uno de los principales reparos de la Cámara de Origen al texto despachado por la Cámara Revisora en este punto, era que el Senado conservaba la aprobación de todas las propuestas a los cargos de Director que el Presidente de la República efectúa.


De ese modo, añadió, la Cámara de Diputados solicitó al Ejecutivo el análisis de una fórmula que contemplara alguna intervención de esta última Corporación en el nombramiento del Directorio de TVN, recogiendo, además, el pluralismo y multiculturalidad que debe presentar dicha entidad.


Así, expresó que la propuesta del Ejecutivo no satisface tales estándares, en tanto el Sistema de Alta Dirección Pública no resulta adecuado para generar proposiciones de nombres idóneos para dirigir a una entidad como TVN, en atención a su especial naturaleza.


El Honorable Senador señor García Huidobro, subrayó que la mantención de la regla actual de conformación del Directorio de la estación pública fue uno de los puntos de acuerdo alcanzados para la aprobación de los fondos para capitalizar a TVN, por lo que no es partidario de alterar dicho criterio.


Sin perjuicio de lo anterior, indicó que tanto el Senado como la Cámara de Diputados representan a nuestra realidad nacional, por lo que las aprobaciones de los cargos de Directores que la Cámara Alta efectúa, se encuentran revestidas, asimismo, de dicha representatividad. Ello, añadió, sin perjuicio de que puedan existir en el futuro otros instrumentos o consejos que puedan prestar asesoría al Directorio de TVN, y que revistan una mayor diversidad cultural.


En virtud de las razones previamente señaladas, manifestó su apoyo al texto aprobado por el Senado en este punto, en tanto el mismo preserva el histórico pluralismo del referido Directorio.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, resaltó que ha existido un acuerdo transversal, desde la aprobación el año 1992 de la ley orgánica de TVN, que el Gobierno de turno, en principio, contará con una mayoría en el Directorio de la estación pública, en tanto el Presidente de la República designa libremente, a su vez, al Presidente de dicho órgano directivo.


Por tal razón, sugirió, en primer lugar, respaldar la propuesta aprobada por el Senado en este punto, esto es, conservar la libre designación y remoción del Presidente del Directorio por parte del Presidente de la República.


- En votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) García Huidobro, Girardi y Ossandón, y Honorables Diputados señores Farías, Poblete y Torres.

Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que, en su opinión, el Sistema de Alta Dirección Pública ha errado considerablemente en la calidad profesional de algunos de los cargos que ha seleccionado, por lo que no se trata de un mecanismo del todo fiable, incluso en casos en los que se requiere de personas que presenten un perfil eminentemente técnico.


Por otra parte, en lo que respecta a TVN, dicho Sistema, en su opinión, no garantiza ni la idoneidad ni el pluralismo con lo que deben contar los miembros del Directorio de la estación pública, por lo que no considera razonable la inclusión del citado organismo en el procedimiento de nombramiento de aquéllos.


Luego, resaltó que la regla actual al menos otorga seguridades respecto de la pluralidad política de los Directores del canal público, por lo que sugirió, por tales razones, aprobar el texto del Senado.


Sin perjuicio de lo anterior, consultó a los Honorables señores Diputados por alguna propuesta concreta sobre el punto que pudiese, de igual forma, ser debatida.


El Honorable Diputado señor Torres, reiteró que la idea esbozada por la Cámara de Origen, durante el tercer trámite constitucional de la iniciativa en examen, era que el Ejecutivo propusiera una fórmula en la cual la Cámara de Diputados interviniera y tuviese incidencia en el procedimiento de designación de al menos algunos de los Directores de TVN.


Por consiguiente, y en vista de que lo precedentemente expuesto no fue recogido por la proposición efectuada por el Ejecutivo, manifestó su rechazo a la misma, indicando su oposición, de igual forma, al texto aprobado por el Senado, por cuanto el mismo contempla una composición del Directorio estrictamente a partir de afinidades políticas, sin considerar otra visión al respecto.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de los argumentos antes descritos, sugirió, en primer lugar, votar la propuesta del Ejecutivo en lo referente a la inclusión del Sistema de Alta Dirección Pública en el procedimiento de nombramiento de algunos de los Directores de Televisión Nacional, para luego, en segundo orden, votar la proposición efectuada por el Senado durante el segundo trámite constitucional del proyecto de ley en estudio.


En votación la primera propuesta, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta,  Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, y Honorables Diputados señora Hoffmann y señores Farías, Fuenzalida, Poblete y Torres.


La Honorable Diputada señora Hoffmann, dejó constancia de que si bien le parece interesante la mixtura contenida en la propuesta del Ejecutivo, entiende que la misma no otorga las garantías necesarias de idoneidad y pluralismo requeridas en la composición del Directorio de TVN.


En votación la segunda proposición, fue aprobada por seis votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, y del Honorable Diputado señor Fuenzalida; dos votos en contra de los Honorables Diputados señores Poblete y Torres, y dos abstenciones de los Honorables Diputados señora Hoffmann y señor Farías.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, hizo presente que no obstante la votación sobre el particular, es partidario que posteriormente se abra la discusión acerca de la posibilidad de otorgar atribuciones de nombramiento de autoridades a la Cámara de Diputados, en tanto esta última Corporación, al igual que el Senado, representa a la pluralidad del país. De ahí, agregó, que entiende la posición de los Honorables Diputados señores Poblete y Torres.


Posteriormente, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, manifestó que sin perjuicio del rechazo de la propuesta del Ejecutivo, esta última trató de conciliar las distintas posiciones suscitadas sobre el punto a lo largo del debate de la iniciativa.


Asimismo, sugirió discutir el elemento de género que dicha proposición considera entre los miembros del Directorio de TVN, a fin de que este organismo represente el principio democrático en este contexto.


El Honorable Senador señor Girardi, se mostró partidario de incorporar la aludida regla, señalando que la misma debiese ser un estándar universal.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, además de respaldar la proposición en comento, indicó que la misma debiese aplicarse sólo respecto de los seis Directores que no son designados libremente por el Presidente de la República.


El Honorable Diputado señor Torres, expresó que la regla de género debiese abarcar a la totalidad del Directorio, ya que la misma presenta un avance respecto de la composición actual de dicha entidad.


Lo anterior, añadió, especialmente si no se presentaron por parte del Ejecutivo fórmulas que permitiesen una conformación más plural del aludido organismo directivo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, reiteró que, en su opinión, la regla de género sólo se debiese aplicar respecto de los seis Directores que son ratificados por el Senado. Lo anterior, explicó, a fin de no condicionar el nombramiento de libre designación que le corresponde al Presidente de la República, evitando que este último deba optar necesariamente por una mujer o por un hombre para mantener la paridad.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, respaldó la proposición de quien le antecedió en el uso de la palabra, sugiriendo intercalar en la letra b) del artículo 4° aprobado por el Senado, la frase “y paritario en cuanto a sexo”, luego de la  oración “quede integrado de forma pluralista”.


En votación la antedicha propuesta, fue aprobada por nueve votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, y los Honorables Diputados señores Farías, Fuenzalida, Poblete y Torres, y la abstención de la Honorable Diputada señora Hoffmann.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos y votaciones formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe el texto del Senado, intercalando, en la letra b) del artículo 4°, la frase “y paritario en cuanto a sexo”, luego de la oración “quede integrado de forma pluralista”.
Número 28)

Artículo 35, nuevo


El Honorable Senado, en segundo trámite constitucional, intercaló un artículo 35, nuevo, a la Ley N° 19.132, el cual establece el deber de Televisión Nacional de Chile de contar con una señal cultural. Dicha disposición presenta el siguiente tenor:

“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, rechazó este artículo.


En discusión esta controversia, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, manifestó que la propuesta del Ejecutivo para superar la presente discrepancia cameral es aprobar el texto del Senado, con la siguiente redacción:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 



Esta señal deberá destinarse a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, observó que la única diferencia entre la proposición del Ejecutivo y el texto despachado por la Cámara Revisora en el segundo trámite constitucional, consiste en la supresión de la palabra “íntegramente” por parte de la primera propuesta, por lo que consultó si dicha supresión obedecía a alguna razón de fondo, o sólo se trataba de un yerro formal.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, reparó que el punto sólo consiste en una omisión por un error de forma, por lo que reafirmó que la propuesta del Ejecutivo es de idéntico tenor al texto despachado por el Senado en el segundo trámite constitucional.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Girardi, indicó que la creación de una señal educativa por parte de TVN constituye uno de los ejes principales de la iniciativa en examen.


En efecto, señaló que la referida señal tiene directa relación con los desafíos culturales que presenta el país, el cual se encuentra inmerso, en su opinión, en una sociedad de consumo de carácter individualista.


Dicho fenómeno, agregó, debe ser paliado a través del engrosamiento del espesor cultural de la sociedad, para lo cual resulta fundamental contar con una televisión pública moderna, que transmita contenidos educativos y científicos, que permitan al televidente informarse sobre las diversas temáticas presentes en el siglo XXI.


Por el contrario, añadió, la parrilla programática actual de TVN carece de los contenidos antes indicados, en tanto la misma está definida por intereses comerciales. Lo anterior, agregó, precisamente porque el modelo de financiamiento del canal público no dista del de cualquier otra estación privada, ya que no recibe aportes fiscales.


Ello, prosiguió, ha conducido a un considerable debilitamiento de los contenidos culturales en TVN, lo que, consecuentemente, ha empobrecido el debate público en nuestro país.


Dicha situación se agrava aún más, explicó, con el desplazamiento de espacios publicitarios desde la televisión a otras plataformas digitales, producto de la progresiva mayor utilización de estas últimas.


De ahí, resaltó, que los canales abiertos han sido capitalizados por grandes grupos económicos para poder sobrellevar tales dificultades, lo que no ha ocurrido con TVN.


Por consiguiente, subrayó la necesidad de contar con una señal cultural en Televisión Nacional de Chile, cuya mantención y desarrollo sea imperativo para esta estación, en donde los contenidos que allí se transmitan marquen un rol diferenciador y ciudadano respecto de los emitidos por las estaciones privadas, contribuyendo de esa forma, a robustecer la discusión pública.


Sin perjuicio de lo anterior, reiteró su rechazo a la intervención del Ministerio de Hacienda en la aprobación de los presupuestos de la señal cultural, por cuanto ello conlleva, en su opinión, a una directa injerencia tecnocrática de parte de la referida Secretaría de Estado, en el despliegue de los contenidos de la aludida señal.


El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, recomendó expresar, en el artículo 35 en examen, la idea de que la señal cultural es de libre recepción.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, manifestó que dicha calidad de la señal en comento se contempla claramente en los nuevos artículos 36 y 37 de la Ley N° 19.132, incorporados por el presente proyecto de ley.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, indicó que sin perjuicio de la clarificación efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra, estima conveniente incorporar la expresión “de libre recepción” en los incisos pertinentes del artículo 35 en estudio.


El Honorable Diputado señor Farías, por otro lado, retomando el debate acerca de las orientaciones que debe perseguir la señal cultural, indicó que es fundamental que una de las finalidades de esta última sea fomentar de manera efectiva la producción audiovisual nacional.


Así, hizo presente su rechazo a una eventual línea editorial de la señal que se limite, básicamente, a digitalizar contenidos ya elaborados, lo que no incentivaría la innovación y la creación en este contexto.


Por último, y en la misma línea de lo sostenido por el Honorable Senador señor Girardi, manifestó no ser partidario de la intervención del Ministerio de Hacienda en la aprobación del presupuesto de la señal cultural, en tanto ello supondría un control de dicha Secretaría de Estado sobre los contenidos que esta última emita, a través del establecimiento de posibles cercos presupuestarios.


La Honorable Diputada señora Hoffmann, señaló que sin perjuicio de la relevancia de contar con una señal cultural en nuestro país, la configuración actual propuesta por el artículo 35 para una señal de dicha naturaleza está muy lejos de lograr los objetivos que se esperan de ella.


En efecto, agregó, la proposición en examen no otorga garantías de autonomía, de idoneidad ni de fomento a la participación de productores independientes.


Por las razones previamente indicadas, cuestionó el hecho de que, eventualmente, los recursos que se otorguen a la señal cultural sean empleados para cubrir la mala gestión que la misma desempeñe. Lo anterior, resaltó, en tanto no se proveen fórmulas que permitan garantizar que una situación como la expresada no se vaya a generar.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la creación de la señal cultural constituye un avance significativo en el rol público que debe desempeñar TVN, observando que los reparos que se formulan en este ámbito pueden ser indicativos de una discrepancia de fondo con el desarrollo mismo de tal señal.


Posteriormente, indicó que es en el mismo proyecto de ley, en el nuevo artículo 37 que se incorpora a la Ley N° 19.132, en donde se contempla de manera expresa el mecanismo de financiamiento de la aludida señal, la cual además, atendido el tenor explícito del inciso segundo del artículo 35 en examen, debe transmitir, especialmente, contenidos culturales de producción nacional.


En esa línea, y respecto del último aspecto abordado, dejó constancia del apoyo transversal que ha existido en el debate del presente proyecto respecto del necesario fomento de la producción audiovisual nacional que debe efectuar la señal cultural, lo que es recogido en la iniciativa, precisamente, en los términos previamente referidos.


Por tales razones, añadió, no comparte la crítica efectuada por quien le antecedió en el uso de la palabra.


En seguida, expresó que comparte los reparos formulados por el Honorable Senador señor Girardi y el Honorable Diputado señor Farías respecto de que el presupuesto de la señal cultural sea aprobado por el Ministerio de Hacienda, por lo que sugirió su exclusión del texto aprobado por el Senado en el segundo trámite constitucional del proyecto.


El Honorable Diputado señor Torres, a su turno, cuestionó la aludida intervención del Ministerio de Hacienda, señalando que ello deja fuera del proceso de control presupuestario de la señal cultural al Directorio de la misma y al Congreso Nacional.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que, tal como lo indicó el Honorable Senador señor Letelier, el inciso segundo del artículo 35 en examen contempla un deber de fomento a la producción audiovisual nacional lo suficientemente amplio como para que tales incentivos adopten la forma que sea necesaria para lograr dicho objetivo, dotando de ese modo de flexibilidad a la señal en este punto.


Posteriormente, en lo relativo a las críticas por la intervención del Ministerio de Hacienda en la aprobación del presupuesto de la aludida señal, expresó que la participación de dicha Secretaría de Estado es, precisamente, para garantizar el cumplimiento de los objetivos de esta última, controlando de esa forma los eventuales traspasos ocultos de fondos que puedan existir entre aquélla y la señal principal de TVN.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de los planteamientos efectuados en el debate, sugirió someter a votación, en primer lugar, el texto aprobado por la Cámara Revisora en el segundo trámite constitucional, incorporando en los incisos primero y segundo del artículo 35, en la ubicación pertinente, la expresión “de libre recepción”. Posteriormente, en segundo orden, recomendó votar la supresión del vocablo “aprobado por el Ministerio de Hacienda”, contemplado en el inciso tercero del referido precepto.


En votación la primera proposición, fue aprobada por ocho votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi, Matta y Ossandón, y de los Honorables Diputados señores Farías, Fuenzalida, Poblete y Torres, y dos votos en contra del Honorable Senador señor García Huidobro y la Honorable Diputada señora Hoffmann.


Los Honorables señores parlamentarios miembros de la Comisión Mixta fundamentaron su voto en virtud de los argumentos que a continuación se señalan.


El Honorable Senador señor García Huidobro, manifestó su rechazo a la creación de la señal cultural en examen, señalando que la misma constituye una mirada hacia atrás en lo referente a tecnología, en tanto los usuarios, de manera progresiva, se han trasladado a plataformas digitales distintas de la televisión para informarse, por lo que no considera oportuno destinar una considerable suma de recursos públicos en este contexto, especialmente si existen otras necesidades sociales más urgentes por cubrir.


Asimismo, cuestionó el hecho de que el financiamiento de la referida señal se haga cada año a través de la Ley de Presupuestos, ya que ello, en su opinión, generará la pérdida de autonomía de aquélla frente al Gobierno de turno, al depender anualmente su funcionamiento de los recursos que este último destine en la discusión presupuestaria.


Por último, resaltó que el despliegue de una señal cultural en los términos consagrados en el proyecto de ley en examen probablemente agudice aún más la crisis financiera de TVN, por lo que considera irresponsable, desde un punto de vista fiscal, seguir avanzando en esta materia.


El Honorable Diputado señor Farías, indicó que la señal cultural debe configurarse de un modo tal que no tenga que competir de la misma forma que una estación privada para obtener su financiamiento, sino que debe contar con apoyo de recursos públicos. Sólo de esa forma, agregó, podrá ser posible que aquélla genere contenidos educativos que marquen un rol diferenciador respecto del resto de las emisiones comerciales.


De ese modo, afirmó que en el supuesto que no se otorgara presupuesto fiscal a dicha señal, y se opte, en alguna oportunidad, por la lógica del autofinanciamiento, ello significaría el término de cualquier propuesta innovadora en este ámbito.


Por otra parte, señaló que no se debe perder de vista que no sólo Televisión Nacional de Chile se encuentra en crisis financiera, sino que prácticamente todos los canales privados de libre recepción atraviesan por la misma situación. La gran diferencia, subrayó, reside en que estos últimos obtuvieron capitalización a través de los grandes grupos empresariales de los cuales son propiedad, cuestión que no ha ocurrido con TVN por la naturaleza pública de la estación, que es precisamente lo que se trata de remediar con la aprobación de la presente iniciativa.


Por último, expresó que la aludida crisis se explica, de igual modo, por la irrupción de las diversas plataformas tecnológicas que han ido desplazando a la audiencia desde la televisión hacia otros formatos audiovisuales.


Finalmente, por las razones antedichas, brindó su apoyo a la creación de la señal cultural en análisis, por entender que el fomento de la cultura es un deber que Chile tiene como país. Consideró que iniciativas como el particular avanzan en dicho sentido, excluyendo de estos ámbitos la lógica del mercado 


La Honorable Diputada señora Hoffmann, subrayó que su voto de rechazo no se debe a una posición contraria a la creación de una señal cultural, sino que a la falta de capacidad de recursos en el país, y en especial de TVN, para hacer frente de buena forma al despliegue de una señal de dicha naturaleza, en la que efectivamente se garantice la autonomía de la misma, la idoneidad del personal a su cargo y el fomento de la creación de contenidos por parte de productores nacionales.


El Honorable Diputado señor Fuenzalida, fundó su respaldo a la proposición en examen y expresó que, en su opinión, no se deben escatimar esfuerzos en el desarrollo de la cultura.


En efecto, agregó, todavía existe un amplio espectro de la población cuyo principal medio de información sigue siendo la televisión.


Posteriormente, indicó que a consecuencia del mal desempeño de TVN, y las lamentables cifras que han arrojado los contenidos que la misma ha desplegado, entiende que el futuro de la estación pública radica en la capacidad de innovación de la señal cultural, bajo el entendido que esta última pueda desarrollar segmentos educativos, científicos, infantiles, regionales, entre otros, que atraigan a la población, y que les permitan informarse sobre distintas materias de relevancia en la discusión pública.


El Honorable Diputado señor Poblete, fundamentó su apoyo a la proposición en examen indicando que la creación de la señal cultural responde a una necesidad de fondo de nuestro país. 


Así, manifestó que de acuerdo a las últimas encuestas realizadas sobre el sector, los niños y adolescentes pasan un promedio de tres horas frente al televisor, por lo que se hace imprescindible que la estación pública proporcione a tales usuarios un contenido cultural educativo, desplegando sus transmisiones no desde una perspectiva del consumidor sino desde una lógica ciudadana. 


Por tales razones, indicó que se debe desarrollar, a través de la señal en comento, una verdadera contracultura de contenidos, en la que, además, se generen espacios para los productores audiovisuales nacionales, los que, en su opinión, han recibido un mayor reconocimiento en el extranjero que en nuestro país.


El Honorable Senador señor García Huidobro, por otra parte, dejó constancia de su rechazo a la inexistencia del fortalecimiento de las señales regionales en el presente proyecto, indicando que ello refleja un sesgo centralista en los contenidos de la estación pública, que no recogen la diversidad de noticias que se desarrollan a lo largo del territorio nacional.


El Honorable Diputado señor Poblete, adhirió al reparo efectuado por quien le antecedió en el uso de la palabra.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, dejó constancia que en el inciso segundo del artículo 35 en examen se señala expresamente que la señal cultural deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que la señal principal de TVN, por lo que entiende que el tratamiento de lo regional, al menos en este punto, sí se encuentra abordado y resuelto por la iniciativa en estudio.


Posteriormente, se sometió a votación la segunda proposición, referente a la eliminación del vocablo “aprobado por el Ministerio de Hacienda”, contemplado en el inciso tercero del referido artículo 35.


En votación esta segunda propuesta, fue aprobada por ocho votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, y de los Honorables Diputados señores Farías, Poblete y Torres, y dos en contra, de los Honorables Diputados señora Hoffmann y señor Fuenzalida.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos y votaciones formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó recomendar la aprobación del nuevo artículo 35 de la Ley N° 19.132, propuesto por el Senado durante el segundo trámite constitucional, con las siguientes modificaciones:


- Intercalar, en su inciso primero, a continuación de las palabras “televisiva especial”, la frase “, de libre recepción”.


- Intercalar, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “Esta señal”, la frase “de libre recepción”.


- Suprimir en su inciso tercero, el vocablo “aprobado por el Ministerio de Hacienda”.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que posterior a la votación previamente descrita, la Comisión Mixta debatió acerca de la posibilidad de reabrir el debate sobre el inciso final del nuevo artículo 35 en examen, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 185 del Reglamento del Senado, en virtud de los siguientes argumentos:


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, propuso reabrir el debate, respecto del aludido inciso tercero del referido artículo 35, en tanto, en su opinión, analizando en profundidad el texto aprobado de tal precepto, resulta ser que el control estatal sobre la señal cultural reviste una mayor entidad que la redacción inicial propuesta por la Cámara Revisora.


En efecto, agregó, al sólo suprimir la frase “aprobado por el Ministerio de Hacienda”, permanece la remisión normativa a los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la Ley N° 18.196, lo que genera que el presupuesto anual de caja de dicha señal sea aprobado por tres Carteras de Estado, a través de un decreto exento de los Ministerios de Hacienda, Economía y Secretaría General de Gobierno. Ello, precisó, en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero de la citada disposición.


Por consiguiente, sugirió dos alternativas, reabrir el debate para reponer la posición inicial del Senado sobre el punto (conservando, en consecuencia, la frase “aprobado por el Ministerio de Hacienda”), o eliminar la previamente referida remisión normativa.


El Honorable Diputado señor Farías, expresó que se debe tener en consideración que, independientemente del texto por el cual se incline la Comisión Mixta, al menos la señal cultural debe informar de sus presupuestos al Ministerio de Hacienda, evitando, por cierto, que en esta última Secretaría de Estado se radique la facultad de aprobar el presupuesto de tal emisora.


El Honorable Diputado señor Torres, por su parte, señaló que, a su parecer, la discusión fue de carácter conceptual acerca de la exclusión del Ministerio de Hacienda de la aprobación de los presupuestos del canal cultural, por lo que entiende que la presente solicitud de reapertura del debate es inoficiosa, en tanto el texto del inciso tercero en cuestión debiese haber eliminado, asimismo, la remisión normativa antes descrita por el Honorable Senador señor Letelier.


De ahí, añadió, que sólo tiene sentido, a su juicio, proponer la reapertura del debate para volver a la postura de la Cámara Revisora sobre el particular.


La Honorable Diputada señora Hoffmann, indicó que, de acuerdo el artículo 185 del Reglamento del Senado, se hace necesaria la unanimidad de los Comités, representados para estos efectos por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, para reabrir el debate sobre un asunto ya despachado.


Por consiguiente, y siendo coherente con su votación, manifestó su disposición para reabrir la discusión sobre el punto sólo si adopta el tenor del texto despachado por el Senado en segundo trámite constitucional, el cual fue, además, respaldado por el Ejecutivo.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la fórmula sugerida por quien le antecedió en el uso de la palabra es una de las posibilidades para solucionar el particular, siendo ello coherente con la posición que tanto la Honorable Diputada señora Hoffmann como el Honorable Diputado señor Fuenzalida expresaron sobre el particular.


Por otra parte, indicó que independientemente de la definición que se asuma en este contexto, cabe destacar que el Directorio de la estación pública anualmente deberá dar cuenta de sus acciones ante el Senado.


Ello, precisó, a fin de clarificar que la eventual eliminación de la remisión normativa previamente referida no significa la pérdida de control sobre las actividades que despliegue la señal cultural.


El Honorable Senador señor Girardi, manifestó su acuerdo con lo sostenido por el Honorable Diputado señor Torres, subrayando que el debate sobre el punto versó sobre la posibilidad de excluir el control del Ministerio de Hacienda en la aprobación del presupuesto de la señal cultural.


De ese modo, agregó, es coherente con la aprobación de dicha idea la remisión normativa sólo a los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la Ley N° 18.196.


Por consiguiente, sugirió reabrir el debate y sustituir, en el inciso tercero del artículo 35, las palabras “incisos segundo a cuarto” por la locución “incisos segundo y cuarto”.


Así, prosiguió, se evita la intervención estatal de la producción cultural, cuestión que calificó como anacrónica, que inhibe el desarrollo de la creación e innovación artística en los distintos ámbitos, y respecto de la cual manifestó su rotundo rechazo.


Por último, no se mostró partidario de reabrir el debate para reponer la proposición original despachada por el Senado, y que fue, en su opinión, erradamente respaldada por el Ejecutivo. Lo anterior, precisamente por las razones previamente expuestas.


El Honorable Diputado señor Poblete, a su turno, manifestó que la exclusión del Ministerio de Hacienda debió haber conllevado, necesariamente, a la supresión de la remisión normativa en cuestión, en tanto ello ser coherente con la idea de no supeditar los presupuestos de la señal cultural a las decisiones que se adopten en la referida Secretaría de Estado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que, independientemente de las posiciones sobre el particular, se genere consenso para reabrir el debate sobre este ámbito, a fin de que el punto pueda ser superado.


En efecto, en su opinión, el texto aprobado es el que menos refleja la idea de que no exista intervención ministerial sobre los presupuestos de la señal cultural, en tanto el mismo establece que sean tres Secretarías de Estado las que realicen el control presupuestario anual de caja de tal emisora.


El Subsecretario General de Gobierno, señor Omar Jara, expresó que la postura del Ejecutivo es mantener la posición sostenida inicialmente, esto es, conservar la idea despachada por el Senado en el segundo trámite constitucional de la iniciativa en examen.


El Honorable Senador señor Girardi, resaltó que no es partidario de volver a la fórmula avalada por el Ejecutivo, en tanto considerar que es el peor de los escenarios de injerencia estatal en la producción cultural de la señal educativa que se desplegará.


El Honorable Senador señor García Huidobro, indicó que no es partidario de votar a favor de la reapertura del debate en este contexto, por lo que expresó que será facultad del Ejecutivo la presentación de un eventual veto presidencial sobre la materia.

Por las razones antedichas, y por no cumplirse con el requisito de unanimidad fijado en el artículo 185 del Reglamento del Senado, se rechazó la petición de reapertura del debate antes descrita.

- - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, tiene el honor de formular la siguiente proposición:

ARTÍCULO ÚNICO

Numero 1)

Artículo 2º

Inciso tercero


- Aprobarlo en los mismos términos en que lo hizo el Senado.

(Unanimidad 7x0).

Número 3)

Letra a), nueva

- Aprobar el texto del Senado, con la siguiente enmienda:

Intercalar, en la letra b) del inciso primero del artículo 4°, la frase “y paritario en cuanto a sexo”, luego de la oración “quede integrado de forma pluralista”.
(Unanimidad 7x0 (designación del Presidente del Directorio por parte del Presidente de la República); mayoría 6x2x2 abstenciones (propuesta del Senado), y mayoría 9x1 abstención (regla de paridad de sexo en el Directorio)).

Número 28)

Artículo 35, nuevo


- Acoger el nuevo artículo 35 aprobado por el Senado, con las siguientes modificaciones:


- Intercalar, en su inciso primero, a continuación de las palabras “televisiva especial”, la frase “, de libre recepción”.


- Intercalar, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “Esta señal”, la frase “de libre recepción”.


- Suprimir, en su inciso tercero, el vocablo “aprobado por el Ministerio de Hacienda”.
(Mayoría 8x2).

- - - - - -  

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A título meramente informativo, se inserta el texto final del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, el que de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile:


1) Reemplázase el artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.


2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al “correcto funcionamiento” que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.


3) En el artículo 4º:

a) Reemplázase el encabezamiento y las letras a) y b) de su inciso primero, por lo siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del Directorio.


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista y paritario en cuanto a sexo.”.


b) Elimínase la palabra "secreta” de su inciso segundo.

4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis.- Para ser nombrado director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera.


2. Contar con una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o alto ejecutivo en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académico con destacada y reconocida trayectoria docente en universidades reconocidas por el Estado; o contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.


3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.


5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores”, el siguiente artículo 4° ter:


“Artículo 4° ter.- Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de director las siguientes:


a) Haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por delitos contemplados en la ley N° 18.045, del mercado de valores, o por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066.

b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal.


c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.


d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N° 18.045, de mercado de valores y la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los directores.


e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.


f) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos cinco años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.


6) Intercálase, luego del artículo 4° ter, el siguiente artículo 4° quáter:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7° de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.


7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5o.- El cargo de director será incompatible con:


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la empresa, sus filiales o coligadas.


d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la empresa o de sus filiales o coligadas.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º, por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción, a sabiendas, al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.

9) Introdúcense, en el artículo 8°, las siguientes modificaciones:


i. Reemplázase, en el inciso primero, la palabra “Corporación” por el vocablo “empresa”.


ii. Sustitúyese, en el inciso segundo, la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros”, por otra a la “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquéllas.”.

10) Reemplázase el artículo 9°, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Los directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.

11) Introdúcense, en el artículo 10, las siguientes modificaciones:


i. Intercálase, en su numeral 1), a continuación de la palabra “intereses”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), a continuación de la palabra “propio”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), a continuación de las palabras “para sí”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.

12) Sustitúyese el artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- Los directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.

13) Reemplázase el artículo 12, por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.

14) Introdúcense, en el artículo 13, las siguientes modificaciones:


i. Sustitúyese, en el encabezamiento del inciso segundo, la expresión “en la” por “en las”.


ii. Intercálase, en el número 1) del inciso segundo, a continuación de la expresión “en ejercicio para:”, la siguiente frase: “aprobar el “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”;”.


iii. Reemplázase, en el número 1) del inciso segundo, la palabra “Corporación”, por el vocablo “empresa”.


iv. Sustitúyese, en el número 1) del inciso segundo, la referencia “las letras c), d) y e) del artículo 12”, por la siguiente: “las letras c) a la h) del artículo 12”.


v. Reemplázase, en el inciso tercero, la oración “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”, por la siguiente: “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes.”.


vi. Agrégase el siguiente inciso final: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.


15) Modifícase el artículo 14 de la siguiente manera:


i. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “Corporación” por “empresa”.


ii. Reemplázase su inciso segundo, por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.


iii. Sustitúyese, en su inciso tercero, la palabra “Corporación” por “empresa”.


16) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 15, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión: “Salvo que por acuerdo del Directorio se haya convenido ejecutar determinadas gestiones de inmediato, sin esperar la total tramitación del  acta, en cuyo caso, se podrá hacer desde que el acta es firmada por el Secretario del  Directorio.”.

17) Efectúanse, en el artículo 16, las siguientes modificaciones:


i. Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra “Corporación” por “empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la expresión “de la Corporación” por “del Directorio”.


iii. Elimínase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


iv. Agrégase, en la letra a) del inciso segundo, la siguiente oración final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


v. Intercálase, en la letra b) inciso segundo, a continuación de la palabra inicial “Designar”, la expresión “o remover”.


vi. Elimínase, en la letra b) del inciso segundo, la frase “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase, en la letra b) del inciso segundo, la frase “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i):


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j):


“j) Designar o remover a los directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyese, en el numeral 1) del inciso cuarto, la palabra “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto, del modo que sigue:


a) Sustitúyese la palabra “Corporación” por “empresa”.


b) Intercálase, a continuación de la expresión “con programas y publicidad propias”, la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales”.

18) Intercálase, en el artículo 19, a continuación de las palabras “en los artículos”, la expresión “4° ter”.


19) Reemplázase, en el artículo 20, la palabra “Corporación” por “empresa”.

20) Introdúcense, en el artículo 22, las siguientes modificaciones:


i. Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades.”.


ii Agrégase un inciso cuarto del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.

21) Modifícase el artículo 24, de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría”, por la siguiente: “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase, a continuación de la palabra “Estado”, la siguiente frase: “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.

22) Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda. Asimismo, sólo para efectos de informar al Ministerio de Hacienda, le serán aplicables los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria y el inciso segundo del artículo 3° del decreto ley N° 1.056, del Ministerio de Hacienda, de 1975.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente al Ministerio de Hacienda, antes del 31 de diciembre de cada año, sus Presupuestos de Operación e Inversiones, los que serán exigibles para el procesamiento de sus solicitudes de endeudamiento.


Las evaluaciones y autorizaciones contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda con ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.

23) Intercálase, en el inciso primero del artículo 26, a continuación de la frase “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán”, la que sigue: “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,”.

24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.

25) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.


26) Modifícase el artículo 34, de la siguiente manera:


i. Reemplázase, en el inciso primero, la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros”, por otra a la “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


27) Intercálase, a continuación del artículo 34, un Título VI, nuevo, con el siguiente epígrafe:

“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos,

científicos e infantiles”


28) Intercálase, bajo el epígrafe señalado, un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial, de libre recepción y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal de libre recepción deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa de conformidad a los términos contenidos en los incisos segundo a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.


29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre recepción establecida en el artículo 35.”.


30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre recepción establecida en el artículo 35.


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto separado correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.

31) Reemplázase la numeración del actual “Título VI” por “Título VII”, con su misma denominación “Disposiciones varias”, y contémplanse los artículos 35 y 36 que lo integran, como artículos 38 y 39, respectivamente, en sus mismos términos.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones realizadas por el artículo único permanente de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.


Artículo segundo.- Entiéndase expirado, en el término de noventa días contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2020. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.


Artículo tercero.- Entiéndase expirado, en el término de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2024. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 19.132.


Artículo cuarto.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo quinto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, durante un plazo máximo de hasta seis meses contado desde la vigencia de esta ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar exclusivamente los proyectos de inversión que se identifiquen y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de doce meses contado desde que el Directorio de Televisión Nacional de Chile apruebe la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35 de la ley N° 19.132 y comunique al Ministerio de Hacienda el presupuesto de la nueva señal, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para financiar su implementación y puesta en marcha. Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, conforme a la cual se entregarán los recursos.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.

Artículo sexto.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial, las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 20 de diciembre de 2017 y 3 de enero de 2018, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal y de los Honorables Diputados señora María José Hoffmann Opazo y señores Ramón Farías Ponce, Gonzalo Fuenzalida Figueroa, Roberto Poblete Zapata y Víctor Torres Jeldes.

Sala de la Comisión Mixta, a 28 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Abogada Secretaria de la Comisión Mixta. 
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(11.329-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, tienen el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A una o más de las sesiones que celebraron las Comisiones asistió, además de sus integrantes, el Honorable Diputado señor Andrade.

Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; la Jefa de la División Educación Superior, señora Alejandra Contreras; los asesores de la Ministra, señor Miguel González y señoras Luz María Gutiérrez y Mónica Vásquez; el asesor, señor Gustavo Paulsen, y las periodistas, señoras Carolina Araya, Claudia Farfán y Lorena Muñoz.

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señora Macarena Lobos; el Coordinador de Modernización del Estado, señor Enrique Paris; y los asesores, señores Rodrigo González, Hugo Arias y Felipe Venegas.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Gabriel De la Fuente; el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Exequiel Silva, y los asesores legislativos, señores Sergio Valenzuela, Pablo Jorquera, Fernando Carrasco, Carlos Arrue y Alejandro Fuentes.

De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Sector Educación, señora Tania Hernández.

De la Contraloría General de la República, el Contralor, señor Jorge Bermúdez; la Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos, señora Pamela Bugueño, y el abogado de dicha Unidad, señor Nelson Salazar.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la asesora de prensa, señora Andrea Gómez.

El asesor de la Honorable Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.

Del Comité Demócrata Cristiano, los asesores, señora Constanza González y señor Pedro Montt.

Del Comité Partido Por la Democracia, el asesor, señor Abdón Oyarzún, y el periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Partido Socialista, el asesor legislativo, señor Rafael Ferrada.

De la Bancada del Partido Socialista, el asesor legal, señor Sebastián García.

Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos (CELAP), los asesores legislativos, señora Yasna Bermúdez y señor Juan Briones.

Del Instituto Igualdad, la asesora legislativa, señora Daniela Fuentes.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Felipe Rossler.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista, señor Mauricio Holz.

Del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), el Vicepresidente Ejecutivo y Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle.

Del Consorcio de Universidades del Estado (CUECH), el Presidente y Rector de la Universidad de Chile; señor Ennio Vivaldi; el Director y Rector de la Universidad de Santiago de Chile, señor Juan Manuel Zolezzi; la Directora Ejecutiva, señora Marcela Letelier; el Coordinador de Redes y Estudios, señor Marcos Muñoz; la asesora legal, señora Stephanie Donoso, y la periodista, señora Carolina Jiménez.

De la Red G9 Universidades Públicas no Estatales, el Presidente y Rector de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Darcy Fuenzalida, y la periodista, señora Loreto León.

De la Universidad de Chile, el Director Ejecutivo, señor Fernando Molina; el académico de la Facultad de Derecho, señor Pablo Ruíz-Tagle; los académicos de la Facultad de Economía y Negocios, señores Aldo González y Javier Núñez; el Jefe de Prensa, señor Simón Boric, y el estudiante, señor Yerko Montenegro.

De la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE), el Contralor Interno, señor Osvaldo Garay, y el periodista, señor Juan Carlos Contreras.

De la Universidad Católica del Maule, el Rector, señor Diego Durán. 

El ex Rector de la Universidad de Talca, señor Oscar Garrido.

De la Agrupación de Universidades Regionales de Chile, el Presidente y Rector de la Universidad de Playa Ancha, señor Patricio Sanhueza.

De la Asociación de Académicos de la Universidad de Santiago de Chile, el Director y Coordinador de Profesores por horas de clases, señor Enrique Acosta, y el Secretario, señor Nelson Carrasco.

De la Asociación de Académicos de la UMCE, el Presidente, señor Iván Salas.

De la Federación de Asociaciones de Académicos de las Universidades del Estado de Chile (FAUECH), el Presidente, señor Carlos Gómez, y el Secretario, señor Miguel Ramos.

De la Federación Nacional de Profesionales y Técnicos de Universidades Estatales (FENAPTUECH), la Presidenta, señora Betsy Saavedra; el Vicepresidente, señor Boris Barrera, y el Secretario, señor Ramón Ávila.

De la Federación Nacional de Funcionarios de Universidades Estatales de Chile (FENAFUECH), la Presidenta, señora María Cristina Castro.

De la Asociación de Académicos de la UTEM, la Directora, señora Beatriz Gómez.

De la Asociación de Funcionarios de la Facultad de Medicina de la Universidad de Chile (AFUCH), la dirigente, señora Vilma Cavieres.

De la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH), el Presidente y vocero de la CONFECH, señor Alfonso Mohor, y el Director del Centro de Estudios, señor Felipe Juica.

De la Federación de Estudiantes de la Universidad de Santiago (FEUSACH), el Presidente, señor Juan Pablo de la Torre, y la Secretaria Ejecutiva, señora Fernanda Reyes.

De la Federación de Asociaciones de Funcionarios de la Universidad de Chile (FENAFUCH), la Presidenta, señora Myriam Barahona; la Vicepresidenta, señora María Ximena Morales, y el Director, señor Eugenio Sandoval.

De CNN Chile, el periodista, señor Felipe Hernández.

Del Diario La Tercera, las periodistas, señoras Sandra Quevedo y María José Blanco, y el fotógrafo, señor Luis Sevilla.

Del Diario El Mercurio, el periodista, señor Nicolás Álvarez.

De Radio Cooperativa, la periodista, señora Valentina Godoy.

De la Radio Bio Bio, el periodista, señor Nibaldo Pérez.

De Tv Senado, el periodista, Cristián Reyes.

La alumna en pasantía de la Universidad de Los Andes, señora Bernardita Valdés.
- - -

Cabe hacer presente que con fecha 2 de enero de 2017, la Sala de la Corporación dispuso que el proyecto de ley debía ser analizado por las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas.


En lo que compete al presente informe, por otra parte, debe consignarse que sin perjuicio de las enmiendas introducidas en virtud de la aprobación de indicaciones y por aplicación de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se realizaron diversas adecuaciones de carácter formal. De todas ellas se deja constancia en el capítulo de modificaciones del presente informe. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Establecer un marco jurídico que permita a las Universidades del Estado fortalecer sus estándares de calidad académica y de gestión institucional, contribuir de forma permanente en el desarrollo integral del país, de conformidad a la especificidad de su misión, funciones y principios, y regular su naturaleza, organización y funcionamiento desde una visión sistémica, estructurada y de largo plazo.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se deja constancia que las siguientes disposiciones del proyecto de ley deben ser aprobadas con quórum orgánico constitucional: artículos 2, 3, 13, 16, 17, 20, 21, inciso segundo, 23, 25, 28, inciso final, 29, 41, 43, 53 y 56, inciso final, en virtud de lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, la Constitución Política de la República. En el caso del inciso segundo del artículo 21, en relación con lo dispuesto en el artículo 95 de la Constitución Política de la República. En el de los artículos 29, 41 y 56, en mérito de lo prescrito por el artículo 98 de la Carta Fundamental. En todos los restantes, en relación con lo dispuesto por el artículo 38, inciso primero, de la misma Carta.

Con quórum calificado, en tanto, debe ser aprobado el artículo 63 de la iniciativa legal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19, número 23, en relación con el inciso tercero del precitado artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


La Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, desarrolló la siguiente presentación sobre el contenido del proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY SOBRE UNIVERSIDADES DEL ESTADO

ÍNDICE 

I. Antecedentes de contexto.

II. Objetivos del proyecto de ley.

III. Estructura del proyecto de ley.

I. ANTECEDENTES DE CONTEXTO

1. Antecedentes históricos
- El origen de las Universidades del Estado tiene directa relación con el proyecto de consolidación de la República.

En 1842 se funda la Universidad de Chile.

En 1849 se crea la Escuela de Artes y Oficios, antecedente directo de la Universidad Técnica del Estado fundada en 1947.

- A partir de las reformas estructurales impulsadas por la dictadura en 1981, se transformó el escenario de la educación superior en Chile.

- Se produjo el desmembramiento de las Universidades del Estado.

- Las sedes regionales de la Universidad de Chile y de la Universidad Técnica del Estado (que en 1981 pasó a denominarse Universidad de Santiago), dieron origen a 14 nuevas instituciones universitarias estatales.

- La creación de estas instituciones se hizo sin que hubiere una visión de conjunto y estratégica respecto de las Universidades del Estado, capaz de reconocer la especificidad conceptual y jurídica de estas universidades, así como la relevancia de su misión y de sus funciones al servicio del país.

- En este escenario, la nueva realidad universitaria post 1981 difuminó el vínculo del Estado con sus instituciones de educación superior.

2. Relevancia de (re)asumir una visión de Estado

- Una de las motivaciones centrales del Gobierno de la Presidenta de la República Michelle Bachelet Jeria ha sido recuperar el rol del Estado en todos los niveles de enseñanza, a fin de propender hacia una sociedad más inclusiva, diversa, justa y democrática.

- En este contexto se enmarcan las reformas en educación superior:

Creación de las Universidades del Estado de O´Higgins y Aysén.

Creación de quince Centros de Formación Técnica Estatales.

Proyecto de ley sobre Educación Superior

3. Proyecto de ley sobre Universidades del Estado 

- El proyecto de ley sobre Educación Superior, ingresado en junio de 2016 a la Cámara de Diputados, contenía un Título VI relativo a la “Educación Superior Estatal”.

- A partir de la discusión de dicha iniciativa legislativa, se planteó la necesidad de diseñar un proyecto de ley con fisonomía propia, acorde a la relevancia y particularidad de las Universidades del Estado.

18 Universidades del Estado (de un total de 60 Ues.).

Creadas por ley.

Cuentan con 195.000 estudiantes (aprox.), lo que representa un 26,5% del total de la matrícula del sistema universitario.

4. Tramitación legislativa

[image: image2.png]13 de julio 2017 Ingreso del proyecto en la Camara de Diputados
(Boletin N° 11.329-04).

18 de julio Inicio de tramitacion en la Comisién de Educacion.
5 de septiembre  Votacién en general (aprobacion idea de legislar).
11 de octubre Despacho del proyecto Comisién de Educacion
17 de octubre Inicio de tramitacion en la Comision de Hacienda.
21 de noviembre  Despacho del proyecto Comisién de Hacienda

20 de diciembre  Aprobacion y despacho del proyecto. Sala de la
Camara de Diputados.

20 de diciembre Inicio del Segundo Tramite Constitucional (Senado).




II. OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY 

Objetivo general:

Establecer un marco jurídico que permita a las Universidades del Estado:

- Fortalecer sus estándares de calidad académica y de gestión institucional.

- Contribuir de forma permanente en el desarrollo integral del país, de conformidad a la especificidad de su misión, funciones y principios. 

- Regular su naturaleza, organización y funcionamiento desde una visión sistémica, estructurada y de largo plazo.

Objetivos específicos:

1. Reconocer su especificidad conceptual y jurídica.

2. Explicitar el rol del Estado con sus Universidades.

3. Establecer las reglas básicas del gobierno universitario.

4. Velar por su calidad académica e institucional.

5. Modernizar su gestión administrativa y financiera.

6. Señalar el régimen jurídico de los académicos y funcionarios administrativos.

7. Promover el principio de coordinación.

8. Regular su financiamiento y un plan de fortalecimiento.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE LEY 

Título I. 
Disposiciones generales.

Título II. 
Normas comunes a las Universidades del Estado.

Título III. 
De la coordinación de las Universidades del Estado.

Título IV. 
Del financiamiento de las Universidades del Estado.

Título V.
Disposiciones finales.

Artículos transitorios.

I. DISPOSICIONES GENERALES

Párrafo 1°.- Definición, autonomía y régimen jurídico

[image: image3.png]Definicion

Naturaleza
juridica

Instituciones de educacion superior de caracter estatal
creadas por ley, para el cumplimiento de las funciones de
docencia, investigacion, creacion artistica, innovacién,
extension, vinculacién con el medio v el territorio, con la
finalidad de contribuir al fortalecimiento de la democracia, al
desarrollo sustentable e integral del pais y al progreso de la

sociedad en las diversas areas del conocimiento y dominios
de la cultura.

Son organismos auténomos, dotados personalidad juridica
de derecho publico y patrimonio propio.
Forman parte de la Administracién del Estado y se relacionan

con el Presidente de la Republica a través del Ministerio de
Educacién.
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Autonol académica: organizar por si mismas sus
planes y programas de estudio y sus lineas de
investigacion. Esta vertiente de la autonomia se funda en
el principio de libertad académica, el cual comprende las
libertades de catedra, de investigacion y de estudio.

Autonol adm tratlva estructurar su régimen de
gobierno y de funt
sus estatutos y reglamentos universitarios, teniendo
como limitacién las disposiciones de la ley.

Autonol econdmica: disponer y adl
recursos y bienes para el cumplimiento de su mi
sus funciones, sin la intervencion de autoridades u
érganos publicos ajenos a la Universidad.
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En virtud de la naturaleza de sus funciones y de la
autonomia académica, administrativa y econémica que las
rige, se refuerza la especificidad de estas instituciones
dentro de la Administracién del Estado.

Por lo tanto, se excluye a las Universidades del Estado del
parrafo 1° del titulo Il de la ley N° 18.575 Organica
Constitucional sobre Bases Generales de la Administracién
del Estado (LOCBGAE), el cual regula la organizacién
basica de los Ministerios, las Intendencias, las
Gobernaciones y los servicios publicos creados para el
cumplimiento de la funcién administrativa.





Párrafo 2°.- Misión y principios

[image: image6.png]Cultivar, generar, desarrollar y transmitir el saber superior
en las diversas areas del conocimiento y dominios de la cultura.

Contribuir a satisfacer las necesidades e intereses
generales de la sociedad, colaborando —como parte integrante
del Estado—en todas aquellas politicas, planes y programas que
propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artistico,
cientifico, tecnolégico, econémico y sustentable del pais, a nivel
nacional y regional, con una perspectiva intercultural.

Asumir con vocacién de excelencia la formacion de personas
con espiritu critico y reflexivo, que promuevan el didlogo racional
y la tolerancia, y que contribuyan a forjar una ciudadania
inspirada en valores éticos, democraticos, civicos, de respeto a
los pueblos originarios y de solidaridad social, elevando los
niveles de comprensién, de concienciay de responsabilidad en
lo que respecta al cuidado de todas las especies, de su entorno
o medio ambiente y su interdependencia.





[image: image7.png]Los principios que guian el quehacer de las Universidades del
Estado y que fundamentan el cumplimiento de su misién y de
sus funciones son:

« el pluralismo;

+ la laicidad;

« lalibertad de pensamiento y expresion;

« lalibertad de catedra, de investigacion y de estudio;
+ la participacion;

« la no discriminacién y la igualdad de género;

« la valoracion del mérito, la inclusion y la equidad;

« la cooperaci
« la pertinencia;
« latransparencia y el acceso al conocimiento.





Párrafo 3°.- Rol del Estado

[image: image8.png]educacion
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El Estado debe fomentar la excelencia de todas sus
Universidades, promoviendo la calidad, la equidad
territorial y la pertinencia de las actividades docentes,
académicas y de investigacion, de acuerdo con las
necesidades e intereses del pais, a nivel nacional y
regional.

El aumento de matricula de las Universidades del
Estado debera velar por el desarrollo de areas
pertinentes y estratégicas para el pais y la regién en la
que se emplace la universidad, de acuerdo a sus
respectivos Planes de Desarrollo Institucional.

Lo dicho es sin perjuicio de la obligacién del Estado de
velar por la calidad y el correcto funcionamiento del
sistema de educacion superior en su conjunto.
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Acceso al
conocimiento

El Estado debe promover una visién y accién
sistémica, coordinada v articulada en el guehacer de
sus instituciones de educacion superior, a fin de

facilitar la colaboracién permanente de estas
instituciones en el disefio e implementacién de
politicas publicas y proyectos de interés general, de
acuerdo a los requerimientos del pais y sus regiones,
con una perspectiva estratégica y de largo plazo.

El Estado debe promover el acceso abierto del
conocimiento que se genera al interior de sus
instituciones de educacién superior, con el objeto de
contribuir al desarrollo social, cientifico y cultural del
pais.





II. NORMAS COMUNES

Párrafo 1°.- Del Gobierno Universitario

- Se regulan los órganos superiores de las Universidades del Estado:

1. Consejo Superior

2. Rector.

3. Consejo Universitario.

- Además, se establece un órgano de control y de fiscalización interna: Contraloría Universitaria.
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superiores

Consejo
Superior

Maximo érgano colegiado. Define la politica general de
desarrollo y las decisiones estratégicas de la institucion,
velando por su cumplimiento, de conformidad a la misién,
principios y funciones de la Universidad.

Integrantes:

a) Dos representantes nombrados por el Presidente de la
Republica.

b) Cuatro miembros de la Universidad nombrados por el
Consejo Universitario. Dos de ellos deben ser
académicos de las dos mas altas jerarquias, y los dos
restantes deben corresponder a un funcionario no
académico y a un estudiante, respectivamente.

c) Dos egresados de destacada trayectoria.

d) El Rector.
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Rector
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Maxima autoridad unipersonal. Representante legal de la
institucion y jefe superior del servi Le corresponde dirigir,
orgal ry ad rar la Universidad; supervisar el
cumplimiento de las actividades académicas, administrativas
y financieras; dictar los reglamentos, decretos y resoluciones;
ejercer la potestad disciplinaria; responder de su gestiony
desempefiar las demas funciones que la ley o los estatutos le
asignen.

Se elige de conformidad al procedimiento establecido en la
ley N° 19.305. No obstante, estas instituciones deberan
garantizar el derecho a voto todos los académicos con
nombramiento o contratacién vigente y que desempefien
actividades académicas de forma regular y continua.

Durara 4 afios en su cargo. pudiendo ser reelegido por una
sola vez para el periodo inmediatamente siguiente.





[image: image12.png]Consejo Universitario Organo colegiado representativo de la
comunidad universitaria. Ejerce funciones
resolutivas en las materias relativas al
quehacer académico e institucional de la
Universidad.

Estara integrado por académicos, funcionarios
no académicos y estudiantes, con derecho a
voto, de acuerdo al nimero y ala proporcién
que definan sus estatutos. Con todo, la
participacion de los académicos en este
Consejo no podra ser inferior a 2/3 del total de
sus integrantes.

Sera presidido por el Rector.





[image: image13.png]Contraloria
Universitaria

Organo responsable de ejercer el control de
legalidad de los actos administrativos de las
autoridades de la Universidad (ex ante) y de
auditar la gestion y el uso de los recursos de
la instituci (ex post).

Estara a cargo del Contralor Universitario.
Abogado con experiencia profesional de, a lo
menos, 8 afios.

Sera nombrado por el Consejo Superior por un
periodo de 6 afios, pudiendo ser designado por
una sola vez para el periodo siguiente.

El Contralor esta sujeto a la dependencia técnica
de la Contraloria General de la Republica.





Párrafo 2°.- De la calidad y acreditación institucional

[image: image14.png]Calidad institucional

Aseguramiento de la
calidad y procesos
de acreditacion

Las Universidades del Estado deben orientar su
quehacer institucional de conformidad a los
criterios y estandares de calidad del sistema de
educacion superior, en funcion de las
caracteristicas especificas de cada institucion, la
misién reconocida en sus estatutos y los objetivos
estratégicos declarados en sus respectivos Planes
de Desarrollo Institucional.

Estas instituciones deberan determinar un érgano
o unidad responsable y mecanismos que permitan
coordinar e implementar los procesos de gestién,
evaluacion y aseguramiento de la calidad, asi
como los procesos de acreditacion de la
Universidad y de sus respectivas carreras y
programas académicos.




[image: image15.png]Planes de En caso que una Universidad del Estado pierda su

tutoria acreditacion institucional u obtenga una inferior a cuatro
anos, el Ministerio de Educacién designara a otra Universidad
del Estado para que se desempefie como institucion tutora.

La institucion tutora presentara al Ministerio de Educacién un
plan de tutoria, el que tendra caracter vinculante para ambas
instituciones de educacién superior, y cuyas medidas seran
financiadas con cargo a los recursos establecidos para la
universidad tutorada en su respectivo convenio marco.

El plan debera comprender el fortalecimiento integral de las
actividades de la universidad tutorada, con especial énfasis en
aquellas materias que fueron objeto de observaciones por parte
de la Comisién Nacional de Acreditacién.

Tanto el régimen de tutoria, como el plan de tutoria, cesaran
cuando la universidad tutorada obtenga una acreditacién
institucional de al menos cuatro afios.





Párrafo 3°.- De la gestión administrativa y financiera

- Las Universidades del Estado requieren un tratamiento de derecho público diferenciado que facilite y agilice su gestión institucional. 

- Se establece un régimen especial en las siguientes materias:

1.  Normas sobre compras públicas.

2.  Autorización para ejecutar y celebrar actos y contratos. 

3. Exención de tributos.

4. Régimen excepcional de la toma de razón.

[image: image16.png]1.Compras Se excluyen de la ley N° 19.886:
publicas a) Los convenios que celebren con los organismos que
formen parte de la Administracion del Estado y los que
celebren las Universidades del Estado entre si.

b) Los contratos con personas juridicas extranjeras o
internacionales para el suministro de bienes muebles
necesarios para el cumplimiento de sus funciones y que,
por sus caracteristicas especificas, no puedan ser
adquiridos en Chile

Se establece un régimen especial de licitaciéon privada o
trato directo cuando la licitacién publica ponga en riesgo la
oportunidad, la finalidad o la eficacia de actividades o
proyectos propios de las Universidades.

2.Actosy Las Universidades del Estado podran ejecutar y celebrar
contratos todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento
de su misién y de sus funciones.
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Las Universidades del Estado estaran exentas de
cualquier impuesto, contribucién, tasa, tarifa, patente y
otras cargas o tributos.

Los actos de las Universidades del Estado no estaran

afectos al tra de la toma de razoén de la CGR,

salvo en los siguientes casos:

1) La adquisicién y enajenacion de bienes inmuebles.

2) Las operaciones de endeudamiento o de crédito
que comprometan el patrimonio de la institucion a
través de hipotecas o gravamenes.

3) Los contratos para el suministro de bienes muebles,
de prestacion de servicios, de construccién y obras,
a partir de 20.000 UTM.

4) Las desvinculaciones de su personal académico y
no académico.





Párrafo 4°.- De los académicos y funcionarios

[image: image18.png]Académicos

Funcionarios
no académicos

Tienen la calidad de funcionarios publicos.

Se rigen por los reglamentos que establezcan las
respectivas Universidades y, en lo no previsto por dichos
reglamentos, por las disposiciones del Estatuto
Administrativo.

Obligacion de establecer un reglamento de carrera

académica.

* Req os objetivos de mérito.

« Principios de excelencia, pluralismo, no
discriminacion, publicidad y transparencia.

* Regulacién de las funciones, derechos y obligaciones
de los académicos.

Tienen la calidad de funcionarios publicos.

Se rigen exclusivamente por las normas de la ley N°
18.834 sobre Estatuto Administrativo.




III. DE LA COORDINACIÓN

Párrafo 1°.- Principio basal y objetivos 

[image: image19.png]Materias Contenidos

Principio de  Las Universidades del Estado deberan actuar de

coordinacion conformidad al principio de coordinacidn, con el propésito
de fomentar una labor conjunta vy articulada en todas aquellas
materias que tengan por finalidad contribuir al progreso
nacional y regional del pais, y a elevar los estandares de

ad de la educacion publica en todos sus niveles, con una

visioén estratégicay de largo plazo.

Ambitos de 1. Colaboracién con los érganos del Estado en la

coordinacion elaboracion de politicas, planes y programas que
propendan al desarrollo cultural, social, territorial,
artistico, cientifico, tecnolégico, econémico y sustentable
del pais, a nivel nacional y regional, contribuyendo a
satisfacer los intereses generales de la sociedad y de las
futuras generaciones.

2. Las Universidades del Estado deberan colaborar entre si
y con otras instituciones de educacion.





Párrafo 2°.- Consejo de Coordinación

[image: image20.png]Consejo de Tendra por finalidad promover la accién articulada y
Coordinacion  colaborativa de las Universidades del Estado. En este

de marco, elaborara propuestas para la conformacioén de
Universidades redes de cooperacion en areas de interés comun para
del Estado estas Universidades, especialmente en materias de gestion

institucional, docencia, investigacion, extensién y
vinculacion con el medio.

Integrantes:
= Cinco rectores de Universidades del Estado, de los

cuales al menos tres deben ser de instituciones cuyo
domicilio principal esté ubicado fuera de la region
Metropolitana;

= Autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de
educacion, ciencia y tecnologia, cultura y desarrollo
productivo.

Sera presidido por el Ministro de Educacién.




IV. DEL FINANCIAMIENTO

Párrafo 1°.- Fuentes de financiamiento
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Otras fuentes de
financiamiento

Financiamiento permanente.
Los montos de este instrumento seran establecidos en
la Ley de Presupuestos de cada afio.

Con todo, en ninglin caso podran ser inferiores a los
recursos contemplados en la Ley de Presupuestos del
afio 2016 (ley N° 20.882).

Sus criterios de distribucién seran fijados mediante un
decreto dictado anualmente por el Mineduc, suscrito
ademas por el Ministro de Hacienda.

Lo anterior es sin perjuicio de los aportes que les
corresponde percibir a las Universidades del Estado en
virtud del AFD, de los recursos publicos a los que
puedan acceder a través de fondos concursables u
otros instrumentos de financiamiento, y de los ingresos
que sefialen sus respectivos estatutos.




Párrafo 2°.- Plan de Fortalecimiento
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Los recursos ascenderan a $150.000.000 miles. Esta
cantidad se di r4 en montos anuales, segun lo
establezcan las Leyes de Presupuestos
correspondientes, las cuales deben considerar al menos
los recursos de la asignacioén “Plan de Fortalecimiento
Universidades Estatales” establecida en la ley N° 20.981.

Se debe crear un Comité del Plan de Fortalecimiento,
el que tendra a su cargo la aprobacion, supervisién y
seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por
las Universidades del Estado que se financien en virtud
del Plan.

El Comité estara integrado por el Ministro de Educacion,
quien lo presidira, y cinco rectores de Universidades del
Estado, de los cuales al menos dos deben ser de
instituciones cuyo domicilio principal esté ubicado fuera
de la region Metropolitana.





V. DISPOSICIONES FINALES
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Las Universidades del Estado deberan establecer, a
través de reglamentos, una politica de propiedad
intelectual e industrial que permita fomentarlas
actividades de investigacién, creacion e innovacion de
sus académicos. resquardando los derechos de estas
instituciones. Asimismo, dichos reglamentos estableceran
las formas de acceso publico al conocimiento creado en
las Universidades del Estado.

Deberan considerar especialmente para la elaboracion
de sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, los
planes de desarrollo de la regién a la gque pertenezcan, a
fin de que exista entre ellos la debida correspondenciay
armonia.

En los procesos de reubicacién de estudiantes, el
administrador de cierre debe considerar de manera
preferente a una Universidad del Estado.





ARTICULOS TRANSITORIOS

[image: image24.png]Modificacion = Las Universidades del Estado deberan proponer al
de estatutos Presidente de la Republica, por intermedio del Ministerio
de Educacion, la modificacién de sus estatutos dentro del

plazo de tres afios desde la entrada en vigenciade la ley.

= Las instituciones cuyos estatutos hayan entrado en
vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990,
deberan proponer al Presidente de la Republica, por
intermedio del Ministerio de Educacién y dentro del mismo
plazo de tres afios, un mecanismo institucional permanente
que asegure la participacién y corresponsabilidad del
Estado en la aprobacion del Plan de Desarrollo
Institucional y del presupuesto de la Universidad.

Publicidad y Parallevar a cabo lo anterior, las Universidades del Estado

participacion deberan adoptar procesos publicos y participativos en que
intervengan los distintos estamentos de la comunidad
universitaria.
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Para la aplicacién de la norma sobre la eleccién del Rector, se
considerara como primer periodo del cargo aquel que haya
asumido bajo la vigencia de la presente ley.

Alas nuevas universidades estatales no les seran exigibles

los requisitos de acreditacion institucional y de carreras, para
efectos de acceder a fondos otorgados por el Estado o que
cuenten con su garantia mientras esté pendiente el plazo
maximo para obtener la acreditacion institucional de acuerdo a
la ley que las cred (N° 20.842).

= 1 afio para dictar el decreto supremo que creara el Consejo
de Coordinacién de Universidades del Estado.

= 6 meses para dictar el decreto supremo que creara el
Comité del Plan de Fortalecimiento.

Las Universidades del Estado estaran adscritas a la politica
de gratuidad universal de conformidad a las reglas
establecidas en la Ley sobre Educacion Superior o en la Ley
de Presupuestos, segln corresponda.





Enseguida, hizo uso de la palabra el Presidente del Consorcio de Universidades del Estado (CUECH), y Rector de la Universidad de Chile, señor Ennio Vivaldi, quien efectuó la siguiente presentación:

Proyecto de Ley sobre Universidades del Estado

Parte 1. Contexto

Universidades Estatales

Factor de Identidad

- Las universidades estatales han sido fundamentales en la construcción y desarrollo de la Nación chilena, y se han constituido en un factor de identidad principal.

- Están llamadas a jugar un rol decisivo en la construcción de la futura sociedad del conocimiento.

- Las diversas perspectivas ideológicas pueden diferir en cuanto a la magnitud del sector estatal y al énfasis relativo de sus diversas funciones, pero todas deben considerar a la universidad estatal como propia y todas deben responsabilizarse por ella.

- Todos los parlamentarios y personeros gubernamentales han de sentirse, por igual, orgullosos de que Chile cuente con un sistema de universidades estatales de excelencia.

Ejemplo virtuoso: el compromiso transversal con las universidades de O'Higgins y Aysén.

Rol regulador y rol proveedor

- UNESCO y OCDE afirman que toda institución educativa de propiedad y provisión estatal es pública.

- Enfatizamos la diferenciación de dos funciones distintas del Estado en educación: rol regulador y rol proveedor. Las frecuentes situaciones irracionales que han venido afectando a las universidades estatales proviene de olvidar esta diferenciación.

- El ejemplo insuperable: dado que un joven ingresa a una universidad estatal confiando en un proyecto educativo ofrecido por el ESTADO PROVEEDOR, si el Estado incumple en su rol proveedor y esa universidad no acredita satisfactoriamente, entonces el ESTADO REGULADOR castiga a ese joven, negándole la gratuidad. (Caso digno de sendas páginas doradas en los libros de Ripley y Guinness).

Principios Orientadores

- La Universidad puede concebirse como una comunidad de maestros y discípulos destinada al cultivo del saber, interesada en la investigación e innovación, donde el estudiante pasa algunos años que recordará y valorará como los más decisivos de su formación intelectual y profesional.

- Al solicitar que el Estado asuma su responsabilidad con las universidades estatales, nuestro propósito no es ir en desmedro del resto de las universidades, en tanto el Estado es libre de fijar las normas que estime conveniente hacia ellas.

- No tiene sentido hablar de “trato preferente” del Estado con sus universidades, en tanto se trata de una sinergia e identidad de misión.

- En resumen, queremos que vuelvan a existir universidades públicas de verdad.

Elementos diferenciadores

- Debemos reinstalar en Chile los atributos que definen a las universidades estatales.

Deben ser integradas como parte del sistema fiscal.

Tienen la obligación de alinearse con el desarrollo estratégico que la Nación define soberanamente.

- El Estado tiene el derecho a exigir ciertas políticas (e.g. inclusión de estudiantes vulnerables), proponer ciertos objetivos (e.g. investigaciones sobre sustentabilidad) y promover ciertos valores a las universidades estatales, derecho que no tiene para el resto del sistema.

- El Estado tiene el deber de ofrecer a la Nación universidades pluralistas, laicas e inclusivas, que fomenten el desarrollo cultural, social y económico de las regiones y el país.

La idea de “captura”

La nueva y falsa idea de “captura” de las universidades por sus comunidades:

- Las universidades estatales son parte del Estado y le deben su quehacer a la academia, sus estudiantes y a la Nación. Los funcionarios y académicos mantienen una gran responsabilidad asociada a su condición de empleados públicos.

- En la práctica, estas instituciones financian adquisiciones de bienes que pasan a ser de propiedad del Estado.

- Proponemos una cultura de confianza entre el Estado y sus universidades.

- Chile y el mundo han sabido compatibilizar dos ideas esenciales para las universidades públicas: su sinergia con las políticas estratégicas del país y su autonomía.

- El Estado debe poder garantizar la sustentabilidad de sus universidades, por ejemplo, en términos de su calidad.

Matrícula estatal y evolución en el sistema 
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¿Libre elección de universidad?

Matrícula Estudiantil y Puntaje PSU (Medicina) –Región Metropolitana
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Preferencia de los estudiantes y eficiencia institucional
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Primera preferencia de postulantes 2016 con puntaje promedio lenguaje-matemática >= 650

Según universidad e ingreso bruto familiar
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La red de Universidades Estatales

- Las universidades estatales deben trabajar en red.

- El CUECH ya tiene proyectos de desarrollo conjunto en docencia de pregrado (con especial énfasis en movilidad), investigación y extensión.

Red de Investigación:

- Redes para investigación conjunta en áreas de alto impacto nacional y regional

- Crecimiento sostenido de publicaciones científicas

- Extensa Interacción con instituciones de otros países
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Aquí sí somos públicos
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Parte 2. Valoramos

Plan de fortalecimiento

- Valoramos que se reconozcan las especificidades de las universidades estatales y que se proponga un plan de fortalecimiento, si bien ambas cuestiones podrían ser abordadas con mayor profundidad.

- Valoramos que el Estado garantice mecanismos de financiamiento para mejorar la calidad y aumentar la oferta académica e infraestructura de sus Instituciones.

Medidas para asegurar la calidad en las universidades estatales

- Valoramos la tutela para asegurar la calidad en las universidades estatales: el Estado tiene el deber de proveer educación de excelencia. La ley debe enfatizar el aseguramiento de la calidad por parte del Estado proveedor. El enfatizar el castigo por parte del Estado regulador ante eventuales falencias, solo delata la voluntad de eludir su responsabilidad.

- Imaginemos que en respuesta a la situación de un hospital público que funcione mal, el Estado resuelve comenzar a cobrarle a los pacientes que son atendidos en ese hospital. Consideremos la conducta de la autoridad sanitaria cuando la inspección de un local comercial de venta de comida y de un local de la JUNAEB resultan insatisfactorio. El primero debe ser clausurado y el segundo debe ser intervenido inmediatamente.

- Son ideas afines a enfatizar: la responsabilidad en el aseguramiento de la calidad, el rol del sistema de estatales en garantizar calidad en cada una de sus universidades y la inclusión de dimensiones adicionales específicas en la acreditación de las estatales.

Consejo de Coordinación

- Por fin un ente público que articule a las estatales entre sí y con el resto del Estado:

- Valoramos la creación de un Consejo de Coordinación para las universidades estatales

- En el Consejo deben estar todos los rectores junto a representantes del gobierno, parlamento y otros organismos del Estado.

- El Consejo debe articular y promover el trabajo en red.

- El Consejo debe sistematizar y promover la relación de las universidades estatales entre sí y con el resto del Estado. Así estas cumplirán con su compromiso institucional con el ámbito público.

- Es una instancia de gran potencial para el diálogo articulador entre las universidades estatales y el resto del Estado.

Parte 3. Proponemos

Necesaria claridad conceptual acerca de:

3.1 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario.

- Distinguir entre Rol Proveedor/Regulador

- Enfatizar aseguramiento de calidad sobre castigo por incumplimiento

3.2 Las universidades estatales son parte constitutiva y armónica del Estado.

- Relación de las universidades estatales con el resto del Estado

3.1 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

El Estado tiene la responsabilidad de proveer educación superior de calidad, en un ambiente pluralista, inclusivo y laico, cumpliendo tareas de investigación y transmisión cultural.

3.1.1 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

El Estado debe proveer educación superior de excelencia: El rol del Estado es garantizar la excelencia de sus universidades a lo largo de todo el territorio nacional.

Reformar el rol del Estado en cuanto debe “garantizar” la excelencia de sus universidades, en el marco de los establecido en esta misma ley, reemplazando el concepto “fomentar”. (Artículo 7°)

3.1.2 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

Las universidades estatales deben garantizar en cantidad y calidad un proyecto educativo a lo largo en todo el territorio nacional: Al limitar el aumento de matrícula de las universidades estatales se sigue consolidando la oferta privada sobre los proyectos académicos de carácter público. La relación 15% de matrícula estatal versus el 85% de matrícula privada se perpetúa.

Eximir a las universidades estatales de limitación al aumento de la matrícula, aclarando que esta debe quedar sujeta a las necesidades que el Estado reconozca en una región determinada y los estándares de calidad de la Universidad. (Artículo 7)

Eximir de limitación de vacantes para efectos de recibir financiamiento público, si tienen un nivel de acreditación por sobre la media. (Artículo 52)

3.1.3 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

En el Consejo de Coordinación de las Universidades del Estado deben estar presente los rectores de todas las universidades estatales. Su rol es coordinarlas entre sí y con el resto del Estado. Su sentido es promover el trabajo colaborativo en red contribuyendo a que todas cumplan con exigentes estándares de calidad. Su funcionamiento puede basarse en comisiones temáticas que faciliten la fluidez del trabajo.

Incorporar a la totalidad de los rectores al Consejo de Coordinación de las Universidades del Estado. (Artículo 50)

3.1.4 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

En dos oportunidades el proyecto de ley considera sanciones ante eventuales incumplimientos a exigencias establecidas a las universidades estatales:

Caso 1: Si obtuvieran menos de cuatro años de acreditación son castigadas con la pérdida de financiamiento fiscal.

El carácter de universidad estatal tiene implícito el compromiso por parte del Estado de asegurar el buen funcionamiento de su institución. Por lo tanto, en una eventual falencia, el Estado no puede desentenderse de su responsabilidad.

- Proponemos que las instituciones que estén en esta situación estén obligadas a someterse a un plan de tutoría a cargo de una universidad estatal que cuente con altos estándares de calidad, sin perder sus fuentes de financiamiento público.

Incorporar este criterio en las normas de financiamiento. (Artículo 52)

3.1.5 Responsabilidad del Estado ante el sistema universitario

Caso 2: Si incumplieran con la obligación de presentar propuestas de modificación a los estatutos en un plazo de tres años.

- Entendemos que hay diversas formas alternativas de obligar a su observancia. Por ejemplo: que exista un estatuto básico predeterminado que deban asumir en caso de no haber generado uno propio.

No debe existir una sanción económica por incumplir la obligación de presentar una propuesta de modificación a los estatutos dentro de los tres años de la vigencia de la ley (Artículo 1° transitorio).

3.2 Las universidades estatales son parte del Estado.
3.2.1 Las universidades públicas son parte del Estado.

Otorgar al Convenio Marco grados de flexibilidad compatibles con el cumplimiento adecuado de la labor universitaria. Debe además establecer montos específicos para las universidades regionales.

- Proponemos que para las rendiciones de cuenta de estos recursos se determine su forma y oportunidad en una normativa especial que apruebe el Ministerio para estos efectos.

Redefinir el Convenio Marco y facultar al Ministerio para regular la rendición de estos recursos (Artículo 51)

3.2.2 Las universidades públicas son parte del Estado.

Terminar con la limitación a los traspasos de recursos desde el Fisco a las universidades estatales. El artículo 3° de la Ley N°20.044 exige siempre autorización de una ley para que un organismo público haga transferencias a una universidad del Estado, restringiendo la colaboración entre estas entidades.

- Modalidades que se establezcan por la vía de convenios u otros instrumentos son perfectamente posibles.

Se debiera incorporar un artículo final que resuelva este asunto.

3.2.3 Las universidades públicas son parte del Estado.

Corregir los criterios de deuda y patrimonio para efectos de la autorización que otorga el Ministerio de Hacienda al endeudamiento a largo plazo de las universidades.

- Deben considerarse solo los pasivos correspondientes a obligaciones con instituciones financieras y no los recursos por conceptos de proyectos, que muchas veces se deben rendir al propio Estado.

Se debiera incorporar un artículo final que resuelva este asunto.

3.2.4 Las universidades públicas son parte del Estado.

Resolver el creciente desequilibrio que anualmente se produce entre el reajuste de las remuneraciones al personal del sector público y los aportes que por la vía de la Ley de Presupuesto se entregan a las instituciones (basales y gratuidad, por ejemplo). Esto genera un déficit creciente pues el Índice de Reajuste al Sector Público supera al IPC.

Si a nuestros funcionarios se les aplican todas las normas del Estatuto Administrativo, es impresentable no otorgarles el mismo reajuste que reciben los demás funcionarios públicos.

Se debiera incorporar un artículo final que resuelva este asunto.

3.2.5 Las universidades públicas son parte del Estado.

Otorgar tratamiento de organismo estatal en compras públicas.

Castigar a las universidades públicas como si fueran empresas privadas contraviene su naturaleza y genera situaciones kafkianas.

- Las universidades estatales tienen la obligación de apoyar la labor del Estado en los ámbitos de la investigación, servicios médicos, de alta tecnología, entre otros.

- Las universidades estatales son fiscalizadas por la Contraloría General de la República y sus funcionarios se rigen por el Estatuto Administrativo.

La inhabilidad para ofertar en los procesos de compras públicas sólo debiera operar en caso que la universidad no hubiera instruido un procedimiento disciplinario para determinar y sancionar a los responsables. (Artículo 32)

3.2.6 Las universidades públicas son parte del Estado.

Reconocer el vínculo docente - asistencial de los académicos que se desempeñan en los Servicios de Salud para resolver la situación de los profesionales de la salud, que tienen dos jornadas parciales: una para un hospital y otra para una universidad del Estado. Debe acordarse un sistema común de control y registro de las actividades para ambas instituciones.

Se debiera incorporar un artículo final que resuelva este asunto.

3.2.7 Las universidades públicas son parte del Estado.

Asimilar las asignaciones de los profesionales de los servicios de salud y los hospitales de las universidades estatales. Los profesionales de la salud de las universidades están excluidos de las asignaciones y beneficios de la “Ley médica” (N°20.982 y N°20.986), desincentivando y perjudicando la labor docente.

Se debiera incorporar un artículo final que resuelva este asunto.

Universidades que requieren atención especial

1. Por motivos de equidad y soberanía. En este caso estarían las siguientes regiones: Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Atacama, Los Lagos, Aysén y Magallanes.

2. Las universidades recién creadas (O'Higgins y Aysén). Los montos de los aportes por instrumentos de financiamiento mediante Ley de Presupuestos (a excepción del AFD) no deben ser inferiores al promedio recibido por los mismos conceptos por las universidades estatales regionales.


A continuación, intervino el Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), y Rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle. Desarrolló la siguiente presentación:

Observaciones sobre Proyecto de Ley de Universidades del Estado

CONSIDERACIONES PREVIAS

- El proyecto se elaboró en un ambiente de diálogo entre el Mineduc y el Consorcio de Universidades Estatales, no obstante los explicables desacuerdos que hubo.

- Este proyecto de ley representa un avance cualititativo en la institucionalidad del sistema de educación superior.

- Diseña una institucionalidad común para la relación del estado con sus universidades.

- Fortalece un vínculo necesario y rectifica desequilibrios que constituían restricciones graves para la gestión y desarrollo de estas instituciones.

- Las universidades estatales no son meros servicios administrativos ni empresas públicas y en cuanto instituciones académicas requieren a la vez autonomía respecto del Estado.

CONTENIDOS RELEVANTES DEL PROYECTO

- Permitirá una mejor gestión administrativa para la consecución de sus objetivos.

- En cuanto a su estructura de gobierno, después de las indicaciones que el Gobierno introdujo, concilia bien participación, autonomía y carácter estatal.

- Genera un sistema de distribución de competencias y control recíproco adecuados para su misión y fines públicos.

- Mejora el régimen de contratación y gestión financiera.

- Crea condiciones favorables para una mayor articulación entre las universidades.

OPINIONES DESDE EL CONSEJO DE RECTORES

- Al interior del Consejo de Rectores existe una valoración del proyecto de universidades estatales con observaciones críticas de carácter específico.

- Existen miradas distintas respecto de la separación que esta ley pueda generar entre las instituciones estatales y no estatales.

- En especial la existencia de un Consejo de Coordinación que agrupe sólo a las universidades estatales;

- La eventual diferenciación en el financiamiento basal.

- Existe un apoyo unánime del CRUCH para disminuir la carga de control administrativo sobre las universidades estatales.

CONSIDERACIONES SOBRE LAS OBSERVACIONES ANTERIORES

- Este proyecto de ley da lugar a una relación específica del estado con sus universidades.

- Ello no es incompatible con el vínculo que ya tiene el estado con las universidades no estatales que componen el Consejo de Rectores ni con otras instituciones.

- En cuanto al Consejo de Coordinación, el proyecto no lo concibe como alternativa al Consejo de Rectores.

- El Consejo de Coordinación llevaría a cabo tareas de articulación para objetivos específicos.

- En materia de financiamiento, para efectos de que no se produzca una condición disminuida, el Consejo de Rectores ha solicitado que el aporte basal por desempeño para las universidades no estatales, se incorpore en el proyecto de ley de Educación Superior.

CRÍTICAS AL PROYECTO APROBADO EN LA CÁMARA

- El proyecto no contiene un plan de fortalecimiento de las universidades estatales.

- Sanción económica por no adecuación de los estatutos.

- Sanción por menor acreditación: Las universidades estatales, en caso de perder el nivel de acreditación que les habilita para la gratuidad, deben contar con los recursos para la continuidad de sus funciones, siempre y cuando se sujeten a un plan de fortalecimiento específico. 

- Necesidad de evitar eventual duplicidad de régimen sancionatorio, tanto de CGR como de la Superintendencia.

- El proyecto debería derogar el artículo 3º de la Ley 20.044, que impide transferir recursos a las universidades del estado, salvo que sea mediante una ley especial.

CONCLUSIONES

- El proyecto, si bien está lejos de dar un trato preferente a las universidades del estado, las dota de un régimen jurídico propio.

- El proyecto puede contribuir a una mejor gestión, rectificando en parte la condición desfavorable que representaba su carácter estatal.

- Reconoce niveles de participación razonables en los órganos colegiados, condición que afirma su carácter y fines de institución pública.

- Con todo, la posibilidad de aprobar este proyecto en la presente legislatura constituye una oportunidad histórica para las universidades del estado.  


Posteriormente, expuso ante las Comisiones unidas el Director del CUECH y Rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Manuel Zolezzi, quien llevó a cabo la siguiente presentación:

PROYECTO DE LEY SOBRE UNIVERSIDADES ESTATALES

Financiamiento

De acuerdo al Artículo IV del Proyecto de Ley, las universidades del Estado contarán con:

1. Aporte Basal: Convenio Marco. Piso mínimo equivalente a lo establecido en la Ley de Ppto. de 2016: M$46.539.593. Cabe señalar que los ingresos totales de las universidades estatales en 2015 ascendieron a M$985.110.808, según Informe Financiero SIES.

2. Plan de Fortalecimiento (sin límite y años) de M$150.000.000

3. Aportes DFL N° 4, de 1981 (AFD), fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado (incorporando criterios de apoyo a universidades del Estado, preferentemente de regiones) más los ingresos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros…..GRATUIDAD
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Por lo tanto, en términos de financiamiento, para hablar del proyecto de ley sobre universidades del Estado se requiere además, contextualizarlo en el marco del proyecto de ley sobre Educación Superior en el cuál se establece la GRATUIDAD y el principal escenario en el que se desenvolverán las universidades estatales:

1. UN SUB-SISTEMA REGULADO (GRATUIDAD)

2. UN SUB-SISTEMA DESREGULADO (ACCESO A BECAS Y CRÉDITOS)

SUB-SISTEMA 1

IES estatales (acceden a gratuidad por ley) e IES privadas que adscriben a gratuidad (voluntariamente y con posibilidad de renunciar)

Financiamiento:

Gratuidad, becas y créditos con o sin garantía estatal

Regulaciones

1. Límite de vacantes y aranceles de referencia

2. Regulación co-pago aranceles reales (transición)

3. Sistema Único Admisión, Subsecretaría y CNA

4. Superintendencia para todo el sistema, además de CGR, sólo para IES estatales

SUB-SISTEMA 2

IES privadas que no adscriben a gratuidad

Financiamiento:

Becas y créditos con o sin garantía estatal

Regulaciones

1. Sin límite de vacantes, sin límite de co-pago, aranceles de referencia

2. Límite de acuerdo a Ley de Presupuesto de cada año para becas y créditos

3. Sistema Único Admisión,

4. Superintendencia y CNA
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Financiamiento por Gratuidad

- El financiamiento por GRATUIDAD en 2017 se estima en M$238.602.439(*) para las ues. estatales, por lo tanto, el CMarco2016 representa cerca de un 20% de este valor. 

La GRATUIDAD, sin ser un financiamiento basal, implica mayores recursos para las universidades estatales.

GRATUIDAD/BENEFICIARIO es menor en universidades estatales (M$2.915 versus M$3.135 (úes. G9) y M$3.086 (úes. Privadas adscritas a gratuidad).

GRATUIDAD SE REAJUSTA POR IPC y el mayor costo en universidades estatales se reajusta por IRSP (2,5% en 2017)

Fuente: Presentación Mineduc. Jornada Informativa Gratuidad, 2017. 

Departamento de Financiamiento Estudiantil, DIVESUP.

Las Ues. estatales han mantenido aranceles menores
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Fuente: Promedio simple Aranceles Reales y de Referencia: www.becasycreditos.cl, 2014

Estimación gratuidad 2017. Univ. Estatales

[image: image37.png]UNIVERSIDADEs  Benefidados componentea) %Brecha  Componenteb)  Totalms  Relacion Gratuidad/

2017 Beneficiados M$.

U. DE CHILE 10.048 36.552.463  12,3% 4.500.168  41.052.631 4.086
U. DE SANTIAGO DE CHILE 9.100 26.845.884  158% 4232536 31.078.420 3415
U. DE VALPARAISO 7.407 20.684.066  7,2% 1.498.203  22.182.269 2.995
U. DE ANTOFAGASTA 2323 5890619  20,0% 1178124  7.068.743 3.043
U. DE LA SERENA 3.757 9372286  9,2% 857.927 10.230.213 2723
U. DELBIO-8I0 7117 18722246  00% 0 18.722.246 2631
U. DE LA FRONTERA 5179 14507.871  3,8% 555.937  15.063.808 2.909
U. DE MAGALLANES 1696 3.860.552  20,0% 772110 4.632.662 2732
U. DETALCA 5320 15340.626 13,6% 2092731 17.433.357 3277
U. DE ATACAMA 2963 6246710 124% 776789 7.023.499 2370
U. DE TARAPACA 4.747 12.875574  10,4% 1337.325 14.212.899 2.994
U. ARTURO PRAT 5053 8716672  3,6% 311.286  9.027.958 1787
U. METR. CS. EDUC. 1768 3490382  20,0% 698076  4.188.458 2369
U. DE PLAYA ANCHA 4563  9.571654  9,9% 948133 10.519.787 2305
U. DE LOS LAGOS 5744 9728805 182% 1.766.290  11.495.095 2.001
U. TECN. METROP. 4713 11.487.466  18,6% 2131669 13.619.135 2.890
U. DE O'HIGGINS 298 752147 200% 150.429 902.576 3.029
U. DE AYSEN 60 144479 2,9% 4.204 148.683 2.478

TOTAL UES. ESTATALES. 81.856 214.790.502 23.811.937 238.602.439 2915




Estimación gratuidad 2017. Universidades G9
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PU. CATOLICA DE CHILE 4043 14199309  20,0%  2.839.862 17.039.171 4214
U. DE CONCEPCION 10298  35.567.818 0,0% 0  35567.818 3.454
UL TEC. FED. SANTA MARIA 6738  17.382.040  20,0%  3.476.408  20.858.448 3.096
PUC. DE VALPARAISO 6.163  17.823.173  184% 3286239 21.109.412 3.425
U. AUSTRAL DE CHILE 6509 18965443  11,0%  2083.056 21.048.499 3.234
U. CATOLICA DEL NORTE 3414 10558316  106% 1115341 11.673.657 3.419
U. CATOLICA DEL MAULE 4428  10287.700  20,0%  2.057.540 12.345.240 2.788
U. CATOLICA DELASS

CONCEPCION 7.925 15552497  155%  2.403.385 17.955.882 2.266
U. CATOLICA DE TEMUCO 6347 15301646  14,6%  2229.047 17.530.693 2762

TOTAL UES. G9 55.865 155.637.942 19.490.878 175.128.820 3.135




Estimación gratuidad 2017. Univ. Privadas adscritas a gratuidad

[image: image39.png]Rel;

UNIVERSIDADES  Beneficiados c“’“":)"“"‘e % Brecha c“'"":)"e"“ Total M$  Gratuidad/
2017 Beneficiados

U. FINIS TERRAE 2509 6420234  200%  1.284.047 7.704.281 3071
U. DIEGO PORTALES 4.860 13.717.101 20,0% 2.743.420 16.460.521 3.387
U. AUTONOMA DE
CHILE 13724 35142617  200%  7.028523 42171140 3.073
U. CATOLICA SILVA
HENRIQUEZ 3727 8535034  200%  1707.007 10.242.041 2.748
U. ALBERTO
HURTADO 3.026 7.800.462 20,0% 1.560.092 9.360.554 3.093
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ESTIMACION DE GASTOS EN REMUNERACIONES ARIO 2018 y ESTIMACION COSTO IRSP.
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Fuente: Elaborado por Pablo Méndez. Académico U. de Valparaíso, en base a información financiera SIES 2016.

Primera Conclusión

- Por lo tanto, en el caso de la Gratuidad el arancel regulado ya es una desventaja para el sistema estatal. Más aún lo será si este se reajusta solo en el IPC.

- El Reajuste requerido para incrementar el arancel regulado de las universidades estatales es el IRSP.

- El Reajuste del Sector Público es muy difícil de no aplicar en una U. del Estado. En 2018, que se otorgó el 2,5%, se estima que  significará en términos estimados M$13.891.613

[image: image41.png]ussesTaTALES

UNIVERSIDAD OF TARAPACA
UNIVERSIDAD ARTURO PRAT

UNIVERSIDAD DE ANTOFAGASTA.
UNIVERSIDAD DE ATACAMA

UNIVERSIDAD DE LA SERENA

UNIVERSIDAD OE VALPARSO
UNIVERSIDAD DE PLAYA ANCHA DE CIENCAS OF
LAEDUCACION

UNIVERSIDAD OE GHILE

UNIVERSIDAD D SANTIAGO DE CHILE
URIERSIDAD METROPOLITANA O CIENCIAS OF
LAEDUCACION

UNIVERSIDAD TECNOLOGICA METROPOLITANA
UNIVERSIDAD DE OHIGGINS

UNIVERSIDAD DE TALCA.

UNIERSIDAD DEL810-80

UNIVERSIDAD OE LA FRONTERA
UNIVERSIDAD D LOSAGOS

UNIVERSIDAD OE AYSEN

UNIVERSIDAD DE MAGALLANES

T

TOTAL
MATRICULADOS.

ssis

1291

2%

947

2

1662

31

0216

2689

ass2

03

s

freey

12880

1083

60

%

asis

core

A0 (55%)

sams

2450716

2871080

1670072

4252067

404307

2769686

38300576

a6t

aat0ms

om0

2650627

18475328

saisess

9363830

2652183

2600627

1987897

e

wo(%)

ssss
3266
05620
37385
168120
156962
167559
1379352
P
s

29705

105

2

onss

e

s6054

134161

|

aroToTAL

0032682

2493385

o760

1708057

sas0191

s20129

2937255

0150468

105

sas6s02

201065

2630527

1553200

sas2138

11285597

2709277

2630627

212058

bereznrs




[image: image42.png]Cilras: Mies de Pesos Dciembre delAno 2018

s pARTCPACN D L4 Ajos et st | orenencis loate DIFERENCA | PERDIDA ACUIL

e Tow | w491 | ans |oreRencu] ERDDA | ORGNAL | oToRGaDo [ bFERENc| acumuLaba |meLconvenio
arowts | % % % % s s w | e s

lucn s am | mae | s | aum | ez ssssanl 2sen | mewan | s

lpuc sousn| nan | maw | ams | aoge | mssan| asswss| sonirs | asnen

|ucon wiman sme | ame | o | asae | sesss| ssmo| saman | mesas

lPucy s s | s | e | wse | emas numa| amas | awan

luTsm sy s | ser | | s astsany| rusmen| ssmaw | ssssss

|usack s 1wt | osms | oo | asw | maseas| nassss| azerss | stssass

|uacH sswots| sy | ot | s | s | wssess]  eswas| 2w | ssen

luen sossal sms | am | oagse | ars | nonss|  semsel sswan | ssesss

lovaL aan|ast | e |4 | sz swegn] aman| 226 | B2

|uanT sssian| ams | m | aste | asam sausss|  sman| aamas | 1303

lus s s | | wm | aaw sssm| s sz | nsan

|ues soiman| ot | oams | am | s saes| sl s | nmama

|uFRO. wamosn| 13 | am | am | s | eonssf wemss| smerm | s

lumag s oms | ase | o | aam rssan) 2emsn| sswr | anan

e wass| e | esn | oses | essw | aswsnf smase| mssae | ssessezs

|uaTa wss| oms | ams | o | e wassrss] wmas| wewr | tsemsns

|uTAR sswam| ass | s | st | swsss | omsezsef  sseom| resum | msnrms

|uapR wswan| oms | e | ey | wesw | werest| aswas asmam | zsmes

|umce wosas| s | o | aan | o asiats]  assass| 2sms | amaran

|upLa. asss| asn | s | oess | e | assesss 2awsn| wees | aman

[uTEm wsnan| om | s | | s wans|  samass| 2s0m | wasas

luag anm| o | s | e | esm s 2iman| 13w | w263

luem EETERE T IR T A U s 237 rgsam | teanars

lucsc 1w oms | e | e | s | swas| amar | smess

luere PRSP e PP, il sl anmr | swmrans





Financiamiento a la Demanda
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Fuente: CGR. “Financiamiento Fiscal a la Educacion Superior’, 2015

Segin CGR, los
recursos destinados
alos alumnos fueron
en su mayoria para
las  Universidades
Privadas (M$
1.059.768.364),
recibiendo un 10,5%
mas que las UE.
Durante el afio
2014, este mismo
indicador llegé a
7.2%.




Financiamiento Fiscal relativo a Donaciones (M$) por grupo de instituciones 2014-2015 
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Gratuidad y Beca Bicentenario
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Beca Bicentenario:

Arancel de Referencia

Sin límite 20% (A.Real - A.Ref.)

Exige copago a los estudiantes

IES con 4 años de acreditación

Límite de crecimiento de acuerdo a la cantidad de becas

MENOS REGULACIÓN Y GARANTÍAS A LOS ESTUDIANTES

Gratuidad:

Arancel Regulado

Límite 20%

Sin exigencia copago a los estudiantes

IES con 4 años de acreditación

Límite de crecimiento: 2,7%

MÁS REGULACIÓN y GARANTÍAS A LOS ESTUDIANTES

Conclusiones

1. Los instrumentos de financiamiento para las universidades estatales reconocidos en el Proyecto de Ley sobre Universidades Estatales son insuficientes para hacer frente a las necesidades de las IES y solucionar sus particularidades.

2. Mientras que las UES. privadas pueden hacer uso de sus recursos libremente, para las IES estatales habrá un exceso de regulación. Ejemplo: Convenio Marco sin flexibilidad.

3. Lo anterior en el contexto desfavorable de un menor financiamiento por Gratuidad, derivado de:

- Arancel regulado menor en términos relativos a IES privadas que ingresan a Gratuidad

- Arancel Regulado inflactado por IPC y no el IRSP para las universidades estatales.

- Limitación de Vacante. Se perpetúa la relación 15% / 85% entre matrícula estatal y privada.

Universidades ubicadas en regiones con baja densidad poblacional

Se amenaza la provisión estatal en el “sistema mixto” de Educación Superior Chileno

Plan de Fortalecimiento de las Universidades Estatales

Reincorporar la norma del Objeto que está en el proyecto original, modificando el plazo a 15 años siempre y cuando se amplíe el monto de los recursos, se propone $500 mil millones.

Indicaciones al Proyecto de Ley de Universidades Estatales

Con énfasis en FINANCIAMIENTO BASAL, especialmente para la operación de universidades estatales ubicadas en regiones y zonas extremas.

- Otorgar al Convenio Marco grados de flexibilidad con el cumplimiento adecuado de la labor universitaria.

Convenio Marco de libre disposición con un 10% de crecimiento anual. 

Establecer un Fondo de Compensación asociado a mejoras de calidad de las universidades estatales de tal forma que alcancen altos estándares de acreditación y puedan mantenerlo en el largo plazo. 

Financiamiento para nuevas Universidades Estatales, estableciendo un valor mínimo equivalente al promedio del monto de los instrumentos de financiamiento que reciben todas las universidades estatales no domiciliadas en la Región 
Metropolitana, exceptuando de ello el AFD.

Los Rectores de las Universidades del Estado en forma unánime han manifestado, su voluntad que se promulgue el proyecto de ley de universidades estatales. 

El Rol del Estado de proveedor de Educación Superior a través de sus instituciones es un cambio sustancial de este proyecto de ley.


A continuación, hizo uso de la palabra el Presidente de la Red G9 de Universidades Públicas No Estatales y Rector de la Universidad Técnica Federico Santa María, señor Darcy Fuenzalida, quien expuso la siguiente presentación:
INTRODUCCIÓN 

- El Gobierno con el objetivo de avanzar de forma más expedita con el Proyecto de ley de Reforma a la Educación Superior, el capítulo de las Universidades del Estado se retira del proyecto y se ingresa el 13 de julio del año 2017 a la Cámara de Diputados, como Proyecto de ley sobre Universidades del Estado.

- Es importante señalar que sólo se retira un capítulo del proyecto original, correspondiente a las universidades estatales, por lo tanto, no podemos hablar de un proyecto nuevo o independiente, ya que la mayoría de los cuerpos legales se encuentran en el Proyecto de ley sobre Educación Superior.

De esta manera, el análisis y estudio del Proyecto de ley sobre Universidades del Estado debe estar en coherencia con el Proyecto de ley sobre Educación Superior y con el resto de las instituciones, que conforman un solo sistema de Educación Superior del país.

TÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°: “… son instituciones de Educación Superior de carácter estatal, creadas por ley para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión, vinculación con el medio y el territorio, con la finalidad de contribuir al fortalecimiento de la democracia, al desarrollo sustentable e integral del país y al progreso de la sociedad en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura”. 

- A las Universidades del Estado se les reconoce su trayectoria e importancia para la consolidación de la República y desarrollo de la Nación. 

En cambio, el Proyecto de ley sobre Educación Superior, solo proporciona una descripción del Sistema de Educación Superior y establece la misión y los principios rectores que les correspondería a las Instituciones de Educación Superior. 

Por ende, no se reconoce el aporte y rol de las universidades públicas no estatales del CRUCh (G9).

- No se aprecia la diversidad en misión, funciones y finalidad entre ambos grupos de universidades, salvo la fuente de su creación, que en el caso de las estatales es legal.

- Se desconoce del rol público de las Ues del G9. 

Esta definición debería corresponder a todas la universidades que conforman el CRUCH.

Párrafo 2° Misión y principios de las universidades del Estado.

El proyecto en sus artículos 4 y 5 detalla la misión y principios rectores de las Universidades del Estado
- Estos aspectos, al igual que los elementos de la definición de Universidades Estatales no son exclusivos de este grupo de instituciones, pues su redacción podría ser aplicable a las Universidades Públicas no Estatales del G9. 

- No se recoge la diversidad del sistema público en Educación Superior Universitaria.

Párrafo 3° Rol del Estado.

El artículo 7 del proyecto señala como rol del Estado fomentar la excelencia de todas sus universidades, promoviendo su calidad, agregando expresamente que ello es sin perjuicio de la obligación del Estado de velar por la calidad y el correcto funcionamiento del Sistema de Educación Superior en su conjunto. 

- Así, las actividades referentes a la calidad serán diferenciadas para las estatales desde el fomento, y para el resto de las universidades desde la actividad reguladora.

- No se considera el fomento de las universidades públicas no estatales que representan más del 50% de la investigación y del postgrado en el CRUCH y la más importante a nivel nacional. También presentan las mejores acreditaciones. 

- El Proyecto de ley sobre Educación Superior considera la calidad como un elemento diferenciador y clasificador de las instituciones de educación superior.

- En tanto que, las funciones de promoción declaradas en el proyecto de universidades estatales, evidencian que las instituciones estatales tendrán mayor desarrollo y facilidades para alcanzar la excelencia y la calidad, fijadas por ley, dado que el Estado se obliga a realizar las acciones que resulten necesarias para este fin, incluida la inyección de recursos adicionales. 

- Estos aspectos también son válidos para todas las universidades del CRUCH, que también son integrantes del CRUCH.

TÍTULO II: NORMAS COMUNES A LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 3° De la gestión administrativa y financiera.

- El artículo 33 del proyecto excluye a las universidades del Estado del sistema previsto en la ley Nº 19.886  sobre Bases de Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. 

- En consecuencia, de aplicarse la norma, no les será aplicable la inhabilidad de contratar con la Administración del Estado, en el caso de ser condenadas por tutela o prácticas antisindicales.

- El artículo 4° de la ley Nº 19.886 señala que: “Podrán contratar con la administración las personas naturales o jurídicas que no hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, o por delitos concursales establecidos en el Código Penal”.

- Al resto de las instituciones de Educación Superior se les continuará aplicando los efectos del referido artículo, cuestión que se considera discriminatoria, pues no se vislumbra fundamento alguno para sustentar esta diferencia y sus efectos.

- Por esta razón, se solicita hacer extensivo a las universidades del G9 (que no operan bajo la lógica de las empresas) y darles el mismo tratamiento, excluyéndolas también de la inhabilidad de contratar con la Administración del Estado.

TÍTULO III: DE LA COORDINACIÓN DE UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 2° Del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado.

- El artículo 49 del proyecto propone la creación de un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado que “con un carácter consultivo, tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar objetivos y proyectos comunes (…)”

- La creación de este Consejo genera la coexistencia de dos Consejos, con calidad de organismos públicos con similares finalidades, presididos por el Ministro de Educación, situación que inevitablemente generará un debilitamiento y disgregación del Sistema de Educación Superior en su conjunto.

- El Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCh) encarna una trayectoria de colaboración virtuosa de más de 60 años, entre el Estado y las universidades tradicionales del país, en pos del fortalecimiento de la tarea educativa y la proyección e impacto del sistema de educación superior en su conjunto.  

- El CRUCh ha cumplido un rol clave como asesor del gobierno en materias de educación superior, en la generación de políticas públicas y ha realizado un sostenido aporte al país, lo que no es reconocido en el Proyecto sobre Educación Superior.

- Consideramos que, de acuerdo a lo expresado en el proyecto, existe el riesgo que el Consejo de Coordinación de las Universidades Estatales termine reemplazando y diluyendo el rol y funciones del CRUCh.

TÍTULO IV: DEL FINANCIAMIENTO DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 1° Fuentes de financiamiento.

- Existe discriminación en el trato del financiamiento al interior del CRUCH. A las Universidades Estatales se les incorpora el Basal “Convenio Marco” en la ley.

- Sin embargo, el Basal “Convenio por Desempeño”, para las Universidades Públicas no Estatales (G9), no aparece reconocido en la ley (Reforma).

- Esto es en desmedro del resto del Sistema Público de Educación Superior, integrado también por universidades del G9, de comprobada función pública y similares fines. 

- Por una parte, las universidades del Estado tendrán financiamiento permanente por ley, a través del “Convenio Marco Universidades Estatales”, lo que les dará estabilidad y proyección en el tiempo, toda vez que sus ingresos quedarán establecidos en la Ley de Presupuesto del Sector Público de cada año.

- Las Universidades Públicas no Estatales del G9, dispondrán únicamente de fondos basales, a través de glosas presupuestarias anuales.

- Esto indudablemente generará incertidumbre e inestabilidad y no permitirá realizar adecuados planes de desarrollo académico ni proyectos de inversión de largo plazo, quedando supeditados a lo que año a año establezca el gobierno de turno como política en materias de Educación Superior.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

- Respecto a la acreditación, el Artículo cuarto señala que “A las instituciones de educación superior creadas por la ley N° 20.842 no les serán exigibles los requisitos de acreditación institucional y de carreras, de conformidad a la ley N° 20.129, para efectos de acceder a fondos otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía, mientras esté pendiente el plazo máximo para obtener la acreditación institucional de conformidad a la ley N° 20.842”.

- En cuanto a la gratuidad, el Artículo octavo estable que “las universidades del Estado que no cumplan las exigencias sobre acreditación, podrán acceder a los aportes públicos o mecanismos de financiamiento estatal, siempre que se sometan a un programa de mejoramiento de la calidad, bajo la tutela de una universidad del Estado (…)”.

- Consideramos que no debiera existir diferenciación en los temas de calidad, requisitos de acreditación y acceso a la gratuidad entre las universidades que conforman el CRUCh, en especial, cuando estamos hablando de estándares de calidad y acceso a la Educación Superior.

CONCLUSIONES

- La iniciativa legislativa presentada contempla un trato preferencial y exclusivo para las universidades estatales, homologando a todas las demás como instituciones privadas, sin distinguir la función pública, su trayectoria y aporte, como es el caso de las universidades del G9.

- A pesar, como consta en la legislación desde el año 1927, el DFL 7.500 dispone que las universidades del Estado y las particulares, reconocidas como cooperadoras de la función educacional, son personas jurídicas de derecho público. 

- También se discrimina a las universidades del G9 (públicas no estatales), cuando se explicita en el Proyecto Universidades del Estado, el “Convenio Marco Universidades Estatales” y no se hace lo mismo con el “Fondo Basal Convenio por Desempeño” de las universidades del G9, en el Proyecto de Educación Superior.

- El Estado tiene hoy la oportunidad de reflexionar en torno a la Educación Superior y de legislar para mejorar y fortalecer la calidad de todas las instituciones, fundamental para el avance de las regiones donde se encuentran ubicadas, junto con un desarrollo más armónico e integral de nuestro país.

Seguidamente, hizo uso de la palabra el Presidente de la Agrupación de Universidades Regionales de Chile y Rector de la Universidad de Playa Ancha, señor Patricio Sanhueza.

El señor Sanhueza llamó atención sobre la realidad de las universidades regionales del país, que deben desenvolverse dentro de un modelo en el que los recursos permanentes son muy disímiles entre las diversas instituciones, mientras los recursos variables  dependen del número de alumnos matriculados y del tipo de carrera que se imparte. Todo ello redunda en una vulnerabilidad y desigualdad territorial que se hace evidente a través de diversos índices.

Agregó que, desde una óptica general, las universidades estatales se ven expuestas a una compleja gestión, que debe sujetarse a extensas normativas. Por ello, resulta del todo oportuno dotarlas de un marco jurídico que permita que, de una vez, el Estado salde la deuda que mantiene con ellas. Sin descuidar, por cierto, aquellas otras instituciones que también cumplen una función pública, como son las universidades no estatales, cuyas mejoras debieran, en su opinión, ser recogidas en el proyecto de ley sobre ley general de educación superior que actualmente se tramita en el Congreso Nacional.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con la importancia de que las universidades del Estado sean dotadas de un estatuto jurídico propio, habida cuenta de la especificidad que les es inherente. No cabe, en consecuencia, estimar que dicho estatuto pueda resultar discriminatorio con las universidades no estatales. 

Por otra parte, hizo ver que se está dando rango legal a la operación de los convenios marco en las universidades estatales. No ocurre lo mismo, en cambio, respecto de los convenios de desempeño en las universidades no estatales. Si bien se trata de un asunto que debiera ser más bien abordado en el proyecto de ley sobre ley general de educación, consultó al Ejecutivo su visión sobre el particular.

El Honorable Senador señor Quintana valoró los altos grados de consenso alcanzados en torno al presente proyecto de ley, por la relevancia de poder consolidar un sistema público que se trasunte, a la larga, en una extensión efectiva de matrícula, asociada a un acceso con equidad a la educación superior. 

Lo anterior, desde luego, sin perjuicio de las instancias de articulación que se puedan desarrollar con otras universidades, ya sean públicas o privadas, especialmente aquellas ligadas a las realidades locales regionales. 

El Honorable Senador señor Lagos destacó la posibilidad de poder discutir, por primera vez desde el año 1981, una ley sobre universidades estatales, cuestión que, por cierto, forzosamente implicará tomar decisiones difíciles y complejas en algunas áreas.

Expresó que el principal problema estriba en examinar si lo que se apruebe como marco jurídico específico de las universidades estatales –en el entendido que es algo muy necesario-, entrará en conflicto con la forma en que han funcionado las universidades que se han entendido como públicas en nuestro país. En tal sentido, sostuvo, lo lógico es reconocer las distintas realidades existentes. Ello supone, por una parte, hacerse cargo del decreto con fuerza de ley N° 7.500, del año 1927, que dispone que las universidades del Estado y las particulares, reconocidas como cooperadoras de la función educacional, son personas jurídicas de derecho público; y, por otra, no olvidar que la pregunta central es si lo que se tiene como marco de las universidades estatales resulta satisfactorio o suficiente, considerando lo ocurrido desde el año 1981 en adelante. Señaló que, en su opinión, es imperativo aprobar un cambio en la situación de las universidades estatales, pues su estatuto jurídico no se encuentra a la altura de lo que requieren para desarrollar sus capacidades.

Respecto a las garantías que necesitan las universidades no estatales, concordó con el Senador señor Ignacio Walker sobre la posibilidad de encontrar una buena solución en el proyecto de ley relativo a la educación superior. 

Culminó su intervención manifestando ser partidario de que exista un estatuto propio de las universidades estatales, otro relativo a las otras universidades públicas que responden a la realidad forjada durante la mayor parte del siglo veinte, y un tercero aplicable a las universidades privadas propiamente tales.


El Honorable Senador señor Montes resaltó que es relevante tener presente la historia de las universidades estatales para saber que, antes de 1981, un debate como el que se está teniendo nunca tuvo lugar, debido a que existían sólo dos universidades del Estado, cada una con su propia ley. Observó que al momento de provocarse la subdivisión de esas dos universidades, lógicamente no existía ni se desarrolló una forma de trabajo conjunto. Al punto, incluso, que debieron competir entre sí para captar alumnos. Manifestó que es muy importante recuperar el sentido de lo estatal y la capacidad de trabajo mancomunado, más allá de que sigan faltando otros elementos en las iniciativas legales sobre educación superior para siquiera volver a la misma situación que históricamente existió. Con todo, hizo hincapié, es fundamental que dentro de las universidades estatales el trabajo en red sea abordado con mayor fuerza, valorándolo incluso para efectos de acreditación, cuestión que hoy no ocurre.

En relación con el plan de fortalecimiento, en tanto, valoró el hecho de que esté contemplado, no obstante las insuficiencias que presenta, que debieran ser debidamente subsanadas a partir, fundamentalmente, de las propuestas de los mismos interesados. Agregó que también debiera fortalecerse la singularidad de lo estatal desde el punto de vista de la producción de investigación y la formación profesional, vinculándolas a las preguntas y necesidades que surgen desde la misma sociedad. Esto, con miras a que la mirada crítica de los alumnos se desarrolle a partir de preguntas formuladas desde la realidad del país, con una visión interdisciplinaria que se materialice, idealmente, en algún tipo de servicio a la sociedad.

Luego de los comentarios formulados por lo señores senadores, la señora Ministra de Educación consignó lo siguiente:

- Aclaró que la sanción consistente relativa a la retención de recursos para las universidades que no adecúen sus estatutos dentro de determinado plazo, fue eliminada durante la tramitación del proyecto de ley. Sólo subsiste, entonces, la proposición y aplicación de un estatuto en caso que la propia universidad no lo haga.

- Recordó que la discusión sobre qué se entiende por estatal y qué por público es ya de larga data. Si bien seguramente el debate continuará, señaló, lo cierto es que se trata de una materia de difícil resolución.

- Explicó que la institucionalidad del Consejo de Rectores (CRUCH) se encuentra recogida dentro del proyecto de ley sobre educación superior, de una manera distinta a cómo se formulaba originalmente.

- Hizo presente que el artículo 48 de la iniciativa legal se refiere específicamente a la colaboración entre las universidades del Estado y otras instituciones de educación.

- Explicó que la afirmación del Ministerio de que el 26% de la matrícula de educación superior corresponde a universidades estatales, se hace sin considerar los centros de formación técnica e institutos profesionales. Añadió que la cartera que encabeza cuenta con una propuesta para ampliar la matrícula de las universidades estatales, cuestión que será parte del debate con motivo del presente proyecto de ley. 

- Sostuvo que, en rigor, en vez de estar creando un nuevo sistema o marco, lo que se está haciendo es operar sobre un modelo que ya existe y que presenta realidades muy heterogéneas, con un pasado y un presente específicos, lo que genera una dinámica propia, distinta a si sólo pensaran en algo que recién nacerá.

- Indicó que los convenios de desempeño han sido una fórmula espejo de los convenios marco. La definición sobre incluirlos o no en los proyectos de ley que se discuten sobre educación superior, dependerá del debate que se efectúe con los actuales representantes de la oposición.
Por su parte, el Rector señor Vivaldi, aclaró que la referencia, en su presentación, a las universidades privadas del CRUCH, se condice con la terminología que la Contraloría General de la República emplea en sus informes.

---

En la siguiente sesión celebrada por las Comisiones unidas, expusieron, en primer lugar, los representantes de las Asociaciones de Académicos de las Universidades Estatales Universidad de Santiago de Chile (USACH), Universidad Tecnológica Metropolitana (UTEM) y Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE).  

El Secretario de la Asociación de Académicos de la USACH, señor Nelson Carrasco, desarrolló la siguiente presentación:

Propuesta de Indicaciones al Proyecto de Ley de Universidades del Estado

Fortalecimiento de la Educación Superior Estatal
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Recursos

- Aspectos de política tributaria

Gravitación del IVA vs. impuesto a la renta en la recaudación del Fisco.

Ajustes en este balance permite que el aumento de remuneración de un profesional compense un adelanto que el Estado recuperará con creces a lo largo de toda la vida laboral.

- Chile es un país rico en recursos naturales

Modificación en las condiciones de explotación permitiría su aprovechamiento para financiar políticas públicas en Educación, Salud, Previsión y Defensa.

Carácter parcial de las indicaciones de las asociaciones de académicos USACH – UTEM – UMCE

- Autonomía universitaria (art. 2, 6, 7 y transitorio 1)

- Estructura del gobierno universitario (art. 10-27 y transitorio 3)

- Rol del Estado (art 32, 37 y 52)

Autonomía universitaria

- En el marco de esta autonomía (administrativa), las Universidades del Estado podrán elegir a sus autoridades, sean éstas unipersonales o colegiadas. (Artículo 2, inciso 3)

- Se ratifica el artículo 6: Derecho a la Educación Superior

- Artículo 7: El Estado debe fomentar la excelencia de todas sus Universidades, promoviendo la calidad, la equidad territorial y la pertinencia de las actividades docentes y de investigación, de acuerdo a las necesidades e intereses del país, a nivel nacional y regional, respetando la autonomía universitaria. (inciso 1)

Las Universidades del Estado con un nivel de acreditación superior a la media, no estarán sujetas a limitación de matrícula. Con todo, el aumento de matrícula de estas instituciones  deberá velar por el desarrollo de áreas pertinentes y estratégicas para el país y la región en la que se emplace la universidad, de acuerdo a sus respectivos planes de desarrollo institucional. (inciso 2)

- Para los efectos de adecuar los actuales estatutos de las Universidades del Estado a las disposiciones del Título II de esta ley que así lo exijan, dichas instituciones deberán proponer al Presidente o Presidenta de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, la modificación de sus respectivos estatutos dentro del plazo de dos años, desde la entrada en vigencia del referido texto legal (art. transitorio primero).

Gobierno universitario
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Integrantes del Consejo Superior (artículo 12)

a) Dos representantes de la Presidencia.

b) Seis miembros de la universidad, directamente elegidos por sus pares (elecciones diferidas respecto a la del Rector).

- Cuatro académicos, cuatro años, fuero universitario

- Un funcionario no-académico, cuatro años, fuero universitario

- Un estudiante

c) Un egresado nombrado por el Consejo Regional.

d) Rector, sin derecho a voto.

Funciones del Consejo Superior (artículo 14)

- Alcances generales: 

Posibilidad de aprobar o rechazar las propuestas que ingresan.

Se agregan seis funciones explícitas:

Política de personal de la universidad.

Reglamento de estructura orgánica.

Reestructuración de unidades administrativas y académicas de la institución.

Balance anual.

En las materias referentes a contratación de empréstitos y enajenación o gravamen de activos, los miembros del Consejo señalados en el artículo 10, literal a) podrán ejercer un veto, que exigirá una reformulación de la iniciativa. 

Rector

- Funciones (artículo 17, inciso 2) se agregó “cumplir los acuerdos del Consejo Superior y proponer a este cuerpo colegiado para su aprobación, las políticas y reglamentos fundamentales para el funcionamiento, organización y desarrollo institucional.”

- Elección (Artículo 18): se deroga la ley 19.305 y se enuncia un procedimiento general en el que los académicos tienen derecho a voto, al disponer de dos años de antigüedad.

- Incorpora a todos quienes realizan actividades académicas regulares.

- Se elimina la posibilidad de re-elección para un período inmediatamente siguiente.

- Artículo tercero, transitorio: No podrán postular al cargo de Rector quienes lo estuvieren ejerciendo por dos o más periodos consecutivos, a la fecha de promulgación esta ley.

Consejo Universitario

- Puede tener atribuciones normativas, en materia específicas que deben distinguirse de las del Consejo Superior.

- Los estatutos indicarán su nombre, integrantes y manera de elegirlos de manera directa por sus pares.

- Se incorpora fuero universitario para los integrantes que son, además, funcionarios de la institución.

Contraloría universitaria

- Artículo 25, inciso primero: será nombrado por el Consejo Superior, a partir de una selección realizada por el sistema de alta dirección pública, por un período de siete años, pudiendo ser designado por una sola vez, para el período siguiente.

- Artículo 27: el reglamento interno que regula la estructura de esta Contraloría, deberá establecer los mecanismos y procedimientos por los cuales el Contralor Universitario presenta al Consejo Superior una cuenta anual de su gestión.

Rol del Estado

- Artículo 32.- Normas aplicables a los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. Resulta de la mayor importancia mantener la eliminación hecha por la Cámara del inciso relativo a eximir a las universidades del requisito dispuesto en el art. 4 de la ley 19.886.

- Artículo 37.- Actos sujetos a la toma de razón. (numeral 4) A pesar que el control de la fundamentación presentada en los decretos de término de contratos o supresión de cargos, que realiza la Contraloría General es meramente formal, ya que no califica verosimilitud de ella, es una parte indispensable del proceso

- Artículo 52.- Otras fuentes de financiamiento. En general, las asociaciones de académicos que suscriben las presentes indicaciones adscriben a este artículo, tal como quedó luego de su paso por la Cámara de Diputados.

A su turno, el Presidente de la Asociación de Académicos de la UMCE, señor Iván Salas, lamentó el hecho de que el proyecto de ley no considere una política de recursos humanos para las universidades estatales. En el devenir universitario, sostuvo, tienen lugar diversas situaciones que hacen necesaria una política de esa naturaleza. Entre ellas, por ejemplo, la manipulación del padrón con fines electorales o la vulneración de los derechos de los funcionarios por razones económicas, por la vía de no reconocer a los académicos por hora su calidad de tales o de contratar a honorarios a académicos que, en realidad, prestan servicios permanentes.

Por su parte, la representante de la Asociación de Académicos de la UTEM, señora Beatriz Gómez, reseñó que los estatutos de la Casa de Estudios en que se desempeña datan del año 1994, vale decir, de una época en que el sistema democrático ya había sido restablecido en Chile. No obstante, adolecen de los mismos vicios de los estatutos de la época previa, con un sesgo autoritario centrado en la figura del rector. Por lo mismo, el proyecto de ley en estudio representa una oportunidad para democratizar la institución de las universidades estatales, responsables principales de otorgar garantías de calidad y seriedad a los estudiantes de educación superior. En concreto, ejemplificó, sentando bases comunes para la elección de los rectores de las universidades, que proscriban toda posibilidad de clientelismo en la provisión de cargos internos y permitan evitar casos extremos de reelecciones indefinidas.   

Agregó que el proyecto de ley supone, además, un espacio para que los académicos, que normalmente se mantienen aislados en sus labores, hagan escuchar su voz sobre los problemas que los aquejan y la urgencia por abordarlos.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro, en tanto, puntualizó que la aspiración de los académicos es que la fórmula más democrática que se adopte para la elección de los rectores, sea también aplicable a otros niveles, tales como Consejo Superior, Consejo Universitario, consejos de facultad y consejos de departamentos.

El Honorable Senador señor Montes consultó a los representantes de los académicos sobre los siguientes asuntos:

- Su visión sobre la vinculación que debe existir entre las universidades del Estado y el país. Y qué importancia se asigna, en esa relación, al establecimiento de exigencias -con el debido correlato en sistemas de estímulos y evaluaciones periódicas-, a los académicos para que realicen aportes concretos a las instituciones en el campo de la investigación y el desarrollo científico, por ejemplo. 

- Su opinión sobre el conjunto de críticas que se han formulado al proceso de elección universitaria, desde una perspectiva institucional, gremial y estudiantil. Ha surgido, comentó, la idea de establecer instancias de apelación en ese ámbito, o de dotar de alguna facultad a los tribunales electorales.
El Secretario de la Asociación de Académicos de la USACH, señor Carrasco, observó que en dicha Casa de Estudios no se han verificado cuestionamientos al proceso de elección del rector. Los problemas, más bien, guardan relación con cómo cautelar que la masa de electores no sea tan reducida, de modo de evitar elevados niveles de control por parte de la autoridad unipersonal.

Respecto del establecimiento de ciertas exigencias al cuerpo académico, señaló que conforme a la legislación vigente se asigna el 5% del Aporte Fiscal Directo (AFI) a las universidades, acumulativo a través de los años, en función de cinco criterios, dos de los cuales son muy gravitantes porque suman el 60% del aporte: el número de presentación de proyectos dividido por el número de jornadas equivalentes. La aplicación de éstos tiene el problema de que si disminuye el denominador, aumenta el indicador, y que este último es además redundante, porque la presentación de proyectos pierde sentido si, al final, el producto de los mismos (publicaciones o patentes, por ejemplo), no ve la luz. Por lo demás, siendo el 5% del AFI un monto cerrado, lo que gana una universidad lo pierden las otras. Todo lo anterior redunda en un sistema en el que, muchas veces, lo que obtienen las universidades no se condice con su tamaño y producción. 

Adicionalmente, prosiguió, resulta problemático el hecho de que no existe un sistema de premios para todos los componentes de la función académica, a saber, docencia, formación profesional, investigación, creación artística y extensión. El efecto, así, es la desagregación de la función, lo que se refleja en que muchos académicos  jóvenes acaban dedicados exclusivamente a la presentación de proyectos y la obtención de publicaciones.

Finalmente, acerca de la vinculación entre las universidades estatales y el país, expresó que desde la instauración del crédito con aval del Estado (CAE), la matrícula privada se expandió notablemente, mientras la de las universidades estatales disminuyó a una fracción minoritaria. Reestablecer un equilibrio, por tanto, supondría un enorme gasto para el Estado, lo que explica que, como el proyecto de ley hace, se solicite un crédito al Banco Mundial, el que en todo caso es a todas luces insuficiente. Por eso es que, a juicio de los académicos, lo que hace falta es una mirada integral que permita el aumento en el financiamiento de la educación en el largo plazo. Dicha mirada debe considerar la revisión de los impuestos a la renta y al valor agregado, y del tratamiento de los recursos naturales estratégicos del país (como concentrado de cobre y, litio, por ejemplo).

A continuación, la Presidenta de la Federación Nacional de Profesionales y Técnicos de Universidades Estatales (FENAPTUECH), señora Betsy Saavedra, desarrolló una exposición del siguiente tenor:

Observaciones al proyecto de ley sobre Universidades del Estado: una visión profesional

NUESTRO GREMIO

Organización nacional representativa de los funcionarios Profesionales y Técnicos de las Universidades Estatales, quienes se desempeñan en áreas estratégicas de la gestión universitaria (planificación, acreditación, control, vinculación con el medio y otros).

Aspiran a una gestión universitaria de calidad y condiciones laborales que contribuyan al bienestar y realización de las personas.

Participan y comparten los planteamientos del Frente por la Defensa de las Universidades Estatales de Chile, organización integrada por la CONFECH y gremios de trabajadores (académicos, profesionales y administrativos).

VISIÓN DEL PROYECTO DE LEY

- Busca responder a la demanda de fortalecimiento de las universidades estatales.

- Las reconoce y distingue respecto al resto del sistema de educación superior.

- Constituye un avance en materia de democratización universitaria: pluriestamentalidad en los órganos superiores, carácter vinculante de los órganos y límite a la reelección de rector.

- Posee una visión errada respecto a la gestión administrativa.

- No vincula calidad con condiciones laborales (escasa valoración de la calidad funcionaria para lograr contar con un personal calificado permanente / acoso laboral y sexual que no cuenta con normativa específica).
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* Precariedad de contratos para funciones estratégicas.

* Falta de politica de personal que contribuya al desarrollo

* Carencia de reglamentos que normen relaciones humanas.
* Problemas de liquidez.

* Necesidad de recursos para crecer.
* Escasos mecanismos de control de la gestion.

* Contralorias Internas sin independencia y no empoderadas.
* Eleccién de Rector como privilegio de un estamento.





ERROR EN PREMISA SOBRE GESTION ADMINISTRATIVA

- El proyecto de ley asume que las universidades podrían verse fortalecidas y “ser más competitivas” con un régimen jurídico que las exime de algunos controles externos: 

Artículo 33 que excluye algunos convenios de la ley N° 19.886.

Artículo 34 que faculta para licitación privada y trato directo.

Artículo 37 que exime algunos actos administrativos de la toma de razón de la Contraloría General de la República.

- No comparten esta premisa ni la exención de controles.

- Causas de la burocracia interna: 1) Falta de liquidez. 2) Problemas de planificación. 3) Necesidad de definir procedimientos.

- Menos controles originarán situaciones irregulares y delictivas, tal como ocurre en otras organizaciones que han sido eximidas de estos controles (Carabineros de Chile, Municipalidades, otras).

TOMA DE RAZÓN:

- De acuerdo a exposición del Contralor General de la República, en sesión de la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, de 22 de agosto de 2017, señaló:

“Ayuda a aquel que está tomando la decisión, le da una certeza de que no está cometiendo un delito y ayuda a la vigencia de los principios de legalidad, probidad y transparencia.”.

Según auditoría realizada por la CGR, los “sectores que presentan más problemas son aquellos donde no hay toma de razón”.

El tiempo promedio de la toma de razón es menos de 14 días.

- Consideramos que es un control preventivo que resguarda el patrimonio y la toma de decisiones.

- Contraloría General de la República ya ha eximido de la toma de razón varios actos (Dictamen N° 10 de febrero de 2017).

COMPRAS MERCADO PÚBLICO: 

- De acuerdo a exposición del Contralor General de la República, en sesión de la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados, de 4 de octubre de 2016, excluir a las Universidades del sistema de compras públicas: “Es una disposición regresiva en materia de probidad, al excluir a las universidades estatales del sistema de compras públicas, pese a que es un ejemplo de probidad a nivel mundial. Además, va en contra de la tendencia legislativa en materia de transferencias a entidades privadas, por ejemplo, la ley de Presupuestos hace años reconoce que privados que reciben dineros públicos se sometan a dicho sistema. Esta norma representa una culminación en la evasión del control en la contratación con recursos públicos. Lo que ya se está haciendo vía constitución de sociedades y fundaciones de instituciones de educación superior para comprar bienes y servicios”.

- Problemas de las universidades: falta de liquidez (irregularidad y rezago en entrega de aportes del Ministerio de Educación), visaciones internas lentas y falta de planificación de las unidades.

Irregularidad y rezago en entrega de aportes del MINEDUC (Ejemplo UMCE)
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COMPRAS PÚBLICAS EN LAS U. ESTATALES
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Principales compras: Construcciones, mantenciones, compra de
equipos, instalaciones, arriendos e insumos.





Hizo ver que el hecho de que las universidades más grandes no aparezcan con la mayor cantidad de compras por licitaciones públicas, se explica por su relación con fundaciones y corporaciones, que efectúan compras para las unidades y proyectos en los que trabajan.

PROPUESTA DE INDICACIONES

- Artículo 18.- Elección de rector o rectora: ampliar elección de rector a otros estamentos.

- Artículo 25.- Contralor universitario o Contralora universitaria: fortalecer contralorías internas mediante selección del contralor a través del Sistema de Alta Dirección Pública y definición de nuevos requisitos (más años de experiencia y especialización en derecho administrativo y gestión universitaria).

- Artículo 33.- Convenios excluidos de la ley N° 19.886: eliminar.

- Artículo 34.- Licitación privada o trato directo: eliminar.

- Artículo 37.- Actos sujetos a la toma de razón: mantener actual toma de razón de la Contraloría General de la República y para los actos administrativos de gestión del personal, por ejemplo, términos anticipados de contrata.

- Artículo 45.- Actos atentatorios a la dignidad de los integrantes de la comunidad universitaria. Agregar “Las Universidades estatales deberán resguardar la honra y facilitar las denuncias por acoso laboral y sexual, debiendo contar con un procedimiento elaborado entre las autoridades y representantes del personal, en el cual se definan las acciones y sanciones tendientes a velar efectivamente por su situación laboral u oportunidades en el empleo (Ley Nº 18.834, Art. 84; Ley N° 20.005, Art. 1 y 2; Ley N° 20.607 Art. 2). De igual forma deberán contar con un procedimiento que permita enfrentar el acoso sexual y otras prácticas discriminatorias que afecten a estudiantes.”.

- Artículo nuevo.- “Dada su condición de institución pública comprometida con los derechos sociales de los ciudadanos del país, las Universidades Estatales no aplicarán figuras contractuales que precaricen las condiciones laborales de sus trabajadores, velando siempre por la estabilidad de éstos y el derecho a un sistema de previsión social. Por lo señalado, no podrá existir la calidad de subcontrato y honorarios para trabajadores que desempeñen funciones de carácter permanente y necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la institución, que requieran trabajo presencial y/o estén sujetas a cumplimiento de horario, debiendo limitarse esta condición a quienes realicen labores accidentales y que no sean las habituales de la institución.”.

El Secretario de la Federación, señor Ramón Ávila, puso de relieve la importancia de suprimir el artículo 34, que propone aumentar el poder del rector para efectuar compras por trato directo hasta por 20.000 UTM. Esto, por cuanto violenta el espíritu y finalidad de las compras públicas, al generar dificultades en materia de transparencia y debido control.

El Vicepresidente de la Federación y Presidente de la Asociación de Profesionales de la Universidad de Chile, señor Boris Barrera, observó que en la casa de estudios de la que proviene cuentan con un sistema más democrático que el promedio, conformado por un Senado Universitario que cuenta con representación triestamental.

Hizo ver, del mismo modo, que en su versión original el proyecto de ley resultaba bastante negativo para los profesionales y técnicos, lo que se pudo en parte corregir a partir de las movilizaciones efectuadas. 

Por otra parte, llamó la atención sobre la situación del Hospital de la Universidad de Chile, que está funcionando como clínica privada, al servicio de los que pueden pagar y no de los más necesitados. Sólo atiende, en efecto, a un 15% de pacientes provenientes del sector público. Algo similar, agregó, ocurre con el Liceo Manuel de Salas, que también pertenece a la Universidad y funciona prácticamente como colegio privado.

Enseguida, expuso ante las Comisiones unidas la Presidenta de la Federación Nacional de Funcionarios de Universidades Estatales de Chile (FENAFUECH), señora María Cristina Castro, quien señaló, en primer lugar, que la organización a la que representa constituye una agrupación mixta compuesta por asociaciones de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares.

Respecto del proyecto de ley, manifestó que sin perjuicio de haber sido esperado por mucho tiempo, en su versión inicial no respondió a las expectativas de las asociaciones y agrupaciones sobre una nueva ley marco. A partir de ese momento, sin embargo, fue posible sostener un fructífero diálogo con el Ministerio de Educación, que ha permitido que la mayoría de las modificaciones planteadas por la Federación estén hoy reflejadas en el texto en discusión.

Subsisten, empero, algunos puntos de desacuerdo. Uno de ellos, el de la elección de rector. La ley N° 19.305, sostuvo, se ha constituido en una suerte de norma de amarre que no permite  que la legítima autonomía universitaria pueda expresarse, e impedirá que los futuros estatutos que cada comunidad universitaria se dará puedan definir libremente cómo hacer la elección y quiénes pueden participar de ella. Expresó que no debe existir temor a que las elecciones se hagan triestamentalmente, pues los casos en que así ha operado han mostrado resultados favorables y no han generado crisis.

Por lo demás, incluso las instituciones que generaron sus normativas en tiempos de democracia, se ven forzadas a mantenerlas a pesar de que no reflejan una participación interna democrática en su elaboración y sanción.

Coincidió, por otra parte, con que quien se desempeñe como contralor interno debe contar con título de abogado.

En relación al trámite de toma de razón, que aborda el artículo 37, estimó que debe mantenerse para las compras públicas por los montos que actualmente se manejan. Sin perjuicio de ello, se mostró de acuerdo con que exista trato directo en situaciones bien definidas, para el éxito de las compras en áreas como investigación, creación artística o innovación, tal como expone el artículo 34.

Finamente, subrayó que las universidades estatales cumplen un rol no sólo educativo, sino también el que corresponde al deber del Estado de proveer y asegurar una formación profesional y técnica con libertad de cátedra y sin discriminación.

El Honorable Senador señor Pizarro observó, primeramente, que un elemento común que se puede apreciar en las diversas exposiciones realizadas ante las Comisiones unidas, es que los rectores cuentan con demasiado poder, el que no siempre se usa adecuadamente.

Enseguida, consultó a la representante de FENAPTUECH, señora Saavedra, por la propuesta realizada respecto del artículo 45 del proyecto de ley, relativo a actos atentatorios a la dignidad de los integrantes de la comunidad universitaria. Da la impresión, indicó, que la problemática de acoso laboral y sexual alcanza niveles muy por sobre la media de la realidad nacional, cuestión que resultaría más impropia aún en instituciones que se suponen fuentes de conocimientos y de enseñanza de principios y valores. 

En lo que importa a los controles internos y externos de que son objeto las universidades, manifestó que parece también  transversal la valoración de la figura del contralor interno, por una parte, y del control y toma de razón que realiza la Contraloría General de la República (CGR), por otra. Sin embargo, no parece haber cuestionamientos a las trabas burocráticas que muchas veces, y para muchos trámites, impone la toma de razón, que en la realidad demora más de 14 días. Citó, al efecto, el caso de la licitación del CFT de La Serena, cuya toma de razón, por todas las exigencias que se hicieron, tomó alrededor de 4 años. El objetivo que se debe tener a la vista, concluyó, es que exista mayor equilibrio entre la aplicación de todos los procedimientos de control necesarios, y que las universidades puedan lograr una mayor eficacia en sus procesos internos y de administración.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, dio a conocer su inquietud sobre que en la relación que se da entre las autoridades unipersonales y los órganos colegiados, no se vaya a pasar de un extremo, el de la amplia discrecionalidad de la autoridad del rector, al otro, en el que el fortalecimiento de los órganos colegiados debilita completamente la figura del rector.

Del mismo modo, consignó que un punto que debiese ser abordado por las indicaciones que se presenten al proyecto de ley, es el del tránsito desde un sistema de compras públicas hacia otro de trato directo por hasta 20.000 UTM (casi $1.000 millones). Representa, en su opinión, un cambio demasiado drástico, que eventualmente podría favorecer espacios de falta de control, corrupción e impunidad. Algo similar, culminó, se puede decir respecto de la dinámica entre los controles interno y externo.

El Honorable Senador señor Montes insistió en su interés por conocer la visión de los representantes de las federaciones acerca de cómo conciben el rol de las universidades. Recordó que antes existían los claustros anuales o bianuales, institucionalizados, que definían materias de gestión interna y debatían acerca del papel que juega la universidad en el país.

La Presidenta de FENAPTUECH, señora Betsy Saavedra, expresó, respecto de los casos de acoso sexual y laboral, que las universidades estatales presentan particularidades que ameritan la existencia de reglamentos específicos en la materia. Puso como ejemplo el caso de la Universidad de Chile, que cuenta con 15.000 trabajadores y alrededor de 180.000 estudiantes. Se trata de una institución muy grande, en la que se dan relaciones de poder especiales no sólo entre jefes y subordinados, sino también entre profesores y alumnos, por lo que resulta conveniente contar con una reglamentación que complemente aquello dispuesto por las normativas generales. De este modo, razonó, es posible evitar la sensación de informalidad y de ausencia de conductos claros para comunicar las situaciones de acoso, que muchas veces inhiben a las víctimas. Hizo ver, al respecto, que los sumarios administrativos no garantizan plenamente el correcto tratamiento de estos casos.

En lo que importa al rol de la CGR, llamó la atención sobre que actualmente exime de toma de razón los actos por montos bajo 5.000 UTM. Del mismo modo, insistió en considerar que las trabas burocráticas son más bien internas que externas, por lo que la solución del problema no pasa, a su juicio, por eximir de control o toma de razón más actos de las universidades. Una cuestión a analizar, añadió, es a qué se debe que muchas veces la CGR represente y devuelva decretos por no estar correctamente formulados. Lo que, en ocasiones, se explica porque la personas a cargo no cuentan con las competencias profesionales suficientes. 

Finalmente, en relación a la forma de gobierno universitario, manifestó que, como gremio, advierten que la situación actual representa un retroceso respecto del lugar en el que hubiesen esperado estar a estas alturas. Señaló que en los claustros de los años ’60  efectivamente se lograba conectar mejor a la universidad con las necesidades reales del país, entre otras cosas, porque también participaban representantes de la CUT y de los sectores socio-productivos. Reiteró su opción por un gobierno universitario con pluriestamentalidad.

El Vicepresidente de FENAPTUECH, señor Barrera, acotó que, recientemente, han tenido lugar dos juicios por maltrato laboral contra académicos de la Universidad de Chile. En ellos, las faltas fueron cometidas por las más altas autoridades de las facultades de Ciencias Agronómicas y de Veterinaria. Reseñó, además, un caso en el que sin perjuicio que el Decano estaba autorizado para rebajar las asignaciones variables, en el juicio por tutela laboral entablado se determinó que esa norma no podía ser aplicada, debido a que existen garantías constitucionales sobre la remuneración y su integridad.

La Presidenta de FENAFUECH, señora Castro, expresó que el acoso laboral existe tanto en el ámbito público como privado. En los casos de que ha tomado conocimiento, indicó, la solución ha venido por la vía de sumarios administrativos en los que el acosador fue destituido. Agregó que el propio reglamento interno de higiene y seguridad impone el deber de enfrentar el acoso laboral y sexual al interior de cada universidad.

Finalmente, manifestó su conformidad con que, de ser necesario, se pueda plantear alguna indicación al proyecto de ley, mas  siempre teniendo presente que lo más relevante es que este sea aprobado dentro del período del actual Gobierno.

Posteriormente, las Comisiones unidas escucharon los planteamientos del Presidente  de la Federación de Asociaciones de Académicos de las Universidades del Estado de Chile (FAUECH), señor Carlos Gómez, quien expuso que el proyecto de ley que conoce el Senado presenta varios perfeccionamientos respecto de aquel que fue presentado en el Mensaje inicial. Siendo natural que la iniciativa legal no satisfaga a ningún actor en su totalidad, destacó el que, en sus distintas etapas, hayan sido escuchados todos los involucrados e interesados, dando forma a lo que calificó como el mejor acuerdo posible.

De todos modos, observó, subsisten algunos  aspectos de detalle que podrían ser mejorados:

- Artículo 12, inciso segundo: no es adecuado el uso de la expresión “designados”; debiera utilizarse “nombrados” en la alusión que se hace a los consejeros.

- Artículo 14: el Consejo Superior no tiene capacidad operacional suficiente para hacerse cargo de las tareas que se le encomiendan, por lo que debiera existir proposición del Consejo Universitario para todas las tareas y facultades que aquel lleve a cabo, y no sólo para el plan de desarrollo a que se refiere la letra b). 

- Artículo 22: el Consejo Universitario debiera participar de la elaboración o aprobación del presupuesto.

- Se requieren más fondos para ser entregados a las universidades, si realmente se quiere lograr su fortalecimiento. 

En relación con la objeción planteada al artículo 14, el Honorable Senador señor Allamand consultó por qué se estima que el Consejo Universitario sí estaría capacitado para cumplir las funciones que el Consejo Superior no.

El señor Gómez respondió que el Consejo Universitario es un órgano colegiado con miembros suficientes, que podrían organizarse en comisiones para desarrollar sus tareas.

Seguidamente, intervinieron ante las Comisiones Unidas los representantes de la Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH). En primer término, lo hizo el Presidente y Vocero de la entidad, señor Alfonso Mohor, quien expuso lo siguiente:

Fortalecer la Educación Estatal para el desarrollo de Chile

LO QUE HA PASADO ESTOS AÑOS

Años de movilización y organización

Las organizaciones estudiantiles y del mundo educativo iniciaron hace varios años una cruzada para cambiar profundamente el sistema educativo chileno.

¿Por qué?

LO QUE TENEMOS HOY
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Un sistema competitivo y que segrega, que ha dejado endeudadas a miles de familias y que no aporta sustancialmente al desarrollo colectivo del país.

¿Qué perseguimos?

NUESTRA VISIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
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PRINCIPIOS PARA UNA NUEVA EDUCACIÓN PÚBLICA

DEMOCRACIA

Rol de las comunidades educativas en la construcción de un sistema orientado a las necesidades de la sociedad.

Plan Nacional de Desarrollo (Hacerse eco de la planificación estratégica de la Nación, con arraigo en las realidades de las comunidades regionales).

EXPANSIÓN

Para lograr tener un impacto significativo en la sociedad y en las lógicas que rigen el sistema, la educación pública-estatal debe ser la columna vertebral.

Rol del Estado (expansión de la matrícula y financiamiento prioritario).

MARCO REGULATORIO

Las instituciones públicas y privadas deben actuar articulada y coherentemente de manera colaborativa.

Continuó con la exposición el Director del Centro de Estudios de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH), señor Felipe Juica:

CONTENIDOS SOBRE LA INICIATIVA EN DISCUSIÓN (Trabajado en conjunto con el Frente por la Defensa de las Universidades del Estado)
RETROCESOS EN HACIENDA
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Retrocesos

Las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados significó un retroceso en puntos que, si bien no significaban una modificación sustantiva al modelo educativo, iban en una dirección acertada, por ejemplo, definir las universidades estatales como gratuitas, el rol garante del Estado en la calidad de las instituciones y anular la limitación al crecimiento de la matrícula pública. En definitiva, se atenuó la responsabilidad del Estado frente a las universidades. 

Bueno, pero para avanzar debemos...

SUPERAR EL “NO SISTEMA”

PRIMERO

Reforma que no busca regular el sistema de educación superior como un todo: Reforma ESUP y Reforma a las Universidades Estatales.

SEGUNDO

La reforma excluye la regulación de centros de formación técnica e institutos profesionales estatales, incluso marginándolos del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (artículos 49 y 50).
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COLABORACIÓN V/S COMPETENCIA
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La modernización de un sistema educativo debe tener como premisa la coordinación y cooperación de las distintas instituciones, tanto para aportar en el desarrollo regional como para su vinculación con la política nacional. Esta coordinación debe ser liderada por el sector público mediante la creación de una red de instituciones públicas que sirva como eje articulador del sistema educacional en general y siempre estar en concordancia con un plan de desarrollo nacional.

EXPANSIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA

La reforma no hace sentido en tanto no busca revertir la hegemonía del sector privado masivo lucrativo, esto porque no potencia la articulación efectiva de las instituciones públicas y tampoco da aportes suficientes a las instituciones para poder iniciar un proceso de expansión que permita equilibrar la balanza en un sistema que se dice de “provisión mixta”.
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Luego, el Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Santiago (FEUSACH), señor Juan Pablo de la Torre, preosiguió con la presentación:

INDICACIONES RELATIVAS A GOBERNANZA

SOBRE EL CONSEJO SUPERIOR

- Inclusión de carrera académica como alternativa a carrera profesional para participar en el Consejo Superior, que quede explícito (artículo 12, letra a).

- Asegurar que miembros designados por el Consejo Universitario hayan sido electos de manera democrática por sus estamentos (artículo 12, letra b y artículo 22, letra c).

- Rol del Consejo Regional en el desarrollo y funcionamiento del Consejo Superior, referente a la designación de egresados de la institución (artículo 12, letra c y articulo 22, letra d).

- Incluir a miembros designados por el Consejo Universitario a la posibilidad de presidir el Consejo Superior. 

- Procesos democráticos con participación triestamental para modificación de estatutos (artículo 14).

SOBRE ELECCIÓN DEL RECTOR/A

- Autonomía universitaria para la elección de todas las autoridades unipersonales (artículo 18).

- Reemplazar la ley N° 19.305, del año 1994, por normativa interna, rigiendo así sólo en casos que no exista normativa interna (artículo 18).

SOBRE EL CONSEJO UNIVERSITARIO

- Los miembros que designe al Consejo Superior deben ser electos de manera democrática por sus estamentos (artículo 22, letra c y articulo 12, letra b).

- Los consejero/as universitario/as deben ser electos democráticamente por sus estamentos (artículo 23).

- Mínimo de académicos no inferior a dos tercios del total: podría llevar a que sólo cuente con un estudiante y un funcionario no académico, lo que sería absurdo y debe corregirse (artículo 21).

Retomó y finalizó la presentación el Presidente y Vocero de la entidad, señor Alfonso Mohor, quien expuso lo siguiente:

Otras apreciaciones. Puntos débiles del proceso en general:

CAE

El proyecto que pretendía eliminar el CAE, promesa del Ejecutivo durante la tramitación del proyecto ESUP, que, además tenía como fecha de ingreso diciembre de 2017, hoy no se encuentra en tramitación.

CIERRES DE IES

Es necesario hacer protocolos de acción para que las universidades del Estado (red de instituciones públicas) se hagan cargo, por ejemplo, de Universidad Iberoamericana, ARCIS, etc.

DEUDAS EDUCATIVAS.

El Estado debe reconocer el error cometido y los daños provocados a las familias condonando las deudas educativas de todo tipo de crédito ligado a la ESUP.

· Poner educación pública al centro.

Una vez finalizada la presentación de los representantes de la CONFECH, se registraron las siguientes intervenciones:

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, observó que lo expuesto sitúa a la educación pública estatal al centro y como columna vertebral de todo el Sistema. Preguntó cómo dialoga dicha columna vertebral con la educación privada, considerando que esta última concentra gran parte de la matrícula.

El Honorable Senador señor Allamand valoró la propuesta de que, en materia de gobernanza, el Consejo Regional participe en la designación de los integrantes egresados de la institución del Consejo Superior. Podría ser un avance, indicó, para evitar que  sean nombrados por las mismas autoridades de la universidad.

El Honorable Senador señor Montes apreció la presentación por su valor para el debate, especialmente por su visión de que se trata de un proyecto sobre una comunidad universitaria en función a su aporte al país. Con todo, consignó, para que ese proyecto se concrete no basta con las estructuras rígidas que se proponen; por ello, debiera evaluarse la posibilidad de crear la figura de un claustro o alguna similar.

Solicitó que se profundice en la opinión de que no existe una verdadera coordinación de la red de universidades estatales.

Finalmente, reiteró su inquietud respecto de ciertos vicios que se han reclamado con ocasión de los procesos eleccionarios universitarios, y sobre si se ha considerado la idea de incorporar al tribunal electoral en instancias de apelación, por ejemplo. 

El Presidente de la FEUSACH, señor De la Torre, manifestó que la propuesta de que los correspondientes integrantes del Consejo Superior sean nombrados por el Consejo Regional, persigue restringir el espacio de duplicidad de poder en las atribuciones de la autoridad unipersonal que dirige la institución.

Criticó, por otra parte, el alcance del artículo 18 del proyecto de ley, que muestra una preeminencia de los académicos y falta de convicción para asegurar una participación adecuada de los estudiantes y los funcionarios no académicos.

El Director del Centro de Estudios de la FECH, señor Juica, agregó que la propuesta de que algunos integrantes del Consejo Superior sean nombrados por el Consejo Regional, también responde a la convicción de que se debe potenciar el desarrollo de las regiones y la relación de las universidades con cada una de ellas, en el marco de un sistema colaborativo y coordinado de desarrollo.

El Presidente y Vocero de la CONFECH, señor Mohor, manifestó que el marco regulatorio permitirá que las distintas instituciones dialoguen independientemente de su régimen de propiedad, en función del objetivo final que es hacer que la educación adscriba al plan de desarrollo nacional y se constituya en motor de desarrollo de la sociedad en su conjunto.

En cuanto al dinamismo que debieran tener las instituciones, consideró relevante que cada comunidad universitaria pueda incidir en los planes de desarrollo de cada casa de estudio, y represente la visión colectiva de la institución. 

El Presidente de la FEUSACH, señor De la Torre, llamó la atención sobre que la participación de las universidades estatales, que ellos consideran como sinónimo de públicas, ha ido constantemente a la baja en términos de matrícula. Al respecto, subrayó, son otros los actores obligados a dar respuesta sobre si se pretende continuar o enmendar la actual lógica de relación entre instituciones públicas y privadas.

---


En la siguiente sesión celebrada por las Comisiones unidas, hizo uso de la palabra, en primer lugar, el ex Rector de la Universidad de Talca, señor Oscar Garrido, quien dio lectura a la siguiente minuta con sus comentarios:

“MINUTA DE EXPOSICION A COMISIONES DE HACIENDA Y EDUCACION DEL SENADO

Oscar Garrido Rojas

I.-  Agradezco a los señores senadores de la Comisión de Hacienda y Educación esta invitación, que me da la oportunidad  de expresar algunas consideraciones y observaciones acerca del Proyecto de Ley sobre Universidades del Estado.

2.- El proyecto considera 5 Títulos, dividido en párrafos, en los que agrupan los artículos. No obstante, centraré mi exposición en el Párrafo 1°. Del Gobierno universitario, del Título II del Proyecto 

3.- En cualquier análisis, debate, o formulación de normas estatutarias, o leyes relacionadas con estas corporaciones se debe tener en consideración que las universidades son instituciones dedicadas al estudio y enseñanza de los conocimientos superiores. Cumplen por tanto una función vital para toda sociedad, al tener en su seno a personas de máxima preparación que forman profesionales, científicos e intelectuales, cuyos conocimientos son indispensables para la vida y progreso de la Nación.

4.-Si las universidades tienen la responsabilidad señalada, y la sociedad, a través del Estado, les entrega miles de millones de pesos para que cumplan esa tan vital tarea, es de la mayor importancia que se gobiernen y administren también con la máxima eficiencia. Y es tarea y deber de los Poderes Públicos, Gobierno y Parlamento, escoger las formas de organización y gobernanza que mejor permita cumplir ese propósito.

5.- Los estatutos hoy vigentes en 12 universidades (Tarapacá, A Prat, Antofagasta, Atacama, La Serena, Valparaíso, Playa Ancha, Metropolitana de Ciencias de la Educación, Talca, Bio Bio, La Frontera, Magallanes, cumplen ese objetivo, medianamente. Las razones que impiden un mejor desempeño las indicaré un poco más adelante.

Debo señalar que estos estatutos actualmente vigentes no fueron fruto de la improvisación sino de un largo estudio comparado de los sistemas universitarios mejores. 

6.- Estos estatutos, en lo principal, han permitido a las universidades: 

- Disponer de una Junta Directiva con equilibradas atribuciones. Con un componente de directores externos de 2/3, los que representan el interés público, al conjunto de la sociedad.

- Establece normas claras en las atribuciones de los Funcionarios Superiores (Rector, Vicerrector Académico, Administración Finanzas, Asuntos Estudiantiles, Secretario General, Contralor).

- Diseña una estructura académica organizada en Facultades, Departamento, Institutos, precisando el ámbito de acción de cada uno de ellos.

- Da forma a una jerarquización del cuerpo académico que acoge las normas de aplicación generalizada a nivel internacional: Profesor Titular, Profesor Asociado, Profesor Asistente, Instructor, precisando el carácter de cada nivel jerárquico, y que ha contribuido a ordenar un aspecto esencial de las universidades, muy débil y confuso antes de la aprobación de éstos estatutos

- Establece una “Comisión de Nombramientos y Promociones” del cuerpo académico, que incluyen normas de Procedimientos y Publicidad de los Cargos Académicos Vacantes con el objeto de asegurar garantía de transparencia en la carrera académica.

- Nombrar los decanos a través de Comités de Búsqueda, lo que ha atenuado los negativos efectos de la elección de rector, y evitado las tensiones al interior de las Facultades. El resultado de este procedimiento ha sido el esperado.

Sin embargo, estos estatutos han tenido dos importantes limitaciones: 

Una, las Juntas Directivas han sido menoscabada en su autoridad por un inciso incorporado en el artículo que establece sus atribuciones, y que indica que “…se requiriere el voto de la mayoría de los Directores en ejercicio para rechazar las proposiciones que el Rector haga a la Junta Directiva. Si la Junta no se pronuncia dentro de treinta días hábiles se entiende que aprueba la proposición.” Esta norma fue impuesta por presión de los rectores militares de la época. Ha sido un impedimento importante para el ejercicio de sus atribuciones. Nunca se entendió que el Rector se debe a la Junta Directiva, que ésta es su superior jerárquico.

La otra limitación, más grave aún, es el mecanismo electoral impuesto en abril de 1994 para nombrar a los rectores de las universidades del Estado. (Ley Nº19.305) y que ha demostrado ser profundamente dañino. 

7.- La Universidad de Chile es un muy buen ejemplo de lo afirmado. La elección de sus rectores sistemáticamente ha sido motivo de denuncias y conductas que llaman ya no a la crítica sino, en muchos casos, al escándalo por denuncia de los propios actores o por reprochables conductas de éstos.

En 1998 el entonces candidato a Rector Luis Riveros denunciaba: “Máquinas en la elección de Rector”. Agregaba que: “no creía que en el balotaje todos los votos de Medicina fueran al Dr. Goic”, y concluía que “Eso sería anti universitario”. El candidato Dr. René Orozco declaraba “se dice que los estudiantes politizan, pero en realidad los que más politizan son los académicos. Es cosa de ver a la Asociación de Académicos, una sucursal de la democracia cristiana”” 

En 2006 el rector Luis Riveros, en ejercicio de su 2° período, es denunciado por efectuar una interpretación torcida de los estatutos que permiten una sola reelección, no obstante se las arregla para postular a un tercer período. 

Otros candidatos son Víctor Pérez (ex decano de ingeniería) y el decano de Medicina Dr. Jorge Las Heras. El Dr. Las Heras queda tercero. Al balotaje van Pérez y Riveros.

Los medios destacan que la “Votación en Medicina será clave para elegir rector de la Universidad de Chile”.

El rector Riveros, entonces, se apresura en declarar que: “A diferencia del programa de Víctor Pérez, el mío contenía propuestas muy específicas. En el caso de Medicina había varias que probablemente voy a especificar un poco más, que tienen que ver con el tema remuneraciones, del impulso a áreas que son importantes, como salud pública o el instituto de ciencias biomédicas”. 

El decano Las Heras, por su parte, agregaba “Mi apoyo da legitimidad a cualquiera de los candidatos”.
Desde la rectoría de la universidad, el rector subrogante Jorge Litvak intenta desacreditar al Dr. Las Heras, quien a esas alturas había dado su apoyo a Pérez, y se sumaba a la lista de éste como candidato a Prorrector. Por cartas e inserciones en la prensa se pretendió hacer notar que Las Heras no habría acreditado debidamente su título de médico obtenido en Uruguay, lo que lo inhabilitaría para ocupar el cargo de prorrector, lo que motivo anuncios de querellas. Finalmente la Contraloría informó que el título había sido validado dos años antes. 

En el balotaje Pérez es elegido rector y cumple lo pactado, nombra a Las Heras prorrector. 

En 2010, son 3 los candidatos a la rectoría: Pérez que va a la reelección, Raúl Morales decano de la Facultad de Ciencias, y el ex pro rector Las Heras, que había renunciado dos semanas antes de las postulaciones, se declara descontento con la gestión de Pérez. Perez es reelegido. 

En 2014 el Dr. Ennio Vivaldi, ex Presidente de la Asociación de Académicos, y a la época vicedecano de Medicina, recibe el apoyo explicito del Partido Comunista y de las juventudes comunistas, cuyo presidente, diputado Guillermo Teillier, en reunión con académicos de la Universidad de Chile declara.

“…. El PC ha manifestado su identificación con dicha candidatura y su proyecto de universidad pública estatal como la representación cabal de las aspiraciones de la izquierda para este período. El comando de Vivaldi ha mostrado especial interés en incorporar a otras fuerzas progresistas que deseen sumarse a la campaña y a un futuro equipo directivo”.

La autonomía universitaria suele ser esgrimida como un principio fundamental de la universidad, que lo es, pero con frecuencia hay denuncias de que por esto y por aquello se atropella la autonomía universitaria. Sin embargo, no se esgrime el principio de la autonomía universitaria para denunciar la conducta escandalosa de los partidos políticos afanados en entrometerse en su conducción y gestión.

El Gobierno no puede soslayar esta lamentable realidad, creo que tampoco los señores senadores. Los intereses políticos partidistas y los grupos de interés que conforman los sindicatos estudiantiles, de académicos, y no académicos son parte de una manipulación que socava la eficacia de la gestión y administración de la universidad.

Resulta incomprensible que se insista en este Proyecto de ley con las elecciones de rectores movidos por un manierismo democrático cuyos efectos son extremadamente dañinos para las instituciones – que una sociedad en que impera la democracia y el estado de derecho, necesita que funcionen con eficiencia y satisfagan las necesidades para que fueron creadas.

8.- El proyecto de ley exacerba el daño al incorporar la triestamentalidad en los órganos colegiados. El Consejo Superior, especie de caricatura de la Junta Directiva, incorpora un miembro no académico y un estudiante. En el Consejo Universitario la representación estudiantil y de no académicos será del 25%. Es el establecimiento del cogobierno, la triestamentalidad es un eufemismo de está demás.

9.- Este proyecto de aprobarse será una catástrofe para la educación universitaria.

10.- Resulta inentendible que no se acojan los sistemas de gobernanza mejores, como los Board of Trustees o Board o Regents de Estados Unidos, Canadá, Inglaterra, Hong Kong, Taiwan, Singapur.

También que no se ponga en práctica el mecanismo de “Comié de Busqueda “ para nombrar Rector, lo que sólo representa ventajas. Su principio es “buscar al mejor, esté dentro o fuera de la universidad”

The Chronicle of Higher Education es una página web donde, en forma habitual las instituciones de educación superior de todo el mundo, dan a conocer cargos vacantes de rector, decano, director de departamento y solicitan a potenciales postulen envíen sus antecedentes.

11.- Nombramiento de rectores en otras partes del mundo desarrollado:

Sólo a vía de ejemplo:

En Singapur, la Junta Directiva la Universidad Tecnológica Nayang (NTU) ha resuelto que la universidad a largo plazo debe ser reconocida internacionalmente  como una universidad de la ciencia y la tecnología. En esa línea el rector nombrado es el profesor Bertil Andersson de nacionalidad sueca, el cual había sido Presidente del Comité del Nobel para la química en 1997, Presidente de la Universidad de Linköping, Suecia, de 1999 a 2003, y Director Ejecutivo de la Fundación Europea de la Ciencia de 2004 a 2007. Se le nombró el primer Provost de NTU en abril de 2007 siguiendo un riguroso proceso de selección que incluyó una revisión de candidatos distinguidos de todo el mundo. El 1 de julio de 2011 fue nombrado tercer Presidente de la NTU.

En Estados Unidos la Junta de Regentes de Universidad de California en 2008, acogiendo la proposición del “Comité de Búsqueda” nombró por unanimidad a Mark G Yudof presidente (rector) de la Universidad de California. Yudof venía de desempeñar desde 2002 igual cargo en el sistema de la Universidad de Texas, en Austin. Antes había sido presidente de la Universidad de Minnesota, y decano y provoste de la Universidad de Texas en Austin. En la Universidad de California el rector Yudof es responsable de administrar 10 campus (Los Ángeles, Berkeley, San Francisco, Davis, entre ellos), 5 centros médicos, 3 laboratorios nacionales afiliados, un red estatal de programas agrícolas y de recursos naturales. 220 mil alumnos, 120 mil profesores y personal de administración, y un presupuesto anual de 18 mil millones de dólares. 

También en Estados Unidos, Junta Directiva de la Universidad del Estado de Pensilvania nombró al actual Presidente de la Universidad  Eric J. Barron que venía de desempeñarse como Presidente de la Universidad Estatal de Florida y director del Centro Nacional de Investigación Atmosférica (NCAR) en Boulder, Colorado, y había sido decano de la Escuela de Jackson de Geociencias de la Universidad de Texas, en Austin
12.- Apreciaciones de directivos y expertos sobre el gobierno de universidades. 

El Dr. T O´Brien , ex Vicepresidente de Finanzas de la Universidad de Harvard, consultado sobre lo que pasaría en las universidades norteamericanas si el rector fuera elegido por académicos, manifestaba los siguiente:

“Depende de la calidad de los académicos. Pero creo que se produciría más una relación de tipo político y de compromiso que un mejor interés por la Universidad. Muy a menudo, la elección de los académicos recaería en alguien que prometiera hacer cosas por una Facultad, que a la larga no serviría, tal vez, los mejores intereses de la institución. De manera que en los Estados Unidos, en general, no hay universidades particulares o públicas en que los académicos voten de manera formal en la elección de Presidente. Por supuesto que la Junta de Gobernadores es cuidadosa de elegir alguien que tenga independencia, pero no hay votos en ninguna parte,”

Por otra parte el profesor J. Zwingle de los Estados Unidos observa lo siguiente: 

“..el monopolio de poder no controlado es una amenaza para el bien público, por benigno que éste sea. En educación, el monopolio del poder es especialmente amenazante, ya sea que ese poder esté investido por la Iglesia, por el Estado o por cualquier otro individuo, sea un comisionado de educación, un gobernador, a un administrador de campus.

Un principio relativo a la educación es que la educación es demasiado importante para el interés público, para que el público confíe totalmente su dirección al cuerpo docente cuyo propio interés, como el de cualquier grupo profesional está siempre presente”. 

Termino reiterando que el proyecto de ley en discusión es muy malo y que su aprobación traerá el estancamiento y decadencia de las instituciones universitarias del Estado.”.

Seguidamente, presentó sus planteamientos ante las Comisiones unidas el Rector de la Universidad Católica del Maule,  señor Diego Durán, quien dio lectura a la siguiente minuta:

Comentarios al proyecto de ley sobre  Universidades del Estado.

Rector: Diego Pablo Durán Jara

Señores presidentes de las comisiones de Hacienda y Educación y Cultura

Quisiera agradecer la oportunidad que me dan como rector de la Universidad Católica del Maule, universidad regional, de dar mi opinión respecto del proyecto de ley sobre Universidades del Estado (Boletín N° 11.329-04).

Antes de expresar en detalle esta opinión quiero dejar en claro que considero de mucha relevancia abordar la mejora de muchas de las universidades del Estado, ya sea por el apoyo directo en recursos a algunas de ellas o por la transformación en la carga administrativa que tanto daño les hace a la totalidad.

Dicho eso, quisiera abocarme a los elementos específicos:

Título I: Disposiciones generales

Párrafo 1: Naturaleza jurídica de las Universidades del Estado

En general este articulado no hace diferencia alguna entre lo que es una universidad estatal y no estatal perteneciente al CRUCH; sin embargo, lo único que establece es la dependencia jurídica de las Universidades del Estado, eso sí, resguardando su autonomía.

Párrafo 2: Misión y principios formativos de las Universidades del Estado
El artículo 3 da cuenta de la Misión y Principios formativos de este tipo de instituciones pero cada uno de esos aspectos es aplicable a las universidades no estatales del CRUCH, por lo que no logra distinguirlas.

En el artículo 4, la incorporación de palabras como laicidad busca distinguir a las Universidades del Estado con, por ejemplo, las Universidades Católicas. Eso muestra claramente un manejo limitado del concepto de laicidad, y para ello les propongo estudiar el concepto trabajado por el rector de la Universidad Alberto Hurtado, Eduardo Silva. Pues si fuera por distinguir una universidad de otras, podríamos usar el concepto de inclusión y equidad presentes en el artículo 4, y usarlo de norma para clasificar a las universidades y podríamos encontrarnos, por ejemplo, que en el tema del PACE, política de este gobierno con fuerte componente social de inclusión y equidad, que el 60% de las instituciones de educación superior del CRUCH que se encuentran entre las 10 primeras, ya sea ordenando por liceos atendidos, estudiantes de liceos atendidos o de cupos efectivos durante el 2017 (datos Mineduc), no son Estatales, son universidades del G9 siendo el 50% de ellas Católicas. 

Esta distinción, más allá de estar equivocada conceptualmente, es antojadiza.

Párrafo 3: Rol del Estado 

El artículo 5 marca un claro sentido discriminatorio. Los datos ya han sido expuestos, la tarea de equidad no ha sido asumida exclusivamente por las universidades del Estado, y de hecho hay ejemplos claros de esto en el pasado y en el presente. Así, en el pasado reciente es el caso de los estudiantes y familias de la universidad del Mar el más emblemático. No fueron las universidades del Estado las que abrieron las posibilidades iniciales. Muchos de ustedes como parlamentarios abogaron por ellos y la respuesta no vino de las universidades del Estado en principio, pues el servicio público no es patrimonio exclusivo de los organismos del Estado, como así quisieran hacerlo ver en este proyecto.

Esta relación que define el Estado con sus Universidades es claramente un riesgo en la autonomía institucional, es una declaración de la instrumentalización de la universidad para fines de un gobierno. Cualquiera sea este. Además que un trabajo así presentado y declarado pone la lápida al Consejo de Rectores y al trabajo que este organismo ha venido desarrollando por más de 60 años en el país. No es a causa de una ley que obliga, el hecho que las instituciones incorporen en su ADN el servicio público, ese carácter no se logra por decreto.

Título II: Normas comunes a las Universidades del Estado

Párrafo 1: del Gobierno Universitario

Es importante señalar que cualquier decisión asociada a lo que representan estos artículos, impactará en el sistema en su conjunto. Por ello es fundamental que la decisión se base en consideración a lo que se busca en materia de Educación Superior, su calidad y eficiencia. Por lo pronto, resulta contradictorio hablar de autonomía y fijar estructura de funcionamiento y de gobernanza. 

El artículo 16 da una buena señal respecto del carácter del Consejo Universitario, puesto que establece como alcance del mismo la asesoría, la consulta y la propuesta de iniciativas. Esto garantiza una gobernanza adecuada. Sin embargo, entra en contradicción con el artículo 18, puesto que este último da cuenta de quórum para las decisiones, aun cuando no es un órgano decisional en el gobierno universitario propuesto.

Una de las grandes dificultades en costos y en tiempo es el exceso de contraloría en la gestión de las universidades estatales, artículos 19 y 22. Si hay algo que modificar necesariamente en las políticas que hoy se discuten en el parlamento sobre la Educación Superior, es basar estas políticas en la desconfianza. Siempre es posible sancionar y regular, pero la sobrerregulación lo único que hace es aumentar el aparataje burocrático de las instituciones, situaciones que hoy se está extrapolando también a las universidades que no son del Estado. La excusa de los recursos estatales no es suficiente para avalar el fundamento de la desconfianza, y tampoco es suficiente dar cuenta de las malas experiencias en esta materia vividas en los últimos años y seguir construyendo una política pensando que todos engañarán.

Párrafo 2: De la Gestión Administrativa

En los artículos 23 a 25, aún cuando se valora enormemente el cambio en la sobrerregulación que afecta a estas universidades, se genera con esta propuesta de ley una acción discriminatoria en relación a las universidades no estatales del CRUCH y de otras, que dice relación con las consecuencias de haber sido condenada por tutela o vulneración de derechos de los trabajadores. No existe una razón lógica para dejar sin efecto esto para las universidades estatales y seguir aplicando la norma a las otras. No quiero decir que no se condene esto, pero afectar de esa manera a toda la institución e incluso las acciones que éstas realizan con el propio Estado o sus organismos, es desmesurado. Esto que se entendió perfectamente para las Universidades del Estado, no entiendo por qué no se entiende para el resto de las instituciones. Una medida como esta es abiertamente inconstitucional y discriminatoria.

Título III: De la coordinación de las universidades del Estado

Párrafo 1: Principios y Objetivos

El artículo 30 marca una discriminación abierta, sustentada solamente en una opción ideológica de la supremacía del Estado frente a cualquier organización. Los hechos dan cuenta de una realidad muy diferente, donde precisamente ha sido con el concurso de muchas instituciones no estatales que Chile se ha desarrollado de manera importante y, de esto, Senadores, especialmente de regiones, no pueden desconocer la tarea que las universidades no estatales del CRUCH han cumplido. En lo particular, pido a los senadores de la región del Maule no olvidar todo lo que a lo largo de su historia pasada y reciente la Universidad Católica del Maule ha hecho en la región. Una ley como esta y artículos como estos son totalmente discriminatorios, y desconocen lo que con mucho esfuerzo y sin recursos hemos realizado por la región y el país. Uno quisiera que en momentos como estos, los parlamentarios no se olviden de ello y lo mismo los organismos del Estado que han trabajado codo a codo con nosotros en la solución de innumerables problemas.

Párrafo 2: Del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado

Debo señalar que en el artículo 31, la consagración del Consejo de Coordinación viene a transformar completamente el sistema universitario del país. La organización universitaria a través del CRUCH ha dado muestras de calidad en más de 60 años. La composición de este consejo limita, elimina al CRUCH e instrumentaliza a las universidades del Estado. El riesgo de pérdida de autonomía de estas universidades es superior y lo único que lo justifica es una mirada sesgada de las posibilidades del Estado. Esto, lamentablemente, es congruente con las primeras aspiraciones propuestas por el gobierno a través del anterior Ministro de Educación, Nicolás Eyzaguirre, de eliminar al consejo de rectores.

Párrafo 3: Ámbitos de coordinación y colaboración

En el artículo 33, de las funciones de esta coordinación o este consejo, podemos ver que muchas de ellas son funciones actuales del CUECH, por lo que no tiene sentido darle una consideración mayor como en el artículo precedente, a menos que oficialmente se busque que este organismo reemplace al CRUCH en sus funciones. Aun así, llama la atención que hoy se exija aquello que no se pudo hacer con facilidad cuando los problemas eran latentes, puesto que no hubo interés en hacerlo, y me refiero a la reubicación de estudiantes de universidades cuyo reconocimiento fue revocado. Hoy, incluso después de todo eso, se propone el verbo colaborar, que no es taxativo, dejando para este tipo de problemas una probabilidad, seguramente por el conocimiento y experiencia adquirida, de que esta tarea de servicio público sea aun asumida por instituciones no necesariamente estatales. Del mismo modo, habla del PACE, situación que ya he manifestado. ¿Hay que ponerlo en una ley para que todas las universidades del Estado lo hagan transversalmente como lo hace la USACH, la U de los Lagos, las tres Católicas del sur, entre otras?

El artículo 34 viene a consagrar el trato exclusivo y excluyente con las universidades no estatales del país. Pensar otra situación, en el contexto de la ley, es errado. Senadores, ustedes se deben a los territorios que los escogieron, no dejen de pensar en ellos y en lo que han visto y vivido ahí, de quienes han asumido la tarea de servir a los gobiernos regionales en lo que se refiere a las políticas públicas, quienes han asumido los costos de llevar adelante esas políticas, consulten con esas autoridades regionales, con la gente y luego evalúen y se darán cuenta lo lejos que está esta ley de representar los intereses de esas personas. No se puede votar una ley solo por una mirada sesgada sobre las posibilidades del Estado.

Título IV: Del financiamiento de las universidades del Estado

El artículo 35 consagra la discriminación. Asegura por ley un financiamiento, permite el desarrollo y sostenibilidad de las Universidades del Estado en desmedro, necesariamente, de las otras instituciones. Obviamente, si no genero la posibilidad de crecimiento y desarrollo a otras instituciones produzco un espacio de ventaja mayor de una institución sobre otra. ¿Por qué razón? ¿Deuda histórica? ¿Deuda política? ¿Y qué sucede con las regiones y su gente, con el esfuerzo que todas las instituciones del consejo de rectores hemos hecho en las regiones? En el Consejo de Rectores hemos asumido en general esa tarea y no hemos discriminado entre estatal y no estatal, por favor vean las cifras, consulten la realidad. Que el Ministerio de Educación de cuenta de las políticas de equidad frente a ustedes y señale abiertamente quienes son buenos colaboradores en esto, hablen con el Ministerio del Trabajo y pregunten sobre los observatorios laborales y cómo han funcionado en regiones, pregunten a Corfo, a Sercotec, y consulten cuántos y quienes participan en los sectores más vulnerables y, luego de ello, vean si es pertinente lo que hoy están haciendo o legislado. 

Estimados Senadores, esta ley es abiertamente discriminatoria y atentará contra el desarrollo de instituciones como la Universidad Católica del Maule. Es una ley que no se condice con la realidad, sino que busca transformar la misma por decreto desde una mirada demasiado complaciente y un poco ingenua de las posibilidades del Estado, en un sistema de provisión mixta de la Educación Superior. Todo lo que se valora de esta provisión en la ley de Educación Superior entre en conflicto por su inconsistencia con esta ley. Esto no quiere decir que no sea necesario mejorar las condiciones administrativas de las universidades del Estado, aliviar la carga asociada a contraloría en las mismas o a cooperar económicamente con las que más lo necesitan, ese no es el problema. El problema es tratar de invisibilizar la función y misión de instituciones no estatales y de atentar contra su desarrollo al no reconocerlas y quitarles las vías de contacto y participación en las políticas públicas nacionales y regionales.

Muchas gracias por la posibilidad brindada de compartir con ustedes mis preocupaciones como rector de la Universidad Católica del Maule.

Posteriormente, hizo uso de la palabra el Contralor Interno de la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE), señor Osvaldo Garay, quien dio lectura al siguiente documento:
Algunas Notas sobre el Proyecto de Ley de Universidades del Estado.

Sr. Presidente.

Por su intermedio queremos agradecer en el nombre de la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación y en el mío propio, por la oportunidad de ser escuchados en uno de los momentos históricos de la Educación Superior de nuestro país, a propósito  de la discusión del proyecto de Ley sobre Universidades Estatales y la construcción de un nuevo régimen jurídico para éstas. 

El pedagógico desde sus inicios, a partir de finales del siglo XIX hasta la fecha, habiendo pasado por ser parte de la Universidad de Chile y luego tener vida independiente, siempre ha contribuido con su impronta al progreso de la sociedad chilena, formando maestros y profesores para el progreso de la educación en nuestro país. En esta ocasión, a través de su Contralor Interno, pretendemos aportar con un grano de arena a esta discusión cuyo resultado, comprometerá el futuro de la Educación Superior de las Universidades del Estado.

Contextualización.

Comparada con la Universidad de Chile y la Universidad de Santiago, nuestra Institución es una de las más pequeñas de las Universidades del Estado, pero no por ello con un alto grado de responsabilidad en la formación del pensamiento creativo, laico, democrático y crítico en nuestra sociedad. A pesar de tener su domicilio en la ciudad de Santiago, su realidad se asemeja más a las universidades estatales de regiones, pues su presupuesto, matrícula y personal, no se puede comparar con las universidades antedichas. En cuanto a su estamento estudiantil, la composición del mismo proviene mayoritariamente de un estrato socio-económico bajo. Muchos de ellos, primeros en su familia, que tienen la posibilidad de ser profesionales. Se trata de personas de gran esfuerzo y dedicación por pulirse en la vida, que pretenden aprender y enseñar. Un gran porcentaje de estos alumnos/as estudian gracias a becas y gratuidad, por lo que el principal financiamiento de nuestra Institución proviene de la transferencia de recursos del Estado, por estos conceptos. 

Lo anterior, agravado por el hecho de no poder haber diversificado mayormente sus recursos, por no haber renunciado a su labor exclusiva de formar profesores, transformándose en la actualidad en la única universidad del Estado, especializada fundamentalmente en la formación docente. Aquello ha implicado que en algunas oportunidades ha tenido que acudir a empréstitos con la banca privada.

El Proyecto de Ley 

1.- La Elección del Rector/a 

Luego de las indicaciones, seguimos sosteniendo que el artículo 18 de proyecto, atenta en contra del principio de la triestamentalidad, ya que el Rector o Rectora, sería elegido de conformidad con el procedimiento establecido en la ley N° 19.305. No obstante, tendrían derecho a voto todos los académicos sin distinción de jerarquías. Como resulta de suyo evidente, la elección de Rector, tal como lo propone el proyecto de ley y sus indicaciones, constituye una especial limitación al ejercicio de la autonomía institucional en la forma en que está consagrada en nuestro ordenamiento jurídico, es decir, entendida como el derecho de cada establecimiento de educación superior a regirse por sí mismo, de conformidad con lo establecido en sus estatutos en todo lo concerniente al cumplimiento de sus finalidades. La misma autonomía contempla en su faz administrativa que cada establecimiento de educación superior tiene la facultad para organizar su funcionamiento de la manera que estime más adecuada de conformidad a sus estatutos y las leyes. El mismo artículo 2° del referido proyecto establece, a propósito de tal autonomía administrativa “…En el marco de esta autonomía, las Universidades del Estado pueden, especialmente, elegir a su máxima autoridad unipersonal y conformar sus órganos colegiados de representación”. En ese contexto, es incongruente y contradictorio reconocer el derecho que tiene la Comunidad Universitaria para elegir a sus autoridades, para luego limitarlo exclusivamente al estamento académico, impidiendo el libre y legítimo ejercicio de la participación. Aquello contradice abiertamente la intención y anhelo que nuestro futuro estatuto, en sentido de contemplar el principio de triestamentalidad efectiva en la elección de su máxima autoridad de la Corporación. Las universidades del Estado requieren de estabilidad y paz institucional para el cumplimiento de sus objetivos. Además, puede ser una antinomia en relación con la ley N° 20.843, que eliminó la prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones estatales de educación superior y proscribió toda normativa interna que establezca limitaciones a la libertad de organización tanto de sus estudiantes como de su personal académico y no académico.

La Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación ha sido la primera Universidad Estatal en implementar la elección de Directores de Departamento de modo triestamental. Aquello ha permitido la participación de toda la Comunidad Universitaria, conforme a porcentajes consensuados. Asimismo, ha propiciado la transparencia y publicidad de la gestión departamental, permitiendo a los alumnos tener un grado mayor de pertenencia al departamento, bajando notablemente los conflictos, paros y tomas y, asimismo responsabilizándose por el cuidado de los bienes de la Universidad.

Nuestra propuesta, respetando la realidad y cultura institucional de otras Casas de Estudios Superiores del Estado, es que la forma de elección del Rector/a como máxima autoridad unipersonal de la Universidad, sea entregada a la regulación estatutaria de la misma universidad y, en silencio de éstos, opere el mecanismo señalado en el actual artículo 18.

2.- Presidencia del Consejo Superior. 

No puede calificarse como un voto de confianza a las Universidades del Estado, el hecho que el legislador desconfíe de la capacidad decisoria de los miembros de la Comunidad Universitaria en la integración del Consejo Superior, al prohibírseles que estos puedan ejercer la presidencia del máximo Órgano Colegiado de la Universidad. En efecto, el inciso final del artículo 11 establece que sólo los consejeros indicados en los literales a) y c) podrán presidir el Consejo Superior, sin que hasta la fecha haya existido alguna razón o fundamento que lo justifique. Aquello resulta relevante, ante la opción de empate en la votación, pues el presidente tendrá voto dirimente. 

3.- El Control de los Actos Administrativos

El proyecto de ley, en su artículo 37 exime en la práctica del trámite de toma de razón por parte de Contraloría General de la República, a la mayoría de los actos administrativos que emanen de las Universidades Públicas. A modo de ejemplo, la universidad podría contratar un crédito vía trato directo, por cualquier monto sin garantía hipotecaria o gravamen. Ese acto administrativo no iría a toma de razón. 

Puede comprenderse, justificarse y compartirse que uno de los objetivos del legislador ha sido pretender la desburocratización de la gestión a través de la flexibilización del control a priori que realiza Contraloría General de la República, de modo de equilibrar las reglas, para que las Universidades del Estado puedan competir en mejores condiciones y a la par con los modelos privados de Educación Superior. Al efecto, surge el legítimo cuestionamiento si aquello será posible o, por el contrario, pondrá a la educación pública en jaque o en estado terminal. 

Conforme la Resolución 1600, de 2008, de la Contraloría General de la República y sus modificaciones, las adquisiciones y suministro de bienes y servicios contratados vía trato directo sobre 116 millones de pesos (2500 UTM), son sometidas al trámite de toma de razón por parte del Órgano de Control. Con la aprobación del proyecto de ley, sólo serán sometidas a toma de razón aquellas adquisiciones sobre los 980 millones de pesos (20.000 UTM). Es decir, bajo esa cifra, estos actos y contratos serán objeto de una resolución exenta.

Relevar del control previo (toma de razón) y sustituirlo por un control posterior, implicará un gran peligro, pues los fondos ya habrán egresado de las arcas universitarias, sin la validación de Contraloría General de la República, pudiendo generar un perjuicio patrimonial irreversible para el Estado y sus Universidades. La opinión pública ya ha conocido últimamente algunos casos de corrupción las FFAA y Carabineros, institutos armados que poseen un control similar al que se pretende implementar en las Universidades del Estado. La diferencia es que los Cuerpos Armados no tienen competencia privada y además poseen un presupuesto directo del Estado que les permiten afrontar estos peligros, no así las Universidades del Estado.

El control posterior por parte de Contraloría General de la República, implicará posibles mayores auditorías. En la actualidad, debería consultarse a Contraloría el resultado de auditorías llevadas a cabo en las Universidades del Estado respecto de las compras públicas. Probablemente demuestren bastantes falencias o errores en la gestión, como así ha quedado demostrado en el caso de algunas Municipalidades. Con el proyecto de ley y sus efectos, especialmente en la adquisición de bienes y servicios vía trato directo y por resolución exenta, podría significar eventuales juicios de cuentas en contra de los Rectores y autoridades universitarias, sin perjuicio de la persecución de eventuales delitos propios de los funcionarios públicos, tales como malversación de fondos públicos, distracción de fondos públicos, negociación incompatible, tráfico de intereses, cohecho, entre otros, afectando seriamente la imagen institucional de la Universidad y por ende la Educación Superior de nivel Estatal. 

Pongamos un caso hipotético. Una universidad requiere contratar la construcción de una obra, por un monto aproximado de 900 millones de pesos, la cual por motivos de tiempo sólo puede realizarse durante el receso institucional, es decir, en el mes de febrero. La licitación pública no fue debidamente prevista, atendida las actividades de fin de año, de modo que de convocarla podría afectar o poner en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia del respectivo proyecto. La universidad toma contacto con una empresa constructora, en razón de su confiabilidad y experiencia, pues tiene más de 11 contratos de obras realizadas durante el año anterior con la misma universidad. Esta podría contratar directamente con esa empresa y sin que el acto administrativo aprobatorio sea sometido al trámite de toma de razón. El Contralor Universitario no tendría posibilidad de objetarlo, sin que pueda acusársele de control de mérito. 

Pongamos otro caso hipotético. Las remesas de dinero provenientes del Ministerio de Educación no han llegado a la Universidad, por lo que se encuentra seriamente comprometida en el incumplimiento del pago de remuneraciones a su personal. El Rector invoca motivos de urgencia o emergencia para contratar con el mismo banco en que tiene cuenta corriente la universidad, un empréstito sin garantía hipotecaria o gravamen, por tres mil millones de pesos. Al efecto, dicha contratación no estaría afecta al trámite de toma de razón. Además, la ley permite que los órganos del Estado puedan contratar créditos para proyectos específicos que no superen el período presidencial. Supongamos que el Contralor Universitario estima que el pago de remuneraciones no es un proyecto específico, pues es una actividad regular y habitual por parte de la Universidad y representa o no cursa de legalidad del acto administrativo aprobatorio del contrato, a pesar que el banco ya depositó la suma en la cuenta corriente de la institución y ésta procedió al pago de las remuneraciones al personal, incluido el Contralor Interno. La presión institucional sería difícil de soportar. 

El proyecto de ley, en consecuencia, hace descansar el control de las resoluciones exentas en la Contraloría Universitaria, la cual no goza de independencia plena como la Contraloría General de la República. En muchas ocasiones, Contraloría Interna carece del personal necesario e idóneo para efectuar un control y fiscalización eficiente, dado que los recursos económicos de las Universidades del Estado son escasos y sus prioridades de contratación son otras. Por otro lado, la emergencia, urgencia o la falta de previsibilidad de la ejecución de algunos proyectos importantes para la universidad, presionarán al Contralor/a Universitario/a, para aprobar tales proyectos.

Por lo anterior, el efecto buscado por el legislador, en sentido de eliminar la burocracia y demora en la tramitación de los actos administrativos, podría verse afectado, pues en algunos escenarios, la autoridad universitaria de control justificadamente podría adoptar un criterio de interpretación conservador o restrictivo, que no satisfaga a la gestión institucional, provocando una consulta a Contraloría General de la República, la cual en esta hipótesis, no tendría plazo para emitir su dictamen.

Cuando la ciudadanía reclama de sus autoridades una mayor transparencia y fiscalización, el proyecto de ley dota de opacidad en el control de sus universidades. En vez de nivelar hacia estándares superiores, exigiendo a las universidades privadas mayores requisitos en materia de control, publicidad y transparencia, se pretende rebajar dichos estándares a las universidades públicas para que puedan competir en el mercado, desatendiendo el rol del Estado en sus propias universidades.

4.- El Contralor/Universitario.

El artículo 25 del mencionado proyecto regula los requisitos para ser Contralor/a Universitario/a, estableciendo “…título de abogado, contar con una experiencia profesional de, a lo menos, ocho años y poseer las demás calidades establecidas en los estatutos de la universidad…”. Nada se dice en relación con experiencia en educación o especialización en derecho administrativo. Consideramos que debiera complementarse el proyecto con requisitos de, a lo menos, diez años de experiencia profesional en materia de educación y/o derecho administrativo; y ser mayor de 40 años de edad. Lo anterior, se justifica dado que el Contralor Universitario, requiere una experiencia necesaria en los ámbitos de la Educación Superior, como en el control administrativo-legal, pues fiscalizará y visará materias de una relevancia importante para la universidad y sus autoridades.

5.- Regularización de Inmuebles

Muchas de las construcciones levantadas o edificadas en las Universidades del Estado se encuentran si recepción municipal. Ello impide y obstaculiza la participación de éstas en proyectos regionales y nacionales. Al efecto, proponemos que el proyecto de ley admita, durante los dos primeros años de vigencia de la ley, la posibilidad de regularizar dichas edificaciones. Una especie de “Ley del Mono” para las Universidades Estatales, que garantizara y permitiera un aumento en la plusvalía de sus activos fijos. Aquello mejoraría los indicadores de las normas IRF y permitiría subdividir paños y postular a proyectos de financiamiento regional y/ central, sin que esto genere ningún desembolso económico adicional para el Estado.

Conclusión

Tal como se ha demostrado, los problemas de gestión de las Universidades del Estado no pasan necesariamente por el retardo en la tramitación de la toma de razón por parte de Contraloría General de la República. La idea de flexibilizar el control a priori, con el fin de igualarlas en condiciones con las universidades privadas, para poder competir en el mercado de la educación es un camino demasiado peligroso, pues las autoridades de las primeras siempre serán sujeto activo de delitos propios de los funcionarios públicos. La garantía que ofrece la Institución de la toma de razón de Contraloría General de la República, especialmente en las grandes contrataciones, no solo dota de presunción de legalidad, sino que le da independencia y cauciona el deber de transparencia y probidad como también  los intereses económicos de las Universidades del Estado. Lo anterior, no obsta que dicho Órgano Contralor pueda incorporar en su estructura, tal como lo hizo en la creación de Contralorías Regionales Metropolitanas, una Unidad de Contraloría Universitaria, con especialidad funcional en el derecho universitario, que aplique criterios y emita dictámenes acordes con la compleja realidad de las Universidades del Estado, que en muchas oportunidades difiere de cualquier otro Servicio Público de la Administración del Estado. (Pensemos que una Universidad requiere contratar a un académico altamente especializado. Convoca a concurso público, en el que éste es el único postulante. Conforme la jurisprudencia de CGR, el concurso debería quedar desierto, pues se requiere a lo menos dos postulantes.)

Reiteramos, la ciudadanía requiere mayor control y transparencia de parte de los órganos del Estado, tanto en la responsabilidad del uso de sus recursos como en la ética de la función pública. Por lo expuesto, el proyecto de ley en estos aspectos dota de opacidad a las Universidades del Estado, haciendo peligrar la imagen, prestigio y calidad de la Educación Superior de las Instituciones del Estado.

A continuación, expusieron ante las Comisiones unidas los académicos de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señores Aldo González y Javier Núñez.

El señor González desarrolló una presentación del siguiente tenor:

Elementos de Gobierno Universitario

Proyecto de Ley Universidades Estatales

Autonomía y Cumplimiento de Misión

- La autonomía permite que la universidad cumpla de mejor forma la misión que la sociedad le encomienda

- Qué se entiende por autonomía universitaria

Libertad de cátedra e investigación.

Planes de desarrollo

Autonomía administrativa y económica.

- Por qué es importante la autonomía.

Proteger a la universidad de grupos con agendas propias que desvirtúen misión encomendada a la universidad

Poder político, económico, o de grupos de interés tanto internos o externos

Importancia de check and balances en órganos de decisión para evitar captura.

- Autonomía vs Accountability.

¿A quién le rinde cuentas la Universidad?

¿Quién es el dueño de la Universidad?

Estado vs Miembros de la Universidad

Proyecto de Ley

- Establece una misión para las universidades estatales

Generación y transmisión del conocimiento

Contribuir a satisfacer los intereses generales de la sociedad

Vocación de excelencia en la formación de personas

- Confiere Autonomía Académica, Administrativa y Económica

Cuerpos Colegiados

- Consejo Superior: 9 Miembros

2 nombrados por el Presidente de la República (3)

4 internos nombrados por Consejo Universitario (3)

2 egresados nombrados según estatutos de la Universidad (2)

Rector

2/3 de generación interna 

4/9 externos a la universidad (5/9)

- Consejo Universitario:

Órgano Representativo y Funciones Consultivas y Propositivas

2/3 deben ser académicos

Composición tri-estamental con representación académica 

¿Se afecta la autonomía?

- Consejo Superior

1/3 designación de Presidente República (menor a casos EEUU y Canadá)

Equilibrio entre miembros externos e internos

- Medidas adicionales para designaciones presidenciales

Nombramientos desfasados de período presidencial

Aprobación del Parlamento

Imposibilidad de remoción discrecional

Ejemplo: Banco Central

- Autonomía consagrada en Ley Orgánica Constitucional

- Autoridad Máxima: Consejo de Banco Central

Miembros designados por el presidente de la república con acuerdo del senado

Otras Instituciones Autónomas

- Ministerio Público

Fiscal Nacional nombrado por el Presidente con aprobación del Senado de una Quina propuesta por la Corte Suprema.

- Contralor

Nombrado por Presidente con acuerdo del Senado.

- Corte Suprema

Pleno de 21 Ministros

Ministros nombrados por Presidente de una quina propuesta por Corte Suprema y con acuerdo de 2/3 del Senado.

A su turno, el señor Núñez efectuó la siguiente presentación:

Gobernanza Universitaria en perspectiva comparada

Gobernanza Unicameral vs. Bicameral

- Unicameral (órgano ejecutivo y normativo)

- Bicameral: Una variedad de modelos donde existe un órgano principalmente ejecutivo y otro “normativo”, con variedad de funciones y atribuciones (a veces consultivos de órganos ejecutivos).

- En universidades de alto desempeño en investigación, docencia y extensión, hay modelos bicamerales con Executive Comittees y Board of Trustees (Berkeley), y Board Ejecutivo y Senado Académico – Senado Universitario.

Gobernanza Universitaria

- Pregunta central para gobernanza de universidades públicas: ¿cómo representar adecuadamente los intereses y necesidades del país en la gobernanza universitaria?

- Órganos Ejecutivos y board of trustees en universidades públicas de alto desempeño generalmente poseen miembros internos o auto-generados (aunque son exclusiva o mayoritariamente académicos), en complemento con proporción relevante de miembros externos designados por el gobierno/Estado (por ejemplo 45 % en Ues Canadienses, Pennock et al. 2015). 

- En algunas ocasiones se observa principalmente en una de las cámaras (Senado) un porcentaje minoritario de algunos de los siguientes estamentos: estudiantes, funcionarios, egresados y miembros del sector privado/sociedad civil.

Senados en Gobernanza Universitaria

(Senados = “Consejo Universitario” en proyecto)
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Modelos y Funciones de Senados

- Senados desarrollan funciones “explícitas” y “latentes” (Birnbaum, 1989)

- Funciones latentes: reconocimiento mutuo de grupos de poder, filtrar o influir en prioridades del board ejecutivo, rol “simbólico” y “ritual”. Pueden ser funciones positivas o negativas.

- Minor (2004)

“Tradicionales”, típicamente formado por académicos con atribuciones en ámbito académico, pueden tener rol consultivo de Rector y Consejo Ejecutivo en otras materias

“Influyentes”, atribuciones más amplias, operan a menudo como “kitchen cabinets”, influencia de facto en órganos ejecutivos y rector.

 “Pasivos o inactivos” (“dormant”)

“Ritualistic”, rol ceremonial, escaso o nulo rol en administración de la Universidad

- Literatura sobre desempeño de los Senados en países desarrollados en general sugiere un desempeño ineficaz e ineficiente en sus funciones explícitas (Birnbaum (1989), Minor (2003, 2004), Pennock et al. (2015), y una contribución discutible a gobernanza universitaria (duplicidad y fricciones con órganos ejecutivos, Pennock 2015)).

Tendencias internacionales recientes en Gobernanza Universitaria

- Reformas recientes en educación superior en países desarrollados sugieren que los senados académicos o universitarios han perdido poder en relación a órganos ejecutivos de las universidades por ejemplo en Canadá, Reino Unido, Australia, Portugal, entre otros, (Pennock et al 2015).

- Estos cambios han surgido de una revisión en los últimos años de la relación de las universidades públicas con el Estado. 

- Estas reformas en general han:

Reducido la influencia de estamentos internos de la universidad (académicos) en relación a órganos ejecutivos y board of trustees,

Relevado el rol de miembros designados por el Estado o el Gobierno

Concentrado las atribuciones de Senados en temas principalmente académicos (aseguramiento de calidad, estándares académicos, creación y revisión de programas), y las ha alejado o marginado de otros temas (presupuesto, financiamiento, desarrollo estratégico, por ejemplo)

Los Senados han sido en algunos casos abolidos, o redefinidos como un órgano consejero o consultivo de los rectores y órganos ejecutivos

Ver por ejemplo Pennock et al. (2015), Rowlands (2013), Vilkinas y Peters (2014), Bleiklie y Kogan (2007), Magalhaes (2003), Magalhaes et al. (2013), Shattock (2013)). 

Senado Universitario U. de Chile: Participación Electoral
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) Voters/Roll (%) \yeighted votes Cast/
Voters’ Roll Weighted Voters’

Elections Roll Weighted Voters Roll
(%)

Local Academics Election 4259 3236.8 na. 423

Transversal Academics Election 4206 3216.1 25.7 na.

Students Election 35387 35387 13.0 13.0

Non-academic Staff Election 7633 7633 26.8 26.8

Source: University Senate Electoral Records, June 2014




Senado Universitario: Representatividad

[image: image60.png]Table 2: Voting and Representation of elected Senators, 2014
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Sector Validly Cast Weighted Votes
Senators Votes .

Weighted Votes Roll
Non-Academic Staff 2 417.0 216 5.5
Students 7 982.0 8.0 2.8
Transversal Academics 9 209.4 10.7 6.3
Local Academics 18 49.0 63.1 32.1





Funcionamiento y Asistencia

[image: image61.png]Tabla 4: Asistencia y Funcionamiento de Comisiones

Tipo de Comisién Nombre de Comisién

¢Sesion de facto? (%)

¢Hubo Quérum? (%)

(Mencién explicita)

Si No  No Total Si No  No Total
Indica Indica
Desarrollo Institucional 60 31 9 100 ERES) 77 100
Permanentes
Docencia 80 11 9 100 3 6 91 100
Presupuestoy Gestion 713 6 100 9 9 83 100
No Permanentes Estamentosy Participacion 50 41 9 100 0 21 79 100
Estructurasy Unidades 71 4 6 100 0 9 91 100
Académicas
Hospital Clinico 53 41 6 100 0 24 76 100
Consulta Universitaria 2 69 9 100 0 6 9 100
Ad-Hoc Encuentro Universitario 62 24 14 100 0 0 100 100
Relacion Univers./Empresas 60 30 10 100 3 17 80 100

Fuente: Elaboracién propia a partir de actas de plenarias




¿Razones?

- Expectativa de dedicación al Senado 20% de jornada semanal. Desmesurada con respecto a evidencia comparada.

- Por ejemplo, en Ues públicas Canadienses la asignación de tiempo es de 6,5 horas al mes, 1,5 por semana (Pennock et al. (2015).

- Senados en Ues Públicas extranjeras sesionan 1 vez por mes, aprox. 10 veces al año.

- Consistente con idea que senados “tradicionales” en universidades de alto desempeño tienen menos atribuciones y funciones que Senado de la U. de Chile. 

Patrones de votación: votan igual 85% o más

[image: image62.png]



Patrón de Votaciones
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Conclusiones

- Universidades públicas de alto desempeño poseen estructuras unicamerales o bicamerales

- Las bicamerales generalmente poseen:

Un órgano ejecutivo mixto, con miembros auto-generados provenientes del estamento académico, y cantidad relevante (a veces mayoritaria) de miembros externos designados por el Gobierno/Estado. ¿Mecanismo para seleccionar miembros externos competentes e independientes?

Un Senado uniestamental de académicos o multiestamental (mayoría de académicos), y minoría de otros estamentos, incluyendo estudiantes, funcionarios, miembros ex-officio de administración universitaria, exalumnos.

- Senados “tradicionales” poseen senados Académicos, enfocados en materias académicas, y con rol consultivo al Rector y al órgano ejecutivo, con funciones y  dedicación horaria acotadas.

- Literatura comparada mayoritariamente constata i) relativa ineficiencia e ineficacia de los Senados en sus funciones explícitas y ii) fricciones con órganos ejecutivos de las universidades.

- Tendencias internacionales recientes apuntan a una reducción de influencia de Senados y estamentos internos de las universidades, en relación a órganos ejecutivos.

- Escasa participación y representatividad electoral de miembros del Senado Universitario de la U. de Chile. Asociado a baja valoración y legitimidad por parte de la comunidad universitaria.

- Frecuente inasistencia y falta de quorum, especialmente en Comisiones. Esto afecta eficiencia y efectividad del Senado, y retraso en tramitación de proyectos.

- Posible explicación: desmesurada expectativa de dedicación de tiempo en comparación con evidencia internacional, reflejo de atribuciones y funciones mayores que Senados “Tradicionales” en universidades extranjeras de alto desempeño.

- Patrones de votación sugieren i) escasa heterogeneidad en estamento estudiantil en comparación con estamento académico y ii) una “bancada” académica afín a preferencias de estamento estudiantil, que en conjunto permite influir en votaciones del Senado. 

- Senado ha tenido fricción significativa con Rectoría, Consejo Universitario y comunidad universitaria en general, consistente con evidencia internacional.

Comentarios al Proyecto de Ley

- Modelo propuesto bicameral, con ambas cámaras triestamentales y un Senado (Consejo Universitario) con amplias atribuciones esta desalineado de los modelos de gobernanza imperantes en las universidades más reconocidas y productivas del mundo.

- Va en la dirección contraria a las tendencias actuales en Gobernanza Universitaria (acotar atribuciones de Senados, y fomentar atribuciones de un órgano superior, con relevante influencia del Estado/Gobierno y de actores externos).

- Consejo Universitario posee excesivas atribuciones en relación a Consejo Superior, en perspectiva comparada.

- En resumen, no es claro que el modelo de gobernanza propuesto efectivamente potencie el funcionamiento, desempeño y productividad de las universidades estatales, que es el objetivo que busca el proyecto.

- Consejo Superior posee escasa participación de representantes del Estado-Gobierno en perspectiva comparada (2/8, exceptuando al rector). Considerar 3 o 4 miembros, cercano a 40-50 % que se observa en universidades públicas competitivas. Elevar número de representantes del Estado-Gobierno y reducir representantes de la Comunidad Universitaria y/o Egresados.

- Representantes del Estado-Gobierno pueden estar ratificados por Senado de la República (por ejemplo), y no traslapados con gobierno de turno.

- En el Proyecto de Ley el Consejo Universitario tiene atribuciones para elegir 6 de los 8 miembros (exceptuando al Rector) del Consejo Superior (2 académicos, 1 funcionario, 1 estudiante y 2 egresados). Esto genera atribuciones excesivas al Consejo Universitario en la gobernanza de la Universidad. Órganos deben ser idealmente independientes, elegidos por procedimientos separados.

- Representante de los Egresados puede ser elegido por votación directa de egresados, o por un organismo externo a la Universidad (¿Senado, Cores?)

- Proyecto no garantiza representatividad y pluralidad de miembros del Consejo Universitario. Establecer Quórums mínimos explícitos para garantizar representatividad (Por ejemplo 40% en elecciones FECH, elección de la U de Chile participa 60% de académicos).

- Cuando los hay, los Senados Universitarios en la evidencia comparada poseen miembros designados ex oficio o por derecho propio, generalmente Decanos y altos cargos ejecutivos de la universidad. Esto otorga mayor fluidez a la gobernanza universitaria, y evita fricciones con otros órganos superiores. Se propone incluir ex oficio a Decanos y otros miembros ejecutivos de la Universidad en el Consejo Universitario, señalándolo explícitamente en Proyecto de Ley.

- El Proyecto permite un porcentaje excesivo a la participación de miembros no académicos en el Consejo Universitario, muy superior a la evidencia comparada en universidades competitivas, y mayor al actual Senado de la U. de Chile (25%). Se propone acotar el mínimo de académicos a 25%. 

- Las universidades con estatutos creados posteriormente a 1990 quedan con una escasa participación del Estado-Gobierno en su gobierno. El proyecto propone un mecanismo “institucional y permanente” para representar al Estado/Gobierno en Proyecto Institucional y Presupuesto. Se propone agregar otras atribuciones como aquellas asociadas a: Pautas de endeudamiento y manejo de activos de la Universidad, Políticas de Desarrollo y Aseguramiento de la Calidad, como sugiere buena parte de la literatura comparada, y el  tratamiento que el propio proyecto propone para las demás Universidades estatales (concretamente en el Consejo Superior).

Bibliografía

Birnbaum, R. (1989). ‘The latent organizational functions of the academic senate: Why senates do not work but will not go away’. Journal of Higher Education, 423-443.

Bleiklie, I., and Kogan, M. (2007). ‘Organization and governance of universities’. Higher Education Policy, 20 (4), 477-493.

Magalhaes, A. M., & Amaral, A. (2003). ‘Changing values and norms in Portuguese higher education’. Higher Education Policy 20 (3), 315-338.

Magalhaes, A., Veiga, A., Amaral, A., Sousa, S., and Ribeiro, F. (2013). ‘Governance of governance in higher education: Practices and lessons drawn from the Portuguese case’. Higher Education Quarterly 67 (3), 295-311.

Minor, J. T. (2003). ‘Assessing the Senate. Critical Issues Considered’. American Behavioral Scientist, 46 (7), 960-977.

Minor, J. T. (2004). ‘Understanding faculty senates: Moving from mystery to models’. Review of Higher Education 27 (3), 343-363.

Pennock, L., Jones, G. A., Leclerc, J. M., and Li, S. X. (2015). ‘Assessing the role and structure of academic senates in Canadian universities, 2000-2012’. Higher Education, 70 (3), 503-518.

Rowlands, J. (2013). ‘Academic boards: less intellectual and more academic capital in higher education governance?’ Studies in Higher Education, 38 (9), 1274-1289.

Shattock, M. (2013). ‘University governance, leadership and management in a decade of diversification and uncertainty’. Higher Education Quarterly, 67 (3), 217-233.

Vilkinas, T., and Peters, M. (2014). ‘Academic governance provided by academic boards within the Australian higher education sector’. Journal of Higher Education Policy and Management 36 (1), 15-28.

Enseguida, hizo uso de la palabra el Contralor General de la República, señor Jorge Bermúdez, para desarrollar una presentación del siguiente tenor:

Presentación ante la Comisión Hacienda y Educación y Cultura sobre proyectos de Educación Superior

 (Boletines N°s 11.329-04 y 10.783-04)

Temario

1. Fiscalización de los recursos públicos en instituciones de educación superior (IES)

2. Funciones y atribuciones de la Superintendencia de Educación Superior (SES)

3. Aspectos que pueden afectar el resguardo de los recursos públicos en las universidades del Estado

Fiscalización de los recursos públicos en instituciones de educación superior (IES)

Sentencia Tribunal de Justicia de la UE sobre naturaleza jurídica de la Universidad de Cambridge, Reino Unido.

Se debatió si la Universidad de Cambridge - entidad privada- podía ser considerada como un órgano público para los efectos de aplicarle las directivas europeas sobre contratos públicos de servicios, suministros y obras.

El tribunal sostuvo que la Universidad de Cambridge:

- Debía considerarse, para estos efectos, como un organismo de derecho público por cuanto cumplían con los requisitos establecidos en las directivas.

- Su actividad está mayoritariamente financiada por el Estado.

- En dicho financiamiento se comprenden las becas o subvenciones entregadas a las instituciones para cubrir sus gastos académicos.

“la expresión «financiada por [una o varias entidades públicas]», que figura en el artículo 1, letra b), párrafo segundo, tercer guión, de cada una de las Directivas 92/50, 93/36 y 93/37, debe interpretarse en el sentido de que en ella se incluyen las becas o subvenciones concedidas por una o varias entidades [públicas] para fomentar la labor investigadora, así como las becas para estudiantes que las autoridades locales competentes en materia de educación abonan a las universidades para cubrir los gastos académicos de determinados estudiantes”.

Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 3 de octubre de 2000, asunto C-380/98.

Ley de Presupuestos año 2017

Partida 09-01-30 Educación Superior

Glosa 01 inc. Final (común al programa): “Las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos o que matriculen en el año 2017 a estudiantes que se financien en virtud de becas, créditos o garantías estatales derivadas del presente programa, que no se encuentren ya obligadas por otras leyes, deberán aportar a la Contraloría General de la República la información del uso de dichos recursos.”

- La CGR está llevando a cabo un ciclo de jornadas de capacitación con diferentes IES (CFT, Escuelas Matrices FF.AA, universidades públicas y privadas).

Financiamiento del acceso Gratuito a las universidades 24-03-198 (Glosa 02):

“El Ministerio de Educación llevará un registro público con las instituciones de educación superior que adscriban al financiamiento a que se refiere esta glosa. Asimismo, las instituciones que accedan a dicho financiamiento deberán informar al Ministerio de Educación, en el plazo de un año a contar de la última transferencia, respecto del uso de los recursos recibidos por este concepto. Los recursos transferidos por la presente asignación presupuestaria no deberán rendirse de acuerdo a la Resolución N° 30, de 2015, de la Contraloría General de la República, o la norma que la reemplace.”

Distribución Gratuidad 2016 (MM$)

[image: image64.png]Institucién de Monto reci
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Total recursos gratuidad: $ 395.194.000.000
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Proyecto de ley sobre Educación Superior

- Art. 110 entrega la fiscalización de la gratuidad a la SES, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Subsecretaría de Educación Superior.

- La SES fiscaliza el uso de estos recursos en instituciones privadas, no haciendo mención expresa, en el proyecto, que habilite a la CGR para ello.

- No se contempla una disposición como la contenida en la glosa 01 del programa de Educación Superior (deber de informar).

- La indicación N° 474 del Ejecutivo, incorpora un inciso final al art. 85, que establece que la rendición del aporte institucional para la gratuidad sólo se hará ante la Superintendencia, y de conformidad a las normas que esta dicte.

- A la CGR le corresponde el control de los recursos públicos.

- En la actualidad existe una diferencia en el régimen jurídico y de control entre IES.

- Sin embargo, los recursos públicos financian a distintas IES independiente de su naturaleza jurídica.

- La CGR propone el control de los recursos públicos recibidos por entidades receptoras (Universidades, Institutos Profesionales y CFT).

En ese sentido, la indicación N° 552, incorpora a continuación del art. 121 un artículo, nuevo del siguiente tenor:

“En el ejercicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 85 de su Ley Orgánica, la Contraloría General de la República dispondrá de atribuciones contables y de fiscalización respecto de todas las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos, tales como subvenciones o aportes para realizar, mejorar o potenciar sus labores docentes, de investigación o vinculación con el medio y las asignaciones, becas, créditos y otros mecanismos de financiamiento destinados a los estudiantes y, en general, cualquier otro tipo de fondos provenientes del Estado.”

Funciones y atribuciones de la Superintendencia de Educación Superior (SES)

Aspectos Generales

- Descenso de la responsabilidad, desde el nivel político y administrativo, a uno meramente administrativo.

- Las Superintendencias no reemplazan a la CGR en el resguardo de los recursos públicos.

- Las facultades que se proponen para la SES en materia de interpretación del ordenamiento jurídico y de normativa contable, se contraponen a las de la CGR.

1. Interpretación administrativa

Art. 19 letra p) y 25 letra i): La SES podrá aplicar e interpretar administrativamente las normas cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación.

- CGR interpreta de modo obligatorio la legislación administrativa (art. 98 CPR y art. 6, ley N° 10.336). Sentencias del TC.

“...Esta normativa previsional relativa a funcionarios públicos puede ser interpretada entretanto, con fuerza general y obligatoria para la Administración del Estado, pero solamente a través de dictámenes que toca pronunciar exclusivamente a la Contraloría General de la República...” (STC Rol N° 3283-16-CCO, considerando cuarto).

Art. 19 letras a), b), d), f), m), n) y o): Corresponde a la SES además, fiscalizar las normas y sancionar su incumplimiento.

Problema de imparcialidad: Triple rol de la SES, interpreta, fiscaliza y sanciona.

La SES no tiene la autonomía constitucional.

- En ese sentido, la indicación N° 144 propone eliminar en el art. 19 letra p) la frase “e interpretar administrativamente”.

2. Normativa contable

Art. 36: Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, de acuerdo a las normas de carácter general que al efecto podrá dictar la Superintendencia, y deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa de la ley N° 18.045.

- La CGR lleva la Contabilidad General de la Nación (art. 98 CPR).

- La CGR imparte normas contables a las universidades estatales.

- La CGR está llevando a las Entidades de Educación Superior del Estado a las IFRS-CGR que facilita la gestión y evita la multiplicidad de sistemas contables.

- El proyecto genera duplicidad de las competencias contables de CGR con la SES.

Consecuencia: Un mismo hecho económico puede ser registrado de formas diversas, lo que afecta la «comparabilidad» y «fidelidad» de la contabilidad.

- Se debe velar por un solo marco contable uniforme a todas las entidades de educación superior, sean estas públicas o privadas. Esto facilita la gestión de las entidades, mejora el control y la comparabilidad de los datos.

Las indicaciones N° 167 y 168 introducen modificaciones al art. 36, en el siguiente tenor:

- Reemplaza en el inciso primero la expresión “podrá dictar la Superintendencia" por "dictará la Contraloría General de la República”.

- Incorpora el siguiente inciso, nuevo:

“Con todo, la Contraloría General de la República deberá velar por la homogenización de los métodos contables considerando la naturaleza jurídica de las instituciones sometidas a ella”. 

Aspectos que pueden afectar el resguardo de los recursos públicos en las Universidades del Estado

Compras Públicas

Art. 33 inc. 2°

“De la misma manera, estarán excluidos de la aplicación de la citada ley (de compras) los contratos que celebren las Universidades del Estado con personas jurídicas extranjeras o internacionales para el suministro de bienes muebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones y que, por sus características específicas, no puedan ser adquiridos en Chile.”

Observación:

- Esta norma evita el control y transparencia en la contratación con recursos públicos.

- Se sugiere, a través de la modificación al Reglamento de la Ley de Compras Públicas, eximir de la garantía de fiel y oportuno cumplimiento a esas contrataciones.

Art. 34 inc. 1°

“Licitación privada o trato directo. Las Universidades del Estado podrán celebrar contratos a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886; y además, cuando se trate de la compra de bienes o la contratación de créditos, que se requieran para la implementación de actividades o la ejecución de proyectos de gestión institucional, de docencia, de investigación, de creación artística, de innovación, de extensión o de vinculación con el medio de dichas instituciones, en que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la respectiva actividad o proyecto.” 

Exención del trámite de toma de razón

“Artículo 37.- Actos sujetos a la toma de razón. Los actos de las Universidades del Estado no estarán afectos al trámite de la toma de razón de la Contraloría General de la República, salvo en los siguientes casos:

1) La adquisición y enajenación de bienes inmuebles.

2) Las operaciones de endeudamiento o de crédito que comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.

3) Los contratos para el suministro de bienes muebles, de prestación de servicios, de construcción de obras, a partir de veinte mil unidades tributarias mensuales.

4) Las desvinculaciones de su personal académico y no académico.

Lo dicho se aplicará sin perjuicio de las facultades de control posterior que ejerce la Contraloría General de la República, de acuerdo a la ley.”

Art. 38 inc. final

“Los nombramientos, contrataciones y prórrogas del personal académico y no académico de las Universidades del Estado serán enviados a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.”

Observaciones:

- Altera la regla establecida en la LOCGR en materia de toma de razón (carácter dinámico).

- Constituye un retroceso en la vigencia del principio de control y especialmente del principio de legalidad.

- Las entidades públicas exentas del trámite de toma de razón son las que presentan mayores problemas por malas prácticas, errores y conductas contrarias a la probidad administrativa.

- Las Superintendencias no reemplazan a la CGR en el resguardo de la institucionalidad de la probidad.

La toma de razón:

- Constituye un control de carácter preventivo.

- Enriquece la calidad del acto administrativo (decisiones legales y eficaces).

- Es una garantía para funcionarios y directivos intervinientes.

- Contribuye a la vigencia de los principios de probidad y legalidad en su conjunto: el solo control interno no es infalible.

- La auditoría, que por esencia es a posteriori y muestral, no sustituye al trámite de toma de razón.

- El control a priori es una tendencia en las Contralorías del mundo desarrollado.

- El ordenamiento jurídico debe reconocer las particularidades, que como órganos de la Administración del Estado, poseen las Universidades Estatales.

- El régimen de control que se propone (SES, Contralor Universitario y CGR) afecta la igualdad de acción.

- Las universidades que reciban recursos públicos deben estar sujetas a controles análogos.

- El control de la CGR no afecta la gestión institucional.

- Sobre un total de 25.362 documentos, el 93% de la toma de razón se realiza en menos de 15 días.

- En 2017, el promedio de la toma de razón disminuyó de 12,9 a 11,9 días.

- En ocasiones las deficiencias responden a estructuras internas y al marco normativo.

- La exención del trámite de toma de razón no es la solución a la demanda de flexibilidad de la gestión de las universidades.

- La exención agravará y diferirá el problema hacia las auditorías con las consecuencias negativas de hallazgos posteriores.

- Las materias afectas deben mantenerse en instrumentos adaptables a la realidad y no petrificarse en una ley.

- La CGR está trabajando en la racionalización del instrumento respecto de las Universidades del Estado (aumento de umbral de actos efectos, exención temporal y aumento de controles de reemplazo aleatorios respecto de actos exentos).

Finalmente, expuso ante la Comisión el académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Pablo Ruiz-Tagle, quien dio lectura a la siguiente minuta:

Informe sobre Proyecto de ley sobre Universidades del Estado (Boletín N° 11.329-04).
A) Objetivos generales e ideas matrices del Proyecto:

El objetivo general del Proyecto de ley de Universidades del Estado, boletín N°.11.329-04, en adelante también denominado el Proyecto, ha quedado expresado en el texto del Mensaje y es el siguiente: 

El objetivo general del proyecto de ley es establecer un marco jurídico que permita que las Universidades del Estado fortalezcan sus estándares de calidad académica y de gestión institucional, y que contribuyan de forma permanente en el desarrollo integral del país, de conformidad a la especificidad de la misión, de las funciones y de los principios que fundamentan y dirigen el quehacer de estas instituciones de educación superior.

El Proyecto reconoce la autonomía académica, administrativa y económica de las Universidades y por ello se ha propuesto como tarea principal flexibilizar su gestión administrativa y financiera. El Mensaje dice lo siguiente:

…el proyecto de ley tiene por finalidad establecer normas comunes que les permitan flexibilizar su gestión administrativa y financiera bajo criterios de responsabilidad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas.

Del mismo modo, en el Proyecto de Universidades estatales se han reconocido ciertos principios que deben gobernar estas instituciones de acuerdo con su estructura y función específica, porque no son consideradas como servicios públicos igual a cualquier otro. El Mensaje dice:

Se reconoce la especificidad conceptual y jurídica de las Universidades del Estado. En particular, se establece la naturaleza, el contenido de la autonomía universitaria y el régimen jurídico de estas instituciones dentro de la Administración del Estado. Asimismo, se regula la particularidad de su misión y los principios distintivos que fundamentan y dirigen su quehacer. Por último, se reconoce expresamente el rol que debe asumir el Estado con sus Universidades.

El Proyecto también tiene una faceta institucional que es reconocido en su Mensaje y que a este respecto dispuso:

Se determinan las reglas básicas y comunes que deben incorporar las Universidades del Estado respecto de su gobernanza. En concreto, se establecen como órganos superiores de gobierno de estas instituciones al Consejo Superior, al Rector o Rectora y al Consejo Universitario. La Contraloría Universitaria, en tanto, será el órgano responsable del control y la fiscalización interna. A su vez, se incorporan disposiciones que permitirán una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente; así como también, se señalan las normas legales y especiales que deben regir a los académicos y funcionarios no académicos de las Universidades del Estado. 

En el proceso deliberativo que tuvo lugar en la Cámara de Diputados se le hicieron importantes mejoras al Proyecto original, particularmente en cuanto a sus aspectos institucionales. Así, en el Proyecto aprobado en el mes de diciembre en la Cámara de Diputados las Universidad Estatales se definen como instituciones de educación superior creadas por ley para el cumplimiento de sus funciones, que a pesar que forman parte de la Administración del Estado y que se relacionan de manera directa con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación, gozan de autonomía académica, administrativa y económica para llevar a cabo su misión y que se rigen por determinados principios vinculantes que deben ser cumplidos por todos los integrantes y órganos de sus comunidades, sin excepción. Estos principios según dispone su artículo 5 son: el pluralismo, la laicidad, la libertad de pensamiento y de expresión, la libertad de cátedra, de investigación y de estudio, la participación, la no discriminación, la equidad de género, el respeto, la tolerancia, la valoración y el fomento del mérito, la inclusión, la equidad, la cooperación, la pertinencia, la transparencia y el acceso al conocimiento. 

En el Proyecto se explicita el rol del Estado en relación con las universidades estatales, se establecen las reglas básicas del gobierno universitario, se imponen responsabilidades y soluciones institucionales encargadas de velar por la calidad de las Universidades del Estado, se establecen criterios de modernización en su gestión y se dispone con claridad de un régimen de los académicos y funcionarios y se establece el principio de coordinación en este ámbito, que es tan razonable y necesario. También, se regula por ley el financiamiento y el plan de fortalecimiento de las Universidades del Estado. Finalmente, se establecen normas sobre la propiedad intelectual de las Universidades del Estado y un plazo de adecuación de sus normas y estatutos a la nueva ley que será de tres años.

B) Observaciones generales al proyecto:

El Proyecto parece razonable en sus ideas matrices y sus disposiciones son plenamente compatibles con las normas constitucionales de los artículos 19 número 10 y 11 que regulan respectivamente el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, Parece además muy acertada la definición de Universidad Estatal como una institución que es parte de la Administración del Estado y que debe apegar su actuación a la ley y resguardar su autonomía académica, administrativa y económica. 

Los principios generales que guían la actuación de las Universidades Estatales y que se han mencionado en el artículo 5 constituyen una adecuada expresión de las normas sobre transparencia y publicidad del artículo 8 de nuestra carta fundamental, y también de la libertad e igualdad del artículo 19, respectivamente números 2 (igualdad ante la ley), 6 (libertad de conciencia), 12 (libertad de opinión), 15 (libertad de asociación), 16 (libertad de trabajo), 17 (acceso igual a cargos públicos) 22 (la no discriminación arbitraria del Estado), 23, 24, 25 (acceso y garantía del derecho de propiedad en general y propiedad intelectual) entre otras normas de rango constitucional.

Del mismo modo, desde el punto de vista de su integración y atribuciones las organismos creados en el Proyecto, tales como el Consejo Superior del artículo 11, el Rector del artículo 17, el Consejo Universitario del artículo 21, la Contraloría Universitaria del artículo 24, el Consejo de Coordinación del artículo 49, y el Comité del Plan de Fortalecimiento del artículo 55 entre otras disposiciones de carácter orgánico parecen razonables en cuanto a la estructura y las funciones propuestas. Estos organismos sirven para crear una visión sistémica como la que propone el artículo 8 del Proyecto, tanto desde el punto de vista interno, porque se considera la autonomía universitaria y las responsabilidades del Estado en esta materia, como en cuanto a la coordinación de los esfuerzos de todas las Universidades Estatales para evitar la duplicación de los trabajos y el malgasto de recursos. Se busca además una cierta ordenación territorial y de propósitos de las Universidades Estatales que hasta ahora no ha existido. A estas normas se suman las atribuciones de la nueva Superintendencia de la Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación que velarán por la calidad académica de estas instituciones. 

C) Observaciones particulares al Proyecto: la reordenación del control y la toma de razón y el aumento de matrícula.

Entre las medidas particulares del Proyecto, destaca la idea de crear un régimen jurídico especial para la gestión administrativa y financiera de las Universidades Estatales que en términos generales se define en el artículo 31 del modo siguiente:

…las Universidades del Estado deberán regirse especialmente por los principios de responsabilidad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas, así como por las normas de derecho público que regulan los actos de los órganos de la Administración del Estado. En razón de la especificidad de sus funciones, la autonomía propia de su quehacer institucional y la necesidad de propender a una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente, las Universidades del Estado dispondrán de un régimen especial…

Este régimen especial comprende entre otras normas de los artículos 31 a 37 del Proyecto relativas a los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, la exclusión de los convenios celebrados con el Estado, facilitar la licitación privada o trato directo y la ejecución y celebración de actos y contratos, exención de tributos y especificación de los actos sujetos a la toma de razón ante la Contraloría General de la Republica. El artículo 37 del Proyecto viene a llevar a nivel legal las disposiciones de la Resolución 1600 por la que propia CGR ha eximido una serie de actos del trámite de toma de razón, lo que en ningún caso supone excluir del control a posteriori o de las auditorías de la CGR a estas instituciones estatales, sino que concentrar este trámite en cierto tipo de resoluciones, tal como dispone el artículo del Proyecto. El artículo 37 ha dispuesto:

Los actos de las Universidades del Estado no estarán afectos al trámite de la toma de razón de la Contraloría General de la República, salvo en los siguientes casos:

1) La adquisición y enajenación de bienes inmuebles.

2) Las operaciones de endeudamiento o de crédito que comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.

3) Los contratos para el suministro de bienes muebles, de prestación de servicios, de construcción y obras, a partir de veinte mil unidades tributarias mensuales.

4) Las desvinculaciones de su personal académico y no académico.

Lo dicho se aplicará sin perjuicio de las facultades de control posterior que ejerce la Contraloría General de la República, de acuerdo a la ley.

Estas normas del artículo 37 vienen a hacer realidad una demanda muy sentida y necesaria para las Universidades Estatales y es una piedra angular del Proyecto que se refleja en sus ideas matrices, porque permite mejorar la eficiencia en el trabajo de las Universidades Estatales en condiciones de igualdad con las instituciones de educación superior privadas, que aunque reciben recursos públicos no están sujetas al trámite de toma de razón de sus resoluciones ante la Contraloría General de la Republica. Se trata en este caso de hacer verdaderamente operativo en el ámbito de la educación superior el principio de igualdad constitucional del artículo 19 número 2 y el principio de no discriminación del artículo 19 número 22 de nuestra Carta Fundamental. A este respecto también conviene tener en cuenta que la toma de razón no es el único medio de control, que como todo medio humano puede implicar errores porque no es infalible y su demora a veces paraliza de manera excesiva la operación de las Universidades Estatales. No he encontrado información si la CGR ha dado cumplimiento al artículo 10 de su Ley Orgánica N° 10.336 fijada por Decreto N° 2412 que manda informar al Presidente de la República y la Cámara de Diputados los casos de reiteración en el trámite de toma de razón, pero es sabido que existe demora a este respecto que le quita competitividad a las Universidades Estatales.

Por lo demás, como ha sostenido en sus apuntes de clases1 (Pallavicini, Julio Apuntes de clase SISTEMA DE CONTROL DE ACTOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE CONTROL DE LOS ACTOS DE LA /2017), Santiago, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, p.88-95.) el profesor Julio Pallavicini, ex funcionario de la CGR, son múltiples lo casos donde la Contraloría General de la República tiene una fiscalización restringida y lo ha ejemplificado en el cuadro siguiente:
	Organismo
	Norma
	Tribunal Constitucional
	Dictámenes

	SUPERINTENDENCIAS CON FISCALIZACIÓN RESTRINGIDA

	Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (1975)


	“La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus gastos” (vale decir, no contempla el examen de las cuentas de sus “entradas” como en los casos anteriores).

Artículo 11, D.L. N° 1.097, de 1975, en concordancia con el artículo 2°, letra E) de la Ley N° 18.576, de 1986. 

Decreto con fuerza de ley 3/1997, artículo 11.


	
	61.005/2012
26.536/2014 


	Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones (1980)
	“La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus entradas y gastos”.

Artículo 1°, inciso final, del decreto con fuerza de ley N° 101/80.
	
	

	Superintendencia de Pensiones. 

(Sucesora de la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones)


	La Superintendencia de Pensiones estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República “exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos” (inciso tercero del artículo 46) 

Decreto ley 3.500/80, artículo 93

Decreto con fuerza de ley 101/80, Ministerio del Trabajo, artículo 1, inciso final.

Ley 20.255, artículo 46, inciso tercero
	Que esta Magistratura declarará que el precepto de la iniciativa precedentemente citado se ajusta a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 98 de la Ley Fundamental, en el entendido que no excluye el ejercicio del control de legalidad de los actos de la administración, en lo que fuere procedente, con sujeción a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 99 de la misma Constitución Política (Rol 1.032-2008-CPR, considerando 16).
	987/2012
74.966/2012


	Superintendencia de Educación


	 “La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos”.

Ley N° 20.529, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, artículo 109.
	Rol N° 2.009/2011

	

	Superintendencia de Quiebras (1982) 

(Reemplazada por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento)
	La Superintendencia de Quiebras “Estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo concerniente al examen de las cuentas de sus entradas y gastos.” 

Ley 18.175, Ley de Quiebras, artículo 7°, inciso 3.
	No se sometió a conocimiento del Tribunal Constitucional.
	28.131/2009
68.955/2009
24.416/2010
43.782/2010
43.042/2010


	SUPERINTENDENCIAS CON FISCALIZACIÓN RESTRINGIDA PARCIAL

	Superintendencia del Medio Ambiente. 
	Ley Orgánica de la SMA (ley 20.417, artículo 2°) artículo 15.
	
	

	Superintendencia de Electricidad y Combustibles.
	Ley N° 18.410, artículo 24; decreto 174/1986, Ministerio de Economía, artículo 11.
	
	

	Superintendencia de Seguridad Social. 
	Ley 16.395, artículo 40 y 48, inciso tercero.
	
	5.671/2014


	SUPERINTENDENCIAS CON FISCALIZACIÓN REGULAR

	Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento

(Sucesora de la superintendencia de quiebras) 
	Ley N° 20.720.
	
	

	Superintendencia de Salud
	D.F.L. Nº 1/2005, Ministerio Salud.
	
	

	Superintendencia de Casinos de Juego. 
	Ley Nº 19.995.
	
	

	Superintendencia de Servicios Sanitarios
	Ley Nº 18.902
	
	

	OTROS ORGANISMOS

	Ley Orgánica de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile (ENAER) (1984)
	La Empresa Nacional de Aeronáutica estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República, exclusivamente en lo concerniente al examen de las cuentas de entradas y gastos (artículo 15, ley N° 18.297, incorporado por ley 18.864).
	El Tribunal Constitucional al analizar la reforma dispuesta por la ley 18.864, sostuvo que esta norma está conforme con la Constitución Política (rol 84)
	

	Ley 18.556, Orgánica Constitucional sobre el sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral (1986)
	“El Servicio estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos y al control de legalidad de los actos del servicio relativos al personal y al régimen estatutario de éstos” (artículo 88).


	El Tribunal Constitucional no analizó el artículo 88 (Rol 38).
	

	
	Posteriormente, la ley 20.900, que modificó sustancialmente esta ley 18.556, incorporó un artículo 58, que restringió las facultades de la Contraloría General en los siguientes términos: 

Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.
	El Tribunal Constitucional analizó esta norma y a diferencia de las prevenciones que había realizado en casos anteriores, ahora la declaró conforme a la Constitución sin más.

Solo el voto de minoría de los ministros Aróstica, Brahm y Letelier, que sostuvieron que un precepto como este “no puede coartar las potestades que a [la Contraloría] le confiere directamente la Constitución Política, por razones elementales de supremacía constitucional”.
	

	Decreto con fuerza de ley 1/05, Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional (2005)
	La Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República "exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos".
	Que el artículo 1° del proyecto de ley [que "Crea la, dicta normas para el otorgamiento de prestaciones por ISAPRES y deroga el Decreto Con Fuerza de Ley N° 3, de Salud, de 1981"] en examen, al establecer en su inciso final que la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República "exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos" limita las actividades y funciones de control y fiscalización que el texto constitucional contenido en el inciso primero del artículo 87 transcrito le ha otorgado y conferido a la Contraloría General de la República en términos demasiado restrictivos, vulnerando de esta manera la preceptiva constitucional sobre la materia;

8°.- Que de aceptarse el texto del artículo 1° contenido en el proyecto de ley en examen, en lo referente a la actividad de fiscalización de la Contraloría General de la República, se estaría vulnerando también la Constitución, pues se estaría impidiendo o limitando aquellas funciones a que se refiere la parte final del inciso primero del artículo 87 cuando señala que la Contraloría desempeñará "las demás funciones que le encomienda la ley orgánica constitucional respectiva";

9°.- Que no existiendo en los antecedentes del proyecto de ley en examen razones de orden o seguridad pública o de otra naturaleza que justifiquen la necesidad de la limitación del control que la Constitución prescribe que debe ejercer la Contraloría General de la República, especialmente en lo relativo al ejercicio del control de la legalidad de los actos de la Administración, hacen que el inciso final del artículo 1° del proyecto de ley en examen sea inconstitucional, debiendo este Tribunal así declararlo” (Tribunal Constitucional, rol 92, considerandos 4°, y 6° a 9°).
	

	Ley 19.863, Sobre remuneraciones de autoridades de Gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados (2008)
	Artículo 4º.- De los gastos reservados se rendirá cuenta anual, en forma genérica y secreta, a la Contraloría General de la República, directamente a través del Contralor General, considerando una desagregación por rubros que permita ilustrar a éste sobre el contenido fundamental de dichos gastos, debiendo acompañarse una declaración jurada que acredite que se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 6º.

El examen y juzgamiento de las cuentas corresponderá al Contralor General de la República, quien lo efectuará expresando al Presidente de la República, de manera secreta, su opinión sobre el destino otorgado a estos gastos. La autoridad fiscalizadora conservará, en todo caso, la responsabilidad que le corresponde por la mantención del secreto.
	“NOVENO.- Que los artículos 3º y 4º del proyecto sometido a control preventivo de constitucionalidad, al establecer normas que regulan los gastos reservados de los ministerios y entidades que podrán contar con dichos recursos, entre los cuales se encuentran las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, y la forma de rendir cuenta de ellos, inciden en el Título VI de la Ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, y en el Título V de la Ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, y son, en consecuencia, de naturaleza orgánica constitucional;

DECIMO.- Que, por otra parte, las disposiciones comprendidas en el artículo 4º del proyecto en estudio, al establecer, como se ha señalado, el modo en que se rendirá cuenta de los gastos reservados a la Contraloría General de la República, son propias, también, de la ley orgánica constitucional a que se refieren los artículos 87, inciso primero, y 88, inciso cuarto, de la Carta Fundamental;” (rol 366)
	

	Ley 19.284, Fondo Nacional de la Discapacidad (1994)
	“El Fondo Nacional de la Discapacidad estará sometido a la auditoría contable de la Contraloría General de la República." (artículo 63)
	“el artículo 63 del proyecto es constitucional en el entendido que la auditoría contable a la que estará sometido el Fondo, por parte de la Contraloría General de la República, es sin perjuicio de las demás atribuciones que posee dicha Contraloría en relación con la fiscalización de los fondos públicos, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 87 de la Carta Fundamental” (Tribunal Constitucional, rol 178, considerando 11°).
	

	Consejo para la Transparencia.
	“Asimismo, el Consejo estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.”;”.

Artículo 43, inciso quinto del ARTÍCULO PRIMERO de la  ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública (2009).
	
	

	Instituto Nacional de Derechos Humanos (2009)
	Asimismo, el Instituto estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Instituto estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.

(Artículo 12, incisos 5 y 6, ley 20.405).
	“Que, de la misma manera como lo ha hecho en casos similares (sentencia de 4 de marzo de 2008, Rol 1032), esta Magistratura declarará que el precepto de la iniciativa precedentemente citado se ajusta a lo dispuesto en la Ley Fundamental, en el entendido de que esta limitación a las facultades que se confieren a la Contraloría General de la República, en la norma transcrita, deja a salvo el control amplio de legalidad que confiere a este órgano el artículo 98, inciso primero, de la Carta Fundamental, en lo que fuere procedente;” (Tribunal Constitucional, rol 1.051-08-cpr, considerando trigésimocuarto).
	

	Comisión para el Mercado de valores (que sustituyó a la SVS)
	Esta Comisión está sometida al control pleno de la Contraloría General. Sin embargo, está en trámite con suma urgencia un proyecto de ley que adscribe a la SBIF a esta Comisión. 
	Actualmente la ley Nº 21.000 somete a la Comisón al control pleno de la Contraloría General de la República.

Sin embargo, el mensaje (que modifica la Ley General de Bancos e incorpora a la SBIF a la Comisión), restringe estas facultades. Así, el mensaje de la Presidente indica “Agrégase en el artículo 2 el siguiente inciso segundo, nuevo:

Con todo, la Comisión estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus gastos.”.
	

	ORGANISMOS EXENTOS DE TOMA DE RAZÓN

	Las municipalidades
	
	
	


Todos los organismos anteriores han sido objeto de excepciones en el trámite de toma de razón por lo que no se ve porque no se justifica plenamente el establecer también este régimen especial, tomando los debidos resguardos, a las Universidades del Estado.

Finalmente, también es de resaltar en el Proyecto la importancia que se atribuye a los Proyectos de Desarrollo Institucional de las Universidades del Estado, en adelante también denominado PDI. El respeto y consideración al PDI en diversas instancias del Proyecto implica hacer efectiva la autonomía universitaria y la idea de definir por ley el financiamiento teniendo como base el presupuesto asignado al año 2016 y al mismo tiempo que se consideran los “Convenios Marcos de Universidades Estatales”, en el artículo 51 como mecanismos de ejecución de los compromisos de las Universidades Estatales lo que constituye una garantía que estas instituciones no tengan un crecimiento inorgánico ni desmesurado, como en algunos casos recientes muy lamentables en que se ha aumentado de manera desproporcionada la matrícula, incluso llegando a duplicar las vacantes de una carrera de un año a otro por una supuesta falta de financiamiento sin atender a los compromisos de calidad que implica el PDI y los compromisos relativos a la gratuidad universitaria que se han asumido con el Estado.

---

Una vez finalizadas las precedentes exposiciones, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, realizó los siguientes comentarios y precisiones respecto de las materias que a continuación se señalan:

- Aclaró que las operaciones de endeudamiento de las universidades estatales no quedarán exentos del trámite de toma de razón, como taxativamente lo señala el artículo 37 del proyecto de ley.

Por lo demás, recordó, dichas operaciones deben pasar por una aprobación previa del Ministerio de Hacienda.

- Llamó la atención sobre que el objetivo del Ejecutivo no es, en caso alguno, excluir de control a las universidades estatales, sino diseñar un mecanismo de control que facilite su gestión. En dicho diseño, cobra especial importancia el fortalecimiento de la contraloría  interna de las instituciones.

Explicó, a vía ejemplar, que para la transferencia de recursos basales vía convenio marco, el Ministerio de Educación debe enviar la respectiva modificación de reglamento a la CGR; una vez aprobada, el Ministerio debe elaborar el decreto de distribución de recursos, que luego también se envía a trámite de toma de razón. Sólo después de que se toma de razón el Ministerio remite los correspondientes convenios individuales de distribución. Vale decir, destacó, que existe una serie de etapas previas a la suscripción de los convenios.   

Lo expuesto, consignó, en materia de control ex ante, que en absoluto obsta al control ex post. Al respecto, sostuvo que la tendencia internacional evidencia que el camino a seguir es el del fortalecimiento de las auditorías y rendiciones, esto es, del control ex post.

-  Indicó que si la iniciativa legal no contiene referencias a las exigencias a las universidades privadas, es justamente porque el objeto de la misma es el marco regulatorio de las universidades estatales. Sin perjuicio de ello, dichas exigencias sí son abordadas en el proyecto de ley sobre educación superior que el Senado también está conociendo.

- Reiteró, en el ámbito de la gobernanza universitaria, que el Ejecutivo pretende reponer algunos aspectos incluidos en el Mensaje del proyecto de ley, que fueron posteriormente modificados por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional. Entre ellos, los de elevar de dos a tres los representantes del Ejecutivo en el Consejo Superior.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que entre las distintas opiniones recibidas a lo largo de la discusión del proyecto de ley, se observan diversos puntos de vista sobre cómo compatibilizar el control y fiscalización de los recursos públicos en las universidades estatales, con la necesidad de que la gestión de dichas instituciones pueda ser más eficaz. Es así como, por una parte, la argumentación del señor contralor interno de la UMCE pareciera sugerir un cierto interés porque las tareas que hoy desempeña sean asumidas por la Contraloría General de la República (CGR); por otra, el Jefe del Órgano Contralor asevera que la institución evacúa oportunamente el trámite de toma de razón, por lo que mal puede afectar a la gestión de las universidades; y por otra, los rectores ponen de manifiesto que el actuar de la CGR conspira contra la fluidez de los asuntos de las universidades.   

Lo cierto, añadió, es que la CGR debe cumplir con  sus obligaciones; pero también lo es que las contralorías internas de las universidades deben ser debidamente fortalecidas.

Consultó hasta qué monto están facultadas las universidades, en la actualidad, para efectuar tratos directos. Sabidas son las aprensiones, exteriorizadas por los representantes de los académicos de las universidades, acerca de los riesgos de corrupción que pudieran surgir si la facultad de contratar directamente se extiende hasta las 20.000 UTM.

Del mismo modo, hizo ver que en materia de gobernanza universitaria no se puede soslayar la experiencia histórica. Esta muestra cómo el exceso de politización se tradujo, en la práctica, en casos de jefes de carreras que no adoptaban decisiones sin negociar antes con los estudiantes y, a la postre, en descuidar los méritos académicos de los profesores, en desdeñar los marcos presupuestarios y, en el extremo, en un verdadero desgobierno universitario.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que sin perjuicio de la responsabilidad, en cuanto parlamentario, de pronunciarse acerca del contenido del proyecto de ley, resulta lamentable que entre el Ejecutivo y la CGR no se haya logrado un acuerdo acerca de la extensión del control que ha de ejercerse sobre los planteles estatales.

En relación con la presentación del profesor señor Ruiz-Tagle, preguntó si los casos de instituciones en los que la Contraloría ejerce una fiscalización restringida, pueden entenderse equivalentes a la situación de las universidades del Estado.

Disintió, por otra parte, con lo sostenido por la señora Subsecretaria de Educación respecto de que la tendencia a fortalecer los controles ex post es predominante a nivel mundial. Son, en rigor, los controles preventivos los que han ido adquiriendo relevancia, más allá de la importancia que desde luego tienen los controles posteriores.

Consultó, por otra parte, si los análisis sobre gobernanza universitaria expuestos por los profesores señores González y Núñez, fueron conocidos previamente por el Ejecutivo. Dichos análisis, indicó, dan cuenta de una idea distinta de la que el proyecto de ley plantea. En tal sentido, preguntó si la autonomía que se persigue resguardar es exclusivamente la de orden académico o, por el contrario, se extiende a todos los quehaceres vinculados a una universidad, incluyendo, por ejemplo, el de las adquisiciones que necesite realizar. 

Finalmente, en relación con la exposición del señor Contralor General de la República, consultó si el criterio resuelto por la Unión Europea respecto de la Universidad de Cambridge podría extenderse a otros ámbitos. Por ejemplo, al de las reglas aplicables en materia de contratación a las AFP o las isapres que reciben, por mandato legal, un porcentaje de las remuneraciones de los trabajadores del país. ¿Resultarían aplicables exigencias sobre transparencia de las remuneraciones de los directores y demás miembros de dichas empresas? ¿Hasta qué punto? ¿O  respecto de las condiciones de las concesiones radiales que el Estado de Chile otorga?, inquirió.

El Honorable Senador señor Quintana dio a conocer su preocupación por las ideas contrapuestas expresadas por el Ejecutivo y la CGR. Es llamativo, consignó, que persista la falta de acercamiento con el Órgano Contralor, a sabiendas de lo expresado por diversos rectores sobre la necesidad de agilizar ciertos temas vinculados a gestión, sin que por eso se afecte la probidad.

Preguntó cuál es la evaluación que se hace de aquellos órganos públicos que cuentan con contralorías internas, como los municipios. Surge la duda, razonó, sobre el grado de autonomía efectiva que una contraloría interna universitaria pudiera tener respecto de un rector, por más que se refuercen sus estructuras.

Finalmente, en relación con los principios que guían el quehacer universitario, lamentó el traspié sufrido por el de libertad de cátedra en el proyecto de ley sobre educación superior, que quedó supeditado al proyecto institucional de cada universidad.  

El Honorable Senador señor Montes manifestó que a estas alturas existe un diagnóstico claro de que a Chile le hace falta más y mejor universidad estatal. Lo cual, desde luego, demanda una mayor eficacia operativa y un compromiso colectivo de las correspondientes comunidades universitarias.

En lo que importa a la gobernanza universitaria, destacó que el proyecto de ley respeta la diversidad y admite que cada plantel adecue su organización a su propia realidad. Valoró, además, el hecho de que la estructura bicameral (Consejo Superior y Consejo Universitario), considere que los dos órganos no conozcan de los mismos asuntos. Por otra parte, planteó sus reparos al rol que históricamente han cumplido los representantes del Estado en las universidades del país, pues no han llegado a transformarse en factor relevante. Es por ello, sostuvo, que la figura del claustro académico es digna de ser analizada, así como la posibilidad de que se impongan ciertos mandatos legales a las universidades, sobre ciertos temas nacionales que se definan como prioritarios

Reiteró, del mismo modo, lo esencial que resulta potenciar las instancias de coordinación de las universidades estatales, en particular el Consejo de Coordinación que el proyecto consulta. A la usanza, graficó, de lo que las universidades católicas del país hacen. No resultaría admisible, se explayó, que los planteles se limitaran a simplemente repartirse los fondos disponibles, sin ser capaces de desarrollar proyectos conjuntos.

En cuanto a las normas de control, coincidió con el Contralor General de la República sobre que tanto las universidades públicas como las privadas deben estar sujetas a un solo sistema de contabilidad. Ahora bien, en lo que concierne a la toma de razón, sostuvo que hace falta una modernización del trámite, que permita la definición de estándares para contratos de ordinaria ocurrencia y asegurar una debida expedición. En tal sentido, se mostró abierto a revisar las causales que propone el artículo 37 del proyecto de ley, con miras a encontrar un punto de entendimiento entre las opiniones del Ejecutivo y la CGR. 

Agregó que se han realizado planteamientos en torno a fortalecer un departamento especializado en universidades, al interior de la CGR. Lo que, desde luego, no implica obviar los problemas que muchas veces se generan por los calendarios de pago del Ministerio de Educación.

El académico de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señor González, indicó que la pregunta de fondo, en la discusión que se ha venido dando, no es si acaso debe existir control o no, sino cuál es la forma más eficiente de control. Para eso no es necesario crear algo nuevo, sino solamente analizar qué es lo que hacen otras instituciones similares a las universidades del Estado. Es decir, las universidades tradicionales privadas y las privadas, que cuentan con sistemas de contraloría.

Añadió que en su calidad de miembro del cuerpo académico de una universidad estatal, ha visto que destacados profesores han decidido emigrar de la misma justamente por la cantidad de trabas que encuentran para desarrollar proyectos de investigación.

El académico de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile, señor Núñez, apuntó que conforme al artículo 22 del proyecto de ley, el Consejo Universitario está dotado de facultades muy amplias. Le corresponde, por ejemplo, elaborar los estatutos, elaborar el plan de desarrollo institucional, nombrar miembros del Consejo Superior e intervenir en el presupuesto. Eso, advirtió, no se condice con la evidencia comparada. Los senados universitarios en el mundo anglosajón, de hecho, se dedican a temas acotados vinculados al ámbito académico, como creación de carreras o aseguramiento de la calidad.

Por su parte, el Contralor Interno de la UMCE, señor Garay, admitió que existe un alto grado de preocupación por la regulación que se propone para las contralorías universitarias internas. No, desde luego, por falta de capacidad, sino porque el pretendido fortalecimiento de dichas instancias no va de la mano con un aumento en la dotación de personal. En el caso de la UMCE, concretamente, son sólo dos los abogados encargados de más de 3.000 resoluciones.

Sabido es, prosiguió, que las prioridades de contratación de personal de las universidades están radicadas en los académicos. Por lo mismo, cuando se contrata gente para cumplir otro tipo de funciones –entre ellas la de contraloría interna-, se trata normalmente de jóvenes que inician su carrera, lo que acaba conspirando contra una óptima asesoría.

En otro orden de ideas, precisó que el trámite de toma de razón para operaciones de endeudamiento o crédito que comprometan el patrimonio de las universidades, solamente está contemplado si se garantizan con hipotecas o gravámenes. Tal es el tenor literal del número 2 del artículo 37 del proyecto, consignó.

Finalmente, reseñó un caso real que tuvo lugar en la Casa de Estudios en que se desempeña y que permite dimensionar la realidad de una contraloría interna. Una auditoría detectó la existencia de un crédito con un banco comercial, sin que fuera hallado el contrato que le dio origen ni los correspondientes pagarés refrendados por la CGR. Ello dio lugar a un sumario administrativo que culminó en sobreseimiento, sencillamente porque las autoridades de la época ya no estaban en ejercicio. 

A su turno, el académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Ruiz-Tagle, puntualizó que las instituciones listadas en su presentación, respecto de las cuales la CGR ejerce una fiscalización restringida, no guardan una analogía o proximidad con el giro de las universidades estatales. Sin perjuicio de lo cual, enfatizó, existen buenos argumentos para establecer la exención del trámite de toma de razón para dichas casas de estudios. Ello, en virtud del principio de igualdad y no discriminación constitucional, en la comparación que debe hacerse con las otras universidades que también reciben fondos públicos.

El trámite en comento, ahondó, es una institución más bien propia de la idiosincrasia jurídica chilena, con escasa presencia en otras jurisdicciones. El problema es que ha sido una barrera para el funcionamiento de las universidades del Estado, por lo que es procedente analizar el establecimiento de otros mecanismos preventivos de control.

Al terminar, se mostró partidario de enmendar el artículo 37 del proyecto de ley, en el sentido de que todos los créditos y operaciones de endeudamiento, sean garantizadas o no con hipotecas o gravámenes, deban ser objeto de toma de razón por parte de la Contraloría.

El Contralor General de la República, señor Bermúdez, observó que respecto de los decretos supremos relacionados con gratuidad en la educación, el promedio de tardanza del trámite de toma de razón fue de 18 días. 3 más de los que establece la ley, explicó, porque algunos de ellos, por los problemas que tenían, demoraron 30 días. De modo tal que no parece apropiado sostener que la toma de razón entorpece la gestión de las universidades. Porque sólo deviene en una traba para aquellos que no actúan dentro de la legalidad ni resguardando los recursos públicos destinados a las universidades. Ilustrativo resulta, al efecto, el reciente cierre de diferentes universidades privadas. Los fondos que el Estado les entregó no fueron invertidos en los proyectos educativos y, evidentemente, alguien se los apropió. Allí, queda claro, no hubo toma de razón ni control. 

Ahora bien, continuó, debe tenerse presente que si la CGR representa un decreto y no toma razón del mismo, el efecto es que el acto no nace a la vida jurídica. Aún teniendo esa atribución, lo que hace muchas veces la Contraloría es dar una segunda, tercera y hasta cuarta oportunidad para que los actos sean reparados. Es eso, entonces, lo que explica la existencia de retiros y reingresos de decretos y eventuales dilaciones en los plazos. Lo anterior, subrayó, en un contexto en el que la Contraloría efectivamente revisa los actos administrativos sometidos a toma de razón, y no opera como un mero buzón que cumple una formalidad.

Todo lo anterior, profundizó, no obsta a que el trámite pueda ser modernizado. Una mayor especialidad en el área universitaria resulta desde luego deseable. El problema, empero, es que muchas otras áreas también demandan especialización, por lo que los recursos disponibles, humanos y financieros, se hacen también insuficientes.

Respecto de la falta de acuerdo con el Ejecutivo acerca del rol que cabe desempeñar a la Contraloría, manifestó que, en su momento, sí se había arribado a una posición común sobre una regla de toma de razón. Que era todo lo contrario a lo que el artículo 37 del proyecto plantea, pues implicaba prescribir que la regla general sería que todo quedaría sujeto a dicho trámite, salvo las materias que se excepcionaran (asociadas, fundamentalmente, a nombramientos de personal y contratación de personal a honorarios, no a contratos públicos). 

Algo parecido había ocurrido con los rectores, muchos de los cuales, afirmó, le han manifestado estar plenamente de acuerdo con la existencia del trámite de toma de razón.  

El asesor de la Ministra de Educación, señor Miguel González, precisó que el acuerdo a que hace referencia el señor Contralor guarda relación con el proyecto de ley sobre educación superior, que ingresó a tramitación legislativa en el mes de junio de 2016. El que están conociendo las Comisiones unidas, como se sabe, es otro proyecto, que en lo pertinente, por lo demás, ha tenido siempre la misma regla. 

Consignó que sobre la toma de razón, el Ministerio ha sostenido variadas conversaciones con los rectores del CRUCH. La propuesta del mencionado artículo 37, aseveró, se alinea con la opinión de todas las universidades, excepto la Universidad de Chile.

El señor Contralor General de la República puso fin a sus intervenciones abordando los siguientes temas:

- En relación con el trato directo de las universidades estatales, indicó que conforme a la legislación vigente es por causales, no por montos. El proyecto de ley, entonces, innova, y fija un monto, las 20.000 UTM, bajo el cual estaría permitido.

- Acerca de una extrapolación de “lo público” a otros ámbitos, ya no necesariamente vinculado a recursos públicos propiamente tales, señaló tender a coincidir con que hay normas de transparencia mínima que debiesen ser aplicables a todos aquellos. Por ejemplo, a los ámbitos de la salud, las pensiones o los servicios públicos concesionados.

- En cuanto a las contralorías internas, apuntó que desgraciadamente no cumplen un rol preponderante en las orgánicas universitarias. Como fuere, sostuvo, para que el control sea tal debe ser externo, no interno, ya provenga de la Contraloría, de un tercero o de un privado. Por eso es que si, como el proyecto de ley propugna, el centro de gravedad del control se sitúa en la contraloría interna, los efectos a la larga serán nocivos.

El Honorable Senador señor Montes insistió en la relevancia de buscar un acercamiento entre las posiciones del Ejecutivo y la Contraloría. Considerando la opinión de esta última, la factibilidad de una especialización, las inquietudes de los rectores y analizando, sugirió, la posibilidad de acotar las materias sujetas a toma de razón.

---

En la siguiente sesión celebrada por las Comisiones unidas, fue puesto en votación en general el proyecto de ley, registrándose las siguientes fundamentaciones al respecto:

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó su decisión de abstenerse a partir de los siguientes argumentos, en relación con las tres partes en que se divide la iniciativa legal:

- La primera parte se refiere a la definición de lo que son las universidades estatales, los principios que las rigen y la creación de una institución de coordinación solamente de ellas.

Expresó no concordar con que se considere una definición de principios diferente del resto del sistema universitario, al punto que se incluye una definición de autonomía sólo para las universidades estatales, en circunstancias que se trata de un principio que rige para todas.

- La segunda parte guarda relación con la organización interna de las referidas casas de estudio, que es la más relevante y necesaria de legislar. Señaló compartir el contenido de esas disposiciones.

- La tercera parte corresponde a fondos específicos para las universidades estatales, los que no se replican para las universidades privadas, cuestión que genera un problema especialmente en relación con las universidades privadas tradicionales. Estimó que existe una discriminación arbitraria y, de paso, llamó la atención acerca de que en la Región de Los Ríos no existe una universidad estatal, sino solo la Universidad Austral, y nunca se había diferenciado entre entidades estatales y privadas. Agregó estar convencida de que la producción de bienes públicos no es exclusiva de las universidades estatales.

Finalizó indicando que se abstendría en general, precisamente por compartir solamente una parte del proyecto de ley. Anunció que, por consiguiente, durante la discusión en particular votará a favor o en contra según la parte del proyecto de que se trate.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó compartir los argumentos esgrimidos por la Senadora señora Von Baer, y señaló que se abstendría, justamente en razón de que “lo público” requeriría, a su juicio, un tratamiento diferente al que se le otorga en la iniciativa legal.

Puso de relieve su especial preocupación por lo expuesto por rectores y ex rectores de universidades de la región que representa, quienes fueron críticos del proyecto de ley por las inequidades que genera respecto de miles de profesores que se esfuerzan por construir una buena universidad. Estimó que se está desperdiciando una oportunidad para llegar a un acuerdo que dejara a todos los actores satisfechos.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que durante los últimos 27 años se ha carecido de una ley general de educación superior. La realidad es que hoy el país cuenta con un sistema universitario de educación completamente desregulado, por lo que es evidente la necesidad de regularlo, si bien hubiese sido preferible una única ley general para todo el sistema.

Sostuvo que, en todo caso, resulta justificado discutir separadamente un proyecto específico para universidades estatales, habida cuenta de sus características particulares. Hizo presente que cuando, en su momento, se aprobó el proyecto de ley sobre nueva educación pública, lo que se reguló fueron los establecimientos escolares del Estado, y nadie alegó que se estaba incurriendo en una discriminación. Por el contrario, se trató de un proyecto que contó con bastante respaldo, ante la constatación del retraso y estancamiento observado respecto de la educación privada. Esa misma necesidad de fortalecimiento es la que se replica en la presente iniciativa legal, porque las universidades del Estado se muestran debilitadas y representan sólo un 15% de la matrícula de toda la educación superior, y 24% respecto de las universidades.

Observó que le parece razonable que exista un estatuto jurídico propio de las instituciones de educación superior del Estado, así como una intencionalidad, de senadores y diputados, para fortalecer una educación superior estatal que se muestra debilitada a todo nivel.

Destacó, del mismo modo, la importancia de las instancias de coordinación que se han contemplado, que en ningún caso debieran ser percibidas como una amenaza por las entidades no estatales. Recordó, además, que en el proyecto sobre educación superior se está ampliando el CRUCH e, incluso, se considera el derecho a solicitar el ingreso por otras universidades.

Por otra parte, señaló no estimar que se esté discriminando a las universidades pertenecientes a la Red Universitaria G9. Hizo ver, al respecto, que el principio de autonomía se encuentra contemplado en el mencionado proyecto sobre educación superior.

Razonó, finalmente, que así como se establece con rango legal el financiamiento del convenio marco para universidades del Estado, debe lograrse que los fondos basales por desempeño de las universidades no estatales de la Red Universitaria G9 también se incorporen dentro de la ley, lo que implicaría un paso muy significativo.

Anunció su voto a favor de la iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Quintana concordó con la importancia de legislar en las materias que el proyecto de ley contiene, por lo que dio a conocer su voto a favor. Con todo, previno, la iniciativa sólo aborda la especificidad propia de la naturaleza de los planteles estatales, pero se encuentra aún lejos de brindarles un trato especial y preferencial. Comparó su situación con la que pueden experimentar los hospitales públicos, en los que, si muestran debilidades o fallas, el Estado, lo que responsablemente hace es reforzarlos y fortalecerlos, no cerrarlos.

Destacó, por otra parte, que importantes servicios a la Nación han surgido al alero de las universidades estatales, como la Orquesta Sinfónica o el Servicio Nacional de Salud. Las universidades estatales, enfatizó, nos pertenecen a todos, de manera que incluso asumiendo que existe consenso acerca de la necesidad de una provisión mixta de educación superior, no se puede pasar por alto que la presencia de las universidades del Estado representa apenas el 16% de la matrícula. Añadió que el 40% de los postulantes a la universidad elige las universidades estatales, por lo que parece deseable que se expanda su matrícula.

Consideró relevante y positivo que exista una instancia de coordinación entre las universidades. Lo mismo respecto del plan de fortalecimiento, si bien resulta, a su juicio, insuficiente, y su plazo, de  10 años, excesivo. 

El Honorable Senador señor Lagos sostuvo que en los próximos días asistirán a una discusión en particular compleja.

Expresó que cuando se habla de lo “público”, se aborda un concepto singular y con características propias. En el sistema escolar, observó, conviven establecimientos públicos y establecimientos privados, unos con financiamiento compartido y otros sin financiamiento del Estado, y nadie ha cuestionado que se regule específicamente el área de los establecimientos públicos, con reglas especiales respecto de los profesores y toda su institucionalidad.

Sostuvo que existe un legítimo derecho a cambiar un diseño institucional definido en el año 1981, actualizando y asumiendo las particularidades de instituciones que pertenecen al Estado. Asumiendo que algún sentido tiene que existan universidades estatales, debe reconocerse que es menester otorgarles una regulación especial, porque si fuera el caso contario, no debieran existir y serían todas las universidades privadas.

Asimismo, manifestó su preocupación por el tratamiento que debe darse a las instituciones pertenecientes a la Red Universitaria G9, respecto de las cuales debe ser posible encontrar una buena solución dentro del proyecto de ley sobre educación superior.

Concluyó indicando que las universidades son entidades relevantes para el país debido a su rol de formadoras de ideas, de personas y de poder. Por todo ello, parece deseable que existan algunas que garanticen un estándar de neutralidad y ecuanimidad. 

En consecuencia, manifestó votar a favor de la idea de legislar.

El Honorable Senador señor Montes expuso estar convencido que nuestro país necesita un sistema de educación superior mucho más sólido, con un sistema de universidades estatales capaz de enfrentar grandes desafíos del país. Si bien el desarrollo de las últimas décadas cumplió el papel de masificar la educación, lo hizo con el costo de un sector postergado, justamente el de las universidades del Estado, especialmente en lo relativo al estudio de ciertos temas relevantes para el país, con una perspectiva nacional y no sólo de un sector determinado. Lo que se requiere, subrayó, es poder formar a personas que dirijan el país con una lógica que parta de lo público y se enfoque en las políticas públicas, discutiendo el modelo de desarrollo y crecimiento, entre muchos otros temas específicos.

Recordó que la decisión sobre el modelo actual fue adoptada en el año 1981, en dos reuniones de la Junta de Gobierno, sin escuchar a nadie. Su resultado fue la creación de un mercado en el sector, en el que todas las entidades debían competir sin más. 

En tal contexto, existen al día de hoy diversas anomalías que deben ser subsanadas, como una matrícula de 14,8% del total del sistema de educación superior en las universidades estatales, y un Estado que entrega sólo 30% del total de recursos a las instituciones estatales.

Recordó que en el gobierno anterior se creó un fondo exclusivo para las universidades privadas y en el actual Gobierno aumentó la beca Bicentenario en montos inmensos, hasta $50.000 millones al año. 

Manifestó que el proyecto de ley busca asumir una tarea histórica pendiente, buscando que las universidades estatales se desempeñen lo mejor posible, aunque existen áreas no desarrolladas que deberán abordarse a futuro. Por ello, votó a favor de la iniciativa legal, e instó por su aprobación en particular con el mayor acuerdo posible, de cara a una implementación consensuada.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por 8 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Coloma.

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

Artículo 1


Señala lo siguiente:

“Artículo 1.- Definición y naturaleza jurídica. Las universidades del Estado son instituciones de Educación Superior de carácter estatal, creadas por ley para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión, vinculación con el medio y el territorio, con la finalidad de contribuir al fortalecimiento de la democracia, al desarrollo sustentable e integral del país y al progreso de la sociedad en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura.

Estas instituciones universitarias son organismos autónomos, dotados de personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio, que forman parte de la Administración del Estado y se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Tendrán su domicilio en la región que señalen sus estatutos.

Para el cumplimiento de sus funciones, las universidades del Estado deben orientar su quehacer institucional de conformidad a la misión, principios y normas establecidas en la presente ley y en sus respectivos estatutos.

Los estatutos de cada universidad podrán establecer un ámbito territorial preferente de su quehacer institucional, en razón de su domicilio principal y la misión específica de estas instituciones.”.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, explicó que el artículo 1° tiene por objeto establecer una definición de las universidades del Estado y su naturaleza jurídica, de tal manera de poder distinguirlas de otras instituciones de educación superior, así como de los servicios públicos tradicionales.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, complementó lo señalado por la señora Subsecretaria, manifestando que el objetivo de las universidades del Estado es específico, son creadas por ley para cumplir ciertas funciones orientadas a fines determinados, aspecto que las distingue de otros establecimientos educacionales terciarios. Sin duda, afirmó, el carácter específico de las universidades estatales se completa con la misión de estas, los principios orientadores y su autonomía.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9:

La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, en el inciso primero, la frase “de carácter estatal”.

La indicación número 2, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar, en el inciso primero, entre las frases “fortalecimiento de la democracia” y “, al desarrollo sustentable”, la frase “la búsqueda de la verdad”.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, a continuación de la frase “progreso de la sociedad”, lo siguiente: “de manera sustentable con el medio ambiente,”.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que las indicaciones de su autoría apuntan a suprimir los artículos del primer capítulo, anunciando que retirará las otras, puesto que los conceptos de universidad y autonomía ya fueron definidos en la Ley de Educación Superior; la noción propuesta por los artículos solo aportan especificidad a su naturaleza jurídica, por el carácter estatal de estas instituciones creadas por ley, en lo demás no existen mayores diferencias.

El Honorable Senador señor Quintana hizo presente que parte de los atributos de las universidades estatales y su misión es desarrollar su función de manera sustentable con el medio ambiente, aunque adelantó que para evitar redundancias retirará su indicación.

Las indicaciones números 1, 2 y 3 fueron retiradas.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir, en el inciso primero, el punto final por una coma (,) y se agrega la siguiente frase: “con una perspectiva de género, interculturalidad y plurinacionalidad.”. 

Sometida a votación la indicación número 4, se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. En tanto, el Honorable Senador señor Pizarro se abstuvo.

De conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado se procedió a repetir la votación, obteniéndose el mismo resultado. En consecuencia, se rechazó la indicación número 4 por 6 votos en contra y 4 a favor.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Quintana, para intercalar, en el inciso primero, entre las expresiones “estatal,” y “creadas” la siguientes expresiones “gratuitas para los estudiantes que cumplan con los requisitos contemplados en la ley”.

El Honorable Senador señor Montes precisó que la indicación es admisible porque se refiere al cumplimiento de los requisitos contemplados en la ley, sin que implique necesariamente el establecimiento de la gratuidad universal y, por ende, sin inmiscuirse en la administración financiera o presupuestaria del Estado, facultad exclusiva del Presidente de la República.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó al Ejecutivo si la aprobación de la indicación significaría ratificar el carácter universal de la gratuidad en la educación superior. Hoy, el derecho a educación gratuita en dicho nivel educacional se otorga a ciertos segmentos del estudiantado, dependiendo del nivel socioeconómico y de los recursos del Estado. A su juicio, de aprobarse la indicación se puede entender que el derecho se extiende para todos sin necesidad de cumplir requisito alguno.

La Jefa de la División de Educación Superior, del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, explicó que la interpretación no debiera ser la señalada por el Honorable Senador Pizarro, dado que uno de los requisitos que deben cumplir los estudiantes es pertenecer a un determinado decil de ingresos, así lo establece la glosa presupuestaria de la Ley de Presupuestos del Sector Público y el proyecto de ley de Educación Superior. Sin perjuicio de lo anterior, mostró preocupación por la redacción de la misma, debido a que podría entenderse que los alumnos de los deciles más bajos obtendrían gratuidad tanto en pregrado como en posgrado o en otras actividades de extensión que imparta la universidad estatal, que no es el objetivo de la presente iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Quintana anunció que votará favorablemente, entendiendo que es solo para los cursos de pregrado ofrecidos por las universidades estatales, cumpliendo los requisitos que la ley establece.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que se abstendrá porque concuerda con el Ejecutivo en cuanto a que la redacción de la indicación podría dar entender que respecto de ciertos alumnos el derecho de gratuidad podría extenderse a otros servicios educacionales de pregrado, posgrado y extensión, no obstante la precisión del Honorable Senador Quintana.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por su parte, observó que de aprobarse la indicación en los términos en que fue presentada, modificaría todo el sistema de gratuidad de la educación superior en Chile porque otorgaría el derecho a todos los estudiantes, independiente del cumplimiento de requisitos.

Puesta en votación la indicación número 5, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Walker, don Ignacio. Por su parte, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. En tanto, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Lagos y Pizarro.

De conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado se procedió a repetir la votación, resultando rechazada la indicación número 5 por 7 votos en contra, 2 a favor y 1 abstención. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Walker, don Ignacio. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos y Quintana. En tanto, el Honorable Senador señor Pizarro mantuvo su abstención.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Quintana, para intercalar, en el inciso primero, a continuación de “creadas por ley” el siguiente texto “para brindar el servicio de educación universitaria a todos los habitantes que cumplan los requisitos de mérito académico establecidos en la ley y”.

La indicación número 6 fue retirada.

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar, en el inciso primero, el siguiente texto “sustentable e integral del país y al progreso de la sociedad en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura.” por el siguiente: “económico y social, la diversificación de la matriz productiva y al desarrollo equitativo de las regiones, en todas las áreas del pensamiento y de la cultura, que conjunta o separadamente apuntan al desarrollo de la humanidad.”. 

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, explicó que la indicación confunde la definición con la misión de las instituciones, regulada en un artículo posterior del presente proyecto de ley. Recordó que el artículo 1° define a las universidades estatales, luego el artículo 2° se refiere a la autonomía universitaria, después el artículo 3° aborda el régimen jurídico especial y el artículo 4° la misión y principios de estos establecimientos de educación superior.

La indicación número 7 fue retirada.

La indicación número 8, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, en el inciso segundo, luego de la frase “en la región que señalen sus estatutos” y antes del punto final, la palabra “respectivos”.

La indicación número 8 fue retirada.

La indicación número 9, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar su inciso tercero. 

Puesta en votación la indicación número 9 fue rechazada por 7 votos en contra, 2 a favor y 1 abstención. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio. Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer votó a favor (como miembro de ambas comisiones). En tanto, el Honorable Senador señor García se abstuvo.

Artículo 2

Es del siguiente tenor:

“Artículo 2.- Autonomía universitaria. Las universidades del Estado gozan de autonomía académica, administrativa y económica.

La autonomía académica confiere a las universidades del Estado la potestad para organizar y desarrollar por sí mismas sus planes y programas de estudio y sus líneas de investigación. En las instituciones universitarias estatales dicha autonomía se funda en el principio de libertad académica, el cual comprende las libertades de cátedra, de investigación y de estudio.

La autonomía administrativa faculta a las universidades del Estado para estructurar su régimen de gobierno y de funcionamiento interno de conformidad a sus estatutos y reglamentos universitarios, teniendo como única limitación las disposiciones de esta ley y las demás normas legales que les resulten aplicables. En el marco de esta autonomía, las universidades del Estado pueden, especialmente, elegir a su máxima autoridad unipersonal y conformar sus órganos colegiados de representación.

La autonomía económica autoriza a las universidades del Estado a disponer y administrar sus recursos y bienes para el cumplimiento de su misión y de sus funciones, sin la intervención de autoridades u órganos públicos ajenos a la universidad. Con todo, el ejercicio de esta autonomía no exime a las universidades del Estado de la aplicación de las normas legales que las rijan en la materia.”.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, expuso que el Ejecutivo consideró importante establecer el concepto de autonomía universitaria, sin perjuicio de la inquietud manifestada en su oportunidad por la Honorable Senadora Von Baer respecto a su definición en diversos cuerpos legales. Este proyecto de ley busca desarrollar un marco regulatorio sobre gobernanza y financiamiento de las universidades estatales, donde se precisa especificar el carácter autónomo de la institución, especialmente en tres ámbitos: académico, administrativo y económico, como un marco conceptual de la iniciativa en estudio.

La Honorable Senadora señora Von Baer sostuvo que la autonomía universitaria se garantiza en la Constitución Política de la República, pese a las diversas interpretaciones que se expusieron ante la Comisión de Educación y Cultura. En su opinión, es extraño que exista un carácter de autonomía para universidades estatales distinto al resto de las universidades del sistema de educación superior. Un concepto tan relevante debiera ser igual para todas las instituciones.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, señaló que son dos los matices que diferencian a las universidades estatales de las demás instituciones: autonomía académica y autonomía administrativa. La libertad académica que debe garantizarse en las instituciones estatales es distinta a la de las universidades privadas. La garantía constitucional que ampara la autonomía académica de las instituciones privadas se encuentra reconocida en el artículo 19 N° 11 de la Constitución Política de la República, que asegura a las personas el derecho a desarrollar distintos proyectos institucionales y educativos conforme a sus credos, pensamientos o visiones de la sociedad. En las universidades estatales, en cambio, no se puede circunscribir el funcionamiento a un credo o corriente ideológica.

En el ámbito de la autonomía administrativa, agregó, las universidades del Estado deben seguir el modelo de gobernanza establecido en la ley, el que no puede imponerse a las instituciones de carácter privado. La noción definida en este artículo no atenta contra el concepto de autonomía universitaria definido en la Ley General de Educación o en la nueva Ley de Educación Superior, solo especifica el carácter de las universidades estatales.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 10, 11, 12 y 13:

La indicación número 10, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.

Puesta en votación la indicación número 10, resultó rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio. En tanto, la Honorable Senadora señora Von Baer votó a favor (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 11, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar, en su inciso primero, la frase “del Estado”.

La indicación número 11 fue retirada.

La indicación número 12, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 2.- Autonomía universitaria. Las Universidades del Estado gozan de autonomía académica, administrativa y económica, en los términos dispuestos en el artículo 104 de la Ley General de Educación.”.
La indicación número 12 fue retirada por su autor. Sin embargo, de conformidad con el artículo 132 del Reglamento del Senado, el Honorable Senador señor García hizo suya la indicación y, en consecuencia se procedió a su discusión y posterior votación.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó al Ejecutivo su opinión en relación con la definición que se propone en la indicación en debate.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, reiteró que el concepto propuesto es insuficiente para dar cuenta del carácter específico del funcionamiento de las universidades estatales, ya que el artículo pone énfasis en la libertad de enseñanza que ampara la actividad de las universidades privadas, sin salvaguardar la noción de autonomía académica específica de las instituciones del Estado, tal como ya se ha explicado.

El Honorable Senador señor García anticipó su voto favorable e hizo constar su incomprensión a que considerar en el proyecto de ley una norma como la propuesta sea contrario a la Ley de Educación Superior, como ha entendido de la explicación del Ejecutivo.

Puesta en votación la indicación número 12, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Quintana y Walker, don Ignacio. Por su parte, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García. En tanto, el Honorable Senador señor Pizarro se abstuvo.

De conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado se procedió a repetir la votación, resultando rechazada la indicación número 12 por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio. En tanto, los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García mantuvieron su voto favorable.

La indicación número 13, del Honorable Senador señor Quintana, para eliminar, en el inciso segundo, la siguiente frase: “En las instituciones universitarias estatales”.

La indicación número 13 fue retirada.

Artículo 3

Textualmente, dispone:

“Artículo 3.- Régimen jurídico especial. En virtud de la naturaleza de sus funciones y de su autonomía académica, administrativa y económica, las universidades del Estado no estarán regidas por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, salvo lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de dicho cuerpo legal.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 14, 15 y 16:

La indicación número 14, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, indicó que sobre la misma base de reconocer el carácter específico de las universidades estatales, es indispensable establecer que, si bien estas instituciones integran la administración del Estado, no se puede asimilar en su régimen jurídico y funcionamiento a los demás órganos del Estado y servicios públicos.

Puesta en votación la indicación número 14, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García.

La indicación número 15, del Honorable Senador señor Montes, para eliminarlo.

La indicación número 16, del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar los guarismos “40, 41 y 42”, por “29, 40, 41 y 42”.
Las indicaciones números 15 y 16 fueron retiradas.

Artículo 4

Es del siguiente tenor:

“Artículo 4.- Misión. Las universidades del Estado tienen como misión cultivar, generar, desarrollar y transmitir el saber superior en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura, por medio de la investigación, la creación, la innovación y de las demás funciones de estas instituciones.

Como rasgo propio y distintivo de su misión, dichas instituciones deben contribuir a satisfacer las necesidades e intereses generales de la sociedad, colaborando, como parte integrante del Estado, en todas aquellas políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, con una perspectiva intercultural.

En el marco de lo señalado en el inciso anterior, los estatutos de las universidades del Estado podrán establecer una vinculación preferente y pertinente con la región en que tienen su domicilio o en que desarrollen sus actividades.

Asimismo, como elemento constitutivo e ineludible de su misión, las universidades del Estado deben asumir con vocación de excelencia la formación de personas con espíritu crítico y reflexivo, que promuevan el diálogo racional y la tolerancia, y que contribuyan a forjar una ciudadanía inspirada en valores éticos, democráticos, cívicos, de respeto a los pueblos originarios y de solidaridad social, elevando los niveles de comprensión, de conciencia y de responsabilidad en lo que respecta al cuidado de todas las especies, de su entorno o medio ambiente y su interdependencia.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24 y 25:

La indicación número 17, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que la misión se establece en cada uno de los estatutos de las universidades, sin que sea necesario fijarla por ley de manera igualitaria para todas las instituciones de carácter estatal.

Puesta en votación la indicación número 17, resultó rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestó a favor la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 18, del Honorable Senador señor Quintana, para intercalar, en el inciso segundo, entre las expresiones “del Estado, en” y “todas” la siguiente oración “la elaboración e implementación de”.

El Honorable Senador señor Quintana expuso que la presentación de la indicación le fue solicitada por los rectores de universidades regionales, en particular de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación, por el interés de sus integrantes para participar en el diagnóstico y elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo regional y nacional.

Puesta en votación la indicación número 18, fue rechazada por 7 votos en contra y 3 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Pizarro y Quintana.

La indicación número 19, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar, en el inciso segundo, entre las palabras “programas” y “que” la frase “que se les encomienden a través de los mecanismos de coordinación y gobierno universitario que señala esta ley y”.

La Jefa de la División de Educación Superior, del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, advirtió que la redacción pareciera restringir la participación de las universidades a colaborar en aquellas materias que se le encomienden expresamente y no con el carácter amplio comprendido en el artículo 4° aprobado en general.

La indicación número 19 fue retirada.

La indicación número 20, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “a nivel nacional y regional,” lo siguiente “con una perspectiva de género, interculturalidad y plurinacionalidad”.

Puesta en votación la indicación número 20, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 21, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso final, a continuación de “pueblos originarios” las locuciones “y las minorías”.

El Honorable Senador señor Quintana consideró que el país debe abordar el tema de la inmigración y la formación de minorías. En este sentido, a las universidades estatales les corresponde un rol en la materia que debe establecerse en esta ley.

El Honorable Senador señor Pizarro estimó que la noción de minoría contemplada en la indicación es muy extensa, porque no solo se puede referir a minorías étnicas o culturales, sino también religiosas, sexuales o de otra índole, objeto que no debiera considerarse en esos términos en el presente proyecto de ley.

Puesta en votación la indicación número 21, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos y Quintana.

La indicación número 22, del Honorable Senador señor Quintana, para modificar, en el inciso final, la frase “y de solidaridad social”, por la siguiente: “, de solidaridad social, y cuidado del medio ambiente,”.

La indicación número 22 fue retirada.

La indicación número 23, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en su inciso final, la frase: “, de respeto a los pueblos originarios y de solidaridad social, elevando los niveles de comprensión, de conciencia y de responsabilidad en lo que respecta al cuidado de todas las especies, de su entorno o medio ambiente y su interdependencia” por “y de solidaridad social, respetuosa de los pueblos originarios y del medio ambiente”.

La indicación número 24, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“Las universidades del Estado deberán promover que sus estudiantes tengan una vinculación necesaria con los requerimientos y desafíos del país y sus regiones durante su formación profesional.”.

Puestas en votación las indicaciones números 23 y 24, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 25, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“En las regiones donde existen pueblos originarios las instituciones de educación superior estatal deberán, incorporar en sus misiones el reconocimiento, promoción e incorporación de la cosmovisión, lengua e historia, las cuales deben reflejarse en los curriculum y perfil de egreso de los y las estudiantes, en la administración, la autonomía universitaria, la gobernanza y el desarrollo de los territorios y del saber.”.
El Honorable Senador señor Quintana hizo presente que esta discusión se ha sostenido en relación a otros proyectos de ley, como el que regula el marco de la educación superior. Además, de acuerdo al último censo, un millón quinientos mil habitantes declaran pertenecer a un pueblo originario. Este trabajo ya se realiza en las universidades regionales con presencia indígena, como en las regiones del Biobío, Araucanía y Los Ríos. La promoción de la cosmovisión, lengua e historia de los pueblos originarios debiera formar parte de las universidades estatales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso eliminar la parte final que obliga a incorporar los temas aludidos por la indicación en el curriculum y perfil de egreso de los estudiantes, y en la gobernanza de la universidad, ya que se diluye el propósito de la indicación. Por el contrario, resalta aún más el objetivo si se considerara hasta lengua e historia de los mismos.

El Honorable Senador señor Allamand concordó con el Honorable Senador que le antecedió en el uso de la palabra, en especial, porque la segunda parte de la indicación invade la autonomía universitaria de las instituciones estatales.

Puesta en votación la indicación número 25, fue aprobada, con la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 5

Su texto es el que sigue:

“Artículo 5.- Principios. Los principios que guían el quehacer de las universidades del Estado y que fundamentan el cumplimiento de su misión y de sus funciones son el pluralismo, la laicidad, la libertad de pensamiento y de expresión; la libertad de cátedra, de investigación y de estudio; la participación, la no discriminación, la equidad de género, el respeto, la tolerancia, la valoración y el fomento del mérito, la inclusión, la equidad, la cooperación, la pertinencia, la transparencia y el acceso al conocimiento.

Los principios antes señalados deben ser respetados, fomentados y garantizados por las universidades del Estado en el ejercicio de sus funciones, y son vinculantes para todos los integrantes y órganos de sus comunidades, sin excepción.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 26, 27, 28 y 29:

La indicación número 26, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, en el inciso primero, luego de la palabra laicidad, lo siguiente: “, entendida como el respeto de toda expresión religiosa”.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que tanto en la discusión de la Ley General de Educación como en la Ley de Inclusión Escolar, se debatió la ausencia de una norma que garantice el carácter laico del Estado chileno. En Chile, recordó, la Constitución Política de la República asegura a todas las personas en su artículo 19 N° 6 la libertad de conciencia, es decir, la expresión o manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos. Por tal motivo, en los cuerpos legales señalados y en la Ley de Nueva Educación Pública se estableció el carácter laico de la educación estatal, respetuosa de toda expresión religiosa, como debiera considerarse también en esta iniciativa legal.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, precisó que la Ley General de Educación estableció una fórmula intermedia, que señala que en los establecimientos educacionales de propiedad o administración del Estado se promoverá la formación laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió incorporar a continuación de la voz “laicidad” la frase “, incluido el respeto de toda expresión religiosa”.

La Honorable Senadora señora Von Baer se mostró más de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo de agregar a continuación de la expresión “laicidad”, la frase “, esto es, el respeto de toda expresión religiosa”. De esta forma, todo el marco normativo de la educación estatal chilena consideraría una expresión similar.
Puesta en votación la indicación número 26, fue aprobada, en los términos recién señalados, por 8 votos a favor y 2 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestó en contra el Honorable Senador señor Quintana (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 27, del Honorable Senador señor Quintana, para intercalar en su inciso primero a continuación de la expresión “la equidad” la palabra “solidaridad”.

El Honorable Senador señor Pizarro se mostró de acuerdo con la indicación, sin embargo, propuso considerar la conjunción “y” entre los vocablos “equidad” y “solidaridad”, de manera tal de otorgar mayor coherencia a la oración.

El Honorable Senador señor Quintana aclaró que la indicación pretende incorporar la solidaridad como concepto, no como solidaridad de género.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió que para salvar la precisión del Honorable Senador Quintana se debieran intercalar las voces “la solidaridad” entre “la equidad” y “la cooperación”.

Sometida a votación la indicación número 27, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro y Quintana (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Walker, don Ignacio.

De conformidad con el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, resultando aprobada, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 28, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, a continuación de las palabras “, la pertinencia,” lo siguiente: “la interculturalidad, la plurinacionalidad el cuidado del medio ambiente,”.

La indicación número 29, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “universitarias” a continuación de la frase “órganos de sus comunidades”.

Puestas en votación las indicaciones números 28 y 29, resultaron rechazadas por 6 votos en contra y 4 a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Walker, don Ignacio (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

°°°

La indicación número 30, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar en el Párrafo 2º del Título I, el siguiente artículo 6, modificándose la numeración correlativa posterior:

“Artículo 6.- Perfil de los profesionales y técnicos. Las universidades del Estado deberán propender a que sus graduados, profesionales y técnicos dispongan de capacidad de análisis crítico y valores éticos.

Asimismo, deberán fomentar en sus estudiantes el conocimiento y comprensión empírica de la realidad chilena, sus carencias y necesidades, buscando estimular un compromiso con el país y su desarrollo, a través de la generación de respuestas innovadoras y multidisciplinarias a estas problemáticas.

En este sentido, sus programas y mallas curriculares deberán establecer asignaturas o contenidos específicos que permitan que los estudiantes se desempeñen, a lo menos una vez al año y también antes de su titulación, en actividades vinculadas a la comunidad, especialmente en las regiones del país, distintas a la Región Metropolitana. Dicho factor será ponderado prioritariamente en la postulación a becas y beneficios de postgrado.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, señaló que el objetivo principal del nuevo artículo propuesto está recogido en la indicación presentada por el Ejecutivo para incorporar un inciso final en el artículo 4° aprobado en general, referido a que las universidades del Estado deberán promover que sus estudiantes tengan una vinculación necesaria con los requerimientos y desafíos del país y sus regiones durante su formación profesional. Probablemente, la indicación especifique aún más esta finalidad, pero la presente discusión se refiere a un marco general y, en esencia, ya fue considerada en el artículo señalado.

El Honorable Senador señor Montes explicó que la tendencia actual en distintas universidades del mundo, es vincular al estudiante no solo con la teoría, sino también con la realidad económica, productiva, social y cultural del país; de alguna forma, se pretende recuperar algo que fue propio de la formación universitaria en Chile: construir una vocación crítica y ética, basada en el respeto y solidaridad social. A su juicio, la propuesta no es contradictoria con la indicación del Ejecutivo ya aprobada.
El Honorable Senador señor Allamand observó que más allá del carácter loable que se propone con la indicación, el inciso tercero interfiere en un ámbito propio de la autonomía universitaria, como es la elaboración de las mallas curriculares. Además, exige anualmente a los estudiantes universitarios desempeñarse en actividades vinculadas a la comunidad, siendo un factor a ponderar en la postulación a becas y beneficios de postgrado, requisito que parece exceder el objetivo. Por lo anterior, sugirió aprobar los dos primeros incisos y eliminar el tercero.

De conformidad con el artículo 164 del Reglamento del Senado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó votar separadamente el inciso tercero del artículo 6° que la indicación número 30 propone incorporar.

En consecuencia, se procedió a someter a votación los dos primeros incisos, los que resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana (como miembro de ambas comisiones) y Walker, don Ignacio.

Luego, se puso en votación el inciso tercero, el que fue rechazado por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

En consecuencia, la indicación número 30 fue aprobada con modificaciones.

°°°

Artículo 6

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 6.- Derecho a la educación superior. El Estado reconoce el derecho a la educación superior en conformidad a lo dispuesto en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Para estos efectos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para proveer el ejercicio de este derecho a través de sus instituciones de educación superior, las que deberán garantizar sistemas de acceso sobre la base de criterios objetivos fundados en la capacidad y el mérito de los estudiantes, sin importar su situación socioeconómica, y fomentar mecanismos de ingreso especiales de acuerdo a los principios de equidad e inclusión.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 31, 32 y 33:

La indicación número 31, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.

La indicación número 31 fue retirada.

La indicación número 32, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, la frase “Para estos efectos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para proveer el ejercicio de este derecho a través de sus instituciones de educación superior, las que deberán garantizar” por “Para proveer el ejercicio de este derecho el Estado garantizará el desarrollo de sus instituciones de Educación Superior, las que deberán contar”.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que la idea es que el Estado cree las condiciones para garantizar la calidad de las universidades estatales, que su rol no se reduzca a promover solo un estándar determinado.

La Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que exigir al Estado garantizar la calidad de la educación superior, anula la responsabilidad de las propias instituciones, cuando debiera corresponderle a ellas asegurar ese mínimo, si no funciona, el Estado deberá intervenir, pero no antes.

La Jefa de la División de Educación Superior, del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, manifestó que la discusión sobre el rol del Estado en la educación ha sido el eje de todos los proyectos de ley que se han debatido últimamente, los que han intentado, de alguna forma, reponer esa responsabilidad. Sin embargo, señaló compartir el rol esencial de las instituciones respecto de la calidad del servicio educacional. El Estado promueve, propende y genera las condiciones necesarias para que se otorgue con la mejor calidad posible, aspecto que se refleja en la redacción original del artículo aprobado en general, cuando indica que se adoptarán todas las medidas necesarias para el ejercicio del derecho de educación a través de sus instituciones, garantizando sistemas de acceso sobre la base de criterios objetivos. Además, el artículo 7° aprobado en general establece que el Estado debe fomentar la excelencia de todas sus universidades, siendo la regulación complementaria y suficiente.

Sometida a votación la indicación número 32, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro y Quintana (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Walker, don Ignacio.

De conformidad con el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose el mismo resultado. En consecuencia, se procedió a votar en la próxima sesión.

En la siguiente sesión, se repitió la votación, manifestándose a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Lagos (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García. En tanto, se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro (como miembro de ambas comisiones), manteniéndose el empate. En consecuencia se dio por rechazada la indicación.

La indicación número 33, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar un inciso final del siguiente tenor: 

“En miras de garantizar el derecho anteriormente señalado, el estado propenderá a brindar este servicio de forma gratuita en los programas conducentes a título o licenciatura en sus universidades, de acuerdo a lo contemplado en la presente ley y la ley de presupuestos de la Nación.”.

La indicación número 33 fue retirada.

Artículo 7

Es del siguiente tenor:

“Artículo 7.- Provisión de educación superior de excelencia. El Estado debe fomentar la excelencia de todas sus universidades, promoviendo su calidad, la equidad territorial y la pertinencia de las actividades docentes, académicas y de investigación, de acuerdo con las necesidades e intereses del país, a nivel nacional y regional.

El aumento de matrícula de las universidades del Estado deberá velar por el desarrollo de áreas pertinentes y estratégicas para el país y la región en la que se emplace la universidad, de acuerdo a sus respectivos planes de desarrollo institucional.

Lo establecido en los incisos anteriores es sin perjuicio de la obligación del Estado de velar por la calidad y el correcto funcionamiento del sistema de educación superior en su conjunto.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 34, 35, 36, 37, 38 y 39:

La indicación número 34, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “El Estado debe” por “El Estado y sus universidades deben”.

La Honorable Senadora señora Von Baer se mostró de acuerdo con señalar como obligación del Estado el fomento de la excelencia de todas sus universidades; sin embargo, apuntó, la responsabilidad principal debe recaer en las propias instituciones. Si las universidades estatales no cumplen con el deber de excelencia, debe intervenir el Estado.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, explicó que el propósito del párrafo es relevar la responsabilidad del Estado con sus universidades. Las instituciones de educación superior estatales también deben cumplir con el deber de excelencia, rol que se destaca más adelante en el proyecto de ley, al referirse específicamente a las instituciones.

Puesta en votación la indicación número 34, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana (como miembro de ambas comisiones) y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García.

La indicación número 35, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “fomentar la excelencia de todas sus universidades” por “garantizar la excelencia de todas sus universidades, mediante los mecanismos establecidos en esta ley”.

La indicación número 36, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “fomentar”, la frase “y garantizar”.

El Honorable Senador señor Montes expuso que las indicaciones 35 y 36 se refieren, en algún modo, al mismo punto: que el Estado no solo fomente la excelencia de las universidades estatales, sino también, garantice las condiciones para que se cumpla con dicha finalidad. A su juicio, toda la discusión sobre el marco regulatorio de educación es recuperar el rol fundamental del Estado, no circunscrito a una mera acción de fomento.

Puestas en votación las indicaciones números 35 y 36, resultaron rechazadas por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. En tanto, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 37, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, a continuación de “y regional” el siguiente texto “Para llevar a cabo lo señalado anteriormente, los recursos económicos destinados para las universidades estatales se distribuirán de forma equitativa y solidaria, poniendo énfasis en las regiones que concentren mayores índices de vulnerabilidad.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que no obstante votar en contra de las indicaciones números 34, 35, 36 y 37, comparte los principios que las inspiran, pero en su opinión, la propuesta del Ejecutivo los refleja de mejor manera.

Puesta en votación la indicación número 37, fue rechazada por 6 votos en contra, 2 a favor y 2 abstenciones. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Quintana (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se abstuvo el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 38, del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar el inciso segundo por el siguiente: 

“Las universidades estatales no tendrán limitación de matrícula. No obstante, el crecimiento de estas instituciones deberá velar por el desarrollo de áreas del conocimiento acordes a la región en la que se encuentra emplazada, considerando para ello su potencialidad, pertinencia y ventajas comparativas”

La indicación número 39, del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en el inciso segundo, la siguiente frase final: “, sin que tengan limitación alguna para estos efectos.”.

El Honorable Senador señor Quintana observó que, sin perjuicio de ser inadmisibles las indicaciones números 38 y 39, se debe abordar el debate sobre la limitación e inequidad del crecimiento de matrículas de las universidades estatales. Más del 40% de los postulantes prefieren universidades estatales, por tanto, el Estado debe ofrecer matrículas suficientes para cubrir tal demanda o proponer programas especiales de expansión a través de estrategias de desarrollo que incluyan, por cierto, a las regiones.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, expresó compartir el criterio sobre la inadmisibilidad de ambas indicaciones, por referirse a la administración financiera del Estado. Sin perjuicio de ello, sostuvo que el Ejecutivo ha abordado el problema mediante la creación de 15 centros de formación técnica y 2 universidades estatales. Asimismo, también ha presentado una indicación que recoge líneas de acción sobre el plan de fortalecimiento de las universidades estatales.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que aunque son inadmisibles, el tema no se resuelve absolutamente en los términos que ha planteado la Subsecretaria. Un crecimiento de un 2,7% es totalmente insuficiente para asumir la postergación que han sufrido las instituciones estatales. Debiera considerarse un plan de recuperación que apunte a reforzar un crecimiento sostenido de matrícula acorde con la demanda de los postulantes al sistema de educación superior.

Las indicaciones números 38 y 39 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

°°°

La indicación número 40, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo 7 bis, nuevo:

“Artículo 7 bis.- Obligación general del Estado. El Estado velará por la calidad y el correcto funcionamiento del sistema de educación superior estatal en su conjunto, fomentando la equidad territorial y la pertinencia de las actividades universitarias de acuerdo a las necesidades e intereses del país, a nivel nacional y regional.”.

Las instituciones de educación superior del Estado serán gratuitas en los estudios conducentes a títulos o licenciaturas, por el solo ministerio de la ley.”.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, advirtió que el inciso segundo sería similar a las indicaciones 38 y 39 recién declaradas inadmisibles; por consiguiente, debiera seguir el mismo derrotero, criterio que compartió el Presidente de la Comisión.

Puesta en votación la indicación número 40, su inciso primero fue rechazado por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

En tanto, el inciso segundo fue declarado inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

°°°

Artículo 8

Se refiere a la visión sistémica, disponiendo que el Estado debe promover una visión y acción sistémica, coordinada y articulada en el quehacer de sus instituciones de educación superior, a fin de facilitar la colaboración permanente de estas instituciones en el diseño e implementación de políticas públicas y proyectos de interés general, de acuerdo a los requerimientos del país y de sus regiones, con una perspectiva estratégica y de largo plazo.

En este artículo recayó la indicación número 41, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir la palabra “facilitar” por “garantizar”.
La indicación número 41 fue retirada.

°°°

La indicación número 42 del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar el siguiente artículo 9, modificándose la ordenación correlativa de los que le suceden:

“Artículo 9.- Diversidad de proyectos. El Estado promoverá que las Universidades del Estado elaboren y desarrollen, en el marco de los fines y objetivos generales, proyectos educativos diversos, de acuerdo a los requerimientos y necesidades de los distintos territorios y realidades del país.”.

Puesta en votación la indicación número 42, resultó aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana (como miembro de ambas comsiones) y Walker, don Ignacio.

°°°

Artículo 9

Establece que el Estado debe promover el acceso abierto al conocimiento que se genera en el interior de sus instituciones con el objeto de contribuir al desarrollo social, científico y cultural del país.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 43 y 44:

La indicación número 43, de la Honorable Senadora señora Von Baer para eliminar la palabra “abierto”.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que el tema fue discutido en el debate de la Ley General de Educación, donde se restringió el concepto. Si la generación de conocimiento es abierta, como se establece, las universidades estatales no podrían crear conocimiento conducente al registro de una patente, lo que desincentiva el espíritu creativo que debe fomentar una institución de educación superior.

Puesta en votación la indicación número 43, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana (como miembro de ambas comsiones) y Walker, don Ignacio.

La indicación número 44, del Honorable Senador señor Quintana para intercalar entre las expresiones “social” y “científico” las siguientes locuciones: “económico, deportivo, tecnológico,”.
La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, se mostró de acuerdo en la incorporación de tales objetivos de desarrollo, sin embargo, junto con la Honorable Senadora Von Baer, no observaron mayor razón para considerar el ámbito deportivo.

El Honorable Senador señor Pizarro insistió en establecer también como finalidad de las universidades estatales el desarrollo deportivo. La salud del futuro, tema que se tratará en el Congreso de 2018 organizado por el Senado, pone énfasis tanto en la alimentación saludable como en las actividades que debiera desarrollar el ser humano, entre ellas, el deporte. Parece absurdo negar a las instituciones estatales que consideren como prioridad el desarrollo deportivo de sus alumnos, a contra corriente de las universidades del resto del mundo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso incorporar también el desarrollo artístico, sugerencia que fue aceptada por los demás miembros de ambas comisiones.

Puesta en votación la indicación número 44, resultó aprobada, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 10

Su texto es el que sigue:

“Artículo 10.- Órganos superiores. El gobierno de las universidades del Estado será ejercido a través de los siguientes órganos superiores: Consejo Superior, Rector y Consejo Universitario. A su vez, la responsabilidad del control y de la fiscalización interna estará a cargo de la Contraloría Universitaria.

Las universidades del Estado deberán constituir los referidos órganos superiores y de control en sus estructuras de gobierno; sin perjuicio de las demás autoridades unipersonales y colegiadas de la universidad, y de las respectivas unidades académicas, que puedan establecer en sus estatutos.

Asimismo, en virtud de su autonomía administrativa, las universidades del Estado podrán establecer en su organización interna facultades, escuelas, institutos, centros de estudios, departamentos y otras unidades académicas necesarias para el cumplimiento de sus funciones. Los estatutos de cada universidad deberán señalar las autoridades facultadas para ejercer dicha potestad organizadora en los niveles correspondientes.”.

En este artículo recayó la indicación número 45, del Honorable Senador señor Quintana para agregar, en el inciso tercero, entre las palabras “académicas” y “necesarias”, la frase “y administrativas”.
Puesta en votación la indicación número 45, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

Asimismo, recayó la indicación número 46, del Honorable Senador señor Quintana para agregar, un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 

“En cada órgano superior colegiado se deberá asegurar una cuota mínima de género que no podrá ser inferior a un 33% del total de los miembros.”. 
El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, señaló que el Ejecutivo comparte el principio de la equidad de género, sin embargo, establecer un guarismo específico podría interpretarse como una intromisión en la autonomía universitaria.

Puesta en votación la indicación número 46, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

Artículo 11

Dispone que el Consejo Superior es el máximo órgano colegiado de la universidad y le corresponde definir la política general de desarrollo y las decisiones estratégicas de la institución, velando por su cumplimiento, de conformidad a la misión, principios y funciones de la universidad.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 47 y 48:

La indicación número 47, de la Honorable Senadora señora Von Baer para eliminar la palabra “colegiado”, y para intercalar entre las frases “Le corresponde” y “definir la política general de desarrollo”, la frase “sin perjuicio de las otras funciones y atribuciones señaladas en la ley y sus estatutos”.

La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que si el Consejo Superior es el órgano máximo de la universidad, por sobre la figura del rector, huelga la expresión colegiado. En tanto, la segunda propuesta pretende incorporar la posibilidad de que a dicho consejo se le otorguen otras funciones o atribuciones.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, planteó que las funciones del Consejo Superior y el rector son diferentes. La autoridad máxima de la universidad es el rector, el consejo es el órgano supremo colegiado, pero no existe una jerarquización entre ambos. En cuanto a la segunda propuesta, esta se encuentra recogida en las funciones del Consejo Superior que se establecen en un artículo posterior.

Puesta en votación la indicación número 47, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Quintana, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García.

La indicación número 48, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar un inciso, nuevo, del siguiente tenor: 

“Cada Universidad podrá darle el nombre que considere apropiado al máximo órgano colegiado, según sus propios estatutos.”.

Puesta en votación la indicación número 48, fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 12

Su texto es el siguiente:

“Artículo 12.- Integrantes del Consejo Superior. El Consejo Superior estará integrado por los siguientes miembros:

a) Dos representantes nombrados por el Presidente de la República, quienes serán profesionales con al menos diez años de experiencia en cargos directivos, o que sean o hayan sido académicos de la más alta jerarquía en una universidad acreditada. Deberán tener, además, conocimientos y experiencia en relación a las etnias, las comunidades y el territorio en el cual se emplaza la respectiva universidad.

b) Cuatro miembros de la universidad nombrados por el Consejo Universitario de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución. De ellos, dos deben ser académicos investidos con las dos más altas jerarquías, y los dos restantes deben corresponder a un funcionario no académico y a un estudiante, respectivamente, de acuerdo a los requisitos que señalen los estatutos de cada universidad.

c) Dos profesionales egresados de la respectiva institución, de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la universidad tiene su domicilio, nombrados de conformidad a los estatutos de la institución.

d) El rector, elegido de conformidad a lo señalado en el artículo 18.

Los consejeros señalados en los literales a) y c) durarán cuatro años en sus cargos. Por su parte, los consejeros individualizados en la letra b) durarán dos años en sus funciones. En ambos casos, los citados consejeros podrán ser designados por un período consecutivo por una sola vez.

Los consejeros precisados en los literales a) y c) no deberán desempeñar cargos o funciones en la universidad al momento de su designación en el Consejo Superior. Los representantes indicados en la letra b) no podrán ser miembros del Consejo Universitario una vez que asuman sus funciones en el Consejo Superior, siendo incompatibles ambos cargos.

La coordinación de la oportuna designación y renovación de las vacantes, y la supervisión del ejercicio de las funciones de los representantes del Presidente de la República señalados en la letra a), estarán a cargo del Ministerio de Educación. A su vez, la remoción de estos representantes por parte del Presidente de la República deberá ser por motivos fundados.

El Consejo Superior se renovará por parcialidades, de acuerdo a las normas internas que establezcan las respectivas universidades. En ningún caso los consejeros o consejeras podrán ser reemplazados en su totalidad.

La inasistencia injustificada de los consejeros señalados en los literales a), b) y c), a tres o más sesiones del Consejo Superior, durante el año académico, será causal de cesación de sus cargos de consejeros. Las demás causales, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los consejeros indicados en los literales b) y c), serán reguladas por los estatutos de cada universidad. En el caso de los consejeros señalados en el literal a), su régimen de inhabilidades e incompatibilidades se regirá por lo dispuesto en el artículo 13.

El Consejo Superior será presidido por uno de los consejeros indicados en los literales a) o c), el que deberá ser elegido por los miembros del Consejo. Su mandato durará dos años sin posibilidad de reelección para un nuevo período consecutivo.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66 y 67:

La indicación número 49, de S.E. la Presidenta de la República para reemplazar, en el inciso primero, su literal a), por el siguiente:

“a) Tres representantes nombrados por el Presidente o Presidenta de la República, quienes serán profesionales de reconocida experiencia en actividades académicas o directivas.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, expuso que la propuesta del Ejecutivo intenta reponer el acuerdo logrado en la discusión del presente proyecto de ley en la Cámara de Diputados, entre los distintos estamentos. Dicho acuerdo consideraba tres integrantes nombrados por el Presidente de la República, cuatro por la comunidad universitaria – dos académicos, un funcionario y un estudiante –, un egresado y el rector. 

El Honorable Senador señor Allamand consultó por el motivo para disminuir de dos a uno el integrante del Consejo Superior que fuera egresado, ya que la idea era evitar un corporativismo interno de la institución con el aporte de quienes habiendo pertenecido a ella, ya no eran parte de la misma.

La Honorable Senadora señora Von Baer sugirió al Ejecutivo considerar en el literal a) también a los licenciados.

El señor Miguel González señaló que la composición propuesta intenta mantener un equilibrio entre los integrantes nombrados por el Presidente de la República y los designados por la comunidad universitaria, por esa razón se incrementó en un académico en desmedro de un egresado. Por otro lado, se mostró de acuerdo con la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Puesta en votación la indicación número 49, fue aprobada, con modificaciones con la redacción que se señala en el capítulo pertinente del presente informe, por 7 votos a favor y 3 abstenciones. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 50, de la Honorable Senadora señora Von Baer para reemplazar, en el inciso primero, en su literal a), la palabra “Dos” por “Tres”.

Puesta en votación la indicación número 50, fue aprobada con la misma votación anterior.

La indicación número 51, de la Honorable Senadora señora Von Baer para intercalar, en el inciso primero, en su literal a), entre las frases “quienes serán” y “profesionales con al menos diez años de experiencia en cargos directivos,” la frase “licenciados o”.

Puesta en votación la indicación número 51, fue aprobada, con modificaciones con la redacción que se señala en el capítulo pertinente del presente informe, con la misma votación de la indicación número 49.

La indicación número 52, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, la letra a), por la siguiente:

“a) Dos representantes nombrados por el Presidente o la Presidenta de la República, quienes serán Profesionales o Graduados de reconocida experiencia e idoneidad en actividades académicas o directivas, o que hayan sido o sean académicos de las más Altas Jerarquías de Universidades del Estado.”

Puesta en votación la indicación número 52, resultó rechazada por 7 votos en contra y 3 abstenciones. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Pizarro y Walker, don Ignacio. Por su parte, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 53, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, en su literal b), después de la coma (,) que sucede a la palabra “jerarquías”, la siguiente frase “con al menos 10 años de antigüedad en el cargo”. 

La indicación número 54, del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en el inciso primero, en la letra b), la siguiente frase:

“Dichos Consejeros deben ser elegidos democráticamente por sus estamentos”.

Puestas en votación las indicaciones números 53 y 54, fueron rechazadas por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 55, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, su literal c), por el siguiente:

“c) Un egresado de la institución de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la Universidad tiene su domicilio, nombrado por el Consejo Universitario a partir de una terna propuesta por el Gobierno Regional.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, expuso que el literal c) también debiera considerar a titulados y licenciados, puesto que no siempre la universidad otorga un título, como ocurre con la profesión de abogado, donde la institución universitaria solo entrega el grado de licenciado en ciencias jurídicas, propuesta que fue aceptada por los miembros de ambas comisiones.
La Honorable Senadora señora Von Baer representó como un problema mantener la posibilidad de nombrar a un egresado, ya que en la actualidad es frecuente que un estudiante curse un grado de Magister por un año en una universidad distinta de donde obtuvo el pregrado, y con la que no tiene mayor vínculo.

De conformidad con el artículo 164 del Reglamento del Senado, el Honorable Senador señor Pizarro, solicitó votar separadamente la voz “egresado”.

En consecuencia, se procedió a someter a votación la expresión señalada, la que fue rechazada por 6 votos en contra, 1 a favor y 3 abstenciones. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos y Walker, don Ignacio. Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Pizarro. En tanto, se abstuvieron los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

Luego, se puso en votación el resto de la indicación, que fue aprobado, con la enmienda propuesta por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 56, del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar, en el inciso primero, en su literal c), la expresión “egresados” por “titulados” 

La indicación número 57, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, en el inciso primero, en su literal c), la palabra “egresados de la respectiva institución” por la frase “licenciados o titulados de la respectiva institución”.

Puestas en votación las indicaciones números 56 y 57, fueron aprobadas, con el texto de la indicación número 55, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

La indicación número 58, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, en el inciso primero, en su literal c), la frase “nombrados de conformidad a los estatutos de la institución” por la frase “nombrados por la mayoría absoluta de los miembros del Consejo Nacional de Educación, en base a una terna propuesta por el Consejo Universitario”.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su inquietud por otorgar al Consejo Regional una atribución tan ajena a sus funciones, motivo por el cual propuso radicar esa facultad en el Consejo Nacional de Educación.

Puesta en votación la indicación número 58, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. Por su parte, se manifestó a favor la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 59, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso primero, en su literal c), el siguiente párrafo segundo: 

“En el caso de que la Universidad se encuentre en un territorio o región con presencia relevante de pueblos originarios, a lo menos uno de los profesionales deberá tener estudios o experiencia y trabajo en interculturalidad y/o con pueblos originarios.”.

El Honorable Senador señor García recordó que el literal que consideraba a los egresados se disminuyó a un solo integrante.

El Honorable Senador señor Quintana insistió en que aun cuando sea un solo egresado el que se pueda nombrar, este conozca la realidad de los pueblos originarios.

Puesta en votación la indicación número 59, fue rechazada por 9 votos en contra y 1 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Quintana.

La indicación número 60, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, en el inciso primero, la letra c), por la siguiente:

“c) Dos egresados de la respectiva institución de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional o académico de la región en que la Universidad tiene su domicilio, nombrados por el Consejo Regional.” 

Puesta en votación la indicación número 60, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 61, del Honorable Senador señor Allamand para reemplazar su inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 12.- Integrantes del Consejo Superior. El Consejo Superior estará integrado por los siguientes miembros:

a) Tres representantes nombrados por el Presidente de la República, quienes serán profesionales con al menos diez años de experiencia en cargos directivos, o que sean o hayan sido académicos de la más alta jerarquía en una universidad acreditada. Deberán tener, además, conocimientos y experiencia en relación a las etnias, las comunidades y el territorio en el cual se emplaza la respectiva universidad.

b) Tres miembros de la universidad nombrados por el Consejo Universitario de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución. De ellos, dos deben ser académicos investidos con las dos más altas jerarquías, y el restante debe corresponder a un funcionario no académico o a un estudiante, de acuerdo a los requisitos que señalen los estatutos de cada universidad.

c) Dos profesionales licenciados o titulados de la respectiva institución, de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la universidad tiene su domicilio, nombrados por el Gobierno Regional 
d) El rector, elegido de conformidad a lo señalado en el artículo 18.

Puesta en votación la indicación número 61, resultó rechazada por 9 votos en contra y 1 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Allamand.

La indicación número 62, del Honorable Senador señor Quintana para agregar, en el inciso segundo, el literal “d)” en la enumeración de los literales del primer párrafo.

La indicación número 63, del Honorable Senador señor Quintana para modificar, en el inciso quinto, la frase “de acuerdo a las normas internas que establezcan las respectivas universidades” por la siguiente: “de conformidad a los estatutos de las respectivas universidades.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, indicó que para el funcionamiento de las universidades también se dictan reglamentos internos, elevar todas las materias al Consejo Superior podría rigidizar su desempeño.

Las indicaciones números 62 y 63 fueron retiradas.

La indicación número 64, de la Honorable Senadora señora Von Baer para eliminar, en el inciso quinto, la frase “o consejeras”.

Puesta en votación la indicación número 64, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García (como miembro de ambas comisiones), Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 65, de la Honorable Senadora señora Goic para reemplazar el artículo 12, por el siguiente:

“Artículo 12.- Integrantes del Consejo Superior. El Consejo Superior estará integrado por el número de miembros que determinen sus estatutos, según la siguiente composición:

a) Un tercio de sus miembros corresponderán a representantes nombrados por el Presidente de la República, los que serán profesionales con al menos diez años de experiencia en cargos directivos, o que sean o hayan sido académicos de la más alta jerarquía en una universidad acreditada. 

b) Un miembro será nombrado por el Gobierno Regional correspondiente a la región en que la universidad tiene su domicilio, el que será un profesional de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo con el territorio.

c) El resto de sus miembros corresponderá a representantes de académicos, funcionarios no académicos y estudiantes con derecho a voto. También podrán integrar el Consejo Superior otros miembros que determinen los estatutos de la universidad.

Los consejeros mencionados en la letra c) serán electos o designados en la forma que determinen los estatutos. Los miembros del Consejo Superior durarán en sus cargos el tiempo que se establezcan en los estatutos.

Los consejeros precisados en los literales a) y b) no deberán desempeñar cargos o funciones en la universidad al momento de su designación en el Consejo Superior.

La coordinación de la oportuna designación y renovación de las vacantes, y la supervisión del ejercicio de las funciones de los representantes del Presidente de la República, estarán a cargo del Ministerio de Educación, mientras que respecto del miembro normbrado por el Gobierno Regional le corresponderá al Consejo Regional respectivo.

Las causales de cesación en el cargo, inhabilidades e incompatibilidades se regirán de acuerdo a lo dispuesto en sus estatutos.

El Consejo Superior será presidido por uno de sus consejeros, el que deberá ser elegido por uno de sus miembros. Su mandato durará el tiempo que determinen sus estatutos.”.

Puesta en votación la indicación número 65, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García (como miembro de ambas comisiones), Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

La indicación número 66, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso final, la expresión “El Consejo Superior será presidido por uno o una de los consejeros o consejeras indicados en los literales a) o c), debiendo ser elegido o elegida por los miembros del Consejo.”, por: “El Consejo Superior será presidido por uno o una de los consejeros o consejeras indicados en los literales a), b) o c), debiendo ser elegido o elegida por los miembros del Consejo.”

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, se mostró en desacuerdo con la indicación, debido a que otorgar la posibilidad a un miembro de la comunidad para que presida el Consejo Superior puede causar tensión con la labor propia del rector, quien es el jefe superior del servicio. La idea es que el Presidente sea elegido entre los integrantes nombrados que sean ajenos a la comunidad universitaria.

El Honorable Senador señor Montes insistió en su propuesta, ya que independiente de quien sea el Presidente las tensiones con la labor de rector existirán.

Puesta en votación la indicación número 66, fue rechazada por 7 votos en contra y 3 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos y Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 67, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“Los integrantes del Consejo Superior que se mencionan en el literal b) contarán con fuero universitario hasta seis meses después de ejercido su cargo”.

El Honorable Senador señor Montes explicó que la indicación propone que los representantes provenientes de las universidades tengan fuero, con el objeto evitar que sientan limitados al ejercer sus cargos. Agregó que dicha sugerencia surgió como propuesta de las propias comunidades universitarias.

Puesta en votación la indicación número 67, fue aprobada con modificaciones, con la redacción que se señala en el capítulo pertinente del presente informe, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

°°°

La indicación número 68 de S.E. la Presidenta de la República, es para intercalar el siguiente artículo 13, nuevo, pasando el actual artículo 13 a ser 14, y así sucesivamente:

“Artículo 13.- Dieta de consejeros o consejeras que no pertenezcan a la Universidad. Los integrantes señalados en los literales a) y c) del artículo 12 percibirán como única retribución la suma de ocho unidades tributarias mensuales por su asistencia a cada sesión del Consejo Superior, con un tope mensual máximo de treinta y dos unidades tributarias mensuales, independientemente del número de sesiones a las que asistan en el mes respectivo. Esta retribución tendrá el carácter de honorarios para todos los efectos legales.”.

Puesta en votación la indicación número 68, fue aprobada, con una enmienda de referencia, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana.

°°°

Artículo 14

Establece que el Consejo Superior tendrá, a lo menos, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Ratificar las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad, aprobadas por el Consejo Universitario, que deba presentar al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal.

b) Aprobar, a proposición del Consejo Universitario, el plan de desarrollo institucional de la universidad, así como sus modificaciones, y verificar periódicamente su estado de avance y cumplimiento.

c) Aprobar las políticas financieras y la contratación de empréstitos señalados en las pautas anuales de endeudamiento.

d) Aprobar el presupuesto y sus modificaciones, debiendo pronunciarse, a lo menos, semestralmente sobre su ejecución.

e) Conocer las cuentas periódicas del rector y pronunciarse respecto de ellas de forma trimestral.

f) Autorizar la enajenación o el gravamen de activos de la universidad cuando correspondan a bienes inmuebles o a bienes que hayan sido previamente declarados de especial interés institucional, en conformidad con los procedimientos que defina cada institución en sus estatutos.

g) Ordenar la ejecución de auditorías internas.

h) Nombrar al contralor universitario y aprobar su remoción, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad.

i) Proponer al Presidente de la República la remoción del rector, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad.

j) Ejercer las demás funciones y atribuciones que señalen los estatutos y que digan relación con las políticas generales de desarrollo de la universidad.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 69, 70 y 71:

La indicación número 69, de la Honorable Senadora señora Von Baer para reemplazar, en su literal a), la palabra “Ratificar” por “Aprobar”; y la palabra “aprobadas” por “elaboradas”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, explicó que el Consejo Superior tiene a su cargo los lineamientos estratégicos de la institución. En la estructura interna existe una distribución de competencias, destacando entre sus materias la ratificación de las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad, la aprobación del plan de desarrollo institucional y del presupuesto, el nombramiento del contralor universitario y la proposición al Presidente de la República de la remoción del rector.

El Honorable Senador señor Montes recordó que durante la discusión general hubo voces que criticaron el bicameralismo en el gobierno universitario, esta es una propuesta que tiende a solucionar dicho inconveniente.

La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que en vez de ratificar la propuesta, el Consejo Superior debiera aprobar la elaborada por el Consejo Universitario, salvando de esta forma la competencia de ambos órganos internos.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, aclaró que el uso de la voz ratificar se debe a que la política interna de la universidad emana de su comunidad en función de su autonomía. Como las decisiones pueden contradecir la política general de universidades estatales se consideró la facultad de ratificar, sin embargo, referirse a esta función como aprobar puede estimarse como una intención de gobernar hasta en el más mínimo detalle desde el Consejo Superior.

Puesta en votación la indicación número 69, fue aprobada por 8 votos a favor y 2 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana. Por su parte, se manifestó en contra el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 70, del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en su la letra a), la siguiente frase final: 

“Las propuestas de modificación de los estatutos deberán surgir de un proceso democrático de participación triestamental.”.

El Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que el sentido es que la universidad sea autónoma en la mayor medida posible, las funciones que se establecen en el presente proyecto de ley buscan asegurar un mínimo, luego la comunidad universitaria podrá extender cada ámbito según lo estime conveniente.

En una sesión posterior, el asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, explicó que la materia es recogida por el presente proyecto de ley, en el artículo 22 aprobado en general, referente a las funciones del Consejo Universitario, donde se establece que dicho órgano elaborará las propuestas de modificación de los estatutos mediante un proceso público participativo que involucre a los distintos estamentos de la comunidad universitaria.

La indicación número 70 fue retirada.

La indicación número 71, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, en su literal i), luego de la frase “en los estatutos de la universidad”, y antes del punto final, la frase “y lo dispuesto en el artículo 19 de la presente ley”.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la indicación intenta mantener cierta coherencia en la regulación de las causales de remoción, que también se consideran en el artículo 19 aprobado en general.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, coincidió con la Honorable Senadora, no obstante, será necesario identificar qué tan taxativo resulta el artículo mencionado, aun así las causales de remoción siempre estarán incorporadas en los estatutos.

En la siguiente sesión, la Honorable Senadora señora Von Baer, recordó que en el artículo 19 aprobado se establecieron causales específicas de remoción, por consiguiente, la indicación debiera ser votada favorablemente.

Puesta en votación la indicación número 71, fue aprobada, con una enmienda de referencia, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 17

Dispone lo siguiente en relación al rector:

“Artículo 17.- Rector. El rector es la máxima autoridad unipersonal de la universidad y su representante legal, estando a su cargo la representación judicial y extrajudicial de la institución.

Tiene la calidad de jefe superior del servicio, pero no estará sujeto a la libre designación y remoción del Presidente de la República. Le corresponde dirigir, organizar y administrar la universidad; supervisar el cumplimiento de sus actividades académicas, administrativas y financieras; dictar los reglamentos, decretos y resoluciones de la institución de conformidad a sus estatutos; ejercer la potestad disciplinaria respecto de los miembros de la universidad; responder de su gestión y desempeñar las demás funciones que la ley o los estatutos le asignen.

Los estatutos de cada universidad definirán las atribuciones específicas del rector en el marco de las responsabilidades y funciones señaladas en los incisos precedentes. De la misma forma, los estatutos deberán establecer las causales de remoción que le sean aplicables e indicarán las normas para su subrogación.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 72, 73 y 74:

La indicación número 72, de la Honorable Senadora señora Von Baer para agregar, en el inciso segundo, luego de la frase “Presidente de la República”, y antes del punto seguido, la frase “sin perjuicio de la facultad de removerlo a solicitud del Consejo Superior en virtud de lo dispuesto en los artículos 14 y 19 de la presente ley.”.

La indicación número 73, de la Honorable Senadora señora Von Baer para eliminar, en el inciso final, la frase “deberán establecer las causales de remoción que le sean aplicables e”.

Las indicaciones números 72 y 73 fueron retiradas.

La indicación número 74, del Honorable Senador señor Montes para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“El rector deberá realizar al menos una vez al año una cuenta pública, detallando la situación financiera y administrativa de la institución, los avances en el cumplimiento del Plan de Desarrollo y los logros obtenidos en cada una de las áreas sujetas al proceso de acreditación a que se refiere la ley 20.129.”.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, indicó que la obligación que se pretende incorporar ya se encuentra considerada en otros cuerpos legales. Aunque es redundante, no se oponen a ella.

El Honorable Senador señor García consultó por el órgano ante el cual se debiera rendir la cuenta pública.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Rodrigo González, señaló que de rendirse una cuenta pública, esta debe regirse por las normas generales de transparencia.

El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera observó que la indicación pareciera apuntar más al contenido de la cuenta pública que a la forma de efectuarla.

Puesta en votación la indicación número 74, fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros presentes de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García (como miembro de ambas comisiones), Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 18

Prescribe lo siguiente en relación a la elección del rector:

“Artículo 18.- Elección del rector. El rector se elegirá de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 19.305. No obstante, las universidades del Estado deberán garantizar que en esta elección tengan derecho a voto todos los académicos con nombramiento o contratación vigente y que desempeñen actividades académicas de forma regular y continua en las respectivas instituciones.

El rector durará cuatro años en su cargo, pudiendo ser reelegido, por una sola vez, para el período inmediatamente siguiente.

Una vez electo, será nombrado por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 75, 76, 77 y 78:

La indicación número 75, de la Honorable Senadora señora Goic, para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 18.- Elección del rector. El rector se elegirá de conformidad al procedimiento establecido en sus estatutos, el que contemplará la participación con derecho a voto de académicos, funcionarios no académicos y estudiantes. Con todo, las universidades del Estado deberán garantizar que en esta elección tengan derecho a voto todos los académicos con nombramiento o contratación vigente y que desempeñen actividades académicas de forma regular y continua en las respectivas instituciones.”.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, señaló que la elección del rector corresponde a los funcionarios académicos de la universidad, aunque la propuesta del Ejecutivo amplía el carácter de tales funcionarios.

Puesta en votación la indicación número 75, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García (como miembro de ambas comisiones), Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 76, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Elección del rector. El rector o rectora se elegirá conforme a lo que señalen los estatutos de cada institución, de acuerdo al principio de autonomía administrativa, definido en el artículo 2 de esta ley. En ausencia o silencio de los estatutos, en esta materia, regirá el procedimiento establecido en la ley 19.305. No obstante, las Universidades del Estado deberán garantizar que en esta elección tengan derecho a voto todos los académicos con nombramiento vigente y que desempeñen actividades académicas en forma completa o específica, con dedicación de jornada completa o parcial, en las respectivas instituciones, debiendo ponderarse su voto en función de su jornada.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, aclaró que se acordó con los estamentos y rectores que la elección de los rectores estuviera a cargo de los académicos. La indicación abre la posibilidad a participar a otros estamentos, razón por la que el Ejecutivo se opone.

Puesta en votación la indicación número 76, fue rechazada por 8 en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 77 de la Honorable Senadora señora Von Baer para agregar un inciso segundo, nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“El Tribunal Electoral Regional respectivo conocerá de las reclamaciones que se interpongan con motivo de la elección de Rector, las que deberán ser formuladas por a lo menos diez académicos con derecho a voto, dentro de los diez días hábiles siguientes al acto electoral. Contra la sentencia del Tribunal Electoral Regional, procederá el recurso de apelación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el que deberá interponerse directamente dentro de cinco días hábiles contados de la respectiva notificación. Contra la sentencia del Tribunal Calificador de Elecciones, no procederá recurso alguno.”.

El Honorable Senador señor Montes relevó la importancia de someter a calificación las elecciones de rectores de universidades, puesto que en la actualidad no existe un sistema de revisión, hecho que ha dado lugar a diversos conflictos en las comunidades universitarias por la ausencia de un mecanismo claro que resuelva el problema.

La Honorable Senadora señora Von Baer añadió que la elección de un rector de una universidad estatal debe asegurar mecanismos de transparencia como la facultad de recurrir a un tribunal electoral para revisar los resultados, como sucede con cualquiera otra elección.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, se mostró de acuerdo con el contenido de la indicación, aun cuando precisó que la norma podría hacer referencia a la ley que regula los tribunales electorales, sin necesidad de establecer un procedimiento en este proyecto de ley.

El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, explicó que la razón para fijar un procedimiento en esta iniciativa de ley se funda en que el marco regulatorio de las elecciones autoriza a recurrir de los resultados de una elección, cuando se trate de un organismo intermedio, y las universidades no tiene tal calidad. Por este motivo, es indispensable contemplar el procedimiento en la norma en discusión, rigiendo supletoriamente las normas que regulan las votaciones generales.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Montes, expresó que, sin perjuicio de compartir el objetivo de la indicación, esta podría ser inadmisible por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y, a petición de la Honorable Senadora Von Baer, sometió a votación la declaración de admisibilidad.

El Honorable Senador señor Pizarro fue enfático en señalar que es esencial para el buen desarrollo del proceso legislativo el respeto de las normas que lo regulan. Sin perjuicio de que pueda tratarse de una buena idea, si existe acuerdo en una proposición parlamentaria sobre una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el Ejecutivo debiera presentar la indicación.

Puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 77, fue declarada admisible por 6 votos a favor y 4 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Montes (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).
Declarada la admisibilidad, luego se puso en votación la indicación número 77, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 78, del Honorable Senador señor Allamand para intercalar un inciso segundo, nuevo pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente, del  siguiente tenor:

“La elección del rector será reclamable ante el Tribunal Electoral y, de ser necesario, apelable ante el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

La indicación número 78 fue retirada.

Artículo 19

Se refiere a las causales de remoción del rector, del siguiente modo:

Los estatutos de cada universidad definirán las causales de remoción del cargo de rector. Dichas causales de cesación deberán considerar, al menos:

a) El resguardo a lo señalado en el artículo 2 de la presente ley y de los principios del sistema de educación superior nacional.

b) Los resultados de los procesos de acreditación.

c) Los estados financieros de la institución.

En este artículo recayó la indicación número 79, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar los siguientes literales a), b), c), d), e), f), y g), nuevos; pasando los actuales a), b) y c) a ser h), i) y j) respectivamente:

a) Fallecimiento;

b) Renuncia voluntaria;

c) Condena por delito que merezca pena aflictiva; 

d) Notable abandono de sus deberes; 

e) Incurrir en falta grave a la probidad; 

f) Por la pérdida de sus capacidades para ejercer el cargo; 

g) Por haber incurrido en comportamiento que afecte gravemente el prestigio de la Universidad.
El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, indicó que el artículo 19 fue incorporado a propuesta de la oposición, como materias que serían definidas en los estatutos como causales de remoción, por tal motivo se requiere armonizar la regulación.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Rodrigo González, agregó que el estatuto universitario debe definir causales de remoción, mientras que en el artículo 19 no se señalan causales sino materias por las cuales se podría remover a un rector.

El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, explicó que el proyecto de ley considera solo criterios mínimos para configurar causales de remoción o cesación en el cargo, pero no establece ninguna. Así, bien podría el estatuto no contemplar ninguna causal. Si una de las facultades del Consejo Superior es proponer la remoción del rector, se deben establecer causales objetivas y no discrecionales.

El señor Miguel González observó que el proyecto de ley sí exige establecer causales, aunque no señala cuáles. De todas formas, se mostró de acuerdo en incorporar entre los criterios ciertas propuestas de la indicación, como el notable abandono de deberes, la falta grave a la probidad o haber incurrido en un comportamiento que afecte gravemente el prestigio de la institución. Las demás proposiciones ya son consideradas por el Estatuto Administrativo.

En la sesión siguiente, el Ejecutivo presentó una propuesta que recoge las inquietudes manifestadas por los integrantes de ambas comisiones, con la que los Honorables Senadores se mostraron de acuerdo.

Puesta en votación la indicación número 79, fue aprobada con modificaciones, con la redacción que se señala en el capítulo pertinente del presente informe, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand (como miembro de ambas comisiones), Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 20

Establece que el Consejo Universitario es el órgano colegiado representativo de la comunidad universitaria, encargado de ejercer funciones resolutivas en las materias relativas al quehacer académico e institucional de la universidad. 

Además, indica que los estatutos de cada universidad podrán establecer una denominación distinta para este órgano.

En este artículo recayó la indicación número 80, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir la frase “funciones resolutivas en” por la siguiente: “funciones resolutivas, consultivas y todas aquellas demás funciones y atribuciones que señalen los estatutos y que digan relación con”.
El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, declaró que la propuesta ya se encuentra recogida en las funciones del Consejo Universitario, específicamente en el literal f) del artículo 22 del presente proyecto de ley, donde se establece que dicho consejo deberá aprobar o pronunciarse sobre todas aquellas materias académicas e institucionales que señalen los respectivos estatutos, y que no contravengan las atribuciones de las demás autoridades colegiadas y unipersonales de la institución.

La indicación número 80 fue retirada.

Artículo 21

Es del siguiente tenor:

“Artículo 21.- Integrantes del Consejo Universitario. El Consejo Universitario estará integrado por académicos, funcionarios no académicos y estudiantes con derecho a voto, de acuerdo al número y a la proporción que definan sus estatutos. Con todo, la participación de los académicos en este consejo no podrá ser inferior a dos tercios del total de sus integrantes.

El Consejo Universitario será presidido por el rector.”.

En este artículo recayó la indicación número 81, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “con derecho a voto”.
El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, expuso que la integración del Consejo Universitario y el derecho a voto es un tema central de la gobernanza universitaria, en particular, por el carácter resolutivo de dicho órgano, por ende, se manifestó en desacuerdo en eliminar el derecho a voto de los integrantes.

El Honorable Senador señor Lagos mostró inquietud por la redacción del artículo 21 porque podría entenderse que en la integración del referido consejo existen personas con y sin derecho a voto. El artículo debiera regular solo la integración del Consejo Universitario y el derecho a voto establecerse en otra norma.

La Honorable Senadora señora Von Baer concordó con el Honorable Senador Lagos, por ello, explicó que la indicación soluciona en parte este problema, sin eliminar el derecho a voto de los integrantes, el que se definirá en los estatutos de cada universidad.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, sugirió incorporar a continuación de la voz “estudiantes” la frase “, todos ellos con derecho a voto,”, que salvaría el error de interpretación que se ha advertido en la discusión.

El Honorable Senador señor Pizarro declaró que de aprobarse la indicación se entenderá como una eliminación del derecho a voto de los integrantes, alterando el objetivo del Consejo Universitario. Es absurdo pensar que un integrante será elegido solo para emitir opiniones y no para votar las resoluciones del organismo.

Puesta en votación la indicación número 81, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), estuvieron de acuerdo en incorporar las voces “, todos ellos” a continuación de la voz “estudiantes”.

Artículo 22

Establece que el Consejo Universitario ejercerá, entre otras, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Elaborar y aprobar las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad que deban ser presentados al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal, previa ratificación del Consejo Superior. Estas propuestas deberán realizarse mediante un proceso público y participativo que involucre a los distintos estamentos de la comunidad universitaria.

b) Elaborar el plan de desarrollo institucional de la universidad que deba ser presentado al Consejo Superior para su respectiva aprobación.

c) Nombrar a los miembros de la comunidad universitaria que deben integrar el Consejo Superior de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución.

d) Nombrar a los egresados de la institución que deben integrar el Consejo Superior, de conformidad a lo establecido en los estatutos de cada universidad.

e) Aprobar los reglamentos referidos al quehacer académico e institucional de la universidad que señalen los respectivos estatutos.

f) Aprobar o pronunciarse sobre todas aquellas materias académicas e institucionales que señalen los respectivos estatutos, y que no contravengan las atribuciones de las demás autoridades colegiadas y unipersonales de la institución.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 82, 83, 84, 85, 86, 87 y 88:

La indicación número 82, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar en su literal a), la frase “y aprobar”.

De la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar, en su literal a), la palabra “ratificación”, por “aprobación”.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló comprender que una función del Consejo Universitario sea elaborar y aprobar las modificaciones a los estatutos universitarios, pero con el objeto de armonizar las modificaciones ya introducidas en las funciones del Consejo Superior, debiera reemplazarse la expresión “ratificación” por “aprobación”.

El Honorable Senador señor Montes recordó que aunque pareciera un tema formal, las expresiones intentan poner de relieve el carácter resolutivo del Consejo Universitario, buscando un equilibrio entre este y el Consejo Superior.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que si en las funciones del Consejo Superior se reemplazó el verbo ratificar por aprobar, parece razonable realizar la misma modificación en esta instancia.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, coincidió con lo expresado por los integrantes de ambas comisiones, en relación con armonizar las funciones de ambos consejos. Con ese objeto, sugirió sustituir las voces “aprobar” por “definir” y “ratificación” por “aprobación”.

Puesta en votación la indicación número 82, fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 83, del Honorable Senador señor Montes para agregar la siguiente frase a la letra c): “Dichos miembros deben ser elegidos democráticamente por sus estamentos.”

Puesta en votación la indicación número 83, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 84, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar su literal d) por el siguiente:

“d) Nombrar al egresado de la institución que debe integrar el Consejo Superior, a partir de una terna propuesta por el respectivo Gobierno Regional.”.

El Honorable Senador señor Montes recordó que, de acuerdo a la aprobación de la indicación número 55, se remplazó la expresión “egresados” por la frase “titulados o licenciados”. Por tal motivo, en caso de votarse favorablemente esta indicación, también debiera sustituirse dicha expresión, sugerencia en la que concordaron los demás miembros de ambas comisiones.

Puesta en votación la indicación número 84, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 85, de la Honorable Senadora señora Von Baer para reemplazar su literal d), por el siguiente: 

“d) Proponer la terna a la que hace referencia el literal c) del artículo 12 de la presente ley” 

La indicación número 86, del Honorable Senador señor Allamand para eliminar el literal d).

La indicación número 87, del Honorable Senador señor Montes para eliminar la letra d).

La indicación número 88, de la Honorable Senadora señora Von Baer para eliminar su literal e).
Las indicaciones números 85, 86, 87 y 88 fueron retiradas.

Artículo 23

Su texto es el que sigue:

“Artículo 23.- Organización y funcionamiento interno del Consejo Universitario. Los estatutos de cada universidad determinarán las reglas sobre el procedimiento de elección y designación de los integrantes del Consejo Universitario, la duración de sus funciones y el quórum para sesionar y aprobar las materias de su competencia.

Asimismo, los estatutos de cada institución deberán establecer un quórum mínimo de participación por cada estamento respecto de la elección de los consejeros que corresponda, a fin de garantizar el pluralismo y la representatividad de sus integrantes.

Las normas sobre el funcionamiento interno de este consejo serán establecidas en reglamentos dictados por cada institución.”.

En este artículo recayó la indicación número 89, del Honorable Senador señor Montes, para agregar, en el inciso primero, la siguiente frase final: “Los integrantes del Consejo Universitario deben ser elegidos democráticamente por sus estamentos.”.

Puesta en votación la indicación número 89, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

°°°

La indicación número 90, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar el siguiente artículo 24, nuevo, modificándose la numeración correlativa de los que le suceden:

“Artículo 24.- Participación. Sin perjuicio de las disposiciones referidas a la integración de los órganos de gobierno universitario, las universidades del Estado promoverán la más amplia participación de sus comunidades. Para ello deberán desarrollar, al menos cada dos años, jornadas o claustros de evaluación y elaboración de propuestas respecto del avance de sus planes de desarrollo institucional.”.

El Honorable Senador señor Montes representó la necesidad de que las universidades se integren con la comunidad, fomentando nuevos espacios de participación, como los que promueve la indicación. Actualmente el sistema universitario se ha estructurado sobre la base de una lógica jerárquica, con una participación débil canalizada a través de la protesta callejera; la idea es generar un mecanismo institucional distinto que recoja dicho interés.

El Honorable Senador señor Allamand aclaró no ser contrario a que las universidades organicen claustros, sometiendo a la opinión de la comunidad el desempeño de la institución, sin embargo, manifestó no ser partidario de imponer por ley la realización de estas instancias de participación a organismos que son autónomos.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, sugirió mantener la idea de promover la participación de las comunidades, eliminando la exigencia de un número determinado de jornadas o claustros de evaluación.

El Honorable Senador señor García anunció su voto en contra por las razones esgrimidas por el Honorable Senador Allamand y, también, porque los mecanismos de participación e integración de la comunidad son temas entregados a los estatutos universitarios, además, cuando se crean organismos de participación no vinculantes terminan siendo una frustración para sus integrantes.

Puesta en votación la indicación número 90, se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

De conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manifestándose en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García. Por su parte, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). En tanto, el Honorable Senador señor Pizarro mantuvo su abstención.

De conformidad con el artículo 182 del reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manteniéndose el mismo resultado. En consecuencia, se procedió a votar en la próxima sesión.

En la siguiente sesión, se repitió la votación, resultando rechazada la indicación por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

°°°

Artículo 24

Prescribe que la Contraloría Universitaria es el órgano responsable de ejercer el control de legalidad de los actos administrativos de las autoridades de la universidad, que no estén afectos al trámite de toma de razón, y de auditar la gestión y el uso de los recursos de la institución, sin perjuicio de las demás funciones de control interno que le encomiende el Consejo Superior.

En este artículo recayó la indicación número 91, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir la frase: “, que no estén afectos al trámite de toma de razón,”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, expresó que el artículo define y regula el funcionamiento de la Contraloría Universitaria, en particular, el ejercicio del control de legalidad y de auditoría. La indicación altera la regla del trámite de toma de razón, sobre la base del acuerdo sostenido con la Contraloría General de la República, suprimiendo la frase señalada, ya que la regla general será la toma de razón de todos los actos administrativos de las autoridades de la universidad, exceptuando solo ciertas materias.

El Honorable Senador señor Montes precisó que las materias referidas por el asesor del Ministerio de Educación exentas del trámite de toma de razón se encuentran especificadas en la indicación número 118 de S.E. la Presidenta de la República.

La Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos, de la Contraloría General de la República, señora Pamela Bugueño, explicó que para el funcionamiento del órgano contralor general es indiferente el mayor o menor control interno, puesto que de todas formas se mantiene el control externo posterior de los actos universitarios. Sin la modificación propuesta, la contraloría universitaria solo examinaba los actos exentos del trámite de toma de razón, sin embargo, con la supresión de la frase, revisará todos los actos administrativos universitarios, lo que podría ser entendido como una duplicidad de funciones o un control excesivo de la actividad universitaria.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Rodrigo González, expuso que los actos de la universidad serán sometidos a dos controles, uno previo e interno de la contraloría universitaria y otro posterior y externo por parte de la Contraloría General de la República. En cuanto al primero, el Ejecutivo propone que se examinen todos los actos administrativos de la universidad, con el objeto de fortalecer el control interno de los actos, evitándose la duplicidad con las materias exentas del trámite de toma de razón señaladas en la indicación número 118.

Puesta en votación la indicación número 91, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 25

Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 25.- Contralor universitario. La Contraloría Universitaria estará a cargo del contralor universitario, quien deberá tener el título de abogado, contar con una experiencia profesional de, a lo menos, ocho años y poseer las demás calidades establecidas en los estatutos de la universidad. Será nombrado por el Consejo Superior por un período de seis años, pudiendo ser designado, por una sola vez, para el período siguiente.

Los estatutos de cada institución deberán establecer el procedimiento de selección y las causales de remoción del contralor e indicarán las normas para su subrogación.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 92 y 93:

La indicación número 92, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir su inciso final por el siguiente: 

“Un reglamento específico de la Contraloría General deberá establecer el procedimiento de selección y las causales de remoción del Contralor Universitario e indicarán las normas para su subrogación.”.

El Honorable Senador señor Quintana declaró que la propuesta fue planteada por los rectores de las universidades, con la finalidad de obtener un marco regulatorio emanado del organismo especializado, como es la Contraloría General de la República, sobre el procedimiento de selección del contralor interno, las causales de su remoción y las normas de subrogación, tal como sucede en el ámbito local con el Director de Obras Municipales.

La indicación número 92 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 93, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso final: 

“El Contralor universitario o Contralora universitaria será nombrado o nombrada por el Consejo Superior a partir de una terna elaborada mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, con el propósito de garantizar la idoneidad de los candidatos y la imparcialidad del proceso de selección.”.

El Honorable Senador señor García se mostró favorable a la proposición, no obstante, solicitó referirse al cargo solo como contralor universitario, sin perjuicio que pueda ser ejercido por un hombre o una mujer, propuesta que concitó el acuerdo de los demás integrantes de ambas comisiones.

Puesta en votación la indicación número 93, fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).
Artículo 29

Su tenor es el que sigue:

“Artículo 29.- Del aseguramiento de la calidad y procesos de acreditación. Las universidades del Estado deberán determinar un órgano o unidad responsable y mecanismos que permitan coordinar e implementar los procesos de gestión, evaluación y aseguramiento de la calidad, así como los procesos de acreditación de la institución y de sus respectivas carreras y programas académicos.

Los estatutos de cada universidad determinarán la forma en que se implementará lo señalado en el inciso anterior. Asimismo, mediante reglamentos dictados por las respectivas instituciones se regulará la organización interna para el ejercicio de esta función.”.

En este artículo recayó la indicación número 94, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“La Ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, deberá considerar criterios y estándares diferenciados respecto de las instituciones de educación superior del Estado, con el objeto de evaluar su trabajo en red, su aporte al desarrollo y ejecución de políticas públicas, el perfil y la pertinencia de sus profesionales respecto de los requerimientos de la sociedad y, en general, el cumplimiento de su misión y función pública.”.

El Honorable Senador señor Montes expuso que es indispensable incorporar al proceso de acreditación ciertas obligaciones y exigencias, como las que propone la indicación, sugiriendo reemplazar la frase “La Ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, deberá” por “El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior debe”.

La Honorable Senadora señora Von Baer se mostró en desacuerdo con la iniciativa, luego que, de la explicación del Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, concluye que establecer estos nuevos criterios incorporaría un trabajo adicional a dicha comisión que no está claramente definido, además, hizo presente la posible inadmisibilidad de la indicación por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

La Jefa de Educación Superior, del Ministerio de Educación, señora Alejandra Contreras, calificó de razonable la propuesta de que las universidades estatales cumplan determinadas misiones o principios, que debieran ser evaluados favorable o desfavorablemente, con consecuencias en caso de incumplimiento. Sin perjuicio de lo anterior, debería ser al momento de pronunciarse sobre el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior donde debiera señalarse esta exigencia.

En la sesión siguiente, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, manifestó que en la discusión del proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04), se estipuló que en la evaluación de las instituciones se considerarían sus proyectos específicos y, en el caso de estas instituciones, incluye el carácter estatal de la universidad.

Puesta en votación la indicación número 94, fue rechazada por 7 votos en contra y 3 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand (como miembro de ambas comisiones), Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de la Comisión de Educación y Cultura). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de la Comisión de Hacienda).

Artículo 30

Prescribe, respecto de los planes de tutoría, lo siguiente:

“Artículo 30.- Planes de tutoría. En caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a cuatro años, el Ministerio de Educación designará a otra universidad del Estado para que se desempeñe como institución tutora.

Para estos efectos, el Ministerio solicitará al Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, establecido en el artículo 49, que proponga a una universidad estatal, con al menos cinco años de acreditación institucional, para desempeñarse como institución tutora. El Ministerio de Educación la designará mediante decreto supremo.

La institución tutora presentará al Ministerio de Educación un plan de tutoría, el que tendrá carácter vinculante para ambas instituciones de educación superior, y cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo convenio marco. Este plan deberá comprender el fortalecimiento integral de las actividades de la universidad tutorada, con especial énfasis en aquellas materias que fueron objeto de observaciones por parte de la Comisión Nacional de Acreditación.

El plan de tutoría será aprobado por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, dicho decreto deberá establecer las medidas que se implementarán y los instrumentos que se utilizarán con el fin de que la institución tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años.

Tanto el régimen de tutoría, como el plan de tutoría, cesarán cuando la universidad tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 95, 96, 97, 98, 99 y 100:

La indicación número 95, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso segundo, a continuación de los vocablos “institución tutora” las siguientes frases “la cual deberá contar con un proyecto institucional similar y/o características similares en cuanto a matrícula y oferta académica a la universidad tutorada”.

El Honorable Senador señor Quintana indicó que la proposición busca que la institución tutora posea un proyecto o especialidad similar a aquella universidad tutorada.

El Honorable Senador señor Pizarro observó que el número de universidades estatales es reducido y, en regiones, desarrollan proyectos institucionales diferenciados, que en caso de no encontrar similitud con otras universidades, como propone la indicación, la universidad arriesgaría a quedarse sin institución tutora.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, explicó que la tutoría es definida por el Consejo de Coordinación, quien propone al Ministerio de Educación la institución tutora, además, la finalidad es que la universidad tutorada alcance una acreditación institucional de a lo menos cuatro años, razón por la que exigir que ambas universidades posean proyectos o características similares restringiría dicho objetivo.

La indicación número 95 fue retirada.

La indicación número 96, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “Convenio Marco” por “Aporte Institucional Universidades del Estado”.

Puesta en votación la indicación número 96, fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).
La indicación número 97, del Honorable Senador señor Quintana para reemplazar, en el inciso cuarto, las expresiones “una acreditación de al menos cuatro años” por “al menos acreditación institucional básica”.

La indicación número 98, de S.E. la Presidenta de la República para agregar, en el inciso quinto, luego del punto final que pasa a ser punto y seguido, la oración “Este plan durará como máximo seis años.”.
La indicación número 99, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar el artículo, por el siguiente:

“Artículo 30.- Plan especial de tutoría, término de funcionamiento y absorción. En caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a cuatro años, el Consejo Nacional de Educación se desempeñará como tutora de dicha institución por el período de 4 años.

El Consejo Nacional de Educación presentará al Ministerio de Educación un plan de tutoría, el que tendrá carácter vinculante para la universidad tutorada, y cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo convenio marco. Este plan deberá comprender el fortalecimiento integral de las actividades de la universidad tutorada, bajo el establecimiento de obligaciones de resultados, y con especial énfasis en aquellas materias que fueron objeto de observaciones por parte de la Comisión Nacional de Acreditación.

El plan de tutoría será aprobado por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, dicho decreto deberá establecer las medidas que se implementarán, las obligaciones de la universidad y los instrumentos que se utilizarán con el fin de que la institución tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años.

Si pasado los cuatro años de tutoría por parte del Consejo Nacional de Educación, la universidad tutorada aun no hubiese obtenido el mínimo de cuatro años de acreditación institucional, la Superintendencia de Educación Superior procederá a la designación de un Administrador de Cierre, cuya finalidad principal será poner término al funcionamiento de la institución sancionada. 

Decretado el término del funcionamiento de la universidad sancionada, cesarán de pleno derecho los miembros del Consejo Superior, el Rector, así como los miembros del Consejo Universitario, asumiendo el Administrador de Cierre plenos poderes de reestructuración a fin de resguardar los derechos de los estudiantes, académicos y funcionarios.

Acto seguido, el Administrador de Cierre ordenará el congelamiento de la matrícula de primer año para todas las carreras de pregrado y postgrado de la institución, mientras se da lugar al procedimiento de absorción al que se refiere el inciso siguiente, debiendo resguardar el derecho a la educación de todos los estudiantes matriculados en los cursos superiores, así como el respeto irrestricto de los derechos de sus académicos y funcionarios.

El Presidente de la República, previa consulta al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 49 de la presente ley, procederá mediante decreto supremo a designar una Universidad del Estado, con a lo menos cinco años de acreditación institucional, con el objeto de que ésta última absorba materialmente a la institución sancionada, la que pasará por el sólo ministerio de la ley a ser parte integrante de la universidad de calidad que la absorbe.

Los estudiantes con matrícula vigente, siempre tendrán derecho a decidir si sus títulos profesionales o grados académicos serán otorgados por la universidad sancionada, o con la nueva institución de calidad que la absorbe.”.

La indicación número 100, del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar el artículo, por el siguiente:

“Artículo 30.- De la no acreditación de las Universidades del Estado. Aquella Universidad del Estado que pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a cuatro años  quedará sujeta a la supervisión del Consejo Nacional de Educación por un plazo máximo de tres años, contado desde el pronunciamiento de no acreditación por parte de la Comisión. Para estos efectos, el Consejo podrá ejercer las funciones del artículo 87 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del 2009, del Ministerio de Educación, en lo que sea aplicable, y solicitar a la respectiva institución de educación superior la información que estime pertinente.

La Universidad del Estado referida en el inciso anterior no podrá impartir nuevas carreras o programas, ni abrir nuevas sedes, ni aumentar sus vacantes. Asimismo, no podrá matricular nuevos estudiantes, salvo que cuente con autorización previa del Consejo Nacional de Educación. 

En caso que la institución tenga carreras y programas de pre y posgrado acreditados, de conformidad con lo establecido en los títulos III y IV de la Ley 20129, aquéllos perderán su acreditación.

Si al término del plazo señalado en el inciso segundo la institución no acreditada no obtiene al menos la acreditación institucional básica, el Consejo deberá informar al Ministerio de Educación para que éste dé curso al nombramiento de un administrador de cierre. Lo mismo aplicará en caso que, durante el transcurso del referido plazo, el Consejo, en acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en sesión convocada a ese solo efecto, considere que la institución no cuenta con las condiciones mínimas necesarias para subsanar las observaciones que dan cuenta del incumplimiento de los criterios y estándares de calidad.

En los casos regulados en el presente artículo, la Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar al Ministerio de Educación de la no acreditación institucional dentro de los tres días hábiles siguientes a la dictación de la resolución respectiva.”.

En la sesión siguiente, el Ejecutivo presentó una nueva propuesta para modificar el inciso quinto, y agregar dos nuevos incisos. Los integrantes de ambas comisiones se mostraron a favor de dicha propuesta, sin perjuicio de efectuarle ciertas precisiones.

En consecuencia, la indicación número 98 resultó aprobada con modificaciones, con la redacción que se señala en el capítulo pertinente del presente informe, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Cabe señalar que las comisiones unidas también estuvieron de acuerdo en aprobar la indicación número 231, como consta más adelante en este informe.

En virtud de la aprobación de esta indicación, las indicaciones números 97, 99 y 100 fueron retiradas.

°°°

La indicación número 101 de S.E. la Presidenta de la República, es para intercalar, dentro del párrafo 2° del Título II, el siguiente artículo 32, nuevo, pasando el actual artículo 31 a ser 33, y así sucesivamente:

“Artículo 32.- Continuidad del servicio público educacional. Las Universidades del Estado que se sometan al plan de tutoría señalado en el artículo precedente recibirán un apoyo financiero destinado a garantizar la prestación regular y continua de las actividades de docencia de pregrado de la institución, en especial los recursos que se requieran para otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes que cumplan los requisitos para beneficiarse de la política de acceso gratuito a la educación superior.

Dichos recursos estarán contemplados en el Aporte Institucional Universidades Estatales de la universidad tutorada, mientras dure el régimen de tutoría.”.

Puesta en votación la indicación número 101, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

°°°

Artículo 31

Es del tenor que sigue:

“Artículo 31.- Régimen jurídico de la gestión administrativa y financiera. En el ejercicio de su gestión administrativa y financiera, las universidades del Estado deberán regirse especialmente por los principios de responsabilidad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas, así como por las normas de derecho público que regulan los actos de los órganos de la Administración del Estado.

En razón de la especificidad de sus funciones, la autonomía propia de su quehacer institucional y la necesidad de propender a una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente, las universidades del Estado dispondrán de un régimen especial en las materias señaladas en los siguientes artículos del presente párrafo.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 102 y 103:

La indicación número 102, del Honorable Senador señor Montes para intercalar el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En cumplimiento de lo anterior, las universidades del Estado deberán llevar contabilidad completa de sus ingresos y gastos, conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, siguiendo las orientaciones que al respecto les imponga la Contraloría General de la República, las que deberán evitar la duplicidad de instrumentos y procedimientos con los requeridos por otras entidades públicas. Una vez verificados los procesos de supervisión y control, estos documentos y los informes que sobre ellos recaigan serán públicos.”.

El Honorable Senador señor Allamand advirtió que la indicación impone una obligación a la Contraloría General de la República, por tanto, podría ser inadmisible al tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Rodrigo González, consideró innecesaria la indicación porque las universidades estatales ya se encuentran sometidas a una norma de contabilidad uniforme, de acuerdo al decreto N° 180, de 1987, del Ministerio de Hacienda, que fija norma para la presentación de presupuestos, balance de ejecución presupuestaria e informes de gestión de las instituciones de educación superior, y sus balances son auditados por la Superintendencia de Valores y Seguros.

El Honorable Senador señor Montes propuso eliminar la frase “que al respecto les imponga” y la oración que continúa a la expresión “Contraloría General de la República”, con el fin de evitar la intromisión en una materia de iniciativa exclusiva del Presiente de la República, manteniendo el objetivo de la indicación.

Puesta en votación la indicación número 102, fue aprobada, con la enmienda señalada, por 7 votos a favor y 1 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó en contra el Honorable Senador señor García.

La indicación número 103, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar, el siguiente inciso segundo:

“Con todo, la exclusión para presentar ofertas, formular propuestas o suscribir convenciones, prevista en el inciso primero del artículo 4° de la Ley N°19.886, respecto delas instituciones de Educación Superior del Estado que actúen como proveedoras de bienes y servicios, sólo regirá si éstas no hubieren instruido un procedimiento disciplinario y, si correspondiere, determinado las responsabilidades administrativas del caso, en relación a los hechos en que se fundó la respectiva sentencia condenatoria.”.

Puesta en votación la indicación número 103, fue rechazada por 6 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 32

Establece que los contratos que celebren las universidades del Estado, a título oneroso, para el suministro de bienes muebles y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones, se regirán por el artículo 9 del texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; y por las disposiciones de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y de su reglamento.

En este artículo recayó la indicación número 104, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, expuso que el artículo regula la gestión administrativa y financiera de las universidades del Estado sobre compras públicas, con ciertas excepciones establecidas más adelante en el artículo 32 aprobado en general.

La Honorable Senadora Von Baer observó que el artículo 9° de la ley N° 18.575 se refiere a los casos en que se autoriza la licitación privada, previa resolución fundada.

El asesor señor González insistió en que el objetivo es reforzar la idea de que las universidades del Estado están sometidas al régimen general de compras públicas, con excepciones específicas aplicadas a ellas para proceder conforme a licitación privada o trato directo, como se explicará más adelante.

Sometida a votación la indicación número 104, se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García. En tanto, se manifestaron en contra los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

De conformidad con el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a repetir la votación, manifestándose a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García. Por su parte, se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de la Comisión de Hacienda) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). En tanto, se abstuvo el Honorable Senador señor Pizarro (como miembro de la Comisión de Educación y Cultura).

De conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado se procedió a repetir la votación, obteniéndose el mismo resultado. En consecuencia, se rechazó la indicación número 104 por 6 votos en contra y 4 a favor.

Artículo 33

Se refiere a los convenios excluidos de la ley N° 19.886 y es del siguiente tenor:

No obstante lo señalado en el artículo anterior, quedarán excluidos de la aplicación de la ley Nº 19.886 los convenios que celebren las universidades del Estado con los organismos públicos que formen parte de la Administración del Estado y los convenios que celebren dichas universidades entre sí.

De la misma manera, estarán excluidos de la aplicación de la citada ley los contratos que celebren las universidades del Estado con personas jurídicas extranjeras o internacionales para el suministro de bienes muebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones y que, por sus características específicas, no puedan ser adquiridos en Chile.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 105 y 106:

La indicación número 105, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para  eliminarlo.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, volvió a señalar que las universidades se rigen por las normas generales de compras públicas, con dos excepciones: contratos de universidades del Estado con otros órganos de la Administración del Estado o con organismos o personas jurídicas extranjeras o internacionales para contratar servicios específicos que no se encuentran en Chile, todo ello con el objeto de facilitar la gestión administrativa de las instituciones de educación superior.

Puesta en votación la indicación número 105, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Quintana (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García.

La indicación número 106, del Honorable Senador señor Montes, para eliminarlo.
La indicación número 106 fue retirada.

Artículo 34

Dispone lo siguiente:

“Artículo 34.- Licitación privada o trato directo. Las universidades del Estado, de forma individual o conjunta, podrán celebrar contratos a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, y, además, cuando se trate de la compra de bienes o la contratación de servicios, incluida la contratación de créditos, que se requieran para la implementación de actividades o la ejecución de proyectos de gestión institucional, de docencia, de investigación, de creación artística, de innovación, de extensión o de vinculación con el medio de dichas instituciones, en que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la respectiva actividad o proyecto.

En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de adquisiciones y contratación de servicios.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 107 y 108:

La indicación número 107, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.

Puesta en votación la indicación número 107, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Montes (como miembro de ambas comisiones), Quintana (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand y García.

La indicación número 108, del Honorable Senador señor Montes, para eliminarlo.

La indicación número 108 fue retirada.

Artículo 35

Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo 35.- Ejecución y celebración de actos y contratos. Las universidades del Estado podrán ejecutar y celebrar todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento de su misión y de sus funciones.

En virtud de lo anterior, dichas instituciones estarán expresamente facultadas para:

a) Prestar servicios remunerados, conforme a la naturaleza de sus funciones y actividades, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales.

b) Emitir estampillas y fijar aranceles por los servicios que presten a través de sus distintos organismos.

c) Crear fondos específicos para su desarrollo institucional.

d) Solicitar las patentes y generar las respectivas licencias que se deriven de su trabajo de investigación, creación e innovación.

e) Crear y organizar sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos digan directa relación con el cumplimiento de la misión y de las funciones de la universidad.

f) Contratar empréstitos y emitir bonos, pagarés y demás documentos de crédito con cargo a sus respectivos patrimonios.

g) Castigar en sus contabilidades los créditos incobrables, siempre que hayan sido contabilizados oportunamente y hubieren prescrito las acciones judiciales para su cobro.

h) Celebrar avenimientos judiciales respecto de las acciones o derechos que le correspondan.

i) Celebrar pactos de arbitraje, compromisos o cláusulas compromisorias, para someter a la decisión de árbitros de derecho las controversias que surjan en la aplicación de los contratos que suscriban.

j) Aceptar donaciones, las que estarán exentas del trámite de la insinuación.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 109 y 110:

La indicación número 109, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso segundo, en el literal e), a continuación de la palabra “fundaciones” la frase “, sin fines de lucro,”. 

La indicación número 109 fue retirada.

La indicación número 110, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar, en el inciso segundo, en su literal f), luego del punto final que pasa a ser una coma, la frase “de acuerdo a los límites que establece la ley”.

Puesta en votación la indicación número 110, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).
Artículo 36

Dispone que las universidades del Estado estarán exentas de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos.

En este artículo recayó la indicación número 111 del Honorable Senador señor Montes, para incorporar la siguiente parte final:

“Lo anterior, sin perjuicio de determinarse previamente las sumas afectas a impuestos que resulten exentas.”.

El Honorable Senador señor Montes precisó que la cantidad exenta debe explicitarse con el fin de transparentar el beneficio tributario otorgado por el Estado.

Puesta en votación la indicación número 111, fue aprobada por 7 votos a favor y 3 en contra. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señor Allamand.

Sin perjuicio del resultado anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo reserva de constitucionalidad basada en el artículo 65 de la Constitución Política de la República, puesto que para cumplir con el objeto de la indicación se debe establecer el órgano público que realizará dicha función, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Artículo 37

Es del siguiente tenor:

“Artículo 37.- Actos sujetos a la toma de razón. Los actos de las universidades del Estado no estarán afectos al trámite de la toma de razón de la Contraloría General de la República, salvo en los siguientes casos:

1. La adquisición y enajenación de bienes inmuebles.

2. Las operaciones de endeudamiento o de crédito que comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.

3. Los contratos para el suministro de bienes muebles, de prestación de servicios, de construcción y obras, a partir de veinte mil unidades tributarias mensuales.

4. Las desvinculaciones de su personal académico y no académico.

Lo dicho se aplicará sin perjuicio de las facultades de control posterior que ejerce la Contraloría General de la República, de acuerdo a la ley.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 112, 113, 114, 115, 116, 117 y 118:

La indicación número 112, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.

La indicación número 112 fue retirada.

La indicación número 113, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir, en el numeral 3 del inciso primero, la frase “veinte mil” por “mil”. 

Puesta en votación la indicación número 113, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Quintana (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 114, del Honorable Senador señor Pizarro, para reemplazar, en el numeral 3 del inciso primero, el guarismo “veinte” por “diez”.

La indicación número 115, del Honorable Senador señor Allamand para reemplazar, en el inciso primero, el numeral 3, por el siguiente:

“3. Los contratos para el suministro de bienes muebles, de prestación de servicios, de construcción y obras, a partir de cinco mil unidades tributarias mensuales.”.

La indicación número 116, del Honorable Senador señor Allamand para reemplazar, en el inciso primero, el numeral 4, por el siguiente:

“4. Las contrataciones y desvinculaciones de su personal académico y no académico.”.

La indicación número 117, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, el numeral 4, por el siguiente:

“4. Los nombramientos, contrataciones, prórrogas, términos anticipados de contrata y desvinculaciones del personal académico y no académico.”.

Las indicaciones números 114, 115, 116 y 117 fueron retiradas.

La indicación número 118, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:
“Artículo 37.- Control y fiscalización de la Contraloría General de la República. Las instituciones de educación superior del Estado serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su Ley Orgánica Constitucional. 

Con todo, quedarán exentas del trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:

a) Contrataciones, modificaciones y terminaciones de contratos del personal a honorarios académico y no académico. 

b) Designaciones a contrata por plazos no superiores a seis meses. 

c) Nombramientos y ceses en calidad de suplente.

d) Designaciones en consejos internos de la institución, efectuados por las autoridades universitarias.

e) Contrataciones bajo el Código del Trabajo cuya remuneración mensual bruta no supere las 35 unidades tributarias mensuales.

f) Sobreseimientos, absoluciones y aplicación de medidas disciplinarias no expulsivas, con excepción de aquellas dispuestas en procedimientos disciplinarios instruidos u ordenados instruir por la Contraloría General de la República, o cuya instrucción haya sido confirmada en un informe de auditoría emitido por esta. 

g) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

h) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

i) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

j) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

k) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

l) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

m) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

n) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

o) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

p) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

q) Las operaciones de endeudamiento o créditos por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales, siempre que no comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.”.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, señaló que la indicación recoge el acuerdo alcanzado con la Contraloría General de la República sobre las materias y los montos que quedarán exentos del tramité de toma de razón, pero que se sujetarán al examen de la Contraloría Universitaria.

Puesta en votación la indicación número 118, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).
Artículo 38

Su texto es el que sigue:

“Artículo 38.- Régimen jurídico de académicos y funcionarios no académicos. Los académicos y funcionarios no académicos de las universidades del Estado tienen la calidad de empleados públicos. Los académicos se regirán por los reglamentos que al efecto dicten las universidades y, en lo no previsto por dichos reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Por su parte, los funcionarios no académicos se regirán por las normas del decreto con fuerza de ley precitado y por las demás disposiciones legales que les resulten aplicables.

Los nombramientos, contrataciones y prórrogas del personal académico y no académico de las universidades del Estado serán enviados a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 119, 120, 121 y 122:

La indicación número 119, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, la frase: “Por su parte, los funcionarios no académicos se regirán por las normas del decreto con fuerza de ley precitado y por las demás disposiciones legales que les resulten aplicables”, por: “Los funcionarios no académicos se regirán por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y por las demás disposiciones legales que les resulten aplicables.”

Puesta en votación la indicación número 119, fue rechazada por 8 votos en contra y 2 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones). Por su parte, se manifestó a favor el Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

La indicación número 120, del Honorable Senador señor Quintana, para eliminar el inciso segundo.

La indicación número 121, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar el inciso segundo.

Puestas en votación las indicaciones números 120 y 121, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores Allamand, García, Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).
La indicación número 122, del Honorable Senador señor Montes, para sustituir el inciso segundo por el siguiente:

“Los nombramientos, contrataciones, prórrogas, términos anticipados de contratas y desvinculaciones del personal académico y no académico de las Universidades del Estado serán enviados a la Contraloría General de la República para su toma de razón.”.
La indicación número 122 fue retirada.

Artículo 39

Su texto es el siguiente:

“Artículo 39.- Carrera académica. La carrera académica en las universidades del Estado se organizará en razón de requisitos objetivos de mérito y estará sustentada en los principios de excelencia, pluralismo, no discriminación, publicidad y transparencia. 

A través de un reglamento de carrera académica, las universidades del Estado deberán establecer las funciones, los derechos y las obligaciones de sus académicos. Este reglamento deberá contener las normas sobre la jerarquía, el ingreso, la permanencia, la promoción, la remoción y la cesación de funciones, así como los respectivos procedimientos de evaluación y calificación de los académicos, de acuerdo a las exigencias y principios señalados en el inciso precedente.”.

En este artículo recayó la indicación número 123, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar el siguiente inciso final:

“Dichos cuerpos normativos establecerán metas y objetivos concretos vinculados a las áreas de docencia, investigación y vinculación con el medio, acorde a los planes de desarrollo de las instituciones; señalando, asimismo, las políticas de estímulos e incentivos tendientes a fomentar su cumplimiento.”.

El Honorable Senador señor Montes expuso que el sistema de estímulos para el personal de las universidades estatales no está claramente definido en el presente proyecto de ley. En instituciones del Estado de otros países, como México, los propios estudiantes evalúan al profesorado más la exigencia de escribir una cantidad determinada de artículos de investigación, obteniendo derechos, como un año sabático, que genera una dinámica estimuladora del potencial académico. No es una exigencia, tan solo es una propuesta para que en el diseño de la carrera académica se consideren estos criterios.

El asesor del Ministerio de Educación, señor Miguel González, precisó que, si bien son partidarios del contenido de la indicación, el artículo 39 aprobado en general se refiere a la carrera académica relacionada con la organización jerárquica, ascensos, promoción, derechos y obligaciones, en cambio, el objetivo de estimular al personal se vincula más con planes estratégicos de desarrollo institucional.

Puesta en votación la indicación número 123, fue aprobada con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de ambas comisiones, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones) y señores García (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones), Pizarro (como miembro de ambas comisiones) y Quintana (como miembro de ambas comisiones).

Artículo 42

Dispone que los académicos, investigadores, profesionales, conferencistas o expertos extranjeros, y que tengan residencia o domicilio permanente fuera del territorio nacional, estarán exentos de solicitar la autorización para desarrollar actividades remuneradas, señalada en el artículo 48, inciso primero, del decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, siempre que dichas labores correspondan a actividades académicas organizadas por instituciones universitarias estatales y no se extiendan más allá de treinta días o del término del respectivo permiso de turismo.

En este artículo recayó la indicación número 124, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para intercalar entre las frases “por instituciones universitarias estatales”, y “y no se extiendan más allá de treinta días”, la frase “universidades no estatales o universidades privadas”.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, dio a conocer el acuerdo del Ejecutivo con el contenido de la indicación, sin perjuicio de lo cual sugirió simplificar su redacción. Propuso, al efecto, eliminar la palabra “estatales” en vez de incluir una frase adicional, con el objeto de que se entiendan todas las categorías incorporadas.

La indicación número 124 fue aprobada, con las enmiendas recién descritas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Montes (como miembro de ambas comisiones).
Artículo 43

Establece que las universidades del Estado deberán promover la capacitación de sus funcionarios no académicos, con el objeto de que puedan perfeccionar, complementar o actualizar sus conocimientos y competencias necesarias para el eficiente desempeño de sus funciones.

En este artículo recayó la indicación número 125, del Honorable Senador señor Quintana, para sustituir la palabra “promover” por “garantizar”.
La indicación fue retirada.
Artículo 44
Se refiere a la contratación para labores accidentales y no habituales, disponiendo que las universidades del Estado podrán contratar, sobre la base de honorarios, sólo la prestación de servicios o labores accidentales y que no sean las habituales de la institución. Las personas contratadas a honorarios se regirán por las cláusulas del respectivo contrato de conformidad a la legislación civil y no les serán aplicables las disposiciones del Estatuto Administrativo.

En este artículo recayó la indicación número 126, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminarlo.

La indicación fue retirada.
Artículo 45
Su texto es el siguiente:

“Artículo 45.- Actos atentatorios a la dignidad de los integrantes de la comunidad universitaria. Las prohibiciones para el personal académico y no académico de las universidades del Estado, relativas a actos atentatorios a la dignidad de los demás funcionarios, incluido el acoso sexual, el acoso laboral y la discriminación arbitraria, se entenderán referidas también a conductas del mismo tipo que resulten atentatorias a la dignidad de estudiantes, y de toda persona vinculada, de cualquier forma, a las actividades de la respectiva institución.

Además, en los procedimientos instruidos para determinar la responsabilidad administrativa en este tipo de casos, las víctimas y personas afectadas por las eventuales infracciones tendrán derecho a aportar antecedentes a la investigación, a conocer su contenido desde la formulación de cargos, a ser notificadas e interponer recursos en contra de los actos administrativos, en los mismos términos que el funcionario inculpado.”.

En este artículo recayó la indicación número 127, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso final:

“Las Universidades estatales deberán resguardar la honra y facilitar las denuncias por acoso laboral y sexual, debiendo contar con un procedimiento elaborado entre las autoridades y representantes del personal, en el cual se definan las acciones y sanciones tendientes a velar efectivamente por su situación laboral u oportunidades en el empleo. De igual forma deberán contar con un procedimiento que permita enfrentar el acoso sexual y otras prácticas discriminatorias que afecten a estudiantes.”.

La indicación fue retirada.
ººº

La indicación número 128, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo final a su Título II:

“Artículo xx.- Subcontrato y otras figuras contractuales. Las Universidades Estatales no aplicarán figuras contractuales que precaricen las condiciones laborales de sus trabajadores, velando siempre por la estabilidad de éstos y el derecho a un sistema de previsión social. 

Por lo señalado anteriormente, no podrá existir la calidad de subcontrato y honorarios para trabajadores que desempeñen funciones de carácter permanente y necesarias para el cumplimiento de los objetivos de la institución, que requieran trabajo presencial y/o estén sujetas a cumplimiento de horario, debiendo limitarse esta condición a quienes realicen labores accidentales y que no sean las  habituales de la institución.”.

La indicación fue retirada.
ººº

TÍTULO III

DE LA COORDINACIÓN DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

La indicación número 129, del Honorable Senador señor Montes, es para reemplazar en el epígrafe del Título III la expresión “UNIVERSIDADES” por “INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR”.

El Honorable Senador señor Montes planteó que el sentido de la indicación es que exista un vínculo entre los centros de formación técnicas estatales y las universidades estatales. Consultó la opinión de la señora Ministra al respecto.

La Ministra, señora Delpiano, sostuvo que debiera existir un artículo específico en la ley sobre la materia, pero ponerlo dentro de este Título, cambiando las denominaciones, confundiría lo que se quiere lograr respecto de las universidades del Estado.

Agregó que el artículo 48, letra i), se refiere explícitamente al vínculo con los centros de formación técnica estatales.

La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ººº

Artículo 46

Relativo al principio de coordinación. Establece que en el cumplimiento de su misión y de sus funciones, las universidades del Estado deberán actuar de conformidad al principio de coordinación, con el propósito de fomentar una labor conjunta y articulada en todas aquellas materias que tengan por finalidad contribuir al progreso nacional y regional del país, y a elevar los estándares de calidad de la educación pública en todos sus niveles, con una visión estratégica y de largo plazo.

En este artículo recayó la indicación número 130, del Honorable Senador señor Montes, para sustituir la expresión “universidades” por “instituciones de educación superior”.

La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Artículo 47

Prescribe lo que sigue:

“Artículo 47.- Colaboración con los órganos del Estado. Las universidades reguladas en la presente ley deberán colaborar, de conformidad a su misión, con los diversos órganos del Estado que así lo requieran, en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, contribuyendo a satisfacer los intereses generales de la sociedad y de las futuras generaciones.

En este marco, el Ministerio de Educación podrá solicitar a una o más universidades del Estado directamente, o al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 49, que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En el diseño y ejecución de los mismos, las universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el estudio y desarrollo del territorio regional, así como el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones.

La implementación de estos planes se establecerá mediante convenios que las universidades del Estado deberán firmar con el Ministerio de Educación, los que deberán ser visados por la Dirección de Presupuestos.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 131, 132, 133, 134 y 135:

La indicación número 131. del Honorable Senador señor Montes para incorporar, en su inciso primero, a continuación de la expresión “presente ley” la frase “y los Centros de Formación Técnica a que se refiere la Ley 20.910”.

La indicación número 132, del Honorable Senador señor Quintana para sustituir, en el inciso segundo, la frase “podrá solicitar” por “solicitará”. 

La indicación número 133 del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el inciso segundo, con posterioridad a la frase “y sus regiones”, lo siguiente: “, en el plazo de un año, contado desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

La indicación número 134, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 

“En este marco, el Ministerio de Educación podrá solicitar a una o más Universidades del Estado directamente, o al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 51, que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En el diseño y ejecución de los mismos, las Universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones. Estos planes no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda.”.

La indicación número 135, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, las tres veces en que figura, en los incisos segundo y tercero, la expresión “universidades” por “instituciones de educación superior”.

La indicación número 131 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Las indicaciones números 132, 133 y 135 fueron retiradas.

Respecto de la indicación número 134, se produjo la siguiente discusión:

La señora Subsecretaria de Educación explicó que la indicación agrega la parte referente a la matrícula y -la oración final- que no sujeta los planes a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro Hacienda.

El Honorable Senador señor García señaló que el numeral 3) de la indicación número 191 plantea algo muy similar, por lo que consultó al Ejecutivo si existe una razón para colocarlos en dos artículos del proyecto de ley.

El asesor de la Ministra, señor González, expresó que, efectivamente, la indicación número 191 también contiene planes de crecimiento de la matrícula, pero la diferencia está dada porque en este caso es el Estado el que solicita a la institución dichos planes de crecimiento de oferta académica o de matrícula.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la disposición que discuten va a significar que el Estado permita que la matrícula crezca más allá de lo que está permitido para el resto de las universidades, que se encuentra en un porcentaje de 2,7%.

 El Honorable Senador señor Allamand observó que, en base a estas disposiciones, los requisitos respecto del acceso a la gratuidad serían distintos para las estatales en relación al resto de las universidades.

La señora Subsecretaria acotó que la actual glosa de la ley de presupuestos referida a la política de gratuidad, también permite un crecimiento de la matrícula similar para todas las instituciones, a solicitud de las propias casas de estudios.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que, en este caso, es el Ministerio el que solicita el plan de crecimiento, y lo hace sólo a las universidades estatales, por lo que sí se está haciendo una diferencia respecto del resto de las universidades.

La señora Subsecretaria respondió que, efectivamente, el Estado sólo puede solicitarle a sus instituciones el plan de crecimiento, debido a que el concepto de autonomía impide hacerlo respecto de otras universidades.

El Honorable Senador señor Allamand acotó que si el Estado puede aumentar indiscriminadamente la matrícula de sus universidades, ello tendrá necesariamente un efecto sobre la política de gratuidad.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló entender que discuten un proyecto de ley que se refiere específicamente a las universidades estatales, por lo que no resulta extraño que sus disposiciones se apliquen sólo a ellas.

Destacó que se busque favorecer a las entidades estatales que se inserten efectivamente dentro de una región específica, buscando mayor matrícula entre los posibles estudiantes de la propia región.

La señora Ministra manifestó que, teniendo el foco en las regiones, el Estado puede pedir a una o más instituciones que asuman una tarea que hoy no están abordando, y que eso implique una matrícula supranumeraria, sin que ello vaya en detrimento de otras áreas o alumnos.

El Honorable Senador señor García insistió en que se encuentra repetida la facultad. Si bien es cierto que en este caso se trata de una solicitud del Ministerio de Educación, posteriormente se reitera en el plan de fortalecimiento. Debiera, instó, encontrarse una redacción que impida la referida reiteración.

El Honorable Senador señor Montes indicó que la disposición no alude solamente a matrícula extra, y que por muchos años las universidades estatales no pudieron crecer al ritmo que se requería, en algunos casos por propia voluntad y, en otros, por no tener las condiciones necesarias. Por ello, se requiere entregar capacidades para que recuperen dinamismo y crezcan mucho más.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que votará en contra de la indicación porque, si bien es cierto que es un proyecto de ley sobre universidades estatales, no existe una norma similar en el proyecto de ley sobre educación superior.

Por lo anterior, estimó que existe una discriminación arbitraria y efectuó reserva de constitucionalidad fundamentada en el artículo 19, ordinal 2°, de la Carta Fundamental.

El Honorable Senador señor Lagos expuso que votará a favor, precisamente porque la disposición apunta a uno de los objetivos centrales del proyecto de ley, que es que las universidades estatales recuperen un espacio a nivel nacional con oferta pública que será decidida, al final, por los propios alumnos.

El Honorable Senador señor Montes agregó a lo anterior que se trata de que el Estado retome una relación especial con sus universidades, que no tiene por qué ser igual a la que tenga con el resto de las universidades, más aun considerando que lo normal es que el 80% de la matrícula sea pública, y en nuestro país es el 14% del total del Sistema.

La indicación número 134 fue aprobada, con una enmienda de referencia, con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 4 votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García.

Artículo 48
Es del siguiente tenor:

“Artículo 48.- Colaboración entre las universidades del Estado y con otras instituciones de educación. Las universidades del Estado deberán colaborar entre sí y con otras instituciones de educación con el propósito de desarrollar, entre otros, los siguientes objetivos: 

a) Promover la conformación de equipos de trabajo interdisciplinarios entre sus comunidades académicas, así como con otras instituciones de educación superior, para realizar actividades de pregrado y posgrado, investigación, innovación, creación artística, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a criterios de pertinencia y equidad territorial.

b) Fomentar relaciones institucionales de cooperación y colaboración con universidades y entidades extranjeras, en el ámbito propio de las funciones de educación superior.

c) Promover criterios y requisitos comunes para el establecimiento de una carrera académica nacional aplicable y oponible a todas las universidades del Estado.

d) Promover la movilidad académica entre sus docentes.

e) Facilitar la movilidad estudiantil entre ellas, y entre las instituciones técnico profesionales y las universidades del Estado.

f) Propender a un crecimiento equilibrado y pertinente de su oferta académica, de conformidad a lo previsto en sus respectivos planes de desarrollo institucional, pudiendo considerar las propuestas del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado.

g) Promover acciones colaborativas destinadas al aseguramiento de la calidad de las universidades del Estado, de manera que alcancen o mantengan los más altos estándares en este ámbito.

h) Colaborar con otras instituciones de educación superior del Estado que requieran asesoría en el diseño y ejecución de proyectos académicos e institucionales, y con aquellas instituciones estatales que presenten dificultades en sus procesos de acreditación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 de la presente ley.

i) Vincular sus actividades con los centros de formación técnica estatales.

j) Colaborar con el Ministerio de Educación en los procesos de reubicación de los estudiantes provenientes de instituciones de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado.

k) Impulsar programas dirigidos a alumnos de establecimientos educacionales públicos, a fin de fomentar su acceso a la educación superior de acuerdo a criterios de equidad y mérito académico.

l) Vincular sus actividades con el aseguramiento de la calidad de las escuelas y liceos públicos, contribuyendo de manera activa en la innovación pedagógica y en el desarrollo de los profesionales de la educación de estos establecimientos.

m) Establecer procedimientos y protocolos de acción conjunta en materia de compras públicas, con el objeto de promover la eficacia y eficiencia de los contratos que celebren las universidades del Estado para el suministro de bienes muebles y de los servicios que requieran para el desarrollo de sus funciones, de conformidad a la ley N° 19.886.

n) Compartir las buenas prácticas de gestión institucional que propendan a un mejoramiento continuo de las universidades del Estado y que permitan elevar progresivamente sus estándares de excelencia, eficiencia y calidad.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 136, 137, 138 y 139:

La indicación número 136, del Honorable, Senador señor Montes, para intercalar, en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “entidades”, la expresión “nacionales y”.

La indicación número 137, del Honorable Senador señor Quintana, para reemplazar, en el inciso primero, la letra e), por una del siguiente tenor: 

“e) facilitar la movilidad estudiantil entre ellas y los establecimientos educacionales técnico profesionales  dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, de acuerdo a la Ley Nº21.040, los establecimientos educacionales regidos por el D.L. 3.166, de 1980, las instituciones técnico profesionales estatales y las universidades del Estado.”.

La indicación número 138, del Honorable Senador señor Quintana, para agregar, en el literal i) del inciso primero, a continuación de la palabra “estatales”, el siguiente texto: “y los establecimientos educacionales técnico profesionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, de acuerdo a la Ley Nº21.040 y los establecimientos educacionales regidos por el D.L. 3.166, de 1980.”.

La indicación número 139, del Honorable Senador señor Montes para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Con este objetivo las universidades del Estado participarán en el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.”.
El Honorable Senador señor Lagos señaló que las indicaciones números 137 y 138 buscan que las universidades estatales tengan una relación especial y directa con los establecimientos educacionales técnico profesionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.

El Honorable Senador señor Montes manifestó estar completamente de acuerdo con el contenido, pero se trata de una  materia propia de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor García sostuvo que, en ese sentido, la actual letra e) ya comprende lo que pretenden las indicaciones, y sólo cambiaría la palabra “entre” por “con”.

La señora Ministra destacó que la letra l) también comprende lo que quieren plantear las indicaciones.
Las indicaciones números 137 y 138 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 136 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Respecto de la indicación número 139, el Honorable Senador señor Montes planteó que es en relación al conjunto de propósitos enumerados en el artículo, que tiene sentido la existencia y participación en el CRUCH.
La indicación número 139 fue retirada.
Artículo 49
“Artículo 49.- Del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado. El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, y suscrito por el Ministro de Hacienda, creará un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante indistintamente “el Consejo de Coordinación”), el que, con un carácter consultivo, tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar los objetivos y proyectos comunes señalados en el párrafo 1° del presente título.

Corresponderá particularmente a este Consejo de Coordinación asesorar al Ministerio de Educación en el diseño de proyectos conjuntos entre el Estado y sus universidades en torno a objetivos específicos que atiendan los problemas y requerimientos del país y sus regiones. Además, elaborará propuestas para la conformación de redes de cooperación en áreas de interés común para las universidades del Estado, especialmente en gestión institucional, docencia, investigación, extensión y vinculación con el medio.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 140 y 141:

La indicación número 140, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 51.- Del Consejo. Existirá un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante también “el Consejo”), el que tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar los objetivos y proyectos comunes señalados en el párrafo 1° del presente Título, además de la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las Universidades del Estado que se financien en virtud del Plan de Fortalecimiento establecido en el párrafo 2º del Título IV de esta ley.”.

La indicación número 141, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, y suscrito por el Ministro de Hacienda, creará un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante indistintamente “el Consejo de Coordinación”), el que, con un carácter consultivo,” por “Créase un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante indistintamente “el Consejo de Coordinación”), persona jurídica de derecho público, que”.

La Subsecretaria de Educación, señora Quiroga, explicó que la indicación busca agregar la última parte, que se refiere a sumar la responsabilidad por el seguimiento del plan de fortalecimiento.

El Honorable Senador señor Montes indicó que, históricamente, las universidades del Estado eran sólo dos, la Universidad de Chile con 14 sedes y la Universidad Técnica del Estado con 4 sedes, sin que existiese un órgano coordinador, porque al ser sólo dos actuaban en conjunto casi naturalmente. Por ello, la indicación por él presentada busca que exista un órgano coordinador potente que cambie la situación actual.

El asesor de la Ministra, señor González, explicó que la finalidad esencial de la indicación del Ejecutivo busca fortalecer la labor articuladora de las universidades del Estado en el marco del Consejo.

Asimismo, aclaró que el proyecto de ley contemplaba un Comité del Plan de Fortalecimiento, y ahora se cambia por el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, que para facilitar su gestión, contará con comités internos, uno de los cuales será el que se haga cargo del plan de fortalecimiento.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó quiénes eran los miembros del Comité que se elimina y quiénes son los miembros del Consejo.

El asesor de la Ministra, señor González, respondió que el Consejo está integrado por 5 rectores de las universidades del Estado, más autoridades de Gobierno vinculadas a ciertas áreas específicas. El Comité estaba integrado también por 5 rectores más un representante del Ministerio de Educación.

La Ministra, señora Delpiano, explicó que el Consejo de Coordinación ahora estará integrado por todos los rectores de las universidades estatales (18) y, dentro del mismo, existirá un Comité que hará el seguimiento al plan de fortalecimiento

El Honorable Senador señor García llamó la atención acerca de que lo relativo a la forma de crear el Consejo se traslada a un artículo nuevo que propone la indicación número 154, que también se refiere a los Comités de los que vienen hablando.

La Honorable Senadora señora Von Baer observó que, en la práctica, serán los rectores de las universidades estatales los que evaluarán el plan desarrollado por las propias universidades.

El Honorable Senador señor Montes acotó que en otra indicación se propone que, además, un panel externo evalúe el plan de fortalecimiento transcurridos 5 años.

La Honorable Senadora señora Von Baer comentó que existe preocupación al interior del Consejo de Rectores acerca de que esta nueva institucionalidad traiga problemas al funcionamiento del mencionado Consejo.

Asimismo, consideró complejo que sean las propias universidades las que evalúen la marcha del plan.

El Honorable Senador señor Pizarro estimó que quienes mejor pueden interpretar y entender un plan de desarrollo son las propias instituciones universitarias.

La señora Subsecretaria señaló que se refuerza el rol del Estado en la evaluación del plan de fortalecimiento, porque el texto originalmente aprobado consideraba una sola autoridad de Gobierno y ahora serán dos autoridades.

La indicación número 140 fue aprobada con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), 2 votos en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.

La indicación número 141 fue retirada.
Artículo 50
Textualmente, prescribe lo siguiente:

“Artículo 50.- Integración del Consejo de Coordinación. El Consejo de Coordinación estará integrado por cinco rectores de universidades del Estado, de los cuales al menos tres deben ser de instituciones cuyo domicilio principal esté ubicado fuera de la región Metropolitana, y por autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo.

El Consejo de Coordinación será presidido y convocado por el Ministro de Educación. Asimismo, el apoyo administrativo y material al Consejo de Coordinación será proporcionado por el Ministerio de Educación.

Sin perjuicio de los representantes del Gobierno que integrarán el Consejo de Coordinación, podrán ser invitados a sus sesiones otras autoridades o representantes gubernamentales sectoriales, así como autoridades o representantes de otros órganos del Estado, para tratar temas, iniciativas o propuestas que digan relación con materias de su competencia. 

Las reglas sobre el número, el procedimiento de nombramiento y la duración de sus integrantes, así como respecto de la organización, el funcionamiento y las tareas específicas del Consejo de Coordinación, serán establecidas en el decreto supremo que lo cree.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 142, 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 150, 151 y 152:

La indicación número 142, de S.E. la Presidenta de la República, para  reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 52.- Integración del Consejo y Secretaría Técnica. El Consejo estará integrado por los rectores de las Universidades del Estado, y por autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo.”.

La indicación número 143, de la Honorable Senadora señora Von Baer para reemplazar, en el inciso primero, la frase “cinco rectores” por “tres rectores”; y la frase “al menos tres”, por “al menos dos”.

La indicación número 144, de la Honorable Senadora señora Von Baer para agregar, en el inciso primero, luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Asimismo, integrarán este Consejo de Coordinación el Director de Presupuestos o quien lo represente, El Presidente de la Comisión Nacional de Ciencias y Tecnología o su representante.”

La indicación número 145, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, la palabra “cinco” por “los”.

La indicación número 146, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, la frase: “de los cuales al menos tres deben ser de instituciones cuyo domicilio principal esté ubicado fuera de la región Metropolitana,” por “por los Presidentes de las Comisiones de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados”.

La indicación número 147, del Honorable Senador señor Montes para intercalar el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente: 

“Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá dividir su funcionamiento en tres comisiones de seis integrantes cada una.”

La indicación número 148, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 50.- Integración del Consejo. El Consejo estará integrado por los rectores de las universidades del Estado y por autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo.”.

La indicación número 149, del Honorable Senador señor Montes para eliminar, en el inciso segundo, la expresión “y convocado”.

La indicación número 150, de S.E. la Presidenta de la República para reemplazar, en el inciso segundo, la oración “el apoyo administrativo y material a dicho Consejo será proporcionado por el Ministerio de Educación”, por “el Consejo contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en la Subsecretaría del Ministerio de Educación con competencia sobre educación superior, que le prestará respaldo material y técnico a su gestión administrativa, y le facilitará la infraestructura necesaria para desempeñar sus tareas.”.

La indicación número 151, del Honorable Senador señor Montes, para intercalar el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:

“Se elegirá de entre sus miembros un Vicepresidente Ejecutivo, encargado de convocar al Consejo y asegurar su funcionamiento.”

La indicación número 152, del Honorable Senador señor Montes para agregar, en el inciso cuarto, a continuación de la coma que sucede a la expresión “integrantes”, la frase: “que representen al Gobierno,”.

La indicación número 153, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso cuarto, la frase “el decreto supremo que lo cree” por “un decreto supremo, emanado del Presidente de la República y expedido por el Ministerio de Educación”.

En relación a la indicación número 142 se verificó el siguiente debate:

La señora Subsecretaria señaló que el objeto de la indicación es poder integrar a todos los rectores al Consejo de Coordinación.

La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó si cuando la indicación plantea “por autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo”, se está refiriendo a que será integrada por 4 autoridades de Gobierno u otra cosa.

El Honorable Senador señor Allamand reiteró la consulta acerca de cuántas son las autoridades de Gobierno, y pregunto quién las nombra.

La señora Ministra estimó que el Consejo debería estar integrado por el Ministro de Educación y el Ministro de Ciencia y Tecnología, una vez que exista, además de poder citar a distintas entidades del Estado cuando corresponda.

El Honorable Senador señor Allamand señaló entender la explicación dada, pero la indicación está redactada de forma confusa y requiere ser modificada. Observó que la indicación número 202 sugiere quiénes deberían participar, cuestión que debería replicarse aquí. Además, no compartió que se contemple la posibilidad de tener invitados. 

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que deben definir qué tipo de Consejo quieren tener, dado que se ha pasado de una entidad con 5 rectores a una que tiene 18, y además se le agregarán varias autoridades más.

El Honorable Senador señor Lagos solicitó que se especifique qué se quiere decir con “autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo”.

El Ministro, señor De La Fuente, expresó que propondrán una redacción que disponga explícitamente quiénes serán los integrantes, y que se podrá invitar a otros personeros relacionados con la materia que se trate.

La señora Ministra observó que uno de los motivos de contar con el Consejo es tener articulación con distintas políticas públicas, y es allí que se hace necesario que aparezcan otras autoridades relacionadas con la materia específica.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que en la propuesta que se hará, se incluya que el Comité que evaluará el plan de fortalecimiento tenga una integración equilibrada, en la que no predominen tan fuertemente los rectores.

El Honorable Senador señor García señaló estar de acuerdo con que el plan de fortalecimiento sea evaluado cada 5 años por un panel técnico, pero no con que las pautas sean entregadas por el propio Consejo.

El Ministro, señor De La Fuente, propuso la siguiente redacción respecto del inciso primero contenido en la indicación:

“Artículo 52.- Integración del Consejo y Secretaría Técnica. El Consejo estará integrado por los rectores de las Universidades del Estado, por el Ministro de Educación y aquel Ministro de Estado a cargo del sector de Ciencia y Tecnología.”.

La indicación número 142 fue aprobada, con las enmiendas precedentemente descritas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Las indicaciones números 143, 144, 145, 146, 147, 148, 149, 152 y 153 fueron retiradas.

La indicación número 150 fue aprobada, con enmiendas de redacción, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

En relación a la indicación número 151 se verificó el siguiente debate:

El Honorable Senador señor Montes indicó que es relevante que el Consejo cuente con una autoridad propia que pueda autoconvocarlo.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que el punto es qué ocurre si el Ministro de Educación no convoca al Consejo, y lo que se busca es que puedan autoconvocarse, por lo que propuso cambiar la indicación para que diga que de ser necesario el Consejo se autoconovocará por los dos tercios de sus integrantes.

La indicación número 151 fue aprobada, con las enmiendas precedentemente descritas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

El inciso final del presente artículo se suprime como consecuencia de la aprobación de la indicación número 154, según se da cuenta a continuación y en el capítulo de modificaciones de este informe.

°°°

La indicación número 154, de S.E. la Presidenta de la República, es para intercalar, dentro del párrafo 2° del Título III, el siguiente artículo 53, nuevo:

“Artículo 53.- Organización del Consejo y comités internos. Las reglas sobre el número, el procedimiento de nombramiento y la duración de sus integrantes; así como respecto de su organización, el funcionamiento y las tareas específicas del Consejo; serán establecidas mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda.

El Consejo funcionará a través de comités internos. Estos comités estarán integrados por, a lo menos, cinco rectores de Universidades del Estado y por dos autoridades de Gobierno, una de las cuales será del Ministerio de Educación, según se defina en el decreto señalado en el inciso anterior.”.

El Honorable Senador señor Allamand consultó si se está reglamentando el funcionamiento del Consejo y también de los comités internos.

El Honorable Senador señor Montes opinó que la reglamentación acerca del funcionamiento debiera ser determinada por los propios rectores y los demás integrantes del Gobierno.

El Honorable Senador señor García señaló que se requiere enmendar la redacción de la indicación, debido a que ya se sabe quiénes son los integrantes y duran mientras mantengan su cargo.

El Ministro, señor De La Fuente, propuso sustituir la frase “Las reglas sobre el número, el procedimiento de nombramiento y la duración de sus integrantes; así como respecto de su organización, el funcionamiento y las tareas específicas del Consejo;”, por una del siguiente tenor:

“Las reglas sobre la organización y las tareas específicas del Consejo que no estén señaladas en la ley,”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, a su turno, propuso suprimir en el inciso segundo propuesto la expresión “, a lo menos,”.

La indicación número 154 fue aprobada, con enmiendas, de las que se da cuenta en su oportunidad en el presente informe, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación debe eliminarse el inciso final del artículo precedente, según se da cuenta en el capítulo de modificaciones.

°°°

Artículo 51
Es del siguiente tenor:

“Artículo 51.- Convenio Marco Universidades Estatales. En su calidad de instituciones de educación superior estatales, creadas para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a la misión y a los principios que les son propios, señalados en el Título I de esta ley, las universidades del Estado tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Convenio Marco Universidades Estatales”. 

Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. A su vez, los criterios de distribución de dichos recursos serán fijados mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Dicha distribución deberá basarse en criterios objetivos, considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” establecido en la ley N° 20.882.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 155, 156, 157, 158, 158 bis, 159, 160, 161, 162, 163, 164 y 165:

La indicación número 155, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, las dos veces que aparece, la expresión “Convenio Marco” por “Aporte Institucional”.

La indicación número 156, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Convenio” por “Aporte” las dos veces que figura.

La indicación número 157, del Honorable Senador señor Quintana, para intercalar, en el inciso segundo, entre las locuciones “especialmente” y “las necesidades” la siguiente frase: “el índice de vulnerabilidad de los estudiantes y”.

Las indicaciones números 158 y 158 bis, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, respectivamente, para eliminar, en el inciso segundo, la frase “El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” establecido en la ley N° 20.882.”.

La indicación número 159, del Honorable Senador señor Allamand para eliminar, en el inciso segundo, la oración final.

La indicación número 160, del Honorable Senador señor Montes para incorporar, en el inciso segundo, entre el guarismo 20.882 y el punto aparte que le sucede, la frase “, debidamente reajustados”.

La indicación número 161, del Honorable Senador señor Montes para agregar, en el inciso segundo, a continuación punto seguido que sucede a la palabra “Hacienda”, la frase: “Con todo, este instrumento deberá considerar un monto asociado a instituciones emplazadas en regiones, el que se incrementará según la densidad de población y la región en que se encuentre emplazada cada universidad. En especial, deberá considerar un monto para aquellas instituciones situadas en las regiones de Arica y Parinacota, Región de Tarapacá, Región de Antofagasta, Región de Atacama, Región de Los Lagos, Región de Aysén y Región de Magallanes y la Antártica Chilena”. 

La indicación número 162, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Las Universidades del Estado sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.”.

La indicación número 163, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso tercero:

“Los recursos derivados de la Asignación Aporte Marco Universidades Estatales serán destinados libremente por éstas con el objeto de cumplir con lo dispuesto en sus planes de desarrollo institucional.”

La indicación número 164, del Honorable Senador señor Montes para incorporar, el siguiente inciso final, nuevo: 

“Las rendiciones de cuentas de los recursos transferidos por este instrumento se efectuarán en forma anual y consolidada, en los términos que establezca el decreto indicado en el inciso precedente.”. 

La indicación número 165, del Honorable Senador señor Montes para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Para todos los efectos legales, el o los Convenios Marcos siempre serán un complemento a las fuentes de financiamiento directas y en caso alguno las reemplazarán.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del artículo 51.

Señaló que vota en contra del artículo, en razón de que establece por ley el financiamiento de las universidades del Estado, y no se hace lo mismo respecto de las universidades pertenecientes a la red universitaria G9.

Puesto en votación, resultó aprobado con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), 2 votos en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.

La indicación número 155 fue aprobada con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 4 abstenciones de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García.

Las indicaciones números 156, 157, 158, 158 bis, 159, 160, 163, 164 y 165 fueron retiradas.

La indicación número 161 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Respecto de la indicación número 162 se produjo la siguiente discusión:

El Honorable Senador señor Allamand consultó si su contenido implica que, respecto de los recursos del Aporte Institucional, no existirá control de la Contraloría General de la República.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Alejandra Contreras, respondió que se busca evitar una duplicidad de rendiciones, lo que no impide que la Contraloría audite posteriormente el uso de los recursos públicos. Indicó que todos los recursos que el Ministerio transfiere vía convenio tienen procedimiento de rendición por el uso que se les da, y lo que se busca es que no tenga que rendir de igual forma al órgano contralor.

De igual forma, acotó que han aplicado lo mismo que existe para la rendición del aporte basal por desempeño, que tampoco se hace ante la Contraloría General de la República.

La indicación número 162 fue aprobada con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 4 votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García.

°°°

La indicación número 166, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar en el Párrafo 1º del Título IV Del Financiamiento de las Universidades del Estado, los siguientes artículos iniciales:

“Artículo 51 bis.- Sobre la gratuidad. Las instituciones de educación superior del Estado serán gratuitas en los estudios conducentes a títulos o licenciaturas, por el solo ministerio de la ley.

Artículo 51 ter.- Del financiamiento de las Universidades del Estado. Se reconocerá el aporte de las Universidades del Estado al desarrollo cultural, científico, económico y social del país y al bienestar de sus habitantes, con un aporte financiero estatal privilegiado, cuyo objetivo será fortalecer dichas instituciones y a través de ello, la Educación Superior Estatal.

Artículo 51 quater.- Principal fuente de financiamiento de las Universidades del Estado. El Aporte Fiscal Directo (AFD) será el principal instrumento de financiamiento basal que el Estado otorgará a sus Universidades para su funcionamiento básico de sus tareas permanentes. Dicho financiamiento, será permanente, y consistirá en un aporte de libre disposición para cada Universidad. El monto de este aporte deberá ser equivalente al menos al 50% (cincuenta por ciento) del presupuesto de cada universidad, reajustado como porcentaje del PIB. Con todo, el AFD deberá incorporar el reajuste anual de las remuneraciones de los funcionarios públicos de las universidades estatales.

Artículo 51 quinquies.- Colaboración con los órganos del Estado. Las Universidades reguladas en la presente ley deberán colaborar, de conformidad a su misión, con los diversos órganos del Estado que así lo requieran, en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, contribuyendo a satisfacer los intereses generales de la sociedad y de las futuras generaciones.”.

La indicación número 166 fue retirada.
°°°

Artículo 52
Trata de las otras fuentes de financiamiento, disponiendo que lo expresado en el artículo anterior es sin perjuicio de los aportes que les corresponda percibir a las universidades del Estado, de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija las normas sobre financiamiento de las universidades; de los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado, los que deberán incorporar criterios de apoyo a universidades del Estado, preferentemente de regiones; y de los ingresos que señalen sus respectivos estatutos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 167, 168, 169, 170, 171 y 172:

La indicación número 167, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la frase “los que deberán incorporar criterios de apoyo a universidades del Estado, preferentemente de regiones.”.

La indicación número 168, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand para agregar un inciso, nuevo, del siguiente tenor:

“Los recursos señalados en el inciso anterior deberán ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.”.

La indicación número 169, del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente parte final:

“Asimismo, las leyes respectivas deberán considerar recursos para financiar el reajuste anual de remuneraciones del personal de las universidades del Estado.” 

La indicación número 170, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar el siguiente inciso segundo:

“La Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año contemplará tres asignaciones destinadas respectivamente:

a) A la reparación, normalización y mantención de los edificios patrimoniales de las universidades del Estado; 

b) Al mejoramiento de las universidades estatales cuyas actividades se desarrollen preferentemente en regiones, de forma de contribuir a la equidad territorial del país y a su desarrollo armónico.

c) A la obtención de acreditación por parte de las instituciones a que se refieren las leyes 20.842 y 20.910 y al mejoramiento de los niveles de acreditación en los términos señalados en el artículo 30, cuando corresponda.” 

La indicación número 171, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar los siguientes incisos finales, nuevos:

“Las instituciones de educación superior del Estado que se sometan y den cumplimiento a programas de mejoramiento de la calidad, en los términos señalados en el artículo 30, podrán acceder a los aportes públicos o mecanismos de financiamiento estatal, mientras subsanan las exigencias sobre acreditación que especifiquen las leyes respectivas.

Las instituciones de educación superior del Estado con un nivel de acreditación institucional por sobre la media del sistema, no tendrán limitación alguna de vacantes máximas de estudiantes para efectos de recibir todo tipo de financiamiento público que establezca la ley.”.

La indicación número 172, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el artículo 52 por el siguiente:

“Artículo 52.- Otras fuentes de financiamiento. Sin perjuicio del Aporte Fiscal Directo, las Universidades del Estado recibirán los aportes que les correspondan de conformidad a:

a) El decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, que fija las Normas sobre Financiamiento de las Universidades, 

b) Los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado;

c) Los ingresos que señalen sus respectivos estatutos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros;

d) Cualquier otro ingreso, no comprendido anteriormente, y que le corresponda recibir en atención a la misión y funciones de la institución.”.

En relación a la indicación número 167, se verificó el siguiente debate:

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que el artículo se refiere a las otras formas de financiamiento que no son específicas de las universidades estatales, y dentro del contenido de la disposición también se les otorga un tratamiento preferente, lo que no corresponde, por lo que presentó la indicación para corregir la situación descrita.

El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, advirtió que la disposición establece que “de los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables…, los que deberán incorporar criterios de apoyo a universidades del Estado, preferentemente de regiones”. Ello, sostuvo, implica que las universidades que no son del Estado no podrán acceder a dichos fondos en igualdad de condiciones.

La señora Ministra indicó que se trata de una norma que se incorporó en la Cámara de Diputados, y lo que busca es que los fondos especiales para las universidades del Estado permitan ayudar, principalmente, a las universidades regionales fuera de la Región Metropolitana, dado que fueron las que quedaron más debilitadas al momento de constituirse como tales, pero no se pensaba respecto de los fondos concursables.

La Honorable Senadora señora Von Baer expresó no estar en desacuerdo con que los fondos concursables favorezcan preferentemente a las universidades que no son de Santiago, pero la disposición se encuentra redactada inadecuadamente.

El asesor, señor Barrera, propuso que se elimine de la redacción la referencia a las universidades del Estado en relación a los fondos concursables, y se mantenga el apoyo preferente a las regiones.

El Honorable Senador señor Montes indicó que en el proyecto de ley se busca que el Estado apoye preferentemente a sus universidades.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que, si se aprobara la indicación, no existiría apoyo preferente para las universidades de regiones –excluida la Metropolitana-, y que se debe aclarar si existe acuerdo en que el Estado apoye sus universidades o no.

La señora Subsecretaria expresó que el trato preferente del Estado a sus universidades se encuentre determinado en otros artículos, pero en esta disposición se hace referencia a otros financiamientos.

El Honorable Senador señor Lagos observó que si existe acuerdo en que, respecto de otras fuentes de financiamiento para universidades del Estado, se otorgue un trato preferente a las que se encuentran fuera de Santiago, se puede encontrar una redacción que lo refleje correctamente.

El Ministro, señor De La Fuente, efectuó la siguiente propuesta de redacción para el artículo:

“Otras fuentes de financiamiento. Lo expresado en el artículo anterior es sin perjuicio de los aportes que les corresponda percibir a las universidades del Estado, de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija las normas sobre financiamiento de las universidades; de los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado para sus universidades, los que deberán incorporar criterios de apoyo a especial para las universidades estatales de regiones; y de los ingresos que señalen sus respectivos estatutos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros.”.

La indicación número 167 fue retirada y el inciso fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), en virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Respecto de la indicación número 168, se plantearon los siguientes argumentos:

La señora Subsecretaria estimó que se complejiza mucho la asignación de los fondos con un texto como el propuesto. Por ejemplo, indicó, el concepto de equidad se presta para múltiples interpretaciones en la distribución de los fondos.

El Honorable Senador señor Allamand explicó que el propósito de la indicación es que no exista una distribución de fondos arbitraria entre las universidades del Estado.

El Honorable Senador señor Pizarro destacó que deben considerar en una propuesta de redacción lo explicado por la señora Subsecretaria acerca del concepto de “equidad”.

La indicación número 168 fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

El Honorable Senador señor Montes indicó, respecto de la indicación número 169, que tiene como idea que el Ejecutivo estudie hacerse cargo del reajuste anual de remuneraciones del personal de las universidades del Estado, pero, aunque el Ministro de Hacienda señaló estar de acuerdo -dado que así ocurre en la práctica, aunque con un procedimiento engorroso- al no haberse presentado indicación del Ejecutivo, el contenido de la indicación resulta inadmisible.

En relación a la indicación número 170, explicó que busca que la ley de presupuestos del Sector Público de cada año contemple tres asignaciones específicas destinadas a conservación patrimonial, a las entidades que desarrollen actividades en las regiones y para lograr mejorar el nivel de acreditación. 

Las indicaciones números 169, 170, 171 y 172 fueron retiradas.

°°°

La indicación número 173, de S.E. la Presidenta de la República es para intercalar, dentro del párrafo 2° del Título IV, los siguientes artículos 56 y 57, nuevos, pasando el actual artículo 53 a ser 58:

“Artículo 56.- Objetivo y vigencia. Con el propósito de apoyar el desarrollo institucional de las Universidades del Estado, se implementará un Plan de Fortalecimiento de carácter transitorio, que tendrá una duración de 10 años contados desde el año de entrada en vigencia de la presente ley, destinado a los usos y ejes estratégicos que serán estipulados en los convenios que, para estos efectos, se suscriban entre el Ministerio de Educación y cada una de las Universidades referidas. El Plan considerará iniciativas y proyectos que contemplen el trabajo en conjunto o en red de las Universidades del Estado, así como iniciativas y proyectos individuales de cada institución.

La aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos que se financien en virtud del Plan, estará a cargo de un comité interno del Consejo de acuerdo a lo establecido en el artículo 53. Por su parte, la gestión y administración de los recursos asignados y la rendición de cuentas de los mismos será de responsabilidad de cada Universidad.

Artículo 57.- Evaluación internacional. El Plan de Fortalecimiento será evaluado cada 5 años por un panel de expertos internacionales, de acuerdo a los términos de referencia que proponga el Consejo.”.

El Honorable Senador señor García señaló compartir el contenido del artículo 57 que se propone, excepto con que los términos de referencia los proponga el propio Consejo, por lo que planteó que sean los ministerios de Educación y de Hacienda los que hagan. 

El Honorable Senador señor Allamand consultó si el plazo de 5 años para la evaluación es correcto, dado que será una única oportunidad de corregir lo que se esté haciendo mal en 10 años.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que en la indicación número 186 se propone que si, cuando se evalúa, una universidad tiene un desempeño deficiente, eso traiga consecuencias.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que se había pensado en un plazo más breve, pero como el implementar esta medida tomará por lo menos un año, se dejó en 5 años.

El Ministro, señor De La Fuente, propuso que se haga una evaluación al cuarto año, otra al séptimo y una al finalizar el plan.

Asimismo, efectuó una propuesta respecto del artículo 56 contenido en la indicación, en que se elimina la oración final del inciso primero, y se da otra redacción al inciso segundo.

El Honorable Senador señor Montes solicitó votación separada de la oración final del inciso segundo del artículo 56 propuesto.

Fue aprobada con 8 votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 2 votos en contra del Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).
El resto de la indicación número 173 fue aprobada, con enmiendas en el artículo 56 y en la parte final del artículo 57 propuestos, de las que se dará cuenta en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).
°°°

La indicación número 174, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar al comienzo del Párrafo 2º del Título IV, el siguiente nuevo artículo 53, modificándose la ordenación correlativa de los que le suceden:

“Artículo 53.- Objetivo y vigencia. Establézcase un Plan de Fortalecimiento de las universidades del Estado. Éste tendrá como propósito fortalecer el rol que ellas, tanto colectiva como individualmente, realizan al país. El Plan considerará y priorizará proyectos e iniciativas de coordinación y trabajo conjunto.

El Plan de Fortalecimiento de las universidades del Estado será de carácter transitorio, por diez años, contados desde el año siguiente al de la publicación de esta ley y se sujetará a las disposiciones contenidas en el presente párrafo.”.

La indicación fue retirada.

°°°

Párrafo 2º

Plan de Fortalecimiento

La indicación número 175, del Honorable Senador señor Montes, es para eliminar el Párrafo 2° del Título IV, Plan de Fortalecimiento, cuyos artículos, con modificaciones, se trasladan a las Disposiciones Transitorias.

La indicación fue retirada.

°°°

Artículo 53
Establece que los recursos destinados al financiamiento del Plan de Fortalecimiento ascenderán a $150.000.000 miles. Dicha cantidad se dividirá en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento universidades Estatales” establecida en la ley N° 20.981.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 176, 177, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185 y 186:

La indicación número 176, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “150.000.000” por “300.000.000”.

La indicación número 177, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el guarismo “150.000.000” por “300.000.000”.

La indicación número 178, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el guarismo “$150.000.000” por “$1.153.262.956”.

La indicación número 179, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para  intercalar entre la frase “montos anuales” y “, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes”, la frase “por un período de diez años”.

La indicación número 180, del Honorable Senador señor Montes para agregar, a continuación de la coma que sucede a la expresión “anuales”, la frase “por un período de diez años,”

La indicación número 181, de S.E. la Presidenta de la República para agregar, luego del punto final que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración:

“Con todo, dentro de los primeros 5 años de vigencia del Plan, se deberán destinar al menos $150.000.000 miles.”.

La indicación número 182, del Honorable Senador señor Allamand, para intercalar entre la primera coma “,” y la palabra “según” la frase “por un período de diez años,”.

La indicación número 183, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para  eliminar la frase “que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento universidades Estatales” establecida en la ley N° 20.981.”.

La indicación número 184, del Honorable Senador señor Montes para incorporar, entre el guarismo 20.981 y el punto aparte que le sucede, la frase “, debidamente reajustados”.

La indicación número 185, del Honorable Senador señor Montes, para agregar la siguiente frase final: 

“Al menos la mitad de los recursos comprometidos para el Plan deberán aportarse durante los cinco primeros años.”

La indicación número 186, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar un inciso segundo del siguiente tenor:

“La continuidad anual en la asignación y entrega de los recursos señalados en el inciso primero, estará condicionada a la verificación del cumplimiento de obligaciones de resultados impuestos a cada institución a fin de velar por el real fortalecimiento de la educación que imparten las universidades del estado.”.

Respecto de la indicación número 176 se produjo la siguiente discusión:

El Honorable Senador señor García señaló que todos comparten el deseo de que las universidades cuenten con más recursos para su desarrollo institucional, pero la pregunta que surge es con cargo a qué partidas del presupuesto se financia el aumento de $150.000 millones en los primeros 5 años del plan.

La Jefa del Sector Educación de la Dirección de Presupuestos, señora Tania Hernández, respondió que el informe financiero indica un perfil para el plan de financiamiento y para las dietas de los consejeros.

Agregó que el año 1 sería el 2018 –de aprobarse la ley durante este período- y el presupuesto actual ya contiene recursos para el plan de fortalecimiento de universidades estatales, faltando unos $2.100 millones para cubrir el aumento que se propone. Indicó que, en el segundo año, ocurre la misma situación.

Explicó que, desde el año 3 al 5, los recursos se incrementan en $15.000 millones anuales, y desde el año 6 en adelante se mantendrían en $30.000 millones.

Asimismo, expuso que los recursos para financiar el incremento provienen de ingresos generales del Fisco, sin que exista una fuente de financiamiento específica.

El Honorable Senador señor García manifestó que lo importante es saber en cuánto se están recargando los futuros presupuestos, porque aparentemente se trataría de, entre $150.000 y $170.000 millones.

El Honorable Senador señor Montes expresó que el perfil fue elaborado con base en los cálculos de los ingresos y cálculos que se proyectan y, por lo mismo, los dos primeros años muestran un crecimiento menor.

Añadió dos elementos adicionales que deben tenerse presentes al proponerse este aumento de recursos: que a fines del gobierno anterior se sacaron de CORFO más de US$1.000 millones y fueron trasladados a Operaciones Complementarias del Tesoro Público, denominándolos como Fondo Nacional de Educación. Detalló que, para el presente año, los recursos para el plan no se han sacado del referido Fondo, pero en los años siguientes se podría hacer.

El otro elemento, indicó, se relaciona con el aumento de las becas Bicentenario que se negociaron y aumentaron hace un par de años, primero con 3.500 cupos en los años 1 y 2, y después con un aumento libre, sin límite, con un costo de entre $50.000 y $70.000 millones anuales, los que ya se encuentran incorporados en los cálculos presupuestarios.

Concluyó que, desde el punto de vista de la distribución de recursos, ahora se está corrigiendo algo que se hizo mal antes.

El Honorable Senador señor García señaló que se abstendría en la votación de la indicación, por considerar insuficiente la explicación dada para justificar la sostenibilidad del aumento de los recursos, que podría presionar en exceso el gasto público. Agregó que le gustaría apoyar la enmienda en la discusión en la Sala del Senado.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó haber votado en contra el aporte institucional -que se denominaba antes convenio marco-, en razón de que se establece por ley sólo para las universidades estatales, pero no se hace lo mismo respecto del resto. Adicionalmente, agregó, se otorgan otros fondos para este plan de fortalecimiento, que se aumentan a $300.000 millones, sin que exista una explicación clara sobre cómo se financiarán.

Además, expuso que siempre se había tratado en forma igualitaria a las universidades del CRUCH, en el entendido que el Estado se preocupaba de las instituciones que generan bienes públicos, pero ahora se dejan de lado, olvidando que las entidades estatales no son las únicas que generan bienes públicos.

Observó que existen diferencias entre el financiamiento directo que recibe un estudiante, que debe ser igual para todos aquellos que presenten el mismo nivel socioeconómico y el financiamiento de las instituciones, en que se debe entregar el mismo aporte a todas las instituciones que generan bienes públicos. 

Por todo ello, manifestó que votará en contra de la indicación.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que se vuelve, una vez más, a debatir el punto central de la discusión. Reiteró que están votando una iniciativa legal sobre institucionalidad y fortalecimiento de las universidades estatales, por lo que resulta natural que se les entregue una suma de recursos mayor a lo actualmente existente.

También destacó que la cifra que se plantea, aunque parece cuantiosa, abarca un período de 10 años y se refiere a 18 casas de estudio, muchas de ellas en regiones,que no cuentan con facilidades para atraer estudiantes.

Agregó que no parece razonable que en este proyecto de ley se pretenda que el Estado financie por igual a universidades privadas.

El Honorable Senador señor Lagos sostuvo que el plan de fortalecimiento es una de las materias centrales de la iniciativa legal, y valoró que el Ejecutivo haya aceptado modificar lo que propuso originalmente.

Compartió que acá se están haciendo cargo de la situación de las universidades del Estado, porque, por otro lado, todas las universidades reciben financiamiento a través de becas y otros fondos en que no existe ninguna discriminación.

Planteó que debieran alegrarse de que existan estos recursos disponibles para las universidades.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que el Estado, con este proyecto de ley y con estas medidas, está asumiendo su responsabilidad respecto de las universidades del Estado.

Asimismo, indicó que existe una diferencia de criterio entre quienes estiman que todas deben ser tratadas por igual sin considerar el carácter de estatal de algunas, y entre quienes –como él- creen que debe asumirse ese carácter especial y reconocer que han sido perjudicadas por muchos años y es lo que justifica que exista un plan especial de fortalecimiento, lo que fue defendido en el pasado por el rector Sánchez de la Pontificia Universidad Católica y también por el rector de la Universidad Austral.

Añadió que, actualmente, el 70% de los fondos que entrega el Estado van a las universidades privadas, por lo que los recursos que discuten representan un mínimo para comenzar a recuperar un cierto equilibrio en el apoyo que reciben las instituciones del Estado.  

La indicación número 176 fue aprobada con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), 2 votos en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
La indicación número 181 fue aprobada con 6 votos a favor de los Honorables Senadores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), 2 votos en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.
El Honorable Senador señor Montes acotó que el contenido de la indicación número 185 se encuentra aprobado debido a la votación de la indicación número 181, por lo que la retiró.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que la indicación número 186 está relacionada con la número 187 y fueron abordadas dentro del debate del artículo 52, en que la señora Subsecretaria expuso que compartían su contenido con algunas enmiendas de redacción.

Las indicaciones números 177, 178, 179, 180, 182, 183, 184, 185 y 186 fueron retiradas.
°°°

La indicación número 187, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, es para intercalar un nuevo artículo 54, pasando el actual artículo 54 a ser 55 y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Artículo 54.- Los recursos señalados en el artículo anterior se transferirán anualmente a las instituciones que hayan dado cabal cumplimiento a los compromisos y metas adquiridas en los respectivos convenios. 

El Comité al que hace referencia el artículo 55 de la presente Ley será el encargado de evaluar el nivel de cumplimiento de dichos convenios y de otorgar la visación al Ministerio de Educación para que éste realice la siguiente transferencia. 

De no cumplirse los compromisos y metas establecidos en los respectivos convenios, el Comité podrá solicitar el término anticipado de éstos al Ministerio de Educación.”.

La señora Subsecretaria señaló que comparten su contenido, aunque se requeriría eliminar la palabra “anualmente”.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la Subsecretaria compartió que se hiciera lo que actualmente se realiza con el FAEP, esto es, evaluaciones y entrega de recursos según el avance que presentan las instituciones.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que no se puede evaluar el plan individualmente por universidad, porque uno de los elementos relevantes del mismo es el trabajo en red y deberá revisarse el plan como un conjunto, en que, por ejemplo, un equipo de una universidad de Santiago se trasladará un semestre para reforzar la carrera de medicina de una universidad de La Araucanía.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, estimó que debieran dar una redacción que se refiera a los convenios que se han celebrado para materializar estos planes, porque si no se puede transferir hasta cumplir las metas, no podría entregarse una suma inicial.

En votación la indicación número 187, se registraron 4 votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García, y 6 abstenciones de los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones). 

Repetida la votación, de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, fue aprobada, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por 8 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones del Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones).

°°°

Artículo 54
Se refiere a las Líneas de acción del Plan de Fortalecimiento, y dispone que, a través del Plan de Fortalecimiento, las universidades del Estado podrán financiar, entre otras, las siguientes iniciativas:

a) Diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular.

b) Promover la incorporación de académicos e investigadores con grado de doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación. 

c) Crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el desarrollo de conocimiento o innovación en torno a materias de relevancia estratégica para el país o sus regiones.

d) Elaborar planes de acceso y apoyo académico para la admisión, permanencia y titulación de estudiantes provenientes de los sectores sociales más vulnerables, fomentando de manera particular el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones.

e) Fomentar mecanismos e instrumentos de colaboración entre estas instituciones en los ámbitos de docencia, investigación y desarrollo institucional.

f) Apoyar las acciones definidas en sus respectivos planes de desarrollo institucional, destinadas a la ampliación de su oferta académica, y su necesaria infraestructura, las que deberán tener en consideración su pertinencia institucional y su consistencia académica y técnica, de conformidad a indicadores objetivos.

g) Apoyar las acciones destinadas a mejorar la calidad de instituciones que presenten dificultades en sus procesos de acreditación.

h) Fomentar programas y acciones de vinculación con el medio que promuevan el desarrollo regional, la interculturalidad, el respeto de los pueblos originarios y el cuidado del medio ambiente.

i) Promover actividades académicas y formativas destinadas a vincular a los estudiantes con su ámbito profesional en el respectivo territorio.

j) Fomentar el intercambio institucional con entidades académicas, científicas u otras, nacionales o extranjeras, que desarrollen el conocimiento y la investigación al más alto nivel.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 188, 189, 190, 191 y 192:

La indicación número 188, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el encabezado, la frase “, entre otras, las siguientes iniciativas:” por “iniciativas tendientes, entre otros, a los siguientes objetivos:”.

La indicación número 189, del Honorable Senador señor Quintana para agregar, en su literal d), a continuación de las expresiones “respectivas regiones” las siguientes: “, considerando para ello, la incorporación de al menos un 30% de estudiantes provenientes de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

La indicación número 190, del Honorable Senador señor Quintana para intercalar, en su literal h), a continuación de “el desarrollo regional” las siguientes locuciones “deportivo, el respeto por las minorías, la diversificación de la matriz productiva mediante el apoyo técnico a pequeñas y medianas empresas”.

La indicación número 191, de S.E. la Presidenta de la República, para  reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 59.- Líneas de acción del Plan. A través del Plan de Fortalecimiento, las Universidades del Estado podrán desarrollar, entre otras, las siguientes iniciativas:

1) Desarrollo institucional. Las Universidades del Estado podrán actualizar su Plan de Desarrollo Institucional con el fin concordar sus iniciativas de fortalecimiento con dicho Plan.

2) Fortalecimiento de la gestión institucional. Las Universidades del Estado podrán implementar programas de mejoramiento y actualización de los procesos internos de gestión institucional y de recursos humanos, con especial énfasis en la modernización y fortalecimiento de sus respectivas contralorías universitarias.

3) Crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Las Universidades del Estado podrán establecer planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Dichos planes deberán obedecer a necesidades estratégicas del país y sus regiones, basarse en indicadores objetivos, considerar mecanismos de equidad e inclusión para el acceso de los nuevos estudiantes y estar contemplados, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional. A su vez, los referidos planes de crecimiento no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda.

4) Fortalecimiento de la calidad académica y la formación profesional. Las Universidades del Estado podrán diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular. Asimismo, podrán fomentar la incorporación de académicos e investigadores con grado de Doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación.

5) Fortalecimiento de la investigación e incidencia en la elaboración e implementación de políticas públicas. Las Universidades del Estado podrán crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el conocimiento o la innovación y aportar en la elaboración de políticas públicas de relevancia estratégica para el país o sus regiones, en materias tales como: desarrollo sustentable, cambio climático, sismología, cuidado y protección de niños y adultos mayores, inclusión y no discriminación, y planificación urbana sostenible. 

6) Vinculación con el medio y el territorio. Las Universidades del Estado podrán elaborar programas y acciones de vinculación con el medio que promuevan el desarrollo regional, la interculturalidad, el respeto de los pueblos originarios y el cuidado del medio ambiente. En este marco, dichas Universidades podrán promover actividades académicas y formativas destinadas a vincular a los estudiantes con su ámbito profesional en el territorio en que se emplace la respectiva institución.

7) Otras líneas de acción. Sin perjuicio de lo señalado en los numerales precedentes, a través del Plan de Fortalecimiento se podrán destinar recursos para conservar y mejorar la infraestructura de las Universidades del Estado, crear o fortalecer planes de apoyo para la permanencia y titulación de estudiantes, y apoyar la obtención de la acreditación institucional de las Universidades creadas por la ley Nº 20.842.”.

La indicación número 192, del Honorable Senador señor Montes, para sustituir las letras a) a la j) por las siguientes:

1) Crecimiento de la matrícula.

2) Creación, diseño y modernización de programas académicos y fortalecimiento de la calidad. 

3) Conformación y fortalecimiento de redes de trabajo, tanto entre las propias universidades del Estado, como de éstas con instituciones nacionales y extranjeras.

4) Vinculación de la formación profesional de todos los profesionales, técnicos y graduados a la realidad social, cultural y productiva del país, especialmente de comunas menos desarrolladas y de las regiones, en el transcurso de los programas y como requisito para la obtención de títulos y grados.

5) Mejoramiento de sus procesos de autoevaluación, gestión y contraloría interna.

6) Reforzamiento de la investigación e innovación respecto de problemas nacionales y regionales y contribución a la elaboración, ejecución y seguimiento de políticas públicas en áreas tales como:

a.- Desarrollo sustentable. Recursos naturales, diversificación de la matriz productiva, uso eficiente del agua, desarrollo de energías renovables no convencionales y valorización de residuos.

b.- Impacto y prevención del cambio climático.

c.- Ciudad y territorio. 

d.- Niños y jóvenes.

e.- Seguridad Ciudadana.

f.- Creación y expresión artística.

g.- Sismología.

h.- Antártica.

Respecto de la indicación número 191 se verificó la siguiente discusión:

El asesor de la Ministra, señor González, explicó que la indicación tiene por objetivo explicitar y ordenar las líneas de acción del plan de fortalecimiento que son sugeridas a las universidades.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó, en relación al número 3), si el aumento de matrícula se financia con recursos del plan de fortalecimiento o también con otras distintas.

El asesor de la Ministra, señor González, explicó que el numeral 3) incluye crecimiento de la oferta académica, que abarca contratación de académicos, infraestructura, etc.

Además, implica que las universidades podrían destinar recursos del plan de fortalecimiento para desarrollar crecimiento de matrícula.

La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que no corresponde incluir el numeral 3) como línea de acción del plan, porque se relaciona directamente con acceso a gratuidad.

El Honorable Senador señor Montes expresó que el aumento de matrícula puede darse bajo o sobre el 2,7% de aumento de matrícula y, en caso de ser superior a 2,7%, se tiene que solicitar una autorización especial. Asimismo, indicó que no sólo se destinan a aumento de alumnos, sino también a las necesidades de nuevos académicos e infraestructura, tal como se ha señalado.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, acotó que se especifica que, en caso de existir una línea de acción de aumento de matrícula, ésta no quedará sujeta a la limitación del 2,7% de aumento de matrícula de la política de gratuidad, no que se financiará gratuidad con recursos del plan de fortalecimiento.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que las universidades estatales hoy no reciben más alumnos porque están fallando al no tener capacidad, infraestructura o contar con académicos del nivel necesario. A eso apunta, precisamente, la línea de acción del plan de fortalecimiento, a generar condiciones para que puedan ingresar más alumnos, pero sin que financie la gratuidad de los alumnos que corresponda. Además, argumentó que el plan de fortalecimiento se refiere a gastos transitorios y la gratuidad a gastos permanentes de la universidad.

La señora Ministra suscribió lo afirmado precedentemente y refrendó que no se mezcla con la política de gratuidad. Lo único que se dice es que en caso de contar con una línea de acción para crecimiento de la matrícula, no se estará sujeto a las limitaciones de vacantes máximas que impone la política de gratuidad. Mencionó, adicionalmente, el caso de la Universidad Autónoma, que presentó al Ministerio un plan de crecimiento, por lo que se le permitió aumentar cerca de un 7% y no el porcentaje más bajo que se consideraba como límite para el resto.

El Honorable Senador señor García preguntó si, con cargo a estos recursos, se podría otorgar un reajuste general de remuneraciones en una universidad.

El Honorable Senador señor Montes respondió que no se puede aunque no esté descartado explícitamente.

Por otro lado, detalló que el numeral 2) antes se refería, especialmente, al fortalecimiento de las contralorías internas, y en el numeral 5) se pretendía que existiesen mandatos más específicos, de modo de entender que hay deberes como aportar en los problemas de la niñez y el SENAME, en la seguridad ciudadana o en el cambio climático, pero quedó muy difuso y sin mandatos detallados.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del numeral 3) del artículo 59 que propone la indicación.

El referido numeral 3) fue aprobado con 6 votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), 2 votos en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de los Honorables Senadores señores Allamand y García.

El Honorable Senador señor Lagos fundamentó su votación favorable de la indicación, en que se trata de materias que se había solicitado incluir al Ministerio, incluso con mayor especificidad, y en ningún caso se afecta la autonomía de los planteles de educación superior, más aun, que no se contemplan como vinculantes, sólo facultativas.

El resto de la indicación número 191 fue aprobado con 8 votos a favor de los Honorables Senadores señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones de la Honorable Senadora señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones).

Las indicaciones números 188, 189, 190 y 192 fueron retiradas.

°°°

La indicación número 193, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar el siguiente artículo 55, modificándose la ordenación correlativa de los que le suceden:

“Artículo 55.- Evaluación del Plan de Fortalecimiento. El avance y resultados del Plan de Fortalecimiento se evaluará cada cinco años por un panel de expertos internacionales. Dicho Comité será nombrado por el Presidente de la República a través de un decreto supremo.”.

La indicación fue retirada.
°°°

Artículo 55
Su texto es el que sigue:

“Artículo 55.- Comité del Plan de Fortalecimiento. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, se creará el Comité del Plan de Fortalecimiento (en adelante indistintamente “el Comité”), el que tendrá a su cargo la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las universidades del Estado que se financien en virtud del Plan.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 194, 195, 196 y 197:

La indicación número 194, de S.E. la Presidenta de la República, es para suprimir los artículos 55 y 56, reordenándose los siguientes.

La indicación número 195, Honorable Senador señor Montes, para reemplazar todas las veces que figura la expresión “Comité” por “Consejo”.

La indicación número 196, del Honorable Senador señor Montes para intercalar, entre la coma que sucede a la palabra “aprobación” y el término “supervisión”, la expresión “ejecución”.

La indicación número 197, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente inciso segundo:

“El Consejo del Plan de Fortalecimiento estará integrado por todos los rectores de las universidades del Estado. Deberá velar porque las iniciativas y proyectos financiados se enmarquen en una acción conjunta e integradora de las distintas instituciones en el cumplimiento de los objetivos del Plan.”.

La indicación número 194 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).
Las indicaciones números 195, 196 y 197 fueron retiradas.

Artículo 56
Es del siguiente tenor:

“Artículo 56.- Integrantes del Comité y Secretaría Técnica. El Comité estará integrado por el Ministro de Educación, quien lo presidirá, y cinco rectores de universidades del Estado, de los cuales al menos dos deben ser de instituciones cuyo domicilio principal esté ubicado fuera de la región Metropolitana.

El Comité contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en el Ministerio de Educación, que prestará respaldo material y técnico a la gestión administrativa vinculada a la implementación del Plan de Fortalecimiento. Esta secretaría será dirigida por un secretario ejecutivo designado por el Comité, a partir de una terna elaborada según lo establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882.”.

Las normas sobre el funcionamiento interno, el procedimiento de nombramiento de sus integrantes y la forma en que cumplirá sus tareas el Comité y su Secretaría Técnica serán establecidas en el decreto supremo que lo cree.

La indicación número 194, transcrita en el artículo anterior, es para suprimirlo. Dicha indicación fue aprobada durante la discusión del artículo anterior.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 198, 199, 200, 201, 202 y 203:

La indicación número 198, del Honorable Senador señor Montes, para eliminar en su epígrafe la expresión “Integrantes del”.

La indicación número 199, del Honorable Senador señor Montes para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “El Comité” por “Existirá un Comité Ejecutivo del Plan de Fortalecimiento que”

La indicación número 200, del Honorable Senador señor Quintana para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “dos” por “tres”.

La indicación número 201, del Honorable Senador señor Montes, para eliminar en su epígrafe la expresión “Integrantes del”.

La indicación número 202, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, para sustituir el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 56.- Integrantes del Comité y Secretaría Técnica. El Comité estará integrado por el Ministro de Educación, el Subsecretario de Hacienda, el Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción y cinco rectores de universidades del Estado, de los cuales al menos tres deben ser de instituciones cuyo domicilio principal esté ubicado fuera de la región Metropolitana.”.

La indicación número 203, de la Honorable Senadora señora Von Baer para  agregar, en el inciso final, luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Asimismo, integrarán este Consejo de Coordinación el Director de Presupuestos o quien lo represente, El Presidente de la Comisión Nacional de Ciencias y Tecnología o su representante.”.

Las indicaciones números 198, 199, 200, 201, 202 y 203 fueron retiradas.
°°°

La indicación número 204, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar los siguientes artículos finales del Párrafo 2º del Título IV, modificándose la numeración correlativa:

“Artículo 57º.- Objetivo y funciones del Comité. El Comité tendrá por objetivo el diseño del Plan de Fortalecimiento y la asignación y ejecución de los recursos contemplados en él. 

Serán funciones del Comité:

a.- Diseñar las orientaciones, líneas de acción y características del Plan.

b. Establecer los criterios de evaluación y asignación de los recursos del Plan.

c. Velar porque la ejecución de los recursos del Plan se ajusten a sus objetivos y a los Planes de Desarrollo institucional de las universidades del Estado. 

d. Decidir acerca de los proyectos e iniciativas financiadas con cargo al Plan.

e. Recibir y aprobar las rendiciones de cuenta de los proyectos e iniciativas financiadas con cargo al Plan, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.

f.- Elaborar indicadores y sistemas objetivos tendientes a medir el impacto del Plan.

g. Contratar asistencia técnica con el objeto de elaborar diagnósticos e informes técnicos que contribuyan a la pertinencia y calidad de los proyectos e iniciativas.

h. Fomentar la coordinación de las universidades del Estado en la elaboración de iniciativas y proyectos.

i.  Rendir cuenta pública de la aplicación de los recursos del Plan y sus resultados.

j.- Aprobar la estructura y organización de la Secretaria Técnica, que colaborará con el Vicepresidente Ejecutivo.

k.- Realizar toda otra función complementaria destinada al cumplimiento de los objetivos del Plan.

Artículo 58.- El Comité deberá nombrar un Vicepresidente Ejecutivo que deberá garantizar su funcionamiento y tendrá a su cargo la gestión administrativa y la ejecución de los acuerdos de éste. 

Con este objeto podrá acordar, celebrar y ejecutar toda clase de actos jurídicos, cualquiera que sea su naturaleza.”.

La indicación número 204 fue retirada.

°°°

Artículo 57
Trata de la política de propiedad intelectual e industrial y dispone que las universidades del Estado deberán establecer, a través de reglamentos, una política de propiedad intelectual e industrial que permita fomentar las actividades de investigación, creación e innovación de sus académicos, resguardando los derechos de estas instituciones. Asimismo, dichos reglamentos establecerán las formas de acceso público al conocimiento creado en las universidades del Estado.

En este artículo recayó la indicación número 205, de la Honorable Senadora señora Von Baer para  agregar, luego del punto final, que pasa a ser una coma, lo siguiente, “debiendo en todo caso respetar los derechos de terceros en virtud de la legislación vigente.”.

La Honorable Senadora señora Von Baer consideró que siempre es preferible colocar una norma que resguarde los derechos de terceros sobre la propiedad intelectual.
La indicación número 205 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

ººº

La indicación número 206, del Honorable Senador señor Montes es para agregar, en el Título V, Disposiciones Finales, el siguiente artículo 57, nuevo:

“Artículo 57.- Modifíquese la ley 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, de la siguiente forma:

La indicación fue retirada.
La indicación número 207, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Derogúese el artículo 3° de la Ley N°20.044.”.

El Honorable Senador señor Montes indicó que se trata de agilizar la inversión y traspaso de recursos desde otros sectores del Estado a las universidades estatales, dado que la norma obliga a que se haga por ley. Agregó que se busca insertar a las universidades dentro del Estado, facilitando las transferencias de recursos.

La señora Ministra manifestó que uno de los objetivos del proyecto de ley es liberar a las universidades del Estado de trabas que dificultan su avance y desarrollo.

La indicación fue retirada.
La indicación número 208, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Modifícase el artículo 2° de la ley N°19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, intercalando en su inciso primero, luego de la expresión “Contraloría General de la República” y antes de la frase “a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública”, a continuación de una coma, lo siguiente: “a las instituciones de Educación Superior del Estado”.

La indicación fue retirada.
La indicación número 209, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Los académicos de las universidades del Estado que, en virtud de convenios docentes asistenciales, realicen docencia e investigación en recintos asistenciales de los servicios de salud o de otras instituciones públicas y que a la vez sean funcionarios de los referidos establecimientos, tendrán un sistema común de control respecto de las labores que realicen para ambas instituciones, el cual se especificará en el convenio respectivo. Además, las universidades podrán adicionar la jornada que estos académicos desarrollen para los recintos asistenciales mencionados, a la que corresponda a su nombramiento o contratación como académicos, para todos los efectos legales y reglamentarios.”.

El Honorable Senador señor Montes planteó al Ejecutivo que, en el marco de la nueva relación del Estado con sus universidades, se podía proceder respecto de hospitales que dependen de dichas instituciones igual como ocurre con el resto de los funcionarios públicos.

La indicación número 209 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 210, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.-
 Los profesionales funcionarios de la salud que se desempeñen en recintos asistenciales de las universidades del Estado podrán optar a los beneficios y asignaciones de la Leyes N°20.982 y N°20.986.”.

La indicación fue retirada.

La indicación número 211, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Los documentos mercantiles que se suscriban las instituciones de educación superior del Estado no estarán afectos a refrendación por parte de la Contraloría General de la República.”.

La indicación fue retirada.
La indicación número 212, del Honorable Senador señor Montes, para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Para efectos de determinar la relación entre la deuda y patrimonio de las universidades estatales  en el caso de la autorización para el endeudamiento a largo plazo que se establezca por ley, sólo se considerarán los pasivos correspondientes a obligaciones con instituciones financieras.”.

La indicación número 212 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
La indicación número 213, del Honorable Senador señor Montes, es para agregar el siguiente artículo nuevo en el Título V, Disposiciones Finales:

“Artículo xx.- Todos los recursos correspondientes a convenio marco y/u otros instrumentos que tengan por objeto contribuir al financiamiento de las universidades estatales deberán reajustarse anualmente conforme al índice de reajuste del sector público.”.

La indicación fue retirada.
La indicación número 214, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar en el Título V Disposiciones Finales el siguiente nuevo artículo:

“Artículo xx.- Sobre la excepcionalidad en la aplicación de las normas comunes a las Universidades del Estado. Aquellas universidades cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990, no les serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 1° (Del Gobierno Universitario) del Título II (Normas Comunes a las Universidades del Estado) de la presente ley.”. 

La señora Ministra indicó que existen tres universidades estatales que tienen estatutos aprobados recientemente, y se había decidido respetar esa decisión, solicitándoles solamente que adecuen la estructura institucional para considerar la participación de los representantes del Estado y del órgano superior que vela por el desarrollo a mediano y largo plazo de la institución.

El asesor de la Ministra, señor González, explicó que la materia se aborda y resuelve a propósito del artículo primero transitorio del proyecto de ley.

La indicación fue retirada.
ººº

La indicación número 215, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar en el Título V los siguientes artículos 59, 60 y 61, pasando los actuales artículos 59, 60 y 61 a ser 62, 63 y 64, respectivamente:

Artículo 59.- La autorización para la contratación de empréstitos por parte de las universidades del Estado, sólo considerará como endeudamiento vigente los pasivos correspondientes a obligaciones con instituciones financieras.”

Artículo 60.- Deróguese el artículo 3 de la ley 20.044.

Artículo 61.- Serán aplicables a los profesionales que se desempeñen en hospitales dependientes de las universidades del Estado, las disposiciones de las leyes 20.982 y 20.986.

La indicación número 215 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, en razón de tratarse de materias referidas a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ººº

Artículo 60
Modifica el artículo 24 de la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, incorporando en su inciso quinto, a continuación de la expresión “ley N° 20.129” la frase “, preferentemente una universidad del Estado”.

En este artículo recayó la indicación número 216, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para  suprimirlo.

El asesor de la Ministra, señor González, expresó que se trata de una enmienda incorporada vía indicación en la Cámara de Diputados. Añadió que el Ejecutivo está de acuerdo con dar preferencia a la reubicación en las universidades del Estado.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la disposición se refiere a una larga discusión, acerca de si lo relevante es que se trate de una universidad del Estado o que se trate de una buena universidad. Expresó inclinarse por la segunda opción.

La indicación fue rechazada con 4 votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García, y 6 votos en contra de los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

°°°

La indicación número 217, de la Honorable Senadora señora Goic, es para incorporar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo X.- Derógase la Ley N° 19.305, que modifica los Estatutos de las Universidades que indica en la materia de elección de rector y establece normas para la adecuación de los mismos.”. 

El asesor de la Ministra, señor González, aclaró que la ley N° 19.305 se aplica a todas las universidades respecto de la elección del rector, y en el proyecto de ley se han aprobado otras disposiciones que se refieren al punto.

La indicación fue rechazada por 8 votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones) y Montes (como miembro de ambas comisiones), y 2 abstenciones del Honorable Senador señor  Pizarro (como miembro de ambas comisiones).
°°°

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero
Prescribe lo siguiente:

“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en el momento de su publicación.

Para los efectos de adecuar los actuales estatutos de las universidades del Estado a las disposiciones del título II de esta ley que así lo exijan, dichas instituciones deberán proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, la modificación de sus respectivos estatutos dentro del plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia del referido texto legal.

Sin perjuicio de lo anterior, las universidades del Estado cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990 no tendrán la obligación señalada en el inciso precedente, en la medida que propongan al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación y en el plazo establecido en el referido inciso, un mecanismo institucional permanente que asegure la participación y corresponsabilidad del Estado en la aprobación del plan de desarrollo institucional y del presupuesto de la universidad.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 218, 219, 220, 221, 222, 223, 224 y 225:

La indicación número 218, de la Honorable Senadora señora Von Baer para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “plazo de tres años”, por “plazo de cinco años”.

La indicación número 219, del Honorable Senador señor Allamand para sustituir, en el inciso segundo, la palabra “tres” por “cinco”.

La indicación número 220, del Honorable Senador señor Montes para agregar, en el inciso segundo, la siguiente frase final:

“Asimismo, las universidades que opten por mantener sus estatutos deberán contar con una institucionalidad y gobernanza que reconozca la democracia al interior de los planteles, mediante la participación de los estudiantes, funcionarios y académicos en uno o más órganos colegiados cuyas funciones excedan de lo meramente consultivo.”.

La indicación número 221, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimir el inciso tercero.

La indicación número 222, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar, en el inciso tercero, la frase “cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990” por “cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 1 de enero de 2006”.

La indicación número 223, del Honorable Senador señor Montes, para intercalar, en el inciso tercero, entre las frases “entrado en vigencia” y “con posterioridad al 11 de marzo de 1990” la expresión “, o sido modificados a propuesta de la respectiva institución,”.

La indicación número 224, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el artículo por el siguiente:

“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia al momento de su publicación. 

Para los efectos de adecuar los actuales estatutos de las Universidades del Estado a las disposiciones del Título II de esta ley que así lo exijan, dichas instituciones deberán proponer al Presidente o Presidenta de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, la modificación de sus respectivos estatutos dentro del plazo de tres años, desde la entrada en vigencia del referido texto legal.

Sin perjuicio de lo anterior, las Universidades del Estado cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990, no tendrán la obligación señalada en el inciso precedente, según lo dispuesto en el artículo precedente.”.

La indicación número 225, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:

“Si una Universidad del Estado no cumpliere con las obligaciones establecidas en los incisos anteriores, dentro del plazo máximo allí señalado, al vencimiento del mismo regirán, por el solo ministerio de la ley, las normas estatutarias relativas a la organización, gobierno, funciones y atribuciones de las Universidades del Estado establecidas en el estatuto general que, mediante decreto con fuerza de ley, haya dictado el Presidente de la República. Para estos efectos, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, un estatuto general para las Universidades del Estado, el cual, vencidos los plazos establecidos en los incisos anteriores, sustituirá íntegramente las normas de los estatutos vigentes de las universidades del Estado en todo aquello que sea incompatible con las disposiciones del estatuto general. El ejercicio de esta facultad deberá respetar estrictamente la misión, principios y normas que se establecen en la presente ley, y en especial, ajustarse a las regulaciones de su Título II.”.
Respecto de las indicaciones números 218 y 219, la señora Ministra indicó que el plazo de tres años es suficiente para modificar adecuadamente los estatutos.

Las indicaciones números 218 y 219 fueron rechazadas con 4 votos a favor de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García, y 6 votos en contra de los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

En relación a la indicación número 220, el asesor de la Ministra, señor González, expuso que no comparten el contenido de la indicación, puesto que aquellas instituciones que tienen estatutos vigentes posteriores al año 1990, deben presentar un mecanismo al Presidente de la República para que, tanto el plan de desarrollo institucional como el presupuesto, cuenten con responsabilidad compartida con el Estado.

Agregó que lo referido a la participación se encuentra contemplado en el artículo segundo transitorio.

La indicación número 220 fue retirada.

La indicación número 221 fue rechazada con 4 votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand y García, y 6 votos en contra de los Honorables Senadores señores Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Las indicaciones números 222, 223 y 224 fueron retiradas.
Respecto de la indicación número 225, el Ministro, señor De La Fuente, expresó que el sentido de la indicación es que efectúen las adecuaciones a sus estatutos en el sentido que define la ley y que las mismas se realicen en tiempo y forma, de modo que, si no lo hacen, regirá respecto de las casas de estudios superiores un estatuto tipo.

Se hizo presente que se trata de un solo inciso, por lo que existe un error en el encabezamiento de la indicación.

La indicación número 225 fue aprobada, con la enmienda meramente formal precedentemente enunciada, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Artículo segundo
Prescribe lo que sigue:

“Artículo segundo.- Las universidades del Estado deberán adoptar procesos públicos y participativos, en que intervengan los distintos estamentos de la comunidad universitaria, para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, según corresponda.

Con todo, la propuesta de modificación de estatutos que efectúen dichas instituciones al Presidente de la República deberá realizarse a través de sus órganos competentes, según lo dispuesto en sus estatutos vigentes.”.

En este artículo recayó la indicación número 226, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar el artículo segundo transitorio por el siguiente: 

“Artículo segundo.- Las universidades del Estado deberán realizar procesos participativos independientes de las autoridades vigentes, denominados claustros, congresos u otro, que finalicen con la realización de un referéndum o plebiscito, en que intervengan los distintos estamentos de la comunidad universitaria, para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, según corresponda. 

Con todo, la propuesta de modificación de estatutos que efectúen dichas instituciones deberá enviarse directamente al Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.

El Ministro, señor De La Fuente, sostuvo que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que la indicación sería inadmisible.

El Honorable Senador señor Montes explicó que en lo único que innova la indicación, es en plantear un camino diferente para llegar a la propuesta de modificación de estatutos al Presidente de la República.

Puesta en votación la declaración de admisibilidad del Presidente de las Comisiones unidas, fue rechazada por 8 votos en contra de los Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), y Pizarro (como miembro de ambas comisiones), y 2 votos a favor del Honorable Senador señor Montes (como miembro de ambas comisiones). La indicación número 226, en consecuencia, fue declarada inadmisible.
Artículo tercero
Dispone que se considerará como primer período del cargo, para la aplicación del artículo 18, aquel que haya asumido el rector bajo la vigencia de la presente ley. A su vez, a partir de la entrada en vigencia de esta ley serán aplicables las disposiciones de dicho artículo.

En este artículo recayó la indicación número 227, del Honorable Senador señor Montes, para reemplazar la frase “Se considerará como primer período del cargo, para la aplicación del artículo 18, aquel que haya asumido el Rector o Rectora bajo la vigencia de la presente ley”, por la siguiente: “Se considerará como primer período del cargo, para la aplicación del artículo 18, aquel que se encuentre ejerciendo el Rector o Rectora bajo de la vigencia de la presente ley.”.

La indicación fue retirada.
Artículo quinto
Establece que el plazo para dictar el decreto supremo que creará el Consejo de Coordinación de universidades del Estado será de un año desde la entrada en vigencia de la presente ley.

En este artículo recayó la indicación número 228, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “un año” por “seis meses”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Por la misma unanimidad anterior, las Comisiones unidas acordaron sustituir las palabras “creará” y “universidades” por “regulará” y “Universidades”, respectivamente. Lo hicieron en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 

Artículo sexto
Dispone que el plazo para dictar el decreto supremo que creará el Comité del Plan de Fortalecimiento será de seis meses desde la entrada en vigencia de esta ley.

En este artículo recayó la indicación número 229, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimirlo.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

Artículo séptimo
Establece que en tanto no entren en vigencia las normas estatutarias y reglamentos internos que deban dictarse en virtud de esta ley, las universidades del Estado seguirán rigiéndose por las respectivas normas estatutarias y reglamentos internos que actualmente les son aplicables.

En este artículo recayó la indicación número 230, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo: 

“Facúltese al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, desde la entrada en vigencia de la presente ley, proceda mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, a modificar los estatutos de las universidades estatales, sobre la base de las propuestas presentadas por éstas y que hayan sido aprobadas, de acuerdo a sus estatutos y procedimientos internos, con anterioridad a la presente ley.”.

La indicación fue retirada.
Artículo octavo
Su texto es el que sigue:

“Artículo octavo.- Las universidades del Estado estarán adscritas a la política de gratuidad universal, de conformidad a las reglas transitorias de progresión para los deciles de más altos ingresos que se establecen en la Ley sobre Educación Superior o en la Ley de Presupuestos, según corresponda.

Sin perjuicio de lo anterior, aquellas universidades del Estado que no cumplan las exigencias sobre acreditación que estipulan las leyes respectivas, podrá acceder a los aportes públicos o mecanismos de financiamiento estatal, siempre que se sometan a un programa de mejoramiento de la calidad, bajo la tutela de una universidad del Estado de carácter nacional o, en su defecto, de una universidad del Estado que cumpla los más altos estándares de acreditación institucional.

Asimismo, el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado podrá sugerir mecanismos de colaboración preventivos, con la finalidad de mejorar la calidad de las instituciones que reporten problemas en su desarrollo académico o institucional.”.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones números 231 y 231 bis:

La indicación número 231, de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir sus incisos segundo y tercero.

La indicación número 231 bis, de la Honorable Senadora señora Von Baer, en el inciso segundo, para reemplazar la frase “siempre que se sometan a un programa de mejoramiento de la calidad, bajo la tutela de una universidad del Estado de carácter nacional o, en su defecto, de una universidad del Estado que cumpla los más altos estándares de acreditación institucional.”, por la siguiente “mientras tanto se desarrolle el procedimiento señalado en el artículo 30 de la presente ley”.

Enseguida, el Ejecutivo presentó a las Comisiones unidas propuesta de modificación relacionada con el artículo 30, incisos sexto y séptimo, sobre los planes de tutoría y su duración, debido a que se relaciona con el presente artículo y sus indicaciones. Dicha propuesta fue aprobada al discutir el referido artículo y se da cuenta de su contenido en el capítulo de modificaciones. 

El asesor de la Ministra, señor González, manifestó que se refiere a las universidades que hayan perdido su acreditación institucional o esa sea inferior a cuatro años. Respecto de ellas, se contempla un plan de tutoría a cargo de otra institución del Estado propuesta por el Consejo de Coordinación. Añadió que la propuesta se hace cargo de las consecuencias de esta situación, tanto en plazos de la tutoría y medidas como intervenciones mayores, fusión u absorción según el caso específico, las que deben definirse por ley.

El Honorable Senador señor Lagos consultó qué ocurre en caso de que una universidad que logra acreditarse presenta serias deficiencias en una sede específica.

La Jefa de la División Educación Superior, señora Contreras, señaló que se está cambiando el sistema de acreditación. Éste, ahora será integral, por lo que no podrá haber acreditación si una sede presenta deficiencia serias y graves.

La indicación número 231 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer (como miembro de ambas comisiones), y señores Allamand, García, Lagos (como miembro de ambas comisiones), Montes (como miembro de ambas comisiones) y Pizarro (como miembro de ambas comisiones).

La Honorable Senadora señora Von Baer observó que la propuesta de enmiendas aprobada respecto del artículo 30, recoge lo que se plantea en la indicación número 231 bis.

La indicación número 231 bis fue retirada.
ººº

La indicación número 232, del Honorable Senador señor Montes, es para incorporar los siguientes nuevos artículos transitorios:

Artículo noveno.- Sobre gratuidad. Traspásese hacia la gratuidad una parte preferencial de los recursos fiscales destinados al Crédito con Aval del Estado contempladas en la Ley N° 20.027 que establece normas para el financiamiento de Estudios en Educación Superior, a partir del año siguiente de la entregada en vigencia de esta ley.

Artículo décimo.- Colaboración con los órganos del Estado. Respecto a lo señalado en el artículo “XX” sobre “Colaboración con los órganos del Estado”, el Ministerio de Educación solicitará a las Universidades del Estado que elaboren planes de crecimiento de su matrícula con la finalidad de apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones, en el plazo de un año, entrado en vigencia esta ley.

En el diseño y ejecución de los mismos, las Universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones.

La implementación de estos planes se establecerá mediante el Convenio Marco Universidades Estatales y el Plan de Fortalecimiento que las Universidades del Estado deberán firmar con el Ministerio de Educación, los que deberán ser visados por la Dirección de Presupuestos.

Artículo undécimo.- Plan de fortalecimiento de las Universidades del Estado. Con el propósito de restituir el carácter estratégico, apoyar el cumplimiento de su misión y desarrollar una efectiva coordinación de las Universidades del Estado, se implementará un Plan de Fortalecimiento de carácter transitorio, que tendrá una duración de diez años contados desde el año siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley, destinado a los usos y ejes principales que serán estipulados en los convenios que para estos efectos se suscriban entre el Ministerio de Educación y cada una de las Universidades referidas. Este plan estratégico será elaborado por una Comisión ad hoc y deberá tomar en cuenta en su distribución la situación económica, administrativa y académica de las instituciones estatales. 

Existirá un Programa Específico de Revitalización para fortalecer las universidades con mayores problemas académicos, financieros y de gestión, que incluirá, entre otros, capacitación, infraestructura, acompañamiento y presupuesto. 

Artículo duodécimo.- Recursos de Plan de fortalecimiento: ascenderán a $___, por el plazo establecido en el artículo anterior. Dicha cantidad se dividirá en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación "Plan de Fortalecimiento Universidades Estatales" establecida en la ley N° 20.981.

Artículo trigésimo.- Líneas de acción del Plan de Fortalecimiento: A través de este plan, las universidades del Estado podrán financiar, entre otras, las siguientes iniciativas:

a) Diseñar e implementar acciones destinadas al aumento de la matrícula estatal.

b) Mejorar la infraestructura de las universidades para el desarrollo de sus funciones esenciales de docencia, investigación, creación y extensión.

b) Promover la incorporación de académicos e investigadores con grado de Doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación.

c) Crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el desarrollo de conocimiento o innovación en torno a materias de relevancia estratégica para el país o sus regiones.

d) Elaborar planes de acceso y apoyo académico para la admisión, permanencia y titulación de estudiantes provenientes de los sectores sociales más vulnerables, fomentando de manera particular el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones.

e) Fomentar mecanismos e instrumentos de colaboración entre estas instituciones en los ámbitos de docencia, investigación y desarrollo institucional.

f) Apoyar las acciones definidas en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, destinadas a la ampliación de su oferta académica, las que deberán tener en consideración su pertinencia institucional y su consistencia académica y técnica, de conformidad a indicadores objetivos.

g) Diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular.

Artículo decimocuarto.- Comité del Plan de Fortalecimiento. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro o Ministra de Hacienda, se creará el Comité del Plan de Fortalecimiento (en adelante indistintamente, "el Comité"), el que tendrá a su cargo la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las Universidades del Estado que se financien en virtud del Plan.

Artículo decimoquinto.- Integrantes del Comité y Secretaría Técnica. El Comité estará integrado por el Ministro o Ministra de Educación, quien lo presidirá, y cinco rectores de Universidades del Estado.

El Comité contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en el Ministerio de Educación, que prestará respaldo material y técnico a la gestión administrativa vinculada a la implementación del Plan de Fortalecimiento. Esta Secretaría será dirigida por un Secretario Ejecutivo o Secretaria Ejecutiva designado o designada por el Comité, a partir de una terna elaborada según lo establecido en el párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882.

La indicación número 232 fue retirada.
- - -

INFORME FINANCIERO


La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró una serie de informes financieros en relación con el proyecto de ley, como se da cuenta a continuación.


- El primero de ellos, de 17 de julio de 2017, es de siguiente tenor:

“I. Antecedentes

El presente Proyecto de Ley establece un marco jurídico que permite que las Universidades del Estado fortalezcan sus estándares de calidad académica y de gestión institucional, y contribuyan de forma permanente en el desarrollo integral del país.

II. Descripción del contenido

El proyecto de ley aborda distintas materias, entre las que cabe destacar:

- Se establece la naturaleza y el régimen jurídico de las universidades estatales dentro de la Administración del Estado, regulando su misión, principios distintivos y el rol que debe asumir el Estado respecto de éstas.

- Se determinan reglas comunes que deben incorporar las Universidades del Estado respecto de su gobernanza, estableciendo como órganos superiores al Consejo Superior, al Rector y al Consejo Universitario. La Contraloría Universitaria, en tanto, será el órgano responsable del control y la fiscalización interna. Cinco de los consejeros de cada Consejo Superior, de los cuales tres son representantes del Presidente de la República y dos son profesionales de destacada trayectoria, tienen derecho a una dieta de 4 U.T.M. por sesión, con un tope mensual máximo de 12 U.T.M..

- Se incorporan disposiciones que permitirán una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente.

- Se señalan las normas legales y especiales que deben regir a los académicos y funcionarios no académicos de las Universidades del Estado.

- Se establecen normas que promoverán la acción coordinada de las Universidades del Estado, a fin de que puedan colaborar con los diversos órganos del Estado que así lo requieran y entre sí. Para estos efectos, se creará el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado.

Se crea un instrumento de financiamiento de Universidades del Estado llamado “Convenio Marco Universidades Estatales”, cuyos montos serán establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, y los que no podrán ser inferiores a los establecidos en la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” de la Ley de Presupuestos del año 2016.

- Asimismo, se establece un Plan de Fortalecimiento que se implementará para las Universidades del Estado, por el lapso de diez años, contado desde el año siguiente a la entrada en vigencia de la ley. Los recursos totales destinados al plan ascenderán a $150.000.000 miles, que se dividirá en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento Universidades Estatales” establecida en la Ley de Presupuestos del año 2017. Este plan de fortalecimiento contará con un Comité a cargo de la definición y seguimiento de los proyectos que financie y una Secretaría Técnica radicada en el Ministerio de Educación, dirigida por un Secretario Ejecutivo designado según lo establecido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882.

III. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, el presente proyecto de ley representa los siguientes costos, expresados en pesos del año 2017, y considerando como año 1 el año siguiente a la publicación de la ley:

- Dietas de Consejeros en los Consejos Superiores de las universidades estatales:

Se contempla un costo de $462.726 miles por año, desde el año 4 hasta el año 6, considerando que se modifican los estatutos de 15 de las 18 universidades durante los tres años siguientes a la publicación de la ley. Desde el año 7 en adelante, hasta el régimen, el costo anual asciende a $555.271 miles, considerando que se incorporan las 3 universidades restantes, las cuales cuentan con un plazo de 6 años para modificar sus estatutos.

- Plan de Fortalecimiento:

Se contempla un costo total de $150.000.000 miles, distribuidos desde el año 1 al año 10 en $15.000.000 miles anuales. Este fondo es de carácter transitorio, por lo que no representa gasto fiscal en régimen.

Adicionalmente, se consideran $8.000 miles, en el año 0, para efectos del proceso de selección del Secretario Ejecutivo del Plan, y $60.000 miles anuales para su remuneración.

Dada la gradualidad dispuesta en el proyecto de ley, se muestra a continuación el gasto fiscal anual:

[image: image66.png]Miles de $2017 Afio 0 Afios1a3 | Afios4a6 | Aiios 7a10| Régimen
Dietas Consejeros 463.191 555.830 555.830
Plan Fortalecimiento 23.000 | 15.060.000 | 15.060.000 | 15.060.000 =
Total 23.000 | 15.060.000 | 15.523.191 | 15.615.830 555.830





El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.”.

- El segundo informe financiero, de 11 de septiembre de 2017, se emitió acompañando unas indicaciones de autoría del Ejecutivo. Señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N° 139-365) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley Sobre Universidades del Estado, de las cuales cabe destacar:

- Se modifica la composición del Consejo Superior, incrementando de 3 a 4 el número de miembros de la Universidad (dos académicos, un funcionario y un estudiante) y disminuyendo de 2 profesionales de destacada trayectoria a 1 egresado con estas características. Por lo tanto, el número de consejeros con derecho a una dieta de 4 U.T.M. por sesión, con un tope mensual máximo de 12 U.T.M., pasa de 5 a 4 personas en total (incluyendo 3 representantes del Presidente de la República).

- Se modifican las funciones del Consejo Superior, estableciendo que éste debe ratificar las propuestas de modificación de los estatutos aprobadas por el Consejo Universitario.

- Se establecen funciones y atribuciones del Consejo Universitario, el que deberá, entre otros, elaborar las propuestas de modificación de los estatutos, elaborar el Plan de Desarrollo Institucional a presentar al Consejo Superior para su aprobación, realizar ciertos nombramientos y aprobar reglamentos. Además, los estatutos deberán establecer un quorum mínimo de participación por cada estamento para la elección de los consejeros que corresponda.

- Se establece que las universidades del Estado deberán garantizar el derecho a voto en la elección del Rector, para todos los académicos de la institución con nombramiento vigente y que desempeñen funciones académicas regulares y continuas.

- Se establece que los funcionarios no académicos se regirán por las normas del Estatuto Administrativo y demás disposiciones legales aplicables. Las universidades deberán además, colaborar entre sí para elaborar una política común que rija y promueva la carrera funcionaria de dichos trabajadores.

- Se realizan algunas adecuaciones respecto de las normas de contratación para labores accidentales y no habituales, actividades de académicos extranjeros y comisiones de servicios.

- Se establece un plazo de tres años desde la entrada en vigencia de la ley para  que las universidades propongan al Presidente de la República una modificación de sus respectivos estatutos, adoptando procesos públicos y participativos. Sin perjuicio de lo anterior, las Universidades del Estado cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990, no tendrán esta obligación, en la medida que propongan al Presidente de la República, en este mismo plazo, un mecanismo institucional permanente que asegure la participación y corresponsabilidad del Estado en la aprobación del Plan de Desarrollo Institucional y del presupuesto de la Universidad. Una institución que no cumpla con estas obligaciones dejará de estar habilitada para recibir los recursos del Convenio Marco y Plan de Fortalecimiento de las Universidades Estatales, creados por esta ley, hasta que subsane esta situación.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones sólo tienen impacto en el gasto fiscal en lo referido al costo de las dietas de consejeros en el Consejo Superior de las Universidades Estatales. De esta manera, el Informe Financiero N°81 de 17 de julio de 2017 establecía un gasto anual de $555.930 miles por este concepto, los cuales disminuyen a $443.770 miles, cifras expresadas en pesos del año 2017. Se contempla este costo desde el cuarto año después de la publicación de la ley, bajo el supuesto que todas las universidades optan por modificar sus estatutos.”.

- El tercer informe financiero, que acompañó otras indicaciones formuladas por el Ejecutivo, fue emitido el día 11 de octubre de 2017, y señala lo que sigue:

“I. Antecedentes 

Mediante las presentes indicaciones (N° 168-365) se modifican normas contenidas en el Proyecto de Ley Sobre Universidades del Estado, de las cuales cabe destacar:

- Se precisa que los estatutos de las universidades estatales podrán establecer un ámbito territorial preferente de su quehacer institucional, en razón a su domicilio y misión, así como formas de vinculación preferente y pertinente con la región en que tienen su domicilio o desarrollen sus actividades.

- Se agrega un nuevo párrafo sobre calidad y acreditación institucional, en que se determina que las universidades deberán establecer una unidad responsable de la coordinación e implementación de los procesos de gestión, evaluación y aseguramiento de la calidad, así como de los procesos de acreditación de la institución y de sus respectivas carreras y programas académicos, según lo establezcan sus estatutos.

- Se establece además que en caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a 4 años, el Ministerio de Educación podrá designar otra universidad del Estado, acreditada por al menos 5 años, que proponga el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, para que se desempeñe como institución tutora. Esta institución deberá presentar al Ministerio un plan de tutoría, de carácter vinculante, cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo Convenio Marco. El régimen y el plan de tutoría cesarán cuando la universidad tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos 4 años.

- Se incorporan instancias para que el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado pueda asesorar al Ministerio en materias de crecimiento de oferta académica de las universidades estatales, en el diseño de proyectos conjuntos entre el Estado y sus universidades, y en la conformación de redes de cooperación en áreas de interés común. Se establece además que este Consejo estará integrado por 5 rectores, de los cuales al menos 3 deben ser de instituciones cuya casa central esté ubicada fuera de la Región Metropolitana.

- Se precisa que la propuesta de modificación de estatutos que presenten las universidades estatales, en conformidad a las normas transitorias, deberá realizarse a través de los órganos competentes para estos efectos.

- Se establece que, mientras esté pendiente el plazo máximo para que las universidades de O’Higgins y Aysén se acrediten, establecido en la Ley N° 20.842 que las crea, no les será exigible el requisito de acreditación institucional y de carreras para efectos de acceder a fondos otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía. Esta eximición rige también para que sus estudiantes accedan a recursos públicos.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N° 115 del 11 de septiembre de 2017.”.

- El cuarto informe financiero, de 21 de noviembre de 2017, que se acompañó a otras indicaciones del Ejecutivo, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N°265-365) se ajustan ciertas normas contenidas en el Proyecto de Ley sobre Universidades Estatales, de las cuales cabe destacar:

- Se repone la redacción original sobre definición y naturaleza jurídica de las universidades estatales, eliminando su carácter gratuito, introducido por indicación parlamentaria.

- Se elimina la disposición que exime a las universidades estatales de la limitación de matrícula, introducida por indicación parlamentaria.

- Se repone la composición de los integrantes el Consejo Superior de las Universidades; exención de tributos; otras fuentes de financiamiento de las universidades; objetivo y vigencia del Plan de Fortalecimiento; política de propiedad intelectual e industrial y sanción por no cumplimiento de las normas relacionadas con la adecuación de estatutos.

- Se establece que las Universidades del Estado estarán adscritas a la política de acceso gratuito a la educación superior, de conformidad a la normativa educacional vigente o a la Ley de Presupuestos del Sector Público, según corresponda.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, las presentes indicaciones no significan un mayor gasto fiscal respecto del establecido en el Informe Financiero N°115 del 11 de septiembre de 2017.”.

- El quinto informe financiero, de 8 de enero de 2018, que se acompañó a otras indicaciones del Ejecutivo, señala lo siguiente:

“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (N° 360-365) se modifican normas contenidas en el Proyecto de Ley Sobre Universidades del Estado, de las cuales cabe destacar:

- Se repone la composición de los integrantes del Consejo Superior de cada universidad estatal que son externos a ésta, estableciendo que serán tres representantes del Presidente de la República y un egresado de la institución, de reconocida experiencia. Se establece que estos cuatro integrantes tendrán derecho a una dieta de 8 U.T.M. por sesión, con un tope mensual máximo de 32 U.T.M.

- El proyecto establece que, en caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a 4 años, el Ministerio de Educación designará otra universidad del Estado, acreditada por al menos 5 años, que proponga el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, para que se desempeñe como institución tutora. Esta institución deberá presentar al Ministerio un plan de tutoría, de carácter vinculante, cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo Aporte Institucional Universidades Estatales. El régimen y el plan de tutoría cesarán cuando la universidad tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos 4 años. Las presentes indicaciones establecen que dicho plan de tutoría durará como máximo 6 años y, mientras rija, las universidades tutoradas recibirán un apoyo financiero, también con cargo al Aporte Institucional, destinado a garantizar la prestación regular y continua de sus actividades docentes de pregrado, en especial los requeridos para otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes que cumplan los requisitos para ello.

- Las presentes indicaciones precisan que, en el marco de la colaboración de las universidades estatales con los órganos del Estado y de la preservación de su calidad académica, el Ministerio de Educación podrá solicitarles que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. Estos planes no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política gratuidad, siempre que tengan aprobación previa de los Ministerios de Educación y Hacienda.

- El proyecto crea un instrumento de financiamiento de Universidades del Estado llamado “Apoyo Institucional Universidades Estatales”, cuyos montos serán establecidos en la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, y los que no podrán ser inferiores a los establecidos en la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” de la Ley de Presupuestos del año 2016.

- Asimismo, se establece un Plan de Fortalecimiento que se implementará para las Universidades del Estado, por el lapso de diez años, contado desde el año siguiente a la entrada en vigencia de la ley. Los recursos totales destinados al plan ascenderán a $300.000.000 miles, que se dividirán en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento Universidades Estatales” establecida en la Ley de Presupuestos del año 2017. Con todo, dentro de los primeros 5 años de vigencia del Plan, se deberán destinar al menos $150.000.000 miles.

- Este plan de fortalecimiento, que será evaluado cada 5 años por un panel de expertos internacionales, considerará iniciativas y proyectos que contemplen el trabajo en conjunto o en red de las Universidades del Estado, así como iniciativas y proyectos individuales de cada institución, en áreas tales como desarrollo institucional; fortalecimiento de la gestión institucional; crecimiento de oferta académica o matrícula; fortalecimiento de la calidad académica y formación profesional; fortalecimiento de la investigación e incidencia en las políticas públicas; y vinculación con el medio.

- Las indicaciones establecen que el Consejo de Coordinación de las Universidades del Estado estará integrado por los rectores de las Universidades del Estado y autoridades de Gobierno vinculadas a los sectores de educación, ciencia y tecnología, cultura y desarrollo productivo. El Consejo funcionará a través de comités internos -integrados al menos por 5 rectores y dos autoridades de Gobierno- uno de los cuales estará a cargo de la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos que se financien en virtud del Plan de Fortalecimiento de Universidades Estatales.

- El proyecto establece un plazo de tres años para que las universidades entreguen una propuesta de adecuación de sus estatutos o de un mecanismo institucional que asegure la corresponsabilidad del Estado en la aprobación del Plan de Desarrollo Institucional y del presupuesto de la Universidad, según corresponda. Las presentes indicaciones establecen que si una universidad incumpliera con estas obligaciones, al vencimiento del plazo, regirán, por el solo ministerio de la ley, las normas estatutarias relativas a la organización, gobierno, funciones y atribuciones de las Universidades del Estado que establezca un estatuto general que dictará el Presidente de la República, mediante decreto con fuerza de ley, en todo aquello que sean incompatibles con las disposiciones del estatuto de la universidad.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

De acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, el presente proyecto de ley representa los siguientes costos, expresados en pesos del año 2018, y considerando como año 1 el año de la publicación de la ley.

- Dietas de Consejeros en los Consejos Superiores de las universidades estatales:

Se contempla un costo de $1.191.650 miles por año, desde el año 4 en adelante, hasta el régimen, considerando que las 18 universidades adecúan sus estatutos y su gobernanza a lo dispuesto en la presente ley en este plazo.

- Plan de Fortalecimiento:

Se contempla un costo total de $300.000.000 miles, distribuidos desde el año 1 al año 10, considerando $150.000.000 miles en total en los primeros 5 años. Este fondo es de carácter transitorio, por lo que no representa gasto fiscal en régimen.

Dada la gradualidad dispuesta en el proyecto de ley, se muestra a continuación el gasto Fiscal anual:
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”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación de las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional:

Artículo 4

Reemplazar, en el inciso cuarto, la frase: “, de respeto a los pueblos originarios y de solidaridad social, elevando los niveles de comprensión, de conciencia y de responsabilidad en lo que respecta al cuidado de todas las especies, de su entorno o medio ambiente y su interdependencia”, por la siguiente: “y de solidaridad social, respetuosa de los pueblos originarios y del medio ambiente”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 23).

- - -

Incorporar los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:

“Las universidades del Estado deberán promover que sus estudiantes tengan una vinculación necesaria con los requerimientos y desafíos del país y sus regiones durante su formación profesional.
En las regiones donde existen pueblos originarios, las universidades del Estado deberán incluir en su misión el reconocimiento, promoción e incorporación de la cosmovisión de los mismos.”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 24 y 25).
- - -

Artículo 5





En el inciso primero, intercalar, entre las expresiones “la laicidad,” y “la libertad”, la frase “esto es, el respeto de toda expresión religiosa,”; y entre las expresiones “la equidad,” y “la cooperación”, las voces “la solidaridad,”. (Mayoría de votos 8 a favor x 2 en contra, indicación número 26. Unanimidad 10x0, indicación número 27). 

- - -

Incorporar, en el Párrafo 2° del Título I, el siguiente artículo 6, nuevo:

“Artículo 6.- Perfil de los profesionales y técnicos. Las universidades del Estado deberán propender a que sus graduados, profesionales y técnicos dispongan de capacidad de análisis crítico y valores éticos.

Asimismo, deberán fomentar en sus estudiantes el conocimiento y la comprensión empírica de la realidad chilena, sus carencias y necesidades, buscando estimular un compromiso con el país y su desarrollo, a través de la generación de respuestas innovadoras y multidisciplinarias a estas problemáticas.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 30).

- - - 

Artículo 6  


Pasó a ser artículo 7, sin enmiendas.

Artículo 7


Pasó a ser artículo 8, con una enmienda consistente en reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “planes de desarrollo institucional” por “Planes de Desarrollo Institucional.”. (Adecuación formal).

Artículo 8


Pasó a ser artículo 9, sin enmiendas.

- - -


Intercalar el siguiente artículo 10, nuevo:

“Artículo 10.- Diversidad de proyectos. El Estado promoverá que sus universidades elaboren y desarrollen, en el marco de los fines y objetivos generales, proyectos educativos diversos, de acuerdo a los requerimientos y necesidades de los distintos territorios y realidades del país.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 42).

- - -

Artículo 9

Pasó a ser artículo 11, con enmiendas consistentes en suprimir la palabra “abierto” e intercalar, entre las expresiones “social,” y “científico” las siguientes locuciones: “económico, deportivo, artístico, tecnológico,”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 43 y 44).
Artículo 10

Pasó a ser artículo 12, con una enmienda consistente en intercalar en el inciso tercero, entre las palabras “académicas” y “necesarias”, las voces “y administrativas”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 45).

Artículo 11


Pasó a ser artículo 13, con una enmienda consistente en agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los estatutos de cada universidad podrán establecer una denominación distinta para el máximo órgano colegiado.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 48).

Artículo 12


Pasó a ser artículo 14, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

- Reemplazar el literal a) por el siguiente:

“a) Tres representantes nombrados por el Presidente de la República, quienes serán titulados o licenciados de reconocida experiencia en actividades académicas o directivas.”. (Mayoría de votos 7 a favor x 3 abstenciones. Indicaciones número 49, 50 y 51).

- Reemplazar el literal c) por el siguiente:

“c) Un titulado o licenciado de la institución de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la universidad tiene su domicilio, nombrado por el Consejo Universitario a partir de una terna propuesta por el Gobierno Regional.”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 55, 56 y 57).


- Sustituir, en el literal d), la expresión “artículo 18” por “artículo 21”. (Adecuación formal).

Inciso quinto

Eliminar las palabras “o consejeras”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 64).

Inciso sexto


Sustituir, en la oración final, la expresión “artículo 13” por “artículo 16”. (Adecuación formal).

- - -


Consultar el siguiente inciso final, nuevo:

“Los integrantes del Consejo Superior señalados en el literal b) contarán, cuando les sea aplicable, con fuero hasta seis meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones de consejeros.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 67).

- - -


Incorporar el siguiente artículo 15, nuevo:

“Artículo 15.- Dieta de consejeros que no pertenezcan a la universidad. Los integrantes señalados en los literales a) y c) del artículo 14 percibirán como única retribución la suma de ocho unidades tributarias mensuales por su asistencia a cada sesión del Consejo Superior, con un tope mensual máximo de treinta y dos unidades tributarias mensuales, independientemente del número de sesiones a las que asistan en el mes respectivo. Esta retribución tendrá el carácter de honorarios para todos los efectos legales.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 68).

- - -

Artículo 13


Pasó a ser artículo 16, sin enmiendas.

Artículo 14


Pasó a ser artículo 17, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar, en el literal a), las palabras “Ratificar” y “aprobadas” por “Aprobar” y “elaboradas”, respectivamente. (Mayoría de votos 8 a favor x 2 en contra. Indicación número 69).


- Reemplazar, en el literal b), la expresión “plan de desarrollo institucional” por “Plan de Desarrollo Institucional”. (Adecuación formal).


- Intercalar en el literal i), entre la locución “universidad” y el punto final (“.”), lo siguiente: “y lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 71).

Artículo 15


Pasó a ser artículo 18, con una enmienda consistente en sustituir, en el inciso segundo, la expresión “artículo 14” por “artículo 17”. (Adecuación formal).

Artículo 16

Pasó a ser artículo 19, sin enmiendas.

Artículo 17

Pasó a ser artículo 20, con una enmienda consistente en incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“El rector deberá realizar, al menos una vez al año, una cuenta pública detallando la situación financiera y administrativa de la universidad, los avances en el cumplimiento del Plan de Desarrollo Institucional y los logros obtenidos en cada una de las áreas sujetas al proceso de acreditación a que se refiere la ley N° 20.129.”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 74).

Artículo 18


Pasó a ser artículo 21, con una enmienda consistente en intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los  actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“El Tribunal Electoral Regional respectivo conocerá de las reclamaciones que se interpongan con motivo de la elección de Rector, las que deberán ser formuladas por a lo menos diez académicos con derecho a voto, dentro de los diez días hábiles siguientes al acto electoral. Contra la sentencia del Tribunal Electoral Regional procederá el recurso de apelación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el que deberá interponerse directamente dentro de cinco días hábiles contados de la respectiva notificación. Contra la sentencia del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 77).

Artículo 19


Pasó a ser artículo 22, con el siguiente texto:

“Artículo 22.- Causales de remoción del rector. Los estatutos de cada universidad definirán las causales de remoción del cargo de rector. Dichas causales deberán considerar, al menos:

a) Las faltas graves a la probidad.

b) El notable abandono de deberes.

c) El haber incurrido en comportamientos que afecten gravemente el prestigio de la universidad.

d) El resguardo a lo señalado en el artículo 2 de la presente ley y de los principios del sistema de educación superior nacional.

e) Los resultados de los procesos de acreditación.

f) Los estados financieros de la institución.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 79).

Artículo 20


Pasó a ser artículo 23, con una enmienda consistente en sustituir el inciso segundo por el siguiente: "Este órgano podrá recibir una denominación distinta en los estatutos de cada universidad.". (Adecuación formal).

Artículo 21


Pasó a ser artículo 24, con una enmienda consistente en intercalar, en la primera oración del inciso primero, entre las voces “estudiantes” y “con derecho a voto”, lo siguiente: “, todos ellos”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 22


Pasó a ser artículo 25, con las siguientes  enmiendas:


- Sustituir, en la primera oración del literal a), las voces “aprobar” y “ratificación” por “definir” y “aprobación”, respectivamente. (Unanimidad 10x0. Indicación número 82). 


- Reemplazar, en el literal b), la expresión “plan de desarrollo institucional” por “Plan de Desarrollo Institucional”. (Adecuación formal).

- Reemplazar el literal d) por el siguiente:

“d) Nombrar al titulado o licenciado de la institución que debe integrar el Consejo Superior, a partir de una terna propuesta por el respectivo Gobierno Regional.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 84).
Artículo 23


Pasó a ser artículo 26, sin enmiendas.
Artículo 24

Pasó a ser artículo 27, con una enmienda consistente en suprimir la frase: “, que no estén afectos al trámite de toma de razón”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 91).
Artículo 25

Pasó a ser artículo 28, con una enmienda consistente en agregar el siguiente inciso final: 

“El contralor universitario será nombrado por el Consejo Superior a partir de una terna elaborada mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, con el propósito de garantizar la idoneidad de los candidatos y la imparcialidad del proceso de selección.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 93).
Artículos 26 y 27


Pasaron a ser artículos 29 y 30, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 28


Pasó a ser artículo 31, con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “planes de desarrollo institucional” por “Planes de Desarrollo Institucional”. (Adecuación formal).

Artículo 29


Pasó a ser artículo 32, sin enmiendas.

Artículo 30


Pasó a ser artículo 33, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir, en el inciso segundo, la expresión “artículo 49” por “artículo 53”. (Adecuación formal).

- Reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “convenio marco” por “Aporte Institucional Universidades Estatales”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 96).

- Incorporar en el inciso quinto, a continuación del punto final (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración final: “Este plan durará como máximo seis años.”.

- Agregar los siguientes incisos sexto y séptimo, nuevos:

“Si transcurrido el plazo máximo señalado en el inciso anterior la universidad tutorada no obtuviere una acreditación institucional de a lo menos cuatro años, el Ministerio de Educación nombrará directamente un administrador provisional con las facultades establecidas en los artículos 13, 17 y 18 de la ley Nº 20.800, quien se desempeñará en sus funciones hasta que entre en vigencia la ley referida en el inciso siguiente.

Dentro del plazo de seis meses contados desde la designación del administrador provisional, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que defina el destino de la respectiva institución, pudiendo considerar, entre otras medidas, su reorganización interna o formas de administración especial dirigidas a recuperar su calidad académica y a garantizar la continuidad de los estudios de sus alumnos. De ser necesario, dicho proyecto de ley podrá contemplar la reestructuración de la institución, el término de sus actividades o un procedimiento mediante el cual pueda ser fusionada o absorbida por otra universidad del Estado.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 98).
- - -





Consultar el siguiente artículo 34, nuevo, en el Párrafo 2° del Título II:

“Artículo 34.- Continuidad del servicio público educacional. Las universidades del Estado que se sometan al plan de tutoría señalado en el artículo precedente, recibirán un apoyo financiero destinado a garantizar la prestación regular y continua de las actividades de docencia de pregrado de la institución, en especial los recursos que se requieran para otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes que cumplan los requisitos para beneficiarse de la política de acceso gratuito a la educación superior.

Dichos recursos estarán contemplados en el Aporte Institucional Universidades Estatales de la universidad tutorada, mientras dure el régimen de tutoría.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 101).

- - -

Artículo 31


Pasó a ser artículo 35, con una enmienda consistente en intercalar el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En cumplimiento de lo anterior, las universidades del Estado deberán llevar contabilidad completa de sus ingresos y gastos, conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, siguiendo las orientaciones de la Contraloría General de la República.”. (Mayoría de votos 7 a favor x 1 en contra. Indicación número 102).

Artículos 32, 33 y 34


Pasaron a ser artículos 36, 37 y 38, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 35

Pasó a ser artículo 39, con una enmienda consistente en intercalar, en el literal f) del inciso segundo, entre la voz “patrimonios” y el punto aparte (”.”), lo siguiente: “, de acuerdo a los límites que establece la ley”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 110).
Artículo 36

Pasó a ser artículo 40, con una enmienda consistente en incorporar la siguiente oración final: “Lo anterior, sin perjuicio de determinarse previamente las sumas afectas a impuestos que resulten exentas.”. (Mayoría de votos 7 a favor x 3 en contra. Indicación número 111).

Artículo 37


Pasó a ser artículo 41, sustituido por el siguiente:

“Artículo 41.- Control y fiscalización de la Contraloría General de la República. Las instituciones de educación superior del Estado serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su Ley Orgánica Constitucional. 

Con todo, quedarán exentas del trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:

a) Contrataciones, modificaciones y terminaciones de contratos del personal a honorarios académico y no académico. 

b) Designaciones a contrata por plazos no superiores a seis meses. 

c) Nombramientos y ceses en calidad de suplente.

d) Designaciones en consejos internos de la institución, efectuados por las autoridades universitarias.

e) Contrataciones bajo el Código del Trabajo cuya remuneración mensual bruta no supere las 35 unidades tributarias mensuales.

f) Sobreseimientos, absoluciones y aplicación de medidas disciplinarias no expulsivas, con excepción de aquellas dispuestas en procedimientos disciplinarios instruidos u ordenados instruir por la Contraloría General de la República, o cuya instrucción haya sido confirmada en un informe de auditoría emitido por esta. 

g) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

h) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

i) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

j) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

k) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

l) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

m) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

n) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

o) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

p) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

q) Las operaciones de endeudamiento o créditos por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales, siempre que no comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 118).
Artículo 38


Pasó a ser artículo 42, con una enmienda consistente en suprimir el inciso segundo. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 120 y 121).
Artículo 39

Pasó a ser artículo 43, con una enmienda consistente en incorporar el siguiente inciso final:

“El reglamento, además, establecerá metas y objetivos concretos relacionados con las áreas de docencia, investigación y vinculación con el medio, acorde a los Planes de Desarrollo de las Instituciones; y señalará, asimismo, las políticas de estímulos e incentivos tendientes a fomentar su cumplimiento.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 123).
Artículos 40 y 41


Pasaron a ser artículos 44 y 45, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 42


Pasó a ser artículo 46, con una enmienda consistente en suprimir la palabra “estatales”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 124).
Artículos 43, 44, 45 y 46


Pasaron a ser artículos 47, 48, 49 y 50, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 47

Pasó a ser artículo 51, con una enmienda consistente en reemplazar su inciso segundo por el siguiente: 


“En este marco, el Ministerio de Educación podrá solicitar a una o más universidades del Estado directamente, o al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 53, que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En el diseño y ejecución de los mismos, las universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones. Estos planes no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.”. (Mayoría de votos 6 a favor x 4 en contra. Indicación número 134).

Artículo 48


Pasó a ser artículo 52, con las siguientes enmiendas: 

- Intercalar, en el literal b), a continuación de la palabra “entidades”, las voces “nacionales y”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 136).


- Reemplazar, en el literal f), la expresión “planes de desarrollo institucional” por “Planes de Desarrollo Institucional”. (Adecuación formal).


- Sustituir, en el literal h), la expresión “artículo 30” por “artículo 33”. (Adecuación formal).

Artículo 49

Pasó a ser artículo 53, con una enmienda consistente en reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 53.- Del Consejo. Existirá un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante también “el Consejo”), el que tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar los objetivos y proyectos comunes señalados en el párrafo 1° del presente Título, además de la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las universidades del Estado que se financien en virtud del Plan de Fortalecimiento establecido en el párrafo 2º del Título IV de esta ley.”. (Mayoría de votos 6 a favor x 2 en contra x 2 abstenciones. Indicación número 140).

Artículo 50


Pasó a ser artículo 54, con las siguientes enmiendas:

- Reemplazar el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 54.- Integración del Consejo y Secretaría Técnica. El Consejo estará integrado por los rectores de las universidades del Estado, por el Ministro de Educación y por el Ministro de Estado a cargo del sector de Ciencia y Tecnología.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 142).

- Reemplazar la segunda oración del inciso segundo por la siguiente: “Contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en la Subsecretaría del Ministerio de Educación con competencia sobre educación superior, que le prestará respaldo material y técnico a su gestión administrativa, y le facilitará la infraestructura necesaria para desempeñar sus tareas.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 150).
- Intercalar el siguiente inciso tercero, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:

“El Consejo podrá autoconvocarse a requerimiento escrito de dos tercios de sus integrantes.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 151).

- Suprimir el inciso final. (Unanimidad 10x0. Indicación número 154).
- - -

Intercalar, en el Párrafo 2° del Título III, el siguiente artículo 55, nuevo:

“Artículo 55.- Organización del Consejo y comités internos. La organización y las tareas específicas del Consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 53 y siguientes de la presente ley, serán establecidas mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

El Consejo funcionará a través de comités internos. Estos comités estarán integrados por cinco rectores de universidades del Estado y por dos autoridades de Gobierno, una de las cuales será del Ministerio de Educación, según se defina en el decreto señalado en el inciso anterior.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 154).

- - -

Artículo 51


Pasó a ser artículo 56, con las siguientes enmiendas:

- Reemplazar en el inciso primero, las dos veces que aparece, la expresión “Convenio Marco” por “Aporte Institucional”. (Mayoría de votos 6 a favor x 4 abstenciones. Indicación número 155).

- Agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las universidades del Estado sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.”. (Mayoría de votos 6 a favor x 4 en contra. Indicación número 162).


Artículo 52


Pasó a ser artículo 57, con las siguientes enmiendas:

- Sustituir, en el inciso primero, la frase “, los que deberán incorporar criterios de apoyo a universidades del Estado, preferentemente de regiones”, por la siguiente: “para sus universidades, los que deberán incorporar criterios de apoyo especial para las universidades estatales de regiones”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los recursos señalados en el inciso anterior deberán ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia y no discriminación arbitraria.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 168).

- - -





Intercalar, en el Párrafo 2°, los siguientes artículos 58 y 59, nuevos:

“Artículo 58.- Objetivo y vigencia. Con el propósito de apoyar el desarrollo institucional de las universidades del Estado, se implementará un Plan de Fortalecimiento de carácter transitorio, que tendrá una duración de 10 años contados desde el año de entrada en vigencia de la presente ley, destinado a los usos y ejes estratégicos que serán estipulados en los convenios que, para estos efectos, se suscriban entre el Ministerio de Educación y cada una de las universidades referidas. 


La aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos que se financien en virtud del Plan, estará a cargo de un Comité interno del Consejo, integrado por cinco rectores de universidades del Estado, un representante del Ministro de Educación, un representante del Ministro a cargo del sector de Ciencia y Tecnología y un representante de la Dirección de Presupuestos. Dichas iniciativas y proyectos serán propuestas por el Consejo de Coordinación o por una o más instituciones, considerando tanto el trabajo en conjunto o en red de las universidades del Estado como líneas de acción específicas de cada institución. Por su parte, la gestión y administración de los recursos asignados y la rendición de cuentas de los mismos será de responsabilidad de cada universidad.”. (Unanimidad 10x0 con excepción oración final inciso segundo, 8 a favor x 2 en contra. Indicación número 173).


“Artículo 59.- Evaluación internacional. El Plan de Fortalecimiento será evaluado cada 5 años por un panel de expertos internacionales, de acuerdo a los términos de referencia que propongan, de manera conjunta, los Ministerios de Hacienda y de Educación.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 173).

- - -

Artículo 53


Pasó a ser artículo 60, con enmiendas consistentes en reemplazar el guarismo “150.000.000” por “300.000.000” y en agregar la siguiente oración final: “Con todo, dentro de los primeros 5 años de vigencia del Plan se deberán destinar al menos $150.000.000 miles.”. (Mayoría de votos 6 a favor x 2 en contra x 2 abstenciones. Indicaciones números 176 y 181).

- - -


Incorporar el siguiente artículo 61, nuevo:

“Artículo 61.- Aprobación y visación del Comité. Los recursos señalados en el artículo anterior deberán ejecutarse en conformidad a las iniciativas y proyectos que apruebe el Comité a que hace referencia el artículo 58 de la presente ley. 

El Comité será el encargado de evaluar el nivel de cumplimiento de dichas iniciativas y proyectos, y otorgar la visación para que el Ministerio de Educación realice las siguientes transferencias.”. (Mayoría de votos 8 a favor x 2 abstenciones. Indicación número 187).

 - - -

Artículo 54


Pasó a ser artículo 62, reemplazado por el siguiente:

“Artículo 62.- Líneas de acción del Plan. A través del Plan de Fortalecimiento, las universidades del Estado podrán desarrollar, entre otras, las siguientes iniciativas:

1) Desarrollo institucional. Las universidades del Estado podrán actualizar su Plan de Desarrollo Institucional con el fin de concordar sus iniciativas de fortalecimiento con dicho Plan.

2) Fortalecimiento de la gestión institucional. Las universidades del Estado podrán implementar programas de mejoramiento y actualización de los procesos internos de gestión institucional y de recursos humanos, con especial énfasis en la modernización y fortalecimiento de sus respectivas contralorías universitarias.

3) Crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Las universidades del Estado podrán establecer planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Dichos planes deberán obedecer a necesidades estratégicas del país y sus regiones, basarse en indicadores objetivos, considerar mecanismos de equidad e inclusión para el acceso de los nuevos estudiantes y estar contemplados, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional. A su vez, los referidos planes de crecimiento no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.

4) Fortalecimiento de la calidad académica y la formación profesional. Las universidades del Estado podrán diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular. Asimismo, podrán fomentar la incorporación de académicos e investigadores con grado de Doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación.

5) Fortalecimiento de la investigación e incidencia en la elaboración e implementación de políticas públicas. Las universidades del Estado podrán crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el conocimiento o la innovación y aportar en la elaboración de políticas públicas de relevancia estratégica para el país o sus regiones, en materias tales como: desarrollo sustentable, cambio climático, sismología, cuidado y protección de niños y adultos mayores, inclusión y no discriminación, y planificación urbana sostenible. 

6) Vinculación con el medio y el territorio. Las universidades del Estado podrán elaborar programas y acciones de vinculación con el medio que promuevan el desarrollo regional, la interculturalidad, el respeto de los pueblos originarios y el cuidado del medio ambiente. En este marco, dichas universidades podrán promover actividades académicas y formativas destinadas a vincular a los estudiantes con su ámbito profesional en el territorio en que se emplace la respectiva institución.


7) Otras líneas de acción. Sin perjuicio de lo señalado en los numerales precedentes, a través del Plan de Fortalecimiento se podrán destinar recursos para conservar y mejorar la infraestructura de las universidades del Estado, crear o fortalecer planes de apoyo para la permanencia y titulación de estudiantes, y apoyar la obtención de la acreditación institucional de las universidades creadas por la ley Nº 20.842.”. (Mayoría de votos 8 a favor x 2 abstenciones, con excepción del número 3), mayoría de votos 6 a favor x 2 en contra x 2 abstenciones. Indicación número 191).

Artículos 55 y 56


Suprimirlos
(Unanimidad 10x0. Indicación número 194).
Artículo 57


Pasó a ser artículo 63, con una enmienda consistente en intercalar en la segunda oración, entre la locución “Estado” y el punto final (“.”), la siguiente frase: “, debiendo en todo caso respetar los derechos de terceros en virtud de la legislación vigente”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 205).

Artículos 58


Pasó a ser artículo 64, con enmiendas consistentes en agregar, como denominación del artículo, la siguiente: “Relevancia de los planes de desarrollo de la región.”; y en sustituir la expresión “planes de desarrollo institucional” por “Planes de Desarrollo Institucional”. (Adecuación formal).

Artículo 59


Pasó a ser artículo 65, con una enmienda consistente en agregar, como denominación del artículo, la siguiente: “Modificación del Estatuto Administrativo.”. (Adecuación formal).

Artículo 60


Pasó a ser artículo 66, con enmiendas consistentes en agregar, como denominación del artículo, la siguiente: “Modificación de la ley N° 20.800.”; y en sustituir la expresión “Crea” por “crea”. (Adecuación formal).

 Artículo 61


Pasó a ser artículo 67, con una enmienda consistente en agregar, como denominación del artículo, la siguiente: “Mayor gasto fiscal.”. (Adecuación formal).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

- Sustituir, en el inciso segundo, la palabra “título” por “Título”.

- Reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “plan de desarrollo institucional” por “Plan de Desarrollo Institucional”. (Adecuaciones formales).

- Agregar el siguiente inciso final:

“Si una universidad del Estado no cumpliere con las obligaciones establecidas en los incisos anteriores, dentro del plazo máximo allí señalado, al vencimiento del mismo regirán, por el solo ministerio de la ley, las normas estatutarias relativas a la organización, gobierno, funciones y atribuciones de las universidades del Estado establecidas en el estatuto general que, mediante decreto con fuerza de ley, haya dictado el Presidente de la República. Para estos efectos, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, un estatuto general para las universidades del Estado, el cual, vencidos los plazos establecidos en los incisos anteriores, sustituirá íntegramente las normas de los estatutos vigentes de las universidades del Estado en todo aquello que sea incompatible con las disposiciones del estatuto general. El ejercicio de esta facultad deberá respetar estrictamente la misión, principios y normas que se establecen en la presente ley, y en especial, ajustarse a las regulaciones de su Título II.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 225).
Artículo tercero


Sustituir la expresión “artículo 18” por “artículo 21 de la presente ley”. (Adecuación formal).

Artículo quinto


- Sustituir las expresiones “creará” y “universidades” por “regulará” y “Universidades”, respectivamente. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado). 


- Reemplazar la expresión “un año” por “seis meses”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 228).
Artículo sexto


Suprimirlo. (Unanimidad 10x0. Indicación número 229).

Artículo séptimo


Pasó a ser artículo sexto transitorio, sin enmiendas.

Artículo octavo


Pasó a ser artículo séptimo transitorio, con una enmienda consistente en suprimir los incisos segundo y tercero. (Unanimidad 10x0. Indicación número 231).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con las modificaciones introducidas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Párrafo 1°

Definición, autonomía y régimen jurídico de las universidades del Estado

Artículo 1.- Definición y naturaleza jurídica. Las universidades del Estado son instituciones de Educación Superior de carácter estatal, creadas por ley para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión, vinculación con el medio y el territorio, con la finalidad de contribuir al fortalecimiento de la democracia, al desarrollo sustentable e integral del país y al progreso de la sociedad en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura.

Estas instituciones universitarias son organismos autónomos, dotados de personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio, que forman parte de la Administración del Estado y se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Tendrán su domicilio en la región que señalen sus estatutos.

Para el cumplimiento de sus funciones, las universidades del Estado deben orientar su quehacer institucional de conformidad a la misión, principios y normas establecidas en la presente ley y en sus respectivos estatutos.

Los estatutos de cada universidad podrán establecer un ámbito territorial preferente de su quehacer institucional, en razón de su domicilio principal y la misión específica de estas instituciones.

Artículo 2.- Autonomía universitaria. Las universidades del Estado gozan de autonomía académica, administrativa y económica.

La autonomía académica confiere a las universidades del Estado la potestad para organizar y desarrollar por sí mismas sus planes y programas de estudio y sus líneas de investigación. En las instituciones universitarias estatales dicha autonomía se funda en el principio de libertad académica, el cual comprende las libertades de cátedra, de investigación y de estudio.

La autonomía administrativa faculta a las universidades del Estado para estructurar su régimen de gobierno y de funcionamiento interno de conformidad a sus estatutos y reglamentos universitarios, teniendo como única limitación las disposiciones de esta ley y las demás normas legales que les resulten aplicables. En el marco de esta autonomía, las universidades del Estado pueden, especialmente, elegir a su máxima autoridad unipersonal y conformar sus órganos colegiados de representación.

La autonomía económica autoriza a las universidades del Estado a disponer y administrar sus recursos y bienes para el cumplimiento de su misión y de sus funciones, sin la intervención de autoridades u órganos públicos ajenos a la universidad. Con todo, el ejercicio de esta autonomía no exime a las universidades del Estado de la aplicación de las normas legales que las rijan en la materia.

Artículo 3.- Régimen jurídico especial. En virtud de la naturaleza de sus funciones y de su autonomía académica, administrativa y económica, las universidades del Estado no estarán regidas por las normas del párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, salvo lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de dicho cuerpo legal.

Párrafo 2°

Misión y principios de las universidades del Estado

Artículo 4.- Misión. Las universidades del Estado tienen como misión cultivar, generar, desarrollar y transmitir el saber superior en las diversas áreas del conocimiento y dominios de la cultura, por medio de la investigación, la creación, la innovación y de las demás funciones de estas instituciones.

Como rasgo propio y distintivo de su misión, dichas instituciones deben contribuir a satisfacer las necesidades e intereses generales de la sociedad, colaborando, como parte integrante del Estado, en todas aquellas políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, con una perspectiva intercultural.

En el marco de lo señalado en el inciso anterior, los estatutos de las universidades del Estado podrán establecer una vinculación preferente y pertinente con la región en que tienen su domicilio o en que desarrollen sus actividades.

Asimismo, como elemento constitutivo e ineludible de su misión, las universidades del Estado deben asumir con vocación de excelencia la formación de personas con espíritu crítico y reflexivo, que promuevan el diálogo racional y la tolerancia, y que contribuyan a forjar una ciudadanía inspirada en valores éticos, democráticos, cívicos y de solidaridad social, respetuosa de los pueblos originarios y del medio ambiente.

Las universidades del Estado deberán promover que sus estudiantes tengan una vinculación necesaria con los requerimientos y desafíos del país y sus regiones durante su formación profesional.

En las regiones donde existen pueblos originarios, las universidades del Estado deberán incluir en su misión el reconocimiento, promoción e incorporación de la cosmovisión de los mismos.
Artículo 5.- Principios. Los principios que guían el quehacer de las universidades del Estado y que fundamentan el cumplimiento de su misión y de sus funciones son el pluralismo, la laicidad,  esto es, el respeto de toda expresión religiosa, la libertad de pensamiento y de expresión; la libertad de cátedra, de investigación y de estudio; la participación, la no discriminación, la equidad de género, el respeto, la tolerancia, la valoración y el fomento del mérito, la inclusión, la equidad, la solidaridad, la cooperación, la pertinencia, la transparencia y el acceso al conocimiento.

Los principios antes señalados deben ser respetados, fomentados y garantizados por las universidades del Estado en el ejercicio de sus funciones, y son vinculantes para todos los integrantes y órganos de sus comunidades, sin excepción.

Artículo 6.- Perfil de los profesionales y técnicos. Las universidades del Estado deberán propender a que sus graduados, profesionales y técnicos dispongan de capacidad de análisis crítico y valores éticos.

Asimismo, deberán fomentar en sus estudiantes el conocimiento y la comprensión empírica de la realidad chilena, sus carencias y necesidades, buscando estimular un compromiso con el país y su desarrollo, a través de la generación de respuestas innovadoras y multidisciplinarias a estas problemáticas.

Párrafo 3°

Rol del Estado

Artículo 7.- Derecho a la educación superior. El Estado reconoce el derecho a la educación superior en conformidad a lo dispuesto en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Para estos efectos, el Estado debe adoptar las medidas necesarias para proveer el ejercicio de este derecho a través de sus instituciones de educación superior, las que deberán garantizar sistemas de acceso sobre la base de criterios objetivos fundados en la capacidad y el mérito de los estudiantes, sin importar su situación socioeconómica, y fomentar mecanismos de ingreso especiales de acuerdo a los principios de equidad e inclusión.

Artículo 8.- Provisión de educación superior de excelencia. El Estado debe fomentar la excelencia de todas sus universidades, promoviendo su calidad, la equidad territorial y la pertinencia de las actividades docentes, académicas y de investigación, de acuerdo con las necesidades e intereses del país, a nivel nacional y regional.

El aumento de matrícula de las universidades del Estado deberá velar por el desarrollo de áreas pertinentes y estratégicas para el país y la región en la que se emplace la universidad, de acuerdo a sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.

Lo establecido en los incisos anteriores es sin perjuicio de la obligación del Estado de velar por la calidad y el correcto funcionamiento del sistema de educación superior en su conjunto.

Artículo 9.- Visión sistémica. El Estado debe promover una visión y acción sistémica, coordinada y articulada en el quehacer de sus instituciones de educación superior, a fin de facilitar la colaboración permanente de estas instituciones en el diseño e implementación de políticas públicas y proyectos de interés general, de acuerdo a los requerimientos del país y de sus regiones, con una perspectiva estratégica y de largo plazo.

Artículo 10.- Diversidad de proyectos. El Estado promoverá que sus universidades elaboren y desarrollen, en el marco de los fines y objetivos generales, proyectos educativos diversos, de acuerdo a los requerimientos y necesidades de los distintos territorios y realidades del país.
Artículo 11.- Acceso al conocimiento. El Estado debe promover el acceso al conocimiento que se genera en el interior de sus instituciones con el objeto de contribuir al desarrollo social, económico, deportivo, artístico, tecnológico, científico y cultural del país.

TÍTULO II

Normas comunes a las universidades del Estado

Párrafo 1°

Del gobierno universitario

Artículo 12.- Órganos superiores. El gobierno de las universidades del Estado será ejercido a través de los siguientes órganos superiores: Consejo Superior, Rector y Consejo Universitario. A su vez, la responsabilidad del control y de la fiscalización interna estará a cargo de la Contraloría Universitaria.

Las universidades del Estado deberán constituir los referidos órganos superiores y de control en sus estructuras de gobierno; sin perjuicio de las demás autoridades unipersonales y colegiadas de la universidad, y de las respectivas unidades académicas, que puedan establecer en sus estatutos.

Asimismo, en virtud de su autonomía administrativa, las universidades del Estado podrán establecer en su organización interna facultades, escuelas, institutos, centros de estudios, departamentos y otras unidades académicas y administrativas necesarias para el cumplimiento de sus funciones. Los estatutos de cada universidad deberán señalar las autoridades facultadas para ejercer dicha potestad organizadora en los niveles correspondientes.

Artículo 13.- Consejo Superior. El Consejo Superior es el máximo órgano colegiado de la universidad. Le corresponde definir la política general de desarrollo y las decisiones estratégicas de la institución, velando por su cumplimiento, de conformidad a la misión, principios y funciones de la universidad.

Los estatutos de cada universidad podrán establecer una denominación distinta para el máximo órgano colegiado.

Artículo 14.- Integrantes del Consejo Superior. El Consejo Superior estará integrado por los siguientes miembros:

a) Tres representantes nombrados por el Presidente de la República, quienes serán titulados o licenciados de reconocida experiencia en actividades académicas o directivas.

b) Cuatro miembros de la universidad nombrados por el Consejo Universitario de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución. De ellos, dos deben ser académicos investidos con las dos más altas jerarquías, y los dos restantes deben corresponder a un funcionario no académico y a un estudiante, respectivamente, de acuerdo a los requisitos que señalen los estatutos de cada universidad.

c) Un titulado o licenciado de la institución de destacada trayectoria y de un reconocido vínculo profesional con la región en que la universidad tiene su domicilio, nombrado por el Consejo Universitario a partir de una terna propuesta por el Gobierno Regional.
d) El rector, elegido de conformidad a lo señalado en el artículo 21.

Los consejeros señalados en los literales a) y c) durarán cuatro años en sus cargos. Por su parte, los consejeros individualizados en la letra b) durarán dos años en sus funciones. En ambos casos, los citados consejeros podrán ser designados por un período consecutivo por una sola vez.

Los consejeros precisados en los literales a) y c) no deberán desempeñar cargos o funciones en la universidad al momento de su designación en el Consejo Superior. Los representantes indicados en la letra b) no podrán ser miembros del Consejo Universitario una vez que asuman sus funciones en el Consejo Superior, siendo incompatibles ambos cargos.

La coordinación de la oportuna designación y renovación de las vacantes, y la supervisión del ejercicio de las funciones de los representantes del Presidente de la República señalados en la letra a), estarán a cargo del Ministerio de Educación. A su vez, la remoción de estos representantes por parte del Presidente de la República deberá ser por motivos fundados.

El Consejo Superior se renovará por parcialidades, de acuerdo a las normas internas que establezcan las respectivas universidades. En ningún caso los consejeros podrán ser reemplazados en su totalidad.

La inasistencia injustificada de los consejeros señalados en los literales a), b) y c), a tres o más sesiones del Consejo Superior, durante el año académico, será causal de cesación de sus cargos de consejeros. Las demás causales, así como el régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los consejeros indicados en los literales b) y c), serán reguladas por los estatutos de cada universidad. En el caso de los consejeros señalados en el literal a), su régimen de inhabilidades e incompatibilidades se regirá por lo dispuesto en el artículo 16.

El Consejo Superior será presidido por uno de los consejeros indicados en los literales a) o c), el que deberá ser elegido por los miembros del Consejo. Su mandato durará dos años sin posibilidad de reelección para un nuevo período consecutivo.

Los integrantes del Consejo Superior señalados en el literal b) contarán, cuando les sea aplicable, con fuero hasta seis meses después de haber cesado en el ejercicio de sus funciones de consejeros.

Artículo 15.- Dieta de consejeros que no pertenezcan a la universidad. Los integrantes señalados en los literales a) y c) del artículo 14 percibirán como única retribución la suma de ocho unidades tributarias mensuales por su asistencia a cada sesión del Consejo Superior, con un tope mensual máximo de treinta y dos unidades tributarias mensuales, independientemente del número de sesiones a las que asistan en el mes respectivo. Esta retribución tendrá el carácter de honorarios para todos los efectos legales.

Artículo 16.- Calidad jurídica de consejeros que no pertenezcan a la universidad. Los miembros del Consejo Superior que no tengan la calidad de funcionario público tendrán el carácter de agente público.

En virtud de lo anterior, les serán aplicables las normas establecidas en el título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y los párrafos 1° y 5° del título III y el título V del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan.

Artículo 17.- Funciones del Consejo Superior. El Consejo Superior tendrá, a lo menos, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Aprobar las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad, elaboradas por el Consejo Universitario, que deba presentar al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal.

b) Aprobar, a proposición del Consejo Universitario, el Plan de Desarrollo Institucional de la universidad, así como sus modificaciones, y verificar periódicamente su estado de avance y cumplimiento.

c) Aprobar las políticas financieras y la contratación de empréstitos señalados en las pautas anuales de endeudamiento.

d) Aprobar el presupuesto y sus modificaciones, debiendo pronunciarse, a lo menos, semestralmente sobre su ejecución.

e) Conocer las cuentas periódicas del rector y pronunciarse respecto de ellas de forma trimestral.

f) Autorizar la enajenación o el gravamen de activos de la universidad cuando correspondan a bienes inmuebles o a bienes que hayan sido previamente declarados de especial interés institucional, en conformidad con los procedimientos que defina cada institución en sus estatutos.

g) Ordenar la ejecución de auditorías internas.

h) Nombrar al contralor universitario y aprobar su remoción, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad.

i) Proponer al Presidente de la República la remoción del rector, de acuerdo a las causales señaladas en los estatutos de la universidad y lo dispuesto en el artículo 22 de la presente ley.

j) Ejercer las demás funciones y atribuciones que señalen los estatutos y que digan relación con las políticas generales de desarrollo de la universidad.

Artículo 18.- Normas sobre quórum de sesiones y de aprobación de materias del Consejo Superior. El Consejo Superior deberá sesionar con la asistencia de, a lo menos, seis de sus miembros. Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto del presidente del Consejo.

Sin embargo, para la aprobación de las materias señaladas en los literales a), b), c), f), h) e i) del artículo 17, se requerirá el voto conforme de dos tercios de sus miembros en ejercicio. En el caso del literal i), dicho acuerdo se adoptará excluyendo de la votación al afectado. A su vez, el rector no tendrá derecho a voto respecto de las materias señaladas en los literales b), d) y h) del artículo anterior.

Artículo 19.- Funcionamiento interno del Consejo Superior. Las universidades del Estado definirán a través de reglamentos, y previo acuerdo del Consejo Superior, las normas sobre el funcionamiento interno de este consejo, en todo aquello que no esté previsto en la presente ley.

Artículo 20.- Rector. El rector es la máxima autoridad unipersonal de la universidad y su representante legal, estando a su cargo la representación judicial y extrajudicial de la institución.

Tiene la calidad de jefe superior del servicio, pero no estará sujeto a la libre designación y remoción del Presidente de la República. Le corresponde dirigir, organizar y administrar la universidad; supervisar el cumplimiento de sus actividades académicas, administrativas y financieras; dictar los reglamentos, decretos y resoluciones de la institución de conformidad a sus estatutos; ejercer la potestad disciplinaria respecto de los miembros de la universidad; responder de su gestión y desempeñar las demás funciones que la ley o los estatutos le asignen.

Los estatutos de cada universidad definirán las atribuciones específicas del rector en el marco de las responsabilidades y funciones señaladas en los incisos precedentes. De la misma forma, los estatutos deberán establecer las causales de remoción que le sean aplicables e indicarán las normas para su subrogación.

El rector deberá realizar, al menos una vez al año, una cuenta pública detallando la situación financiera y administrativa de la universidad, los avances en el cumplimiento del Plan de Desarrollo Institucional y los logros obtenidos en cada una de las áreas sujetas al proceso de acreditación a que se refiere la ley N° 20.129.
Artículo 21.- Elección del rector. El rector se elegirá de conformidad al procedimiento establecido en la ley N° 19.305. No obstante, las universidades del Estado deberán garantizar que en esta elección tengan derecho a voto todos los académicos con nombramiento o contratación vigente y que desempeñen actividades académicas de forma regular y continua en las respectivas instituciones.

El Tribunal Electoral Regional respectivo conocerá de las reclamaciones que se interpongan con motivo de la elección de Rector, las que deberán ser formuladas por a lo menos diez académicos con derecho a voto, dentro de los diez días hábiles siguientes al acto electoral. Contra la sentencia del Tribunal Electoral Regional procederá el recurso de apelación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, el que deberá interponerse directamente dentro de cinco días hábiles contados de la respectiva notificación. Contra la sentencia del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno.
El rector durará cuatro años en su cargo, pudiendo ser reelegido, por una sola vez, para el período inmediatamente siguiente.

Una vez electo, será nombrado por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.

Artículo 22.- Causales de remoción del rector. Los estatutos de cada universidad definirán las causales de remoción del cargo de rector. Dichas causales deberán considerar, al menos:

a) Las faltas graves a la probidad.

 b) El notable abandono de deberes.

c) El haber incurrido en comportamientos que afecten gravemente el prestigio de la universidad.

d) El resguardo a lo señalado en el artículo 2 de la presente ley y de los principios del sistema de educación superior nacional.

e) Los resultados de los procesos de acreditación.

f) Los estados financieros de la institución.

Artículo 23.- Consejo Universitario. El Consejo Universitario es el órgano colegiado representativo de la comunidad universitaria, encargado de ejercer funciones resolutivas en las materias relativas al quehacer académico e institucional de la universidad. 

Este órgano podrá recibir una denominación distinta en los estatutos de cada universidad.

Artículo 24.- Integrantes del Consejo Universitario. El Consejo Universitario estará integrado por académicos, funcionarios no académicos y estudiantes, todos ellos con derecho a voto, de acuerdo al número y a la proporción que definan sus estatutos. Con todo, la participación de los académicos en este consejo no podrá ser inferior a dos tercios del total de sus integrantes.

El Consejo Universitario será presidido por el rector.

Artículo 25.- Funciones del Consejo Universitario. El Consejo Universitario ejercerá, entre otras, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Elaborar y definir las propuestas de modificación de los estatutos de la universidad que deban ser presentados al Presidente de la República para su respectiva aprobación y sanción legal, previa aprobación del Consejo Superior. Estas propuestas deberán realizarse mediante un proceso público y participativo que involucre a los distintos estamentos de la comunidad universitaria.

b) Elaborar el Plan de Desarrollo Institucional de la universidad que deba ser presentado al Consejo Superior para su respectiva aprobación.

c) Nombrar a los miembros de la comunidad universitaria que deben integrar el Consejo Superior de conformidad al procedimiento establecido en los estatutos de cada institución.

d) Nombrar al titulado o licenciado de la institución que debe integrar el Consejo Superior, a partir de una terna propuesta por el respectivo Gobierno Regional.
e) Aprobar los reglamentos referidos al quehacer académico e institucional de la universidad que señalen los respectivos estatutos.

f) Aprobar o pronunciarse sobre todas aquellas materias académicas e institucionales que señalen los respectivos estatutos, y que no contravengan las atribuciones de las demás autoridades colegiadas y unipersonales de la institución.

Artículo 26.- Organización y funcionamiento interno del Consejo Universitario. Los estatutos de cada universidad determinarán las reglas sobre el procedimiento de elección y designación de los integrantes del Consejo Universitario, la duración de sus funciones y el quórum para sesionar y aprobar las materias de su competencia.

Asimismo, los estatutos de cada institución deberán establecer un quórum mínimo de participación por cada estamento respecto de la elección de los consejeros que corresponda, a fin de garantizar el pluralismo y la representatividad de sus integrantes.

Las normas sobre el funcionamiento interno de este consejo serán establecidas en reglamentos dictados por cada institución.

Artículo 27.- Contraloría Universitaria. La Contraloría Universitaria es el órgano responsable de ejercer el control de legalidad de los actos administrativos de las autoridades de la universidad, y de auditar la gestión y el uso de los recursos de la institución, sin perjuicio de las demás funciones de control interno que le encomiende el Consejo Superior.

Artículo 28.- Contralor universitario. La Contraloría Universitaria estará a cargo del contralor universitario, quien deberá tener el título de abogado, contar con una experiencia profesional de, a lo menos, ocho años y poseer las demás calidades establecidas en los estatutos de la universidad. Será nombrado por el Consejo Superior por un período de seis años, pudiendo ser designado, por una sola vez, para el período siguiente.

Los estatutos de cada institución deberán establecer el procedimiento de selección y las causales de remoción del contralor e indicarán las normas para su subrogación.

El contralor universitario será nombrado por el Consejo Superior a partir de una terna elaborada mediante el Sistema de Alta Dirección Pública, con el propósito de garantizar la idoneidad de los candidatos y la imparcialidad del proceso de selección.

Artículo 29.- Dependencia técnica. El contralor universitario estará sujeto a la dependencia técnica de la Contraloría General de la República, de conformidad a lo establecido en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda.

Artículo 30.- Estructura interna de la Contraloría Universitaria. A través de un reglamento interno, cada institución definirá la estructura de la Contraloría Universitaria, debiendo garantizar que las funciones de control de legalidad y de auditoría queden a cargo de dos unidades independientes dentro del mismo organismo.

Párrafo 2º

De la calidad y acreditación institucional

Artículo 31.- De la calidad institucional. Las universidades del Estado deben orientar su quehacer institucional de conformidad a los criterios y estándares de calidad del sistema de educación superior, en función de las características específicas de cada institución, la misión reconocida en sus estatutos y los objetivos estratégicos declarados en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional.

Artículo 32.- Del aseguramiento de la calidad y procesos de acreditación. Las universidades del Estado deberán determinar un órgano o unidad responsable y mecanismos que permitan coordinar e implementar los procesos de gestión, evaluación y aseguramiento de la calidad, así como los procesos de acreditación de la institución y de sus respectivas carreras y programas académicos.

Los estatutos de cada universidad determinarán la forma en que se implementará lo señalado en el inciso anterior. Asimismo, mediante reglamentos dictados por las respectivas instituciones se regulará la organización interna para el ejercicio de esta función.

Artículo 33.- Planes de tutoría. En caso que una universidad del Estado pierda su acreditación institucional u obtenga una inferior a cuatro años, el Ministerio de Educación designará a otra universidad del Estado para que se desempeñe como institución tutora.

Para estos efectos, el Ministerio solicitará al Consejo de Coordinación de Universidades del Estado, establecido en el artículo 53, que proponga a una universidad estatal, con al menos cinco años de acreditación institucional, para desempeñarse como institución tutora. El Ministerio de Educación la designará mediante decreto supremo.

La institución tutora presentará al Ministerio de Educación un plan de tutoría, el que tendrá carácter vinculante para ambas instituciones de educación superior, y cuyas medidas serán financiadas con cargo a los recursos establecidos para la universidad tutorada en su respectivo Aporte Institucional Universidades Estatales. Este plan deberá comprender el fortalecimiento integral de las actividades de la universidad tutorada, con especial énfasis en aquellas materias que fueron objeto de observaciones por parte de la Comisión Nacional de Acreditación.

El plan de tutoría será aprobado por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, dicho decreto deberá establecer las medidas que se implementarán y los instrumentos que se utilizarán con el fin de que la institución tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años.

Tanto el régimen de tutoría, como el plan de tutoría, cesarán cuando la universidad tutorada obtenga una acreditación institucional de al menos cuatro años. Este plan durará como máximo seis años.

Si transcurrido el plazo máximo señalado en el inciso anterior la universidad tutorada no obtuviere una acreditación institucional de a lo menos cuatro años, el Ministerio de Educación nombrará directamente un administrador provisional con las facultades establecidas en los artículos 13, 17 y 18 de la ley Nº 20.800, quien se desempeñará en sus funciones hasta que entre en vigencia la ley referida en el inciso siguiente.

Dentro del plazo de seis meses contados desde la designación del administrador provisional, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que defina el destino de la respectiva institución, pudiendo considerar, entre otras medidas, su reorganización interna o formas de administración especial dirigidas a recuperar su calidad académica y a garantizar la continuidad de los estudios de sus alumnos. De ser necesario, dicho proyecto de ley podrá contemplar la reestructuración de la institución, el término de sus actividades o un procedimiento mediante el cual pueda ser fusionada o absorbida por otra universidad del Estado.

Artículo 34.- Continuidad del servicio público educacional. Las universidades del Estado que se sometan al plan de tutoría señalado en el artículo precedente, recibirán un apoyo financiero destinado a garantizar la prestación regular y continua de las actividades de docencia de pregrado de la institución, en especial los recursos que se requieran para otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes que cumplan los requisitos para beneficiarse de la política de acceso gratuito a la educación superior.

Dichos recursos estarán contemplados en el Aporte Institucional Universidades Estatales de la universidad tutorada, mientras dure el régimen de tutoría.
Párrafo 3°

De la gestión administrativa y financiera

Artículo 35.- Régimen jurídico de la gestión administrativa y financiera. En el ejercicio de su gestión administrativa y financiera, las universidades del Estado deberán regirse especialmente por los principios de responsabilidad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas, así como por las normas de derecho público que regulan los actos de los órganos de la Administración del Estado.

En cumplimiento de lo anterior, las universidades del Estado deberán llevar contabilidad completa de sus ingresos y gastos, conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, siguiendo las orientaciones de la Contraloría General de la República.
En razón de la especificidad de sus funciones, la autonomía propia de su quehacer institucional y la necesidad de propender a una gestión administrativa y financiera más expedita y eficiente, las universidades del Estado dispondrán de un régimen especial en las materias señaladas en los siguientes artículos del presente párrafo.

Artículo 36.- Normas aplicables a los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. Los contratos que celebren las universidades del Estado, a título oneroso, para el suministro de bienes muebles y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones, se regirán por el artículo 9 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado; y por las disposiciones de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y de su reglamento.

Artículo 37.- Convenios excluidos de la ley N° 19.886. No obstante lo señalado en el artículo anterior, quedarán excluidos de la aplicación de la ley Nº 19.886 los convenios que celebren las universidades del Estado con los organismos públicos que formen parte de la Administración del Estado y los convenios que celebren dichas universidades entre sí.

De la misma manera, estarán excluidos de la aplicación de la citada ley los contratos que celebren las universidades del Estado con personas jurídicas extranjeras o internacionales para el suministro de bienes muebles necesarios para el cumplimiento de sus funciones y que, por sus características específicas, no puedan ser adquiridos en Chile.

Artículo 38.- Licitación privada o trato directo. Las universidades del Estado, de forma individual o conjunta, podrán celebrar contratos a través de licitación privada o trato directo en virtud de las causales señaladas en el artículo 8 de la ley N° 19.886, y, además, cuando se trate de la compra de bienes o la contratación de servicios, incluida la contratación de créditos, que se requieran para la implementación de actividades o la ejecución de proyectos de gestión institucional, de docencia, de investigación, de creación artística, de innovación, de extensión o de vinculación con el medio de dichas instituciones, en que la utilización del procedimiento de licitación pública ponga en riesgo la oportunidad, la finalidad o la eficacia de la respectiva actividad o proyecto.

En estos casos, las universidades del Estado deberán establecer por medio de una resolución, disponible en el Sistema de Información de Compras y Contratación Pública, los procedimientos internos que permitan resguardar la publicidad, la transparencia, la igualdad de trato y la no discriminación arbitraria en esta clase de adquisiciones y contratación de servicios.

Artículo 39.- Ejecución y celebración de actos y contratos. Las universidades del Estado podrán ejecutar y celebrar todos los actos y contratos que contribuyan al cumplimiento de su misión y de sus funciones.

En virtud de lo anterior, dichas instituciones estarán expresamente facultadas para:

a) Prestar servicios remunerados, conforme a la naturaleza de sus funciones y actividades, a personas naturales o jurídicas de derecho público o privado, nacionales, extranjeras o internacionales.

b) Emitir estampillas y fijar aranceles por los servicios que presten a través de sus distintos organismos.

c) Crear fondos específicos para su desarrollo institucional.

d) Solicitar las patentes y generar las respectivas licencias que se deriven de su trabajo de investigación, creación e innovación.

e) Crear y organizar sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos digan directa relación con el cumplimiento de la misión y de las funciones de la universidad.

f) Contratar empréstitos y emitir bonos, pagarés y demás documentos de crédito con cargo a sus respectivos patrimonios, de acuerdo a los límites que establece la ley.

g) Castigar en sus contabilidades los créditos incobrables, siempre que hayan sido contabilizados oportunamente y hubieren prescrito las acciones judiciales para su cobro.

h) Celebrar avenimientos judiciales respecto de las acciones o derechos que le correspondan.

i) Celebrar pactos de arbitraje, compromisos o cláusulas compromisorias, para someter a la decisión de árbitros de derecho las controversias que surjan en la aplicación de los contratos que suscriban.

j) Aceptar donaciones, las que estarán exentas del trámite de la insinuación.

Artículo 40.- Exención de tributos. Las universidades del Estado estarán exentas de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos. Lo anterior, sin perjuicio de determinarse previamente las sumas afectas a impuestos que resulten exentas.
Artículo 41.- Control y fiscalización de la Contraloría General de la República. Las instituciones de educación superior del Estado serán fiscalizadas por la Contraloría General de la República, de acuerdo con su Ley Orgánica Constitucional. 

Con todo, quedarán exentas del trámite de toma de razón las materias que a continuación se señalan:

a) Contrataciones, modificaciones y terminaciones de contratos del personal a honorarios académico y no académico. 

b) Designaciones a contrata por plazos no superiores a seis meses. 

c) Nombramientos y ceses en calidad de suplente.

d) Designaciones en consejos internos de la institución, efectuados por las autoridades universitarias.

e) Contrataciones bajo el Código del Trabajo cuya remuneración mensual bruta no supere las 35 unidades tributarias mensuales.

f) Sobreseimientos, absoluciones y aplicación de medidas disciplinarias no expulsivas, con excepción de aquellas dispuestas en procedimientos disciplinarios instruidos u ordenados instruir por la Contraloría General de la República, o cuya instrucción haya sido confirmada en un informe de auditoría emitido por esta. 

g) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

h) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de bienes muebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

i) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

j) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos de prestación de servicios mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

k) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

l) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la adquisición de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

m) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación pública por montos inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales.

n) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la enajenación de bienes inmuebles mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

o) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación pública por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales.

p) Bases de licitación, adjudicaciones y contratos para la construcción de obra pública mediante licitación privada o trato directo por montos inferiores a 5.000 unidades tributarias mensuales.

q) Las operaciones de endeudamiento o créditos por montos inferiores a 10.000 unidades tributarias mensuales, siempre que no comprometan el patrimonio de la institución a través de hipotecas o gravámenes.
Párrafo 4°

De los académicos y funcionarios no académicos

Artículo 42.- Régimen jurídico de académicos y funcionarios no académicos. Los académicos y funcionarios no académicos de las universidades del Estado tienen la calidad de empleados públicos. Los académicos se regirán por los reglamentos que al efecto dicten las universidades y, en lo no previsto por dichos reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Por su parte, los funcionarios no académicos se regirán por las normas del decreto con fuerza de ley precitado y por las demás disposiciones legales que les resulten aplicables.

Artículo 43.- Carrera académica. La carrera académica en las universidades del Estado se organizará en razón de requisitos objetivos de mérito y estará sustentada en los principios de excelencia, pluralismo, no discriminación, publicidad y transparencia. 

A través de un reglamento de carrera académica, las universidades del Estado deberán establecer las funciones, los derechos y las obligaciones de sus académicos. Este reglamento deberá contener las normas sobre la jerarquía, el ingreso, la permanencia, la promoción, la remoción y la cesación de funciones, así como los respectivos procedimientos de evaluación y calificación de los académicos, de acuerdo a las exigencias y principios señalados en el inciso precedente.

El reglamento, además, establecerá metas y objetivos concretos relacionados con las áreas de docencia, investigación y vinculación con el medio, acorde a los Planes de Desarrollo de las Instituciones; y señalará, asimismo, las políticas de estímulos e incentivos tendientes a fomentar su cumplimiento.

Artículo 44.- Máxima jerarquía académica nacional. Sin perjuicio de los requisitos internos para acceder a las jerarquías académicas de Instructor, Profesor Asistente, Profesor Asociado y Profesor Titular, u otras equivalentes, las universidades del Estado podrán establecer, de consuno, una jerarquía máxima nacional situada por sobre la jerarquía de Profesor Titular, que disponga de requisitos comunes y pueda ser aplicable y oponible a todas las instituciones universitarias estatales en el quehacer propio de sus funciones de educación superior.

Artículo 45.- Comisiones de servicio en el extranjero. Las comisiones de servicio de los funcionarios académicos y no académicos que deban efectuarse en el extranjero se regirán por los reglamentos universitarios dictados por cada institución.

Artículo 46.- Actividades de académicos extranjeros. Los académicos, investigadores, profesionales, conferencistas o expertos extranjeros, y que tengan residencia o domicilio permanente fuera del territorio nacional, estarán exentos de solicitar la autorización para desarrollar actividades remuneradas, señalada en el artículo 48, inciso primero, del decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, siempre que dichas labores correspondan a actividades académicas organizadas por instituciones universitarias y no se extiendan más allá de treinta días o del término del respectivo permiso de turismo.

Artículo 47.- Capacitación y perfeccionamiento de funcionarios no académicos. Las universidades del Estado deberán promover la capacitación de sus funcionarios no académicos, con el objeto de que puedan perfeccionar, complementar o actualizar sus conocimientos y competencias necesarias para el eficiente desempeño de sus funciones.

Artículo 48.- Contratación para labores accidentales y no habituales. Las universidades del Estado podrán contratar, sobre la base de honorarios, sólo la prestación de servicios o labores accidentales y que no sean las habituales de la institución. Las personas contratadas a honorarios se regirán por las cláusulas del respectivo contrato de conformidad a la legislación civil y no les serán aplicables las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 49.- Actos atentatorios a la dignidad de los integrantes de la comunidad universitaria. Las prohibiciones para el personal académico y no académico de las universidades del Estado, relativas a actos atentatorios a la dignidad de los demás funcionarios, incluido el acoso sexual, el acoso laboral y la discriminación arbitraria, se entenderán referidas también a conductas del mismo tipo que resulten atentatorias a la dignidad de estudiantes, y de toda persona vinculada, de cualquier forma, a las actividades de la respectiva institución.

Además, en los procedimientos instruidos para determinar la responsabilidad administrativa en este tipo de casos, las víctimas y personas afectadas por las eventuales infracciones tendrán derecho a aportar antecedentes a la investigación, a conocer su contenido desde la formulación de cargos, a ser notificadas e interponer recursos en contra de los actos administrativos, en los mismos términos que el funcionario inculpado.

TÍTULO III

DE LA COORDINACIÓN DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 1°

Principio basal y objetivos

Artículo 50.- Principio de coordinación. En el cumplimiento de su misión y de sus funciones, las universidades del Estado deberán actuar de conformidad al principio de coordinación, con el propósito de fomentar una labor conjunta y articulada en todas aquellas materias que tengan por finalidad contribuir al progreso nacional y regional del país, y a elevar los estándares de calidad de la educación pública en todos sus niveles, con una visión estratégica y de largo plazo.

Artículo 51.- Colaboración con los órganos del Estado. Las universidades reguladas en la presente ley deberán colaborar, de conformidad a su misión, con los diversos órganos del Estado que así lo requieran, en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo cultural, social, territorial, artístico, científico, tecnológico, económico y sustentable del país, a nivel nacional y regional, contribuyendo a satisfacer los intereses generales de la sociedad y de las futuras generaciones.

En este marco, el Ministerio de Educación podrá solicitar a una o más universidades del Estado directamente, o al Consejo de Coordinación establecido en el artículo 53, que elaboren planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula cada vez que se requiera apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En el diseño y ejecución de los mismos, las universidades deberán cautelar y preservar su calidad académica y fomentar, de manera particular, el ingreso de estudiantes procedentes de sus respectivas regiones. Estos planes no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.

La implementación de estos planes se establecerá mediante convenios que las universidades del Estado deberán firmar con el Ministerio de Educación, los que deberán ser visados por la Dirección de Presupuestos.

Artículo 52.- Colaboración entre las universidades del Estado y con otras instituciones de educación. Las universidades del Estado deberán colaborar entre sí y con otras instituciones de educación con el propósito de desarrollar, entre otros, los siguientes objetivos: 

a) Promover la conformación de equipos de trabajo interdisciplinarios entre sus comunidades académicas, así como con otras instituciones de educación superior, para realizar actividades de pregrado y posgrado, investigación, innovación, creación artística, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a criterios de pertinencia y equidad territorial.

b) Fomentar relaciones institucionales de cooperación y colaboración con universidades y entidades nacionales y extranjeras, en el ámbito propio de las funciones de educación superior.

c) Promover criterios y requisitos comunes para el establecimiento de una carrera académica nacional aplicable y oponible a todas las universidades del Estado.

d) Promover la movilidad académica entre sus docentes.

e) Facilitar la movilidad estudiantil entre ellas, y entre las instituciones técnico profesionales y las universidades del Estado.

f) Propender a un crecimiento equilibrado y pertinente de su oferta académica, de conformidad a lo previsto en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, pudiendo considerar las propuestas del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado.

g) Promover acciones colaborativas destinadas al aseguramiento de la calidad de las universidades del Estado, de manera que alcancen o mantengan los más altos estándares en este ámbito.

h) Colaborar con otras instituciones de educación superior del Estado que requieran asesoría en el diseño y ejecución de proyectos académicos e institucionales, y con aquellas instituciones estatales que presenten dificultades en sus procesos de acreditación, de acuerdo a lo establecido en el artículo 33 de la presente ley.

i) Vincular sus actividades con los centros de formación técnica estatales.

j) Colaborar con el Ministerio de Educación en los procesos de reubicación de los estudiantes provenientes de instituciones de educación superior cuyo reconocimiento oficial haya sido revocado.

k) Impulsar programas dirigidos a alumnos de establecimientos educacionales públicos, a fin de fomentar su acceso a la educación superior de acuerdo a criterios de equidad y mérito académico.

l) Vincular sus actividades con el aseguramiento de la calidad de las escuelas y liceos públicos, contribuyendo de manera activa en la innovación pedagógica y en el desarrollo de los profesionales de la educación de estos establecimientos.

m) Establecer procedimientos y protocolos de acción conjunta en materia de compras públicas, con el objeto de promover la eficacia y eficiencia de los contratos que celebren las universidades del Estado para el suministro de bienes muebles y de los servicios que requieran para el desarrollo de sus funciones, de conformidad a la ley N° 19.886.

n) Compartir las buenas prácticas de gestión institucional que propendan a un mejoramiento continuo de las universidades del Estado y que permitan elevar progresivamente sus estándares de excelencia, eficiencia y calidad.

Párrafo 2°

Del Consejo de Coordinación de Universidades del Estado

Artículo 53.- Del Consejo. Existirá un Consejo de Coordinación de Universidades del Estado (en adelante también “el Consejo”), el que tendrá por finalidad promover la acción articulada y colaborativa de las instituciones universitarias estatales, con miras a desarrollar los objetivos y proyectos comunes señalados en el párrafo 1° del presente Título, además de la aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos propuestos por las universidades del Estado que se financien en virtud del Plan de Fortalecimiento establecido en el párrafo 2º del Título IV de esta ley.

Corresponderá particularmente a este Consejo de Coordinación asesorar al Ministerio de Educación en el diseño de proyectos conjuntos entre el Estado y sus universidades en torno a objetivos específicos que atiendan los problemas y requerimientos del país y sus regiones. Además, elaborará propuestas para la conformación de redes de cooperación en áreas de interés común para las universidades del Estado, especialmente en gestión institucional, docencia, investigación, extensión y vinculación con el medio.

Artículo 54.- Integración del Consejo y Secretaría Técnica. El Consejo estará integrado por los rectores de las universidades del Estado, por el Ministro de Educación y por el Ministro de Estado a cargo del sector de Ciencia y Tecnología.

El Consejo de Coordinación será presidido y convocado por el Ministro de Educación. Contará con el apoyo de una Secretaría Técnica, radicada en la Subsecretaría del Ministerio de Educación con competencia sobre educación superior, que le prestará respaldo material y técnico a su gestión administrativa, y le facilitará la infraestructura necesaria para desempeñar sus tareas.

El Consejo podrá autoconvocarse a requerimiento escrito de dos tercios de sus integrantes.
Sin perjuicio de los representantes del Gobierno que integrarán el Consejo de Coordinación, podrán ser invitados a sus sesiones otras autoridades o representantes gubernamentales sectoriales, así como autoridades o representantes de otros órganos del Estado, para tratar temas, iniciativas o propuestas que digan relación con materias de su competencia. 

Artículo 55.- Organización del Consejo y comités internos. La organización y las tareas específicas del Consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 53 y siguientes de la presente ley, serán establecidas mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

El Consejo funcionará a través de comités internos. Estos comités estarán integrados por cinco rectores de universidades del Estado y por dos autoridades de Gobierno, una de las cuales será del Ministerio de Educación, según se defina en el decreto señalado en el inciso anterior.
TÍTULO IV

DEL FINANCIAMIENTO DE LAS UNIVERSIDADES DEL ESTADO

Párrafo 1º

Fuentes de financiamiento

Artículo 56.- Aporte Institucional Universidades Estatales. En su calidad de instituciones de educación superior estatales, creadas para el cumplimiento de las funciones de docencia, investigación, creación artística, innovación, extensión y vinculación con el medio, de acuerdo a la misión y a los principios que les son propios, señalados en el Título I de esta ley, las universidades del Estado tendrán un financiamiento permanente a través de un instrumento denominado “Aporte Institucional Universidades Estatales”. 

Los montos específicos de este instrumento de financiamiento serán establecidos en virtud de la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. A su vez, los criterios de distribución de dichos recursos serán fijados mediante un decreto que dictará anualmente el Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Dicha distribución deberá basarse en criterios objetivos, considerando especialmente las necesidades específicas de cada institución. El citado instrumento considerará, al menos, los recursos de la asignación “Convenio Marco Universidades Estatales” establecido en la ley N° 20.882.

Las universidades del Estado sólo deberán rendir los recursos del aporte regulado en el presente artículo al Ministerio de Educación, en la forma que éste defina mediante resolución.
Artículo 57.- Otras fuentes de financiamiento. Lo expresado en el artículo anterior es sin perjuicio de los aportes que les corresponda percibir a las universidades del Estado, de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija las Normas sobre Financiamiento de las universidades; de los recursos públicos a los que puedan acceder a través de fondos concursables u otros instrumentos de financiamiento que disponga el Estado para sus universidades, los que deberán incorporar criterios de apoyo especial para las universidades estatales de regiones; y de los ingresos que señalen sus respectivos estatutos por derechos de matrícula, aranceles, impuestos universitarios, prestación de servicios, frutos de sus bienes, donaciones, herencias o legados, entre otros.

Los recursos señalados en el inciso anterior deberán ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia y no discriminación arbitraria.
Párrafo 2º

Plan de Fortalecimiento

Artículo 58.- Objetivo y vigencia. Con el propósito de apoyar el desarrollo institucional de las universidades del Estado, se implementará un Plan de Fortalecimiento de carácter transitorio, que tendrá una duración de 10 años contados desde el año de entrada en vigencia de la presente ley, destinado a los usos y ejes estratégicos que serán estipulados en los convenios que, para estos efectos, se suscriban entre el Ministerio de Educación y cada una de las universidades referidas. 


La aprobación, supervisión y seguimiento de las iniciativas y proyectos que se financien en virtud del Plan, estará a cargo de un Comité interno del Consejo, integrado por cinco rectores de universidades del Estado, un representante del Ministro de Educación, un representante del Ministro a cargo del sector de Ciencia y Tecnología y un representante de la Dirección de Presupuestos. Dichas iniciativas y proyectos serán propuestas por el Consejo de Coordinación o por una o más instituciones, considerando tanto el trabajo en conjunto o en red de las universidades del Estado como líneas de acción específicas de cada institución. Por su parte, la gestión y administración de los recursos asignados y la rendición de cuentas de los mismos será de responsabilidad de cada universidad.
Artículo 59.- Evaluación internacional. El Plan de Fortalecimiento será evaluado cada 5 años por un panel de expertos internacionales, de acuerdo a los términos de referencia que propongan, de manera conjunta, los Ministerios de Hacienda y de Educación.
Artículo 60.- Recursos del Plan de Fortalecimiento. Los recursos destinados al financiamiento del Plan de Fortalecimiento ascenderán a $300.000.000 miles. Dicha cantidad se dividirá en montos anuales, según lo establezcan las Leyes de Presupuestos del Sector Público correspondientes, que considerarán al menos los recursos de la asignación “Plan de Fortalecimiento universidades Estatales” establecida en la ley N° 20.981. Con todo, dentro de los primeros 5 años de vigencia del Plan se deberán destinar al menos $150.000.000 miles.
Artículo 61.- Aprobación y visación del Comité. Los recursos señalados en el artículo anterior deberán ejecutarse en conformidad a las iniciativas y proyectos que apruebe el Comité a que hace referencia el artículo 58 de la presente ley. 

El Comité será el encargado de evaluar el nivel de cumplimiento de dichas iniciativas y proyectos, y otorgar la visación para que el Ministerio de Educación realice las siguientes transferencias.
Artículo 62.- Líneas de acción del Plan. A través del Plan de Fortalecimiento, las universidades del Estado podrán desarrollar, entre otras, las siguientes iniciativas:

1) Desarrollo institucional. Las universidades del Estado podrán actualizar su Plan de Desarrollo Institucional con el fin de concordar sus iniciativas de fortalecimiento con dicho Plan.

2) Fortalecimiento de la gestión institucional. Las universidades del Estado podrán implementar programas de mejoramiento y actualización de los procesos internos de gestión institucional y de recursos humanos, con especial énfasis en la modernización y fortalecimiento de sus respectivas contralorías universitarias.

3) Crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Las universidades del Estado podrán establecer planes de crecimiento de su oferta académica o de su matrícula. Dichos planes deberán obedecer a necesidades estratégicas del país y sus regiones, basarse en indicadores objetivos, considerar mecanismos de equidad e inclusión para el acceso de los nuevos estudiantes y estar contemplados, con la debida antelación, en sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional. A su vez, los referidos planes de crecimiento no se considerarán sujetos a las restricciones de vacantes máximas que establezca la política de acceso gratuito a la educación superior, siempre que sean aprobados previamente por decreto del Ministerio de Educación, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y suscrito además por el Ministro de Hacienda.

4) Fortalecimiento de la calidad académica y la formación profesional. Las universidades del Estado podrán diseñar e implementar acciones destinadas a preservar o elevar su calidad académica, incluyendo planes de evaluación y rediseño curricular. Asimismo, podrán fomentar la incorporación de académicos e investigadores con grado de Doctor con el objetivo de potenciar especialmente las actividades de docencia e investigación.

5) Fortalecimiento de la investigación e incidencia en la elaboración e implementación de políticas públicas. Las universidades del Estado podrán crear o fortalecer centros de investigación destinados a profundizar el conocimiento o la innovación y aportar en la elaboración de políticas públicas de relevancia estratégica para el país o sus regiones, en materias tales como: desarrollo sustentable, cambio climático, sismología, cuidado y protección de niños y adultos mayores, inclusión y no discriminación, y planificación urbana sostenible. 

6) Vinculación con el medio y el territorio. Las universidades del Estado podrán elaborar programas y acciones de vinculación con el medio que promuevan el desarrollo regional, la interculturalidad, el respeto de los pueblos originarios y el cuidado del medio ambiente. En este marco, dichas universidades podrán promover actividades académicas y formativas destinadas a vincular a los estudiantes con su ámbito profesional en el territorio en que se emplace la respectiva institución.

7) Otras líneas de acción. Sin perjuicio de lo señalado en los numerales precedentes, a través del Plan de Fortalecimiento se podrán destinar recursos para conservar y mejorar la infraestructura de las universidades del Estado, crear o fortalecer planes de apoyo para la permanencia y titulación de estudiantes, y apoyar la obtención de la acreditación institucional de las universidades creadas por la ley Nº 20.842.
TÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 63.- Política de propiedad intelectual e industrial. Las universidades del Estado deberán establecer, a través de reglamentos, una política de propiedad intelectual e industrial que permita fomentar las actividades de investigación, creación e innovación de sus académicos, resguardando los derechos de estas instituciones. Asimismo, dichos reglamentos establecerán las formas de acceso público al conocimiento creado en las universidades del Estado, debiendo en todo caso respetar los derechos de terceros en virtud de la legislación vigente.

Artículo 64.- Relevancia de los planes de desarrollo de la región. Las universidades del Estado deberán considerar especialmente para la elaboración de sus respectivos Planes de Desarrollo Institucional, los planes de desarrollo de la región a la que pertenezcan, a fin de que exista entre ellos la debida correspondencia y armonía.

Artículo 65.- Modificación del Estatuto Administrativo. Incorpórase en el inciso final del artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, entre la expresión “Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” y la conjunción “y”, la frase “, la Ley sobre Universidades del Estado”.

Artículo 66.- Modificación de la ley N° 20.800. Modifícase el artículo 24 de la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales, incorporando en su inciso quinto, a continuación de la expresión “ley N° 20.129” la frase “, preferentemente una universidad del Estado”.

Artículo 67.- Mayor gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en el momento de su publicación.

Para los efectos de adecuar los actuales estatutos de las universidades del Estado a las disposiciones del Título II de esta ley que así lo exijan, dichas instituciones deberán proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, la modificación de sus respectivos estatutos dentro del plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia del referido texto legal.

Sin perjuicio de lo anterior, las universidades del Estado cuyos estatutos hayan entrado en vigencia con posterioridad al 11 de marzo de 1990 no tendrán la obligación señalada en el inciso precedente, en la medida que propongan al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Educación y en el plazo establecido en el referido inciso, un mecanismo institucional permanente que asegure la participación y corresponsabilidad del Estado en la aprobación del Plan de Desarrollo Institucional y del presupuesto de la universidad.

Si una universidad del Estado no cumpliere con las obligaciones establecidas en los incisos anteriores, dentro del plazo máximo allí señalado, al vencimiento del mismo regirán, por el solo ministerio de la ley, las normas estatutarias relativas a la organización, gobierno, funciones y atribuciones de las universidades del Estado establecidas en el estatuto general que, mediante decreto con fuerza de ley, haya dictado el Presidente de la República. Para estos efectos, facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación y suscritos también por el Ministro de Hacienda, un estatuto general para las universidades del Estado, el cual, vencidos los plazos establecidos en los incisos anteriores, sustituirá íntegramente las normas de los estatutos vigentes de las universidades del Estado en todo aquello que sea incompatible con las disposiciones del estatuto general. El ejercicio de esta facultad deberá respetar estrictamente la misión, principios y normas que se establecen en la presente ley, y en especial, ajustarse a las regulaciones de su Título II.
Artículo segundo.- Las universidades del Estado deberán adoptar procesos públicos y participativos, en que intervengan los distintos estamentos de la comunidad universitaria, para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo primero transitorio, según corresponda.

Con todo, la propuesta de modificación de estatutos que efectúen dichas instituciones al Presidente de la República deberá realizarse a través de sus órganos competentes, según lo dispuesto en sus estatutos vigentes.

Artículo tercero.- Se considerará como primer período del cargo, para la aplicación del artículo 21, aquel que haya asumido el rector bajo la vigencia de la presente ley. A su vez, a partir de la entrada en vigencia de esta ley serán aplicables las disposiciones de dicho artículo.

Artículo cuarto.- A las instituciones de educación superior creadas por la ley N° 20.842 no les serán exigibles los requisitos de acreditación institucional y de carreras, de conformidad a la ley N° 20.129, para efectos de acceder a fondos otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía, mientras esté pendiente el plazo máximo para obtener la acreditación institucional de conformidad a la ley N° 20.842. 

Asimismo, los estudiantes matriculados en las instituciones de educación superior antedichas podrán acceder a los recursos y becas otorgados por el Estado o que cuenten con su garantía y que se encuentren contempladas en la normativa vigente, operando respecto de estas instituciones la misma exención.

Artículo quinto.- El plazo para dictar el decreto supremo que regulará el Consejo de Coordinación de Universidades del Estado será de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo sexto.- En tanto no entren en vigencia las normas estatutarias y reglamentos internos que deban dictarse en virtud de esta ley, las universidades del Estado seguirán rigiéndose por las respectivas normas estatutarias y reglamentos internos que actualmente les son aplicables.

Artículo séptimo.- Las universidades del Estado estarán adscritas a la política de gratuidad universal, de conformidad a las reglas transitorias de progresión para los deciles de más altos ingresos que se establecen en la Ley sobre Educación Superior o en la Ley de Presupuestos, según corresponda.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3, 4, 8, 10, 11 y 12 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Montes Cisternas (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Jorge Pizarro Soto, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto. 
Sala de la Comisión, a 16  de enero de 2018.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, unidas.
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